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Presentación
En su gran mayoría, los adultos de hoy crecieron con modelos autoritarios y sin la idea de que 
tenían derechos, por lo que muchas veces les resulta difícil tener una visión precisa de lo que 
significa	el	ejercicio	de	los	derechos	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes.	Es	evidente	que	consi-
derarlos como sujetos de derechos, es decir como titulares de derechos y deberes, constituye 
un necesario y progresivo aprendizaje por parte de todas y todos los integrantes de la comu-
nidad. Por ello, una de las mejores maneras de iniciar este proceso es partir del conocimiento 
del marco normativo que protege y garantiza sus derechos. Así, la adopción de la Convención 
sobre los Derechos del Niño por la Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 1989, 
posteriormente	ratificada	por	el	Perú,	representó	un	hito	para	la	protección	y	reconocimiento	
de sus derechos. 
En este sentido, en su condición de Estado-Parte de la Convención, nuestro país ha venido rea-
lizando esfuerzos dirigidos a adecuar sustancialmente su marco normativo a los estándares 
internacionales. Con este propósito, en el año 2000 se promulgó el Nuevo Código de los Niños 
y	Adolescentes	—en	actual	proceso	de	revisión—,	el	cual	no	solo	regula	contextos	de	dificul-
tad	o	vulnerabilidad,	sino	que	consagra	y	desarrolla	los	derechos	específicos	que	se	reconocen	
a los niños, niñas y adolescentes.
La Adjuntía para la Niñez y la Adolescencia de la Defensoría del Pueblo ha venido trabajando 
sostenidamente en la selección y recopilación de las normas básicas en materia de infancia y 
adolescencia que se han emitido, hasta agosto del presente año, y que se encuentran reunidas 
en este compendio. Al respecto, es preciso mencionar que en algunas de las normas se han 
incorporado sólo aquellos artículos que, de manera directa, están relacionados con la defensa 
y protección de niños, niñas y adolescentes. Así, una sola razón ha orientado su realización: 
con este instrumento se pretende aportar una herramienta útil para las instituciones y sus 
operadores jurídicos y sociales que trabajan en favor de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes.
El compendio presenta cuatro capítulos. En el primero, se muestran algunas consideraciones 
básicas en materia de niñez y adolescencia. El segundo capítulo contiene el índice analítico 
que ha sido elaborado sobre la base de los principales derechos fundamentales de los niños, 
niñas y adolescentes. El objetivo de dicho índice es facilitar la búsqueda y ubicación de las nor-
mas legales, así como los artículos correspondientes que regulan los derechos de la niñez y la 
adolescencia. Finalmente, en el tercer y cuarto capítulo se incluyen los textos de las normas in-
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Al respecto, es preciso mencionar que dada la extensión del contenido del compendio, se vio 
por conveniente presentarlo en dos tomos. Así, los tres primeros capítulos se han consignado 
en el Tomo I, mientras que el capítulo cuarto lo está en el Tomo II.
La Defensoría del Pueblo considera que es necesario conocer y difundir la normatividad vi-
gente como un mecanismo para contribuir a la plena vigencia de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes y a la consolidación de una cultura que los garantice, procurando el 
fortalecimiento del sistema democrático como un espacio idóneo para la satisfacción de sus 
necesidades e intereses.
Es preciso recordar que la adecuada aplicación de las normas legales en el ámbito de la niñez 
y la adolescencia demanda un especial compromiso por parte de los operadores estatales in-
volucrados en la atención de este importante sector de la población. En razón de ello, urge que 
dichos operadores asuman con profunda convicción que el principal objetivo de estas normas, 
es mejorar la calidad de vida de los niños, niñas y adolescentes, quienes ya han motivado una 
especial sensibilidad y mirada del mundo, por lo que no pueden quedar reducidos a expe-
dientes	o	cifras	estadísticas	para	justificar	actuaciones	burocráticas.	
En la medida en que se brinde la información adecuada se podrá involucrar a los actores y 
actoras en las experiencias participativas y de garantía de los derechos en materia de niñez 
y adolescencia. De esta forma se estará trabajando de manera integral y se obtendrán más 
posibilidades de encontrar nuevos caminos en la búsqueda de una cultura inclusiva para los 
niños, niñas y adolescentes.
Este compendio ha sido elaborado gracias al apoyo del Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF) y la Asociación Solidaridad Países Emergentes (ASPEm), a quienes expre-
samos	nuestro	reconocimiento,	reafirmando	el	compromiso	de	la	Defensoría	del	Pueblo	con	el	
presente y futuro de los niños, niñas y adolescentes. 
Lima, noviembre de 2009
Beatriz Merino Lucero
Defensora del Pueblo
C A p í t u l o  I 
Aplicación de las normas jurídicas en 
materia de niñez y adolescencia
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1.  Los derechos de los niños, niñas y adolescentes como derechos 
específicos 
1.1. Reconocimiento de la especificidad de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes
En materia de respeto y promoción de los derechos humanos existe una clara tendencia a la 
afirmación	de	un	mayor	 reconocimiento	y	protección	de	 los	derechos	de	 las	personas	que	
pertenecen a grupos o sectores históricamente reconocidos como vulnerables, y que, por tal 
razón, requieren de una protección especial que les permita su plena integración en la socie-
dad. 
Como en todos los otros casos (mujeres, personas con discapacidad, etc), en un primer mo-
mento	los	derechos	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes	carecían	de	especificidad	propia,	siendo	
en consecuencia protegidos únicamente por los derechos y mecanismos de protección de de-
rechos humanos en general.
Sin embargo, es innegable que los niños, niñas y adolescentes han sido históricamente ignora-
dos, excluidos de su condición de sujetos de derecho y entendidos como objetos de protección 
por parte del Estado, la sociedad y las personas mayores que los tienen bajo su cuidado —pa-
dres de familia, tutores—. Siendo éstos responsables de su bienestar, también se consideraban 
moral y legalmente facultados para corregirlos y decidir por ellos. 
Es con el progresivo avance y desarrollo en materia de defensa de los derechos humanos que 
se les empieza a reconocer intereses jurídicamente protegidos distintos de los de sus padres. 
Es más, se toma conciencia de que, dada su especial situación de vulnerabilidad, los niños, 
niñas y adolescentes se encuentran entre las personas mayormente afectadas por la violación 
de sus derechos. Es esta la razón por la cual, al igual que en el caso de las mujeres, requieren de 
un trato y reconocimiento especial en función de las particulares circunstancias de vida de la 
infancia/adolescencia1	a	fin	de	que	logren	una	real	protección	y	vigencia	de	dichos	derechos.	
Para efectos de la interpretación del presente texto se entiende por niño, a todo niño, niña y adolescente.
Aplicación de las normas jurídicas en materia 
de niñez y adolescencia
1 CILLERO BRUÑOL, Miguel, El interés superior del niño en el marco de la Convención internacional sobre los dere-
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Es así que en el plano internacional se da inicio al establecimiento de normas y mecanismos 
específicos	para	su	protección	y	promoción.	La	aprobación	de	la	Convención	sobre	Derechos	
del Niño (la Convención) en 1989 constituye el hito más importante en el progresivo recono-
cimiento de los derechos del niño, niña y adolescentes, al consagrar de manera integral todos 
los problemas que afectan universalmente a la infancia. 
Posteriormente,	se	inicia	la	adopción	de	otros	tratados	de	derechos	humanos	específicamente	
vinculados a los derechos de personas menores de edad en temas por cuya especial relevancia 
y gravedad requieren de tratamiento especial, como es el caso de la explotación sexual, trabajo 
infantil, entre otros.
De otro lado, en materia de protección internacional también se han incorporado instrumen-
tos	específicos	para	 la	protección	de	 los	derechos	de	 las	personas	menores	de	edad	que,	si	
bien a diferencia de la Convención no son de carácter vinculante, resultan de gran relevan-
cia al encontrarse relacionados con aspectos y principios en materia de justicia penal. Estas 
normas son las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de 
Menores (Reglas de Beijing de 1985), las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección 
de los Menores Privados de Libertad (Reglas de La Habana de 1990) y las Directrices de las 
Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de RIAD de 1990). 
Cabe mencionar que todas las reglas y directrices resultan positivas por constituir un recono-
cimiento	de	la	especificidad	de	los	derechos	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes;	es	más,	dada	
su importancia sus disposiciones vienen siendo incorporadas en la legislación interna de casi 
todos los países de América Latina. 
Es	importante	tener	en	consideración	que	el	reconocimiento	de	la	especificidad	de	los	dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes, tanto por el derecho internacional de los derechos 
humanos cuanto por el derecho interno de cada país, implica asimismo la generación de res-
ponsabilidad tanto para el Estado como para los particulares, por lo que su desconocimiento 
o vulneración origina la correspondiente investigación y sanción contra quienes resulten res-
ponsables.
Cabe	finalmente	enfatizar	que	la	incorporación	de	normas	y	garantías	específicas	para	su	pro-
tección no tiene como objetivo sustituir la normatividad general sobre derechos humanos sino 
complementar y perfeccionar la efectiva defensa y promoción de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes2. 
1.2. Reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derecho 
El real sustento de la nueva doctrina de protección de los derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes consiste en que pasan de ser considerados objetos de protección a ser sujetos de de-
rechos. Como tales, requieren no de un proteccionismo paternalista o compasivo sino del re-
conocimiento y respeto de su condición de persona. Cabe mencionar que este reconocimiento 
logra su máxima expresión con la aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño.
En efecto, existe una tendencia a un cada vez mayor reconocimiento de la capacidad de las 
personas como titulares de derechos y deberes. Esta capacidad comprende, de un lado, el 
2 Ibid., ob.cit., pp. 69 y 70.
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iAdisfrutar de un derecho (capacidad de goce) y, de otro, el poder ejercitarlo o ponerlo en actua-
ción (capacidad de ejercicio). 
El ser titular de esta capacidad implica la posibilidad de ejercitar autónomamente sus dere-
chos y cumplir con sus deberes, teniendo como principal marco de referencia el discernimien-
to.	Este	puede	definirse	como	la	capacidad	de	la	persona	para	darse	cuenta	de	qué	quiere	o	no	
hacer y si es bueno o malo, y comprende la denominada volición o posibilidad de realizar un 
acto	propio	que	manifieste	esta	decisión3. 
Cabe enfatizar que la necesaria determinación de la existencia de discernimiento en la per-
sona, lejos de crear un nuevo límite al ejercicio de derechos, tiene por objetivo principal la 
seguridad del individuo, quien podría no encontrarse en posibilidad de determinar libre y 
voluntariamente la magnitud del acto que va a realizar ni sus consecuencias4. Lo expuesto se 
encuentra directamente vinculado con el respeto de su dignidad y con el principio de autono-
mía individual o libre desarrollo de la personalidad expresamente consagrado en el Artículo 
2 inciso 1) de la Constitución Política (la Constitución). 
En efecto, en el caso de niños, niñas y adolescentes, existe una creciente tendencia a la consa-
gración	de	normas	nacionales	e	internacionales	específicamente	dedicadas	al	reconocimiento	
de su condición de sujetos de derecho, tal es el caso de la citada Convención sobre los Derechos 
del Niño y del Código de los Niños y Adolescentes5, así como la creación de instancias espe-
cializadas para su protección.
En	lo	que	refiere	a	materia	civil,	esta	evolución	en	la	protección	de	sus	derechos	se	evidencia,	
por ejemplo, en la variación de la visión tradicional del derecho de familia, donde la relación 
paterno-filial	se	basaba	en	la	idea	de	una	total	sujeción	a	la	potestad	de	los	padres,	a	un	mo-
delo actual en el que prima la idea de «espacios de autodeterminación de menores». Tal como 
refiere	Juan	Espinoza,	diversos	autores	coinciden	en	que	la	edad	no	puede	ser,	en	el	marco	de	
derechos constitucionales, un factor que divida a los seres humanos de tal manera que, por 
encima de la mayoría de edad se considere que se es «completamente persona», y por debajo 
de ella se sea «menos persona». 
En tal sentido, al momento de realizar una valorización de las decisiones existenciales del ser 
humano lo que debe tenerse en consideración será la madurez de juicio del sujeto de derecho 
independientemente de su edad6, ello sin que se deje de reconocer una progresiva madurez 
que suele ir de la mano con el transcurrir de los años. En virtud de lo expuesto existen diversas 
normas, tanto en el Código de los Niños y Adolescentes como en el propio Código Civil, que 
reconocen la capacidad de los niños, niñas y adolescentes para el pleno ejercicio de sus dere-
chos en diversas situaciones de su vida, en concordancia con la progresividad del incremento 
de la madurez con el paso del tiempo, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo Iv del 
Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, en virtud del cual el niño, niña y 
adolescente	gozan	de	 los	derechos	específicos	 relacionados	con	su	proceso	de	desarrollo	y	
tienen capacidad especial para la realización de los actos civiles autorizados por ley.
3 ESPINOZA ESPINOZA, Juan. La capacidad civil de las personas naturales. Tutela jurídica de los sujetos débiles. 
Lima: Grijley, 1998. En: Derecho Civil,	Nº	1.	Selección	de	textos.	Pontificia	Universidad	Católica	del	Perú.	Facultad	de	
Derecho. Lima, 2006, p. 153. 
4 Ibid., ob. cit., p. 154.
5 Ley Nº 27337, Ley que aprueba el Nuevo Código de los Niños y Adolescentes. Publicada el 7 de agosto de 2000.
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Sin embargo, la existencia en los niños, niñas y adolescentes de un margen de libertad que 
requiere ser respetado debe necesariamente ir de la mano con la obligación tanto del Estado 
como de la sociedad de proteger sus derechos, y en este sentido, deben intervenir para promo-
ver, prevenir y cuidar de ellos con el objeto de garantizar su desarrollo integral. 
Lo expuesto resulta más evidente aún si se tiene en consideración que, en virtud de lo esta-
blecido por el Artículo 4 de la Constitución, se trata de personas que son materia de especial 
protección por parte del Estado y que, conforme a sus Artículos 1 y 43 es deber estatal proteger 
y garantizar la plena vigencia de sus derechos. 
Finalmente, es también precisamente sobre la base de esta capacidad de discernimiento que, si 
bien los y las adolescentes no son penalmente responsables, sí responden por las infracciones 
que cometen contra la ley penal.
1.3. La doctrina de protección integral 
La denominada Doctrina de Protección Integral, que reconoce al menor de edad como sujeto 
de derechos, tiene su máxima expresión en la Convención sobre los Derechos del Niño.
Aún cuando es claro que principios de interpretación como los de pro libertatis y fuerza expan-
siva, razonabilidad y proporcionalidad deben necesariamente aplicarse siempre que esté de 
por medio la defensa y promoción de derechos humanos, ello resulta más evidente cuando lo 
que está en juego es la protección de la dignidad y demás derechos de las personas menores 
de edad. 
Si bien, los niños, niñas y adolescentes, como todo sujeto de derecho capaz de discernimiento, 
deben responder por sus actos, requieren de un tratamiento diferenciado en función de su 
especial situación y grado de desarrollo.
Resulta importante mencionar que si bien esta doctrina debe aplicarse siempre que se encuen-
tre de por medio la defensa y promoción de los derechos de niños, niñas y adolescentes, ha te-
nido su mayor desarrollo en materia de responsabilidad penal de menores de edad. En efecto, 
tal como sostuvo la Defensoría del Pueblo en su informe del sistema penal juvenil7, es sobre la 
base de la Doctrina de la Protección Integral que se ha centrado fundamentalmente el tema de 
su responsabilidad penal a partir del planteamiento de una opción punitivo-garantista. 
De acuerdo con esta concepción, a partir de cierta edad los y las adolescentes sí responden 
por las infracciones que cometen contra la ley penal pero siempre bajo la garantía del respeto 
del denominado principio del Derecho Penal Mínimo. Éste se caracteriza por la recurrencia al 
derecho	penal	como	extrema	ratio;	el	respeto	de	las	garantías	penales	sustantivas	y	procesales	
establecidas para la persona adulta, a las que deben sumarse aquellas propias derivadas de la 
condición	de	menor	de	edad;	la	minimización	de	las	penas	juveniles,	y	la	utilización	de	me-
didas socioeducativas alternativas a la privación de libertad, debiendo emplearse ésta última 
sólo excepcionalmente y limitando su intensidad y su duración al mínimo plazo posible. En 
otras palabras, se trata de un derecho penal juvenil dotado de las mismas garantías que el 
7 DEFENSORíA DEL PUEBLO, Informe Defensorial Nº 51. El sistema penal juvenil en el Perú. Análisis jurídico social. 
Lima, Serie: Informes Defensoriales, 2000, pp. 189-192.
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delitos cuanto en la intensidad de las sanciones8, por ser un sujeto de derecho en proceso de 
desarrollo. Cabe mencionar que esta consideración, expresamente establecida como obliga-
ción asumida por el Estado peruano en la Convención sobre los Derechos del Niño, constituye 
una manifestación del principio del interés superior del niño. 
Lo expuesto resulta más urgente aún teniendo en cuenta que los factores que determinan la 
problemática de la infracción de la ley penal por parte de menores de edad tienen que ser 
enfrentados principalmente a través de la política social del Estado, antes que con el recurso 
a medidas punitivas o al incremento de las mismas. En este ámbito, más que en ningún otro, 
son los condicionamientos sociales negativos que rodean a los menores de edad los que tienen 
una incidencia directa y decisiva en su conducta contraria a la ley penal. Por ello en el diseño 
de una ley penal de menores de edad, antes que criterios retributivos en la selección de las res-
puestas ante las infracciones que privilegian medidas de privación de la libertad prolongadas, 
debe establecerse un sistema de medidas socio educativas orientadas a que puedan corregir 
aquellas carencias que determinaron su conducta y les permita una vida futura de respeto a 
la ley. Ciertamente este mismo criterio debe traducirse en el ámbito del proceso destinado a la 
imposición y ejecucion de dichas medidas. 
Es importante tener también en cuenta que un sistema como el señalado, requiere de un enfo-
que multidisciplinario del problema del menor infractor que integre un conjunto de discipli-
nas y profesionales en su solución, tales como: trabajadores sociales, psicólogos, educadores, 
entre otros. Por ende, a riesgo de incurrir en soluciones incompletas que a mediano plazo 
pueden resultar contraproducentes, el legislador no debe perder de vista que toda regulación 
de responsabilidad de menores de edad por infracciones a la ley penal, debe considerar e ir 
acompañada de los recursos y la infraestructura necesaria para su implementación. 
1.4. El interés superior del niño
Un primer aspecto a tener en cuenta en materia del interés superior del niño es que —a dife-
rencia de lo que se pensaba cuando recién surge este concepto— no se trata de un concepto 
que encierra una simple declaración de intenciones, de carácter abstracto e indeterminado y 
por ende sujeta a múltiples interpretaciones. 
En la actualidad y a partir de su consagración expresa como norma en el Artículo 3 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, no existe duda de que constituye una norma jurí-
dica de reconocimiento universal y obligatorio cumplimiento, cuya falta de respeto genera la 
responsabilidad tanto de los Estados parte como de los particulares.
Dado el reconocimiento de un catálogo enunciativo de derechos consagrados en la Convención, 
el	contenido	del	interés	superior	del	niño	se	define	como	la	plena	satisfacción	integral	de	sus	
derechos. Así, «sólo lo que se considera derecho puede ser interés superior».9 Lo expuesto implica 
lograr la máxima satisfacción de todos sus derechos —siempre que sea posible— y la menor 
restricción de ellos10.
8 FERRAJOLI, Luigi. Prefacio. En: Infancia, ley y democracia en América Latina. Bogotá: Temis, 1999, Segunda edición, 
Tomo I, p. XvII.
9 CILLERO BRUÑOL, Miguel. ob. cit., p. 78.
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Tratándose pues de un principio garantista, es asimismo importante referir la opinión de 
Cillero Bruñol respecto a la existencia de principios consagrados en la Convención sobre los 
Derechos del Niño que son de carácter estructural, es decir, que permiten a su vez ejercer otros 
derechos	y	resolver	conflictos	entre	ellos.	Estos	principios	son	el	de	igualdad	y	no	discrimi-
nación (Artículo 2), efectividad (Artículo 4), autonomía y participación (Artículos 5 y 12), y 
protección (Artículo 3). 
Asimismo, cabe tener en cuenta que el interés superior del niño es uno de los principios ge-
nerales de la Convención, llegando a ser considerado como principio «rector guía» de ella. En 
tal sentido, 
 (…) cualquier análisis sobre la Convención no podrá dejar de hacerse cargo de esta noción, pero, a 
su vez, quien pretenda fundamentar una decisión o medida en el «interés superior del niño» deberá 
regirse por la interpretación que se desprende del conjunto de las disposiciones de la Convención. 
No es posible permanecer indiferente ante interpretaciones del interés superior del niño que tien-
den a legitimar decisiones que vulneran los derechos que la propia Convención reconoce 11.
De conformidad con la Doctrina de Protección Integral, las funciones normativas del interés 
superior del niño podrían ser catalogadas de la manera siguiente12:
a) Es un principio garantista que establece el deber del Estado de privilegiar los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes frente a otros derechos humanos, instituciones o valores 
constitucionalmente reconocidos, como por ejemplo la identidad o diversidad cultural o 
intereses públicos o colectivos.
b) Sobre la base del interés superior del niño, los derechos reconocidos por la Convención 
deben	ser	interpretados	de	manera	integral	y	sistemática,	debiendo	resolverse	los	conflic-
tos entre ellos en base al ya referido método de la ponderación13. 
c) Implica el deber de privilegio de los derechos constitucionales de los niños, niñas y ado-
lescentes en el diseño e implementación de las políticas públicas estatales.
d) Garantiza la reducción del margen de discrecionalidad del Estado para restringir los de-
rechos de los menores de edad consagrados en la Convención sobre los Derechos del 
Niño, garantizando así su efectiva protección.
e) El interés superior del niño debe ser respetado en el accionar de la sociedad en su con-
junto, lo que comprende la actuación de todas las instituciones privadas, así como de sus 
propios padres o responsables.
f) De igual manera, el interés superior del niño puede servir de criterio interpretativo de las 
normas vigentes, así como de aquellas prácticas que no se encuentran expresamente re-
gidas por la ley, permitiendo en este último caso llenar los vacíos o lagunas legales tanto 
para la formulación de nuevas normas jurídicas como para la toma de decisiones en los 
casos en que no existe norma expresa14. 
Cabe referir que la importancia del respeto al principio del interés superior del niño se encuen-
tra asimismo formalmente reforzada al haberse establecido expresamente en el Artículo IX del 
Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes. Dicho artículo dispone que en toda 
medida concerniente al niño, niña y adolescente que adopte el Estado a través de los poderes 
11 Ibid., ob. cit., p. 71.
12 Esta posición ha sido adaptada sobre la base del artículo de Cillero Bruñol citado anteriormente y el texto de 
Freedman, Diego. Funciones normativas del interés superior del niño. En: Jura Pentium. Revista de filosofía del derecho 
internacional y de la política global.	En:	www.juragentium.unifi.it/es
13 ver al respecto punto v.1., sobre pautas o criterios para la interpretación de los derechos humanos.
14 CILLERO BRUÑOL, Miguel. Ob. cit., p. 82.
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iAejecutivo, legislativo y judicial, del Ministerio Público, los gobiernos regionales, locales y sus 
demás instituciones, así como en la acción de la sociedad, se considerará el principio del inte-
rés superior del niño y el respeto a sus derechos.
Sin embargo, es lamentable que a pesar de todo lo expuesto, el Comité de Derechos del Niño 
haya manifestado en su último informe sobre el Estado peruano su preocupación debido a 
que, si bien reconoce que el principio del interés superior del niño está recogido en el Código 
de los Niños y Adolescentes, en la práctica no viene siendo plenamente aplicado, y cita como 
ejemplos la asignación de recursos a los temas de niñez, las decisiones sobre otros tipos de 
cuidado y su revisión y la administración de justicia. En tal sentido, el Comité ha recomenda-
do expresamente al Perú que persevere en su empeño por lograr que el principio general del 
interés superior del niño se comprenda adecuadamente y se integre debidamente en todos los 
instrumentos jurídicos, así como en las decisiones judiciales y administrativas y en los proyec-
tos, programas y servicios que repercuten en la infancia15.
2. Necesidad de la incorporación de la perspectiva de género en materia 
de defensa y promoción de los derechos de la niñez y la adolescencia
A pesar de los innegables avances logrados en los últimos años, en el Perú persiste una 
real situación de marginación y discriminación contra las mujeres que restringe la vigencia 
de	sus	derechos	y	dificulta	la	construcción	de	una	sociedad	igualitaria,	ello	a	pesar	de	que	
representan más de la mitad de la población total del país16. Es esta la razón por la cual la 
defensa y promoción de los derechos de las mujeres requiere ser atendida desde una pers-
pectiva integral17.
La situación resulta más grave aún en el caso de las niñas y las adolescentes, quienes resultan 
doblemente victimizadas tanto por su condición de mujeres como por la real situación de vul-
nerabilidad en que se encuentran en su calidad de personas menores de edad. 
Por lo expuesto, en todo proceso de interpretación y aplicación de las normas jurídicas vi-
gentes en materia de niñez y adolescencia no puede dejar de llevarse a cabo un análisis con 
enfoque	de	género,	a	fin	de	contribuir	al	logro	de	una	igualdad	real	entre	los	niños,	las	niñas	
y los y las adolescentes en el país. Es precisamente esta la razón por la que diversos informes 
internacionales en materia de niñez y adolescencia vienen realizando este reconocimiento ex-
preso. Tal es el caso del Informe emitido por el experto independiente de Naciones Unidas 
para el estudio de la violencia contra los niños, Paulo Sérgio Pinheiro, que recomienda que 
los estados aseguren que las políticas y programas contra la violencia se elaboren y apliquen 
con una perspectiva de género, teniendo en cuenta los diferentes factores de riesgo a los que 
se enfrentan los niños y las niñas en lo que respecta a la violencia. En tal sentido, recomienda 
que los Estados promuevan y protejan los derechos humanos de las mujeres y niñas y hagan 
frente a toda forma de discriminación de género como estrategia amplia18 de prevención de 
violencia. 
15	COMITÉ	DE	LOS	DERECHOS	DEL	NIÑO.	Observación	final.	Perú	.	CRC/C/PER/CO/3.	14	de	marzo	de	2006.
16 De acuerdo con la información de los resultados del X Censo Nacional de Población realizado por el INEI en el 
año 2005, la población peruana es de 27’219, 264 habitantes en todo el territorio nacional, de los cuales el 50,1% 
(13’628,424) son mujeres y el 49,9% (13’590,840) hombres.
17 DEFENSORíA DEL PUEBLO. Memoria de la Defensoría Especializada en los Derechos de la Mujer. Lima, 2000, p. 8.
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En conclusión, siempre que se lleve a cabo un análisis sobre la vulneración de los derechos hu-
manos	en	materia	de	niñez	y	adolescencia	deberá	determinarse	de	manera	específica	la	forma	
en que dicha violación afecta a las niñas y las adolescentes.
3. Consideraciones finales
A pesar de los innegables avances, en la actualidad aún persisten normas que resultan vulne-
ratorias de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, las cuales deben ser enfrentadas 
mediante el diseño de estrategias que tengan en cuenta los mecanismos existentes, tanto en 
el plano nacional como en el internacional, para la defensa y protección de sus derechos (pro-
cesos constitucionales, instancias de protección internacional). De allí la importancia de su 
conocimiento	para	el	logro	de	su	inaplicación,	modificación	o	derogación,	en	función	de	cada	
caso o situación concreta.
Sin	embargo,	resulta	claro	que	las	principales	afectaciones	flagrantes	de	los	derechos	humanos	
no provienen tanto de los defectos de la normatividad vigente sino mas bien de su efectivi-
dad, la que se encuentra vinculada a problemas en su interpretación y por ende aplicación por 
parte de los diversos operadores jurídicos. Estas situaciones se presentan fundamentalmente 
debido	a	la	persistencia	en	la	sociedad	de	ideas	o	estereotipos;	por	ejemplo,	el	continuar	perci-
biendo a las cuestiones vinculadas a los derechos de la infancia como una suerte de derechos 
«menores»19, o el continuar concibiendo a los niños, niñas y adolescentes como objetos de pro-
tección no obstante su cada vez mayor reconocimiento normativo como sujetos de derecho.
De otro lado, también debe tenerse en consideración que, por lo general, los mayores proble-
mas en materia de vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes se encuen-
tran generalmente asociados a la situación de marginación y pobreza que afectan, de manera 
particular, a quienes pertenecen a los sectores sociales y económicos más desfavorecidos. En 
tal sentido, su adecuado tratamiento requiere de la urgente adopción de diversas acciones 
y políticas públicas educativas y de sensibilización que, a partir de un trabajo coordinado e 
integral entre los diversos sectores involucrados del Estado y de la sociedad, estén destinadas 
a su erradicación. 
Sin embargo, queda claro que todo este accionar coordinado no puede en ningún supuesto de-
sarrollarse sobre la base del establecimiento de disposiciones de carácter paternalista o auto-
ritario	que,	en	vez	de	solucionar	el	problema,	terminen	afectando	flagrantemente	la	plena	vi-
gencia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y su condición de sujetos de derecho.
Finalmente,	 resulta	 imprescindible	un	firme	compromiso	del	Estado	y	de	 la	 sociedad	civil	
para lograr la real vigencia de los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes.
Sólo sobre la base del interés superior del niño, previsto en el Artículo 3 de la Convención so-
bre los Derechos del Niño y en el Artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes, se podrá brindar una respuesta adecuada a los problemas que enfrenta nuestro 
país, contribuyendo de esta manera al logro de una verdadera democracia.
19 FERRAJOLI, Luigi. Ob. cit., p. Xv.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 17 inciso 2
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 1 Artículo 2 inciso 1 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 1 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 17 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 107 Artículo 110 Artículo 121-A
Artículo 122-A Artículo 125 Artículo 128
Artículo 129 Artículo 149 Artículo 152
Artículo 173-A Artículo 177 Artículo 189 inciso 7
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Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.2. Derecho a la igualdad y no discriminación
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 1 Artículo 10 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 1 Artículo 4 
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 4
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos
Numeral vI
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 2 inciso 1
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 2
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo III Título Preliminar Artículo v Título Preliminar
Artículo 14 Artículo 23 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 17 Artículo 235
Artículo 818  
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo III, inciso 7  
Ley Nº 28983 
Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres
Artículo 3 inciso 2 literal d
Ley Nº 28518 
Ley sobre Modalidades Formativas Laborales (artículos pertinentes)
Artículo I.2
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
Artículo 8 Artículo16 
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 2 inciso c
4.3. Derecho a la integridad
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 3 inciso 1 literal a y b
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Participación de 
Niños en los Conflictos Armados
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Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 19 inciso 1
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 inciso d
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 1 Artículo 2 incisos a, b y c 
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos
Numeral v
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46 Artículo 53 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 67
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 17 inciso 3
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 incisos 1 y 24 literal h
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 Artículo 37 inciso c
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 17
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 121-A Artículo 122-A Artículo 125
Artículo 128 Artículo 129 Artículo 149
Artículo 152 Artículo 170 Artículo 171
Artículo 172 Artículo 173 Artículo 173-A
Artículo 175 Artículo 176 Artículo 176-A
Artículo 177 Artículo 189 inciso 7 Artículo 200
Artículo 279-C Artículo 441 
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo 1  Artículo 2 Artículo 7 inciso 1
Artículo 10 inciso 2  
Ley Nº 29139 
Ley que Modifica la Ley Nº 28119 Ley que Prohíbe el Acceso de Menores de Edad a Páginas Web de 
Contenido Pornográfico
Artículo 1  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años	
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1 Artículo 2
Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Artículo 1 Parte A Parte B
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 1.
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3 inciso b













Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 2 inciso d Artículo 6
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar 
Artículo 2
4.3.1. Derecho a no ser sometido a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Participación de 
Niños en los Conflictos Armados
Artículo 5 inciso 1  
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 37 inciso a Artículo 39 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 1 Artículo 2 inciso b 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 67
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 24 literal h
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 17 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 173-A Artículo 176-A último párrafo Artículo 177
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.4. Derecho a la libertad personal
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 1 Artículo 2 inciso a Artículo 3 inciso 1 numeral a
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 3 inciso a
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 37 
Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores
Artículo 1 inciso a Artículo 3 
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 inciso a
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 2 inciso b
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
Artículo 1 Artículo 4 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
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Artículo 11 inciso b Artículo 12 Artículo 13
Artículo 17 Artículo 18 Artículo 20
Artículo 21 Artículo 24 Artículo 27
Artículo 28 Artículo 31 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 10 inciso 2 Artículo 13 Artículo 17 inciso 1 literal b y c
Artículo 19 Artículo 26 Artículo 28
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 24
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 5 Artículo 17
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 152 Artículo 153 Artículo 153-A
Artículo 200 Artículo 319 inciso 5 Artículo 403
Ley N° 28950 
Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (artículo pertinente)
Artículo 1  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo N° 007-2008-IN 
Reglamento de la Ley N° 28950 Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes 
(artículos pertinentes)
Artículo 3, numeral 3.2.   
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 60 inciso c Artículo 66 Artículo 67
4.5. Derecho al debido proceso
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 8 incisos 1 y 6
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 12 Artículo 37 inciso d Artículo 40 inciso 2
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos
Numeral XI  
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 7 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 17 inciso 1 Artículo 20 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 139 inciso 3
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 146 Artículo 147
Artículo 148 Artículo 189 Artículo 190
Artículo 192  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
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Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 2 inciso f Artículo 6 
4.6. Derecho a la identidad
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 8 inciso 1 literal e
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 6 inciso 1
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 30
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 1 Artículo 6 Artículo 15segundo párrafo
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 6 Artículo 7
Artículo 45 inciso e Artículo 145 Artículo 171
Artículo 190  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 17 Artículo 19
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 25 Artículo 26
Artículo 27 Artículo 28 Artículo 29
Artículo 30 Artículo 31 Artículo 46 inciso 1
Artículo 361 Artículo 362 Artículo 363
Artículo 365 Artículo 366 Artículo 369
Artículo 371 Artículo 373 Artículo 374
Artículo 375 Artículo 376 Artículo 377
Artículo 379 Artículo 385 Artículo 386
Artículo 387 Artículo 388 Artículo 389
Artículo 390 Artículo 391 Artículo 393
Artículo 394 Artículo 395 Artículo 396
Artículo 399 Artículo 400 Artículo 401
Artículo 402 Artículo 404 Artículo 405
Artículo 406 Artículo 407 Artículo 408
Artículo 409 Artículo 410 Artículo 411
Artículo 412 Artículo 413 Artículo 2084
Artículo 2085  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 145
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo II Artículo III, inciso 3 Artículo 1
Artículo 7  
Ley Nº 29032 
Ley que Ordena la Expedición de una Nueva Partida o Acta de Nacimiento cuando el 
Reconocimiento de Paternidad o Maternidad se Realiza con Posterioridad a la Fecha de Inscripción
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3 
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos.	del	niño,	niña	
y adolescente (0-17 años de edad)
Ley Nº 28457 
Ley que Regula el Proceso de Filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 
Ley Nº 28190 
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Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
Artículo 9 inciso c Artículo 15 
Ley Nº 26981 
Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente 
en Abandono 
Artículo 12
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 7 inciso b, j y k Artículo 29 Artículo 31
Artículo 33 Artículo 44 inciso a, g, l, n y o Artículo 45
Artículo 46 Artículo 47 Artículo 48
Artículo 51 Artículo 52 Artículo 53
Artículo 54 Artículo 55 Artículo 56
Segunda Disposición Transitoria  
Decreto Supremo N° 007-2008-IN 
Reglamento de la Ley N° 28950 Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes 
(artículos pertinentes)
Artículo 2 numeral 2.6.  
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
•	 Objetivo	estratégico	4:	Garantizar	los	derechos	de	la	niñez	y	la	adolescencia.	Resultado	2.
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 31
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 5
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 inciso a, h, i, j, k, l, m, s y t Artículo 4 
Artículo 22 Artículo 23 Artículo 24 
Artículo 25 Artículo 26 Artículo 28 
Artículo 29 Artículo 30 Artículo 31 
Artículo 32 Artículo 33 Artículo 34  
Artículo 35 Artículo 36 Artículo 38 
Artículo 39 Artículo 58 Artículo 67 
Artículo 85 Artículo 86 Artículo 90 inciso k 
Artículo 91 Artículo 92 Artículo 94 
Artículo 98 inciso a Primera Disposición Transitoria  
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 55 Artículo 56 Artículo 57
Artículo 60 inciso a Artículo 61 Artículo 62
Artículo 63  
Resolución Ministerial Nº 389-2004-MINSA 
Gratuidad de la Expedición del Certificado de Nacido Vivo en Todos los Establecimientos de Salud 
del País 
Artículo 1 Artículo 2 
4.6.1. Derecho al nombre
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 3
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 7 inciso 1 Artículo 8 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 6 Artículo 145
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 19 Artículo 20 Artículo 21
Artículo 22 Artículo 23 Artículo 25
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Artículo 29 Artículo 30 Artículo 31
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 145
Ley Nº29312 
Ley que Regula el Procedimiento de Reposición de Partidas de Nacimiento, Matrimonio y 
Defunción Destruidas o Desaparecidas por Negligencia, Hechos Fortuitos o Actos Delictivos
Ley Nº 28720 
Ley que Modifica los artículos 20 y 21 del Código Civil
Artículo 2 Artículo 3 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 52
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 61
4.6.2. Derecho a la nacionalidad
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 3
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 7 inciso 1 Artículo 8 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 21 Artículo 52 Artículo 53
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 6 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 61
4.7. Derecho a la intimidad
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 8 inciso 1 literal e
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 6 inciso 1
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 16
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos
Numeral X  
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 35
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 8 Artículo 21 inciso 1 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
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Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 6 último párrafo Artículo 190
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 17 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 154
Ley Nº 29032 
Ley que Ordena la Expedición de una Nueva Partida o Acta de Nacimiento cuando el 
Reconocimiento de Paternidad o Maternidad se Realiza con Posterioridad a la Fecha de Inscripción
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 7 incisos j y k
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 2 inciso E Artículo 6 
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar 
Artículo 27
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo v inciso d Artículo 5 Artículo 61
Resolución Ministerial Nº 234-99-PROMUDEH 
Reglamento del Servicio de Defensoría del Niño y el Adolescente
Artículo 16 inciso f
4.8. Derecho al honor y a la buena reputación
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 16
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 2 inciso 7
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 5 Artículo 15 Artículo 17
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.9. Derecho a la libertad de conciencia y religión
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2 inciso 1 Artículo 14 incisos 1 y 3 Artículo 20 inciso 3
Artículo 30  
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 4 Artículo 48 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 3
Código de los Niños y Adolescentes













Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 5.
4.10. Derecho a la libertad de información, opinión y expresión
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2 inciso 1 Artículo 12 Artículo 13
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes a los Niños Víctimas y Testigos de Delitos
Numeral vII Numeral vIII 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 incisos 4 y 6
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 9 Artículo 10
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004 – 2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	5.	Promoción	de	la	familia	como	artífice	de	una	cultura	de	paz,	de	promoción	de	valores	y	de	
prevención de la violencia familiar y de otras formas de violencia.
 Acción Estratégica 3
4.11. Derecho de acceso a la información 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 13 Artículo 17 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 5
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar
Ley Nº 29149 
Ley que Reprime la Tenencia, Explotación, Fabricación, Ensamblaje, Importación y 
Comercialización de Máquinas Tragamonedas Destinadas a Menores de Edad
Artículo 1  Artículo 2 
Ley Nº 28487 Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.12. Derecho a la identidad cultural
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2 inciso 1 Artículo 5 Artículo 20 inciso 3
Artículo 30  
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 4
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
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Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 15 inciso d 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 319 inciso 5
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.13. Derecho a la libertad de tránsito
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 10 inciso 2
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 11
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 12 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.14. Derecho a asociarse y a reunirse pacíficamente
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 15
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 incisos 12 y 13
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 13 Artículo 66
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
4.15. Derecho a la educación
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 7
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 28 Artículo 29 Artículo 17 inciso a
Artículo 32 inciso 1  
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 7 inciso 3
Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo
Artículo 7 inciso 1 literal b e inciso 2
Convenio 79 relativo a la Limitación del Trabajo Nocturno de los Menores en Trabajos no Industriales
Artículo 2 inciso 1
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 2 inciso b
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 24 Artículo 28 Artículo 47
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Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 18 inciso b Artículo 38 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 13 inciso 5 Artículo 26 incisos 1, 2 y 6 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 6 Artículo 13 Artículo 14
Artículo 15 Artículo 16 tercer párrafo Artículo 17
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 19 Artículo 22 Artículo 23
Artículo 40 Artículo 54 inciso a Artículo 61
Artículo 240 inciso c  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 235 Artículo 287 Artículo 316 inciso 1
Artículo 423 inciso 1 Artículo 472 Artículo 526
Artículo 531  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 170 inciso 5 Artículo 171 Artículo 172
Artículo 176 inciso 3 Artículo 181-A Artículo 182
Artículo 297 incisos 2, 4 y 5  
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo 10, inciso 2  
Ley Nº 28628 
Ley que Regula la Participación de las Asociaciones de Padres de Familia en las Instituciones 
Educativas Públicas
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 12 inciso a
Artículo 13 inciso 1  
Ley Nº 28518 
Ley sobre Modalidades Formativas Laborales (artículos pertinentes)
Artículo 1, numeral I.1  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 




adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 3 inciso e
Ley Nº 27942 
Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 2 inciso 2 Artículo 4 Artículo 5
Artículo 17 Artículo 18 Artículo 19
Ley Nº 27911 
Ley que Regula Medidas Administrativas Extraordinarias para el Personal Docente o 
Administrativo Implicado en Delitos de Violación de la Libertad Sexual 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Artículo 7  
Artículo 20  
Ley Nº 27741 
Ley que Establece la Política Educativa en Materia de Derechos Humanos y crea un Plan Nacional 
para su Difusión y Enseñanza 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 6  
Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
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Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Parte B.4
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1 Artículo 17 
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	9.	Destacar	el	protagonismo	y	responsabilidad	compartida	de	los	padres	en	la	conducción	de	
la familia. Los padres son apoyados por el Estado y la Sociedad para el cumplimiento de sus deberes en 
beneficio	de	sus	hijos.
 Acción Estratégica 3
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 1 inciso b y c Artículo 2 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 34 Artículo 36
Artículo 37 Artículo 38 Artículo 39
Artículo 41 Artículo 43 Artículo 62
Artículo 63 inciso b  
Decreto Supremo Nº 005-2003-ED 
Reglamento de la Ley que Regula Medidas Administrativas Extraordinarias para el Personal 
Docente o Administrativo Implicado en Delitos de Violación de la Libertad Sexual
Artículo 1 Artículo 5 Artículo 7
Artículo 10  
Decreto Supremo Nº 004-97-SA 
Reglamento de la Ley N° 26626 referido al Logro de Objetivos del Plan Nacional CONTRASIDA
Artículo 15  
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 60 inciso b Artículo 64 Artículo 65
Directiva Nº 001-VMGP/DINEIP/UEE 
Normas para la Matrícula de Estudiantes con Necesidades Educativas Especiales en Instituciones 
Educativas Inclusivas y en Centros y Programas de Educación Básica Especial
Artículo vI
4.16. Derecho a la salud
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 4
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 24 Artículo 25 Artículo 26
Artículo 32 inciso 1 Artículo 33 Artículo 39
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 inciso d Artículo 4 
Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo
Artículo 3 Artículo 7 inciso 1 literal a 
Convenio 79 relativo a la Limitación del Trabajo Nocturno de los Menores en Trabajos no Industriales
Artículo 5 incisos 3 y 4 literal b
Convenio 78 relativo al Examen Médico de Aptitud para el Empleo de los Menores en Trabajos no 
Industriales
Artículo 1 inciso 4 Artículo 4 
Convenio 77 relativo al Examen Médico de Aptitud para el Empleo de los Menores en la Industria
Artículo 2 Artículo 4 
Convenio 59 por el que se Fija la Edad de Admisión de los Niños a los Trabajos Industriales
Artículo 2 inciso 2
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 1 Artículo 2 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
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Artículo 51 Artículo 53 Artículo 67
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 13 inciso 5 Artículo 26 inciso 2 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 7 Artículo 10 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título preliminar Artículo 21 Artículo22
Artículo 23 Artículo 37 Artículo 38
Artículo 54 inciso b Artículo 55 Artículo 64
Artículo 240 inciso f y m  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 121-A Artículo 122-A Artículo 125
Artículo 128 Artículo 129 Artículo 152
Artículo 54176-A último párrafo Artículo 288-B Artículo 301
Artículo 302 Artículo 450 inciso 2 
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo 7, inciso 1 Artículo 10, incisos 1 y 2 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
 Artículo 3 inciso d
Ley Nº 26626 
Encargan al Ministerio de Salud la elaboración del Plan Nacional de Lucha contra el Virus de 
Inmunodeficiencia Humana, el SIDA y las Enfermedades de Transmisión Sexual 
Artículo 4 literal b 
Decreto Supremo Nº 005-2007-SA 
Plan Estratégico Multisectorial 2007-2011 para la Prevención y Control de las ITS y VIH/SIDA en el 
Perú (artículos pertinentes)
•	 Objetivo	 estratégico	Nº	 3:	 Promover	 la	 prevención	 de	 ITS/VIH,	 la	 educación	 sexual	 y	 estilos	 de	 vida	 y	




Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Artículo 1 Parte A Parte B.2
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 2 inciso b Artículo 6 
Decreto Supremo Nº 004-97-SA 
Reglamento de la Ley N° 26626 referido al Logro de Objetivos del Plan Nacional CONTRASIDA
Artículo 10 incisos a y b  
Resolución Ministerial Nº 107-2005-MINSA 
Documento técnico «Lineamientos de Política de Salud de los/las Adolescentes»
4.17. Derecho al descanso y esparcimiento
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 7
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Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 47
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 22
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título preliminar Artículo 20 Artículo 240 inciso d
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 27972 
Ley Orgánica de Municipalidades (artículos pertinentes)
Artículo 82 inciso 18
4.18. Derecho a vivir en un ambiente sano
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 2 inciso 22
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título preliminar Artículo 3 Artículo 8
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 13
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo I Artículo II Artículo 1
Artículo 3 Artículo 6 Artículo 7, inciso 1
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 2 inciso b Artículo 6 
4.19. Derecho a la unidad familiar
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 7 inciso 1 Artículo 8 inciso 1 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 22 inciso 2 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de Riad)
Artículo 12 Artículo 17 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 18 inciso 2 Artículo 25 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 6 Artículo 8
Artículo 240 inciso h  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 465
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 319 inciso 5
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
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Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 3 inciso e
Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Parte B.4
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 35
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1 Artículo 17 
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	1.	Protección,	apoyo	y	promoción	de	la	familia,	velando	porque	las	personas	que	la	conforman,	
se desarrollen integralmente en un ámbito de respeto a sus derechos, de reconocimiento de sus deberes y de 
igualdad de oportunidades.
 Acción Estratégica 1-7
•	 Lineamiento	3.	Conciliación	entre	la	vida	familiar	y	las	actividades	laborales	tanto	en	los	ámbitos	públicos	
como privado.
 Acción Estratégica 1-5
•	 Lineamiento	7.	Impulso	y	difusión	del	derecho	de	toda	persona	a	vivir	en	una	familia.
 Acción Estratégica 1
5. Deberes de los niños, niñas y adolescentes
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 6
Código de los Niños y Adolescentes
Artículos II Título Preliminar Artículo 24 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 454 Artículo 474 incisos 2 y 3 Artículo 475
6. Deberes y derechos de los padres
6.1. Deberes de los padres
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 6
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 5 Artículo 14 inciso 2 Artículo 18 inciso 1
Artículo 27 incisos 2 y 4  
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
Artículo 26 inciso 1 literal b
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal d y f
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46 inciso e
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
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Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 6
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 17
Artículo 51último párrafo Artículo 74 Artículo 93
Artículo 94 Artículo 111 Artículo 198
Artículo 201 Artículo 206 Artículo 242 inciso a
Artículo 243 inciso a  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 45 Artículo 235 Artículo 244
Artículo 287 Artículo 316 inciso 1, 2 y 3 Artículo 340
Artículo 342 Artículo 345 Artículo 388
Artículo 418 Artículo 419 Artículo 420
Artículo 421 Artículo 423 Artículo 424
Artículo 426 Artículo 427 Artículo 428
Artículo 430 Artículo 432 Artículo 433
Artículo 434 Artículo 436  Artículo 439
Artículo 441 Artículo 442 Artículo 443
Artículo 444 Artículo 445 Artículo 446
Artículo 447 Artículo 448 Artículo 450
Artículo 451 Artículo 452 Artículo 453
Artículo 456 Artículo 457 Artículo 459
Artículo 460 Artículo 461 Artículo 462
Artículo 463 Artículo 466 Artículo 469
Artículo 470 Artículo 471 Artículo 474 inciso 2
Artículo 475 Artículo 476 Artículo 477
Artículo 478 Artículo 479 Artículo 480
Artículo 481 Artículo 482 Artículo 483
Artículo 484 Artículo 485 Artículo 486
Artículo 504 Artículo 505 Artículo 575
Artículo 592 Artículo 606 incisos 1, 2 y 3 Artículo 624
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 107 Artículo 110 Artículo 121-A
Artículo 122-A Artículo 125 Artículo 128
Artículo 129 Artículo 147 Artículo 148
Artículo 149 Artículo 170 inciso 2 Artículo 173
Artículo 173-A Artículo 176 inciso 1 Artículo 176-A
Artículo 177 Artículo 179 incisos 1 y 4 Artículo 180
Artículo 181 inciso 3 Artículo 181-A Artículo 183-A
Artículo 184 Artículo 441 
Ley Nº 28970 
Ley que Crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
Artículo 1 Primera Disposición Final 
Ley Nº 28628 
Ley que regula la participación de las asociaciones de padres de familia en las instituciones 
educativas públicas
Artículo 12
Ley Nº 28457 
Ley que Regula el Proceso de Filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 
Ley Nº 28439 
Ley que Simplifica las Reglas del Proceso de Alimentos
Artículo 1 Artículo 2 
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1 Artículo 3 inciso b y c 
Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
 Artículo 29
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 33 Artículo 47 
Decreto Supremo Nº 002-2007-JUS 
Reglamento de la Ley que Crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos
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Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 2 Artículo 3 inciso b Artículo 7
Artículo 14 Artículo 17 
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	9.	Destacar	el	protagonismo	y	responsabilidad	compartida	de	los	padres	en	la	conducción	de	
la familia. Los padres son apoyados por el Estado y la Sociedad para el cumplimiento de sus deberes en 
beneficio	de	sus	hijos
 Acción Estratégica 1-5
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 37 inciso d
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
(artículos pertinentes)
Artículo 25 Artículo 26 inciso a Artículo 35
Artículo 42 incisos e, f, g, h e i  
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 41 Artículo 56 Artículo 57
6.2. Derechos de los padres
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 5 Artículo 7 inciso 1 Artículo 8 inciso 1
Artículo 9 Artículo 10 Artículo 14 inciso 2
Artículo 18 incisos 2 y 3 Artículo 24 inciso 2 e y f Artículo 27 inciso 3
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
Artículo 26 inciso 1 literal c
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal d y f
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
Artículo 3 inciso a Artículo 4 Artículo 5
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de Riad)
Artículo 46 inciso e
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 22 Artículo 56 Artículo 67
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 7 Artículo 10 inciso 1 Artículo 11 inciso 3
Artículo 15 inciso 2 Artículo 18 inciso 2 Artículo 26 inciso 5
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 6
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo vI Título Preliminar Artículo 2 Artículo 6
Artículo 11 Artículo 15 inciso d Artículo 74
Artículo 75 Artículo 76 Artículo 77
Artículo 78 Artículo 79 Artículo 81
Artículo 83 Artículo 84 Artículo 87
Artículo 88 Artículo 89 Artículo 95
Artículo 112 Artículo 144 inciso b Artículo 146
Artículo 147 Artículo 180 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 21 Artículo 244 Artículo 245
Artículo 340 Artículo 341 Artículo 342
Artículo 345 Artículo 363 Artículo 388
Artículo 399  Artículo 407 Artículo 418
Artículo 419 Artículo 420 Artículo 421
Artículo 422 Artículo 423 Artículo 426
Artículo 427 Artículo 428 Artículo 431
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Artículo 440 Artículo 443 Artículo 444
Artículo 445 Artículo 446 Artículo 447
Artículo 448 Artículo 450 Artículo 460
Artículo 461 Artículo 462 Artículo 463
Artículo 465 Artículo 466 Artículo 469
Artículo 471 Artículo 474 inciso 2 Artículo 475
Artículo 476 Artículo 477 Artículo 478
Artículo 479 Artículo 481 Artículo 482
Artículo 483 Artículo 484 Artículo 485
Artículo 486 Artículo 495 Artículo 503 inciso 1
Artículo 504 Artículo 515 incisos 3, 4 y 6 Artículo 549 inciso 4
Artículo 572 Artículo 592 Artículo 606 incisos 1, 2 y 3
Artículo 607 Artículo 623 Artículo 624
Artículo 630 Artículo 632 incisos 3 y 5 Artículo 820
Artículo 1994 inciso 4  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 107 Artículo 110 Artículo 121-A
Artículo 122-A Artículo 147 Artículo 148
Artículo 170 inciso 2 Artículo 176 inciso 1 
Ley Nº 28628 
Ley que Regula la Participación de las Asociaciones de Padres de Familia en las Instituciones 
Educativas Públicas
Artículo 1 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 13
Ley Nº 28457 
Ley que Regula el Proceso de Filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1
Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
Artículo 30
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 29 Artículo 33 Artículo 47
Decreto Supremo Nº 002-2007-MIMDES 
Disponen la Implementación y Funcionamiento de Servicios de Cuidado Diurno a través de las 
Cunas o Wawa Wasi Institucional en las Entidades de la Administración Pública
Artículo 1 Artículo 4 Artículo 5
Decreto Supremo Nº 009-2006-MIMDES 
Disponen la Implementación de Lactarios en Instituciones del Sector Público donde Laboren Veinte 
o Más Mujeres en Edad Fértil
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 2 Artículo 7 
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 incisos h, i, j, k, l y t Artículo 4 Artículo 22
Artículo 25 Artículo 26 inciso a Artículo 30
Artículo 35 Artículo 36 Artículo 38
Artículo 42 incisos e, f, g, h e i  
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 42 Artículo 45 inciso a 
Resolución Ministerial N° 959-2006-MINSA 
Directiva Sanitaria para la Implementación de Lactarios en los Establecimientos y Dependencias del 
Ministerio de Salud
Numeral I Numeral II Numeral III
Numeral Iv Numeral v Numeral vI
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7. Situaciones especiales de protección de los niños, niñas y adolescentes 
7.1. Protección frente a la violencia y explotación sexual
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 9  
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 1 Artículo 2 incisos b y c 
Artículo 3 inciso 1 letras a, b y c, incisos 2, 3 y 4
Artículo 8 Artículo 9 incisos 3 y 4 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 6
Artículo 9 incisos 1 y 2  
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 19 Artículo 20 Artículo 34
Artículo 36 Artículo 39 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 6
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 inciso b
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 1 Artículo 2 incisos a y b Artículo 9
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46 inciso b
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 Artículo 18 inciso a
Artículo 30 Artículo 38 Artículo 45 inciso h
Artículo 137 inciso c Artículo 144 inciso b Artículo 146
Artículo 158  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 170 incisos 2 y 5 Artículo 171 Artículo 172
Artículo 173 Artículo 173-A Artículo 175
Artículo 176 Artículo 176-A Artículo 177
Artículo 179 incisos 1, 4 y 5 Artículo 179-A Artículo 180
Artículo 181 Artículo 181-A Artículo 182
Artículo 182-A Artículo 183 Artículo 183-A
Artículo 184  
Ley Nº 29139 
Ley que Modifica la Ley Nº 28119 Ley que Prohíbe el Acceso de Menores de Edad a Páginas Web de 
Contenido Pornográfico
Artículo 2  
Ley N° 28950 
Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (artículo pertinente)
 Artículo 1  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 27942 
Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 1 Artículo 2 incisos 1, 2 y 4 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6  Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 12
Artículo 15 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 19 Artículo 20 Artículo 22
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Ley Nº 27911 
Ley que Regula Medidas Administrativas Extraordinarias para el Personal Docente o 
Administrativo Implicado en Delitos de Violación de la Libertad Sexual 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 7 
Ley Nº 27637 
Ley que Crea Hogares de Refugio Temporales para Menores Víctimas de Violencia Sexual
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4  
Ley Nº 27558 
Ley de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales
Artículo 21 
Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Parte B.5
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 2.
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 3 inciso b
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	9.	Destacar	el	protagonismo	y	responsabilidad	compartida	de	los	padres	en	la	conducción	de	
la familia. Los padres son apoyados por el Estado y la Sociedad para el cumplimiento de sus deberes en 
beneficio	de	sus	hijos.
  Acción Estratégica 7
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 19 Artículo 20
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 25
Artículo 28 Artículo 34 Artículo 36
Artículo 37 Artículo 38 Artículo 39
Artículo 41 Artículo 43 Artículo 61
Artículo 62  Artículo 63 
Decreto Supremo Nº 005-2003-ED 
Reglamento de la Ley que Regula Medidas Administrativas Extraordinarias para el Personal 
Docente o Administrativo Implicado en Delitos de Violación de la Libertad Sexual
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 
Decreto Supremo Nº 005-99-JUS 
Aprueban el Reglamento de la Ley del Servicio Nacional de Defensa de Oficio (artículos pertinentes)
Artículo 15 inciso 3  
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar
Artículo 2
Resolución Ministerial Nº 0405-2007-ED 
Lineamientos de Acción en Caso de Maltrato Físico y/o Psicológico, Hostigamiento Sexual y 
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•	 Parte	8:	Registro	de	personal	sancionado
Resolución Ministerial Nº 624-2005-MIMDES 
Lineamientos y Procedimientos para la Intervención en Focos de Explotación Sexual Comercial de 
Niñas, Niños y Adolescentes
Numeral 1 Numeral 2 Numeral 3
Numeral 4 Numeral 5 Anexo
7.2. Protección frente a la violencia familiar
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 9 inciso 1 Artículo 19 Artículo 20
Artículo 36 Artículo 39 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará) 
Artículo 1 Artículo 2 inciso a Artículo 3
Artículo 8 inciso d Artículo 9 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46 inciso a, b y d Artículo 54 
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 Artículo 18 inciso a
Artículo 30 Artículo 38 Artículo 45 inciso h
Artículo 75 inciso e Artículo 77 inciso e Artículo 137 inciso c
Artículo 158 Artículo 177 Artículo 248 inciso c
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 121-A Artículo 121-B Artículo 122-A
Artículo 122-B Artículo 125 Artículo 128
Artículo 129 Artículo 441
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28236 
Ley que Crea Hogares de Refugio Temporal para las Víctimas de Violencia Familiar
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 5
Ley Nº 27007 
Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a Realizar Conciliaciones 
Extrajudiciales con Título de Ejecución
Artículo 1 inciso 2
Ley Nº 26872 
Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 6 inciso g
Decreto Supremo Nº 014-2008-JUS
Aprueba el Reglamento de la Ley de Conciliación Modificado por el Decreto Legislativo Nº 1070 
(artículos pertinentes)
Artículo 8  
Decreto Supremo Nº 007-2005-MIMDES 
Aprueban Reglamento de la Ley que Crea Hogares de Refugio Temporal para las Víctimas de la 
Violencia Familiar
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 15
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 3 inciso b
Decreto Supremo Nº 002-98-JUS 
Reglamento del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 5
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Artículo 12 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 19  
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 10 Artículo 11
Artículo 16 Artículo 19 Artículo 20 
Artículo 21 Artículo 23 Artículo 24 
Artículo 25 Artículo 26 Artículo 27 
Artículo 28 Artículo 29 Artículo 30  
Resolución Ministerial Nº 234-99-PROMUDEH 
Reglamento del Servicio de Defensoría del Niño y el Adolescente 
Artículo 14 Artículo 22 
7.3. Protección frente a la trata de personas
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 8 Artículo 9 incisos 3 y 4 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 2 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 8
Artículo 9 Artículo 10 Artículo 11
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 35 Artículo 36 Artículo 39
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
Artículo 1 inciso b
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 6
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 incisos a y b
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 2 inciso b
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 Artículo 45 inciso h
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 153 Artículo 153-A Artículo 182
Artículo 182-A Artículo 318-A  
Ley N° 28950 
Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes (artículo pertinente)
Artículo 1 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo Nº 017-2009-MTC 
Reglamento Nacional de Administración de Transporte (artículos pertinentes)
Artículo 42 numerales 42.1.9.2., 42.1.22.
Artículo 76 numeral 76.2.9. Artículo 77 numeral 77.1.12.
Decreto Supremo N° 007-2008-IN 
Reglamento de la Ley N° 28950 Ley contra la Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes













Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes
7.4. Protección frente al abandono
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 6 Artículo 9 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 20 Artículo 39 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 9
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 46 inciso c
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 18 inciso e Artículo 40
Artículo 41 Artículo 77 inciso c Artículo 106
Artículo 117 Artículo 119 Artículo 127
Artículo 243 Artículo 244 Artículo 245
Artículo 246 Artículo 247 Artículo 248
Artículo 249 Artículo 250 Artículo 251
Artículo 252  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 511
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 125 Artículo 129 Artículo 179 inciso 5
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo I Artículo Iv Artículo v
Artículo 1 Artículo 3, inciso 2 Artículo 5
Artículo 7, incisos 1, 2 y 3 Artículo 9  Artículo 10, incisos 1 y 2
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1 Artículo 2 
Ley Nº 27972 
Ley Orgánica de Municipalidades (artículos pertinentes)
Artículo 161 numeral 5.4.
Ley Nº 26981 
Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente 
en Abandono 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 12 Primera Disposición Complementaria y Transitoria 
Quinta Disposición Complementaria y Transitoria
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 48
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 19 Primera Disposición Final 
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3 inciso b
Artículo 6  
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	7.	Impulso	y	difusión	del	derecho	de	toda	persona	a	vivir	en	una	familia.
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Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 26 inciso c
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 63
7.5. Protección frente a la sustracción de niños
Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
Artículo 1 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 8 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 13
Artículo 14 Artículo 17 Artículo 20
Artículo 21 Artículo 25 Artículo 29
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 11 Artículo 35 Artículo 36
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
Artículo 1 inciso b
Convención Interamericana sobre Restitución  Internacional de Menores
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 18 Artículo 19
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 25
Artículo 26  
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 155 inciso e 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 145 Artículo 147 Artículo 148
Artículo 152 Artículo 319 inciso 5 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
7.6. Derechos de los niños refugiados
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 22
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 9
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 15
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 39 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	













Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes
7.7. Derechos de los niños en conflictos armados
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Participación de 
Niños en los Conflictos Armados
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3, incisos 1, 2 y 3
Artículo 4, incisos 1, 2 y 3  
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 38 Artículo 39 
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 3 inciso a
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 9
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 39 
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
7.8. Derechos de los niños con discapacidad
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 5
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2 inciso 1 Artículo 23 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 9
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 4 Artículo 7 Artículo 16 tercer párrafo
Artículo 23  
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 14 Artículo 21
Artículo 23 Artículo 36 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 125 Artículo 129 Artículo 152
Artículo 153 Artículo 153-A Artículo 172
Artículo 176 inciso 2  
Ley Nº 29174 
Ley General de Centros de Atención Residencial de Niñas, Niños y Adolescentes 
Artículo 10, incisos 1 y 2  
Ley Nº 28683 
Ley que Modifica la Ley Nº 27408 Ley que Establece la Atención Preferente a las Mujeres 
Embarazadas, las Niñas, Niños, los Adultos Mayores, en Lugares de Atención al Público 
Artículo 1 Artículo 2
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
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Directiva Nº 001-VMGP/DINEIP/UEE 
Normas para la Matrícula de Estudiantes con Necesidades Educativas Especiales en Instituciones 
Educativas Inclusivas y en Centros y Programas de Educación Básica Especial
Artículo vI Artículo vII 
7.9. Trabajo infantil
Declaración de los Derechos del Niño
Artículo 9  
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 32
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 3 inciso 1 literal a y c
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 3 inciso a
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 6 Artículo 7
Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Convenio 90 relativo al Trabajo Nocturno de los Menores en la Industria
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7  
Convenio 79 relativo a la Limitación del Trabajo Nocturno de los Menores en Trabajos no Industriales
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7  
Convenio 78 relativo al Examen Médico de Aptitud para el Empleo de los Menores en Trabajos no 
Industriales
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7  
Convenio 77 relativo al Examen Médico de Aptitud para el Empleo de los Menores en la Industria
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Artículo 7  
Convenio 59 por el que se Fija la Edad de Admisión de los Niños a los Trabajos Industriales
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 inciso 1 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 2 inciso b
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 18 inciso b Artículo 45 Artículo 46
Artículo 67  
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 2 inciso 15 Artículo 4 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 59 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo II Título Preliminar Artículo 4 Artículo 18 inciso f
Artículo 19 Artículo 22 Artículo 40
Artículo 45 inciso f Artículo 48 Artículo 49
Artículo 50 Artículo 51 Artículo 52
Artículo 53 Artículo 54 Artículo 55
Artículo 56 Artículo 57 Artículo 58
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Artículo 62 Artículo 63 Artículo 64
Artículo 65 Artículo 66 Artículo 67
Artículo 68 Artículo 240 inciso g Artículo 248 inciso h
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 457 Artículo 532 incisos 4 y 5 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 128 Artículo 129 
Ley Nº 28992 
Ley que Sustituye la Tercera Disposición Final y Transitoria de la Ley Nº 27651 Ley de 
Formalización y Promoción de la Pequeña Minería y Minería Artesanal 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Ley Nº 28518 
Ley sobre Modalidades Formativas Laborales (artículos pertinentes)
Artículo 44
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	1:	Asegurar	una	vida	sana	para	niños	y	niñas	de	0	a	5	años.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 27942 
Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 1 Artículo 2 inciso 1 Artículo 5
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 22  
Decreto Supremo Nº 007-2006-MIMDES 
Relación de Trabajos y Actividades Peligrosas o Nocivas para la Salud Física o Moral de las y los 
Adolescentes
Artículo 1 Parte A Parte B
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad
Artículo 4
Decreto Supremo N° 008-2005-TR 
Aprueban Plan Nacional de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil
Artículo 1 Artículo 2
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y 
Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 2 Artículo 4 Artículo 5
Artículo 6 Artículo 19 Artículo 20
Artículo 21 Artículo 23 Artículo 24
Artículo 25 Artículo 28 Artículo 62 incisos a y e
Decreto Supremo Nº 004-97-SA 
Reglamento de la Ley N° 26626 referido al Logro de Objetivos del Plan Nacional CONTRASIDA
Artículo 15  
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.




Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional
Artículo 2 inciso 2 Artículo 26 inciso 1 letras a y c, e inciso 2 Artículo 27 inciso 1
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias 
Artículo 5













Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes
53 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 45 inciso e Artículo 171 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 21 Artículo 30 Artículo 361
Artículo 362 Artículo 363 Artículo 365
Artículo 366 Artículo 367 Artículo 368
Artículo 369 Artículo 370 Artículo 371
Artículo 372 Artículo 373 Artículo 374
Artículo 375 Artículo 376 Artículo 377
Artículo 386 Artículo 387 Artículo 388
Artículo 389 Artículo 390 Artículo 391
Artículo 393 Artículo 394 Artículo 395
Artículo 396 Artículo 399 Artículo 400
Artículo 401 Artículo 402 Artículo 404
Artículo 405 Artículo 406 Artículo 407
Artículo 408 Artículo 409 Artículo 410
Artículo 411 Artículo 412 Artículo 413
Artículo 2083 Artículo 2084 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 145
Ley Nº 29032 
Ley que Ordena la Expedición de una Nueva Partida o Acta de Nacimiento cuando el 
Reconocimiento de Paternidad o Maternidad se Realiza con Posterioridad a la Fecha de Inscripción
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 6
Ley Nº 28457 
Ley que Regula el Proceso de Filiación Judicial de Paternidad Extramatrimonial
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 44 inciso l Artículo 52 
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 inciso s Artículo 22 incisos c y d Artículo 29
Artículo 34 Artículo 35 
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 55 Artículo 56 
8.2. Patria potestad
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 5 Artículo 14 inciso 2 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal d y f
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
Artículo 3 inciso a Artículo 4 Artículo 5
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 10 inciso 1 Artículo 15 inciso 2 Artículo 18 inciso 2
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 74 Artículo 75 Artículo 76
Artículo 77 Artículo 78 Artículo 79
Artículo 80 Artículo 88 Artículo 94
Artículo 109 Artículo 110 Artículo 160 inciso a
Artículo 162 inciso c  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 45 Artículo 282 Artículo 340
Artículo 345  Artículo 418  Artículo 419 
Artículo 420  Artículo 421  Artículo 422 
Artículo 423 Artículo 424  Artículo 425
Artículo 426 Artículo 427 Artículo 428
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Artículo 433 Artículo 434 Artículo 435
Artículo 436 Artículo 437 Artículo 438 
Artículo 439 Artículo 440 Artículo 441
Artículo 442 Artículo 443 Artículo 444
Artículo 445  Artículo 446 Artículo 447
Artículo 448 Artículo 449 Artículo 450
Artículo 451 Artículo 452 Artículo 453
Artículo 456  Artículo 457 Artículo 458
Artículo 459 Artículo 460 Artículo 461 
Artículo 462  Artículo 463 Artículo 465
Artículo 466 Artículo 467 Artículo 469
Artículo 470 Artículo 471 Artículo 503 inciso 1
Artículo 515 inciso 10 Artículo 549 inciso 5 Artículo 592
Artículo 606 inciso 1 Artículo 632 inciso 4 Artículo 1994 inciso 4
Artículo 2030 inciso 3  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 36 inciso 5 Artículo 39 Artículo 121-A
Artículo 122-A Artículo 125 Artículo 128
Artículo 129 Artículo 147 Artículo 148
Artículo 170 inciso 2 Artículo 173 Artículo 173-A
Artículo 176 inciso 1 Artículo 176-A Artículo 177
Artículo 179 inciso 4 Artículo 180 Artículo 181 inciso 3
Artículo 181-A Artículo 182 Artículo 183-A
Artículo 184 Artículo 441 
Ley Nº 28628 
Ley que Regula la Participación de las Asociaciones de Padres de Familia en las Instituciones 
Educativas Públicas
Artículo 5 Artículo 12 Artículo 13
Ley Nº 28494 
Ley de Conciliación Fiscal en Asuntos de Derecho de Familia
Artículo 1  
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 33 Artículo 47 
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 2 Artículo 3 inciso b Artículo 7
Artículo 14 Artículo 17 
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
Artículo 37 inciso d
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 incisos h, i, j y k Artículo 26 Artículo 42 incisos e, f, g y h
Directiva General Nº 005-2005-MP-FN 
Normas para la Aplicación de Conciliación en Asuntos de Derecho de Familia a Nivel Nacional
Numeral 5  
8.3. Tenencia 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 9 inciso 1
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal f
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
Artículo 3 inciso a Artículo 4 Artículo 5
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 18 inciso 2
Código de los Niños y Adolescentes
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Artículo 83 Artículo 84 Artículo 85
Artículo 86 Artículo 87 Artículo 91
Artículo 97 Artículo 160 inciso b 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 46 inciso 3 Artículo 420 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 121-A Artículo 122-A Artículo 125
Artículo 128 Artículo 129 Artículo 148
Artículo 170 inciso 2 Artículo 173 Artículo 173-A
Artículo 176 inciso 1 Artículo 176-A Artículo 177
Artículo 179 inciso 4 Artículo 180 Artículo 181 inciso 3
Artículo 181-A Artículo 182 Artículo 183-A
Artículo 184 Artículo 441 
Ley Nº 28494 
Ley de Conciliación Fiscal en Asuntos de Derecho de Familia
Artículo 1  
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1
Ley Nº 26872 
Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 9
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 33 Artículo 47 
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 2.
Decreto Supremo Nº 004-2005-JUS Reglamento de la Ley Nº 26872 Ley de Conciliación 
(artículos pertinentes)
Artículo 7 inciso 1 literal a Artículo 28 
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad
Artículo 2 Artículo 3 inciso b Artículo 7
Artículo 14 Artículo 17 
Decreto Supremo 006-99-PROMUDEH 
Reglamento de la Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a Realizar Conciliaciones 
Extrajudiciales con Título de Ejecución – Ley Nº 27007 (modificado por Decreto Supremo Nº 007-
2004-MIMDES) (artículos pertinentes)
Artículo 9 inciso 2
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 inciso l Artículo 26 inciso a Artículo 29
Artículo 42 inciso i  
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 35 Artículo 41 Artículo 42
Artículo 43  
Directiva General Nº 005-2005-MP-FN 
Normas para la Aplicación de Conciliación en Asuntos de Derecho de Familia a Nivel Nacional
Numeral 5  
8.4. Régimen de visitas
Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores
Artículo 21 Artículo 29 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 9 inciso 3 Artículo 10 inciso 2 
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
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Código de los Niños y Adolescentes 
Artículo 45 inciso c Artículo 84 inciso a Artículo 88
Artículo 89 Artículo 90 Artículo 91
Artículo 160 inciso c  
Ley Nº 28494 
Ley de Conciliación Fiscal en Asuntos de Derecho de Familia
Artículo 1  
Ley Nº 26872 
Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 9
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 2.
Decreto Supremo Nº 004-2005-JUS 
Reglamento de la Ley Nº 26872 Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 7 inciso 1 numeral a Artículo 28 
Decreto Supremo 006-99-PROMUDEH 
Reglamento de la Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a Realizar Conciliaciones 
Extrajudiciales con Título de Ejecución – Ley Nº 27007 (modificado por Decreto Supremo Nº 007-
2004-MIMDES) (artículos pertinentes)
Artículo 9 inciso 3
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 35 Artículo 44 Artículo 45
Artículo 46  
Directiva General Nº 005-2005-MP-FN 
Normas para la Aplicación de Conciliación en Asuntos de Derecho de Familia a Nivel Nacional
Numeral 5  
8.5. Alimentos
Convención sobre los Derechos del Niño 
Artículo 18 inciso 1  Artículo 27 incisos 2 y 4 
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 14
Artículo 15 Artículo 16 Artículo 17
Artículo 19  
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 67
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 6
Código de los Niños y Adolescentes 
Artículo 45 inciso c Artículo 75 inciso f Artículo 77 inciso e
Artículo 80 Artículo 88 Artículo 92
Artículo 93 Artículo 94 Artículo 95 
Artículo 96 Artículo 97 Artículo 137 último párrafo
Artículo 144 inciso d Artículo 157 inciso a Artículo 160 inciso e
Artículo 164  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 46 inciso 3 Artículo 58 Artículo 235
Artículo 287 Artículo 316 incisos 1 y 2 Artículo 342
Artículo 345 Artículo 345-A Artículo 415
Artículo 463 inciso 3 Artículo 472 Artículo 473 
Artículo 474  Artículo 475 Artículo 476
Artículo 477 Artículo 478  Artículo 479
Artículo 480 Artículo 481  Artículo 482
Artículo 483 Artículo 484 Artículo 485 
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Artículo 503 inciso 3 Artículo 526 Artículo 531
Artículo 647 inciso 5 Artículo 728  Artículo 749
Artículo 766 Artículo 837 Artículo 874
Artículo 1010 Artículo 2001 inciso 4 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 128 Artículo 129 Artículo 149
Artículo 178  
Ley Nº 28970 
Ley que crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 9 Primera Disposición Final
Ley Nº 28494 
Ley de Conciliación Fiscal en Asuntos de Derecho de Familia
Artículo 1  
Ley Nº 28439 
Ley que Simplifica las Reglas del Proceso de Alimentos
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Ley Nº 26872 
Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 9
Decreto Supremo Nº 002-2007-JUS 
Reglamento de la Ley que Crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos
Artículo 2 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 2.
Decreto Supremo Nº 004-2005-JUS 
Reglamento de la Ley Nº 26872 Ley de Conciliación (artículos pertinentes)
Artículo 7 inciso 1 Numeral a Artículo 28 
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad
Artículo 3 inciso a
Decreto Supremo 006-99-PROMUDEH 
Reglamento de la Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a realizar Conciliaciones 
Extrajudiciales con Título de Ejecución – Ley Nº 27007 (modificado por Decreto Supremo Nº 007-
2004-MIMDES) (artículos pertinentes)
Artículo 9 inciso 1 Artículo 17 inciso 3 
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 35 Artículo 36 Artículo 37
Artículo 38 Artículo 39 Artículo 40
Artículo 46 inciso b  
Directiva General Nº 005-2005-MP-FN 
Normas para la Aplicación de Conciliación en Asuntos de Derecho de Familia a Nivel Nacional
Numeral 5  
8.6. Tutela 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal f
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores
Artículo 3 inciso a Artículo 4 Artículo 5
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 22 Artículo 56 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
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Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 98 Artículo 99 Artículo 100
Artículo 109 Artículo 110 Artículo 162 incisos a y c
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 45 Artículo 407 Artículo 460
Artículo 502  Artículo 503 Artículo 504
Artículo 505  Artículo 506 Artículo 507
Artículo 508 Artículo 509 Artículo 510
Artículo 511  Artículo 512  Artículo 513 
Artículo 514  Artículo 515 Artículo 516
Artículo 517 Artículo 518 Artículo 519 
Artículo 520 Artículo 521 Artículo 522 
Artículo 523  Artículo 524  Artículo 525
Artículo 526  Artículo 527  Artículo 528 
Artículo 529 Artículo 530 Artículo 531
Artículo 532 Artículo 533 Artículo 534 
Artículo 535  Artículo 536  Artículo 537 
Artículo 538  Artículo 539  Artículo 540 
Artículo 541 Artículo 542  Artículo 543 
Artículo 544 Artículo 545 Artículo 546
Artículo 547  Artículo 548  Artículo 549 
Artículo 550  Artículo 551 Artículo 552 
Artículo 553  Artículo 554  Artículo 555 
Artículo 556  Artículo 557  Artículo 558 
Artículo 559 Artículo 560  Artículo 561 
Artículo 562  Artículo 563 Artículo 580
Artículo 592 Artículo 596 Artículo 606 incisos 4, 6 y 7
Artículo 620 Artículo 621 Artículo 632 incisos 1 y 2
Artículo 640 Artículo 645 Artículo 646
Artículo 647 incisos 1, 2, 3, 4, 7 y 8 Artículo 648 inciso 2 Artículo 649
Artículo 650 Artículo 651 Artículo 1994 inciso 4 
Artículo 2071   
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 36 inciso 5 Artículo 39 Artículo 121-A
Artículo 122-A Artículo 125 Artículo 128
Artículo 129 Artículo 148 Artículo 170 inciso 2
Artículo 173 Artículo 173-A Artículo 176 inciso 1
Artículo 176-A Artículo 177 Artículo 179 inciso 4
Artículo 180 Artículo 181 inciso 3 Artículo 181-A
Artículo 182 Artículo 183-A Artículo 184
Artículo 386 Artículo 441 
Ley Nº 28628 
Ley que Regula la Participación de las Asociaciones de Padres de Familia en las Instituciones 
Educativas Públicas
Artículo 5 Artículo 12 Artículo 13
Ley Nº 28190 
Ley que Protege los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 33 Artículo 44 inciso g Artículo 47
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad
Artículo 2 Artículo 3 inciso b Artículo 7
Artículo 14 Artículo 17 
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 37 inciso d
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
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8.7. Consejo de familia 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 101 Artículo 102 Artículo 103
Artículo 162 inciso b  
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 407 Artículo 433 Artículo 460
Artículo 467 Artículo 468 Artículo 506 inciso 2
Artículo 508 Artículo 509 Artículo 526 
Artículo 531 Artículo 532 Artículo 533 
Artículo 542  Artículo 560  Artículo 619
Artículo 620  Artículo 621  Artículo 622
Artículo 623 Artículo 624 Artículo 625 
Artículo 626  Artículo 627  Artículo 628 
Artículo 629  Artículo 630  Artículo 631 
Artículo 632  Artículo 633 Artículo 634 
Artículo 635  Artículo 636  Artículo 637 
Artículo 638  Artículo 639 Artículo 640 
Artículo 641  Artículo 642 Artículo 643 
Artículo 644  Artículo 645  Artículo 646 
Artículo 647  Artículo 648 Artículo 649 
Artículo 650  Artículo 651  Artículo 652 
Artículo 653  Artículo 654  Artículo 655 
Artículo 656  Artículo 657  Artículo 658 
Artículo 659  
8.8. Colocación familiar
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 20 inciso 3 Artículo 40 inciso 4 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 14
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 13 inciso 2
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 45 inciso d Artículo 104 Artículo 105 
Artículo 106 Artículo 107 Artículo 108
Artículo 242 inciso c Artículo 243 inciso c 
Ley Nº 27409 
Ley que Otorga Licencia Laboral por Adopción
Artículo 5
Ley Nº 26981 Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados 
Judicialmente en Abandono 
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 13
Decreto Supremo Nº 011-2005-MIMDES 
Reglamento de los Capítulos IX y X del Título II del Libro Cuarto del Código de los Niños y 
Adolescentes (modificados por la Ley Nº 28330)
Artículo 22 Artículo 25 Artículo 27
Artículo 28  
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 4 Artículo 26 Artículo 27
Artículo 28 Artículo 29 Artículo 30
8.9. Autorizaciones
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 111 Artículo 112 Artículo 162 inciso d
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8.10. Adopción
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 3 inciso 1 literal a e inciso 5
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 14
Artículo 15 Artículo 16 Artículo 17
Artículo 18 Artículo 19 Artículo 20
Artículo 21 Artículo 23 Artículo 24
Artículo 26 Artículo 27 Artículo 29
Artículo 30 Artículo 32 Artículo 35
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 20 inciso 3 Artículo 21 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 1 literal f
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 14
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes)
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes 
Artículo 104 Artículo 106 Artículo 115
Artículo 116 Artículo 117 Artículo 118
Artículo 119 Artículo 120 Artículo 121
Artículo 122 Artículo 123 Artículo 124
Artículo 125 Artículo 126 Artículo 127
Artículo 128 Artículo 129 Artículo 130
Artículo 131 Artículo 132 Artículo 160 inciso d
Artículo 243 inciso e Artículo 248 inciso f 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 22 Artículo 238 Artículo 242 inciso 5
Artículo 377 Artículo 378 Artículo 379
Artículo 380 Artículo 381 Artículo 382
Artículo 383 Artículo 384 Artículo 385
Artículo 818 Artículo 2087 
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 107 Artículo 121-A Artículo 122-A
Artículo 170 inciso 2 Artículo 173 Artículo 176 inciso 1
Artículo 177 Artículo 179 inciso 4 Artículo 180
Artículo 181 inciso 3 Artículo 181-A Artículo 182
Artículo 183-A Artículo 184 Artículo 441
Ley Nº 27409 
Ley que Otorga Licencia Laboral por Adopción
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Ley Nº 26981 
Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente 
en Abandono 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 13
Primera Disposición Complementaria y Transitoria 
Tercera Disposición Complementaria y Transitoria 
Cuarta Disposición Complementaria y Transitoria
Quinta Disposición Complementaria y Transitoria 
Sétima Disposición Complementaria y Transitoria 
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
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Decreto Supremo Nº 011-2005-MIMDES 
Reglamento de los Capítulos IX y X del Título II del Libro Cuarto del Código de los Niños y 
Adolescentes (modificados por la Ley Nº 28330)
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES Reglamento de la Ley de Procedimiento 
Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente en Abandono
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 5
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 19 Artículo 20 Artículo 21
Artículo 22 Artículo 23 Artículo 24
Artículo 25 Artículo 26 Artículo 27
Artículo 28 Artículo 29 Artículo 30
Artículo 31 Artículo 32 Artículo 33
Artículo 34 Artículo 35 Artículo 36
Artículo 37 Artículo 38 
Decreto Supremo Nº 011-2004-MIMDES 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social 
(artículos pertinentes)
Artículo 86 Artículo 87 
Decreto Supremo Nº 010-2004-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 4
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 8
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 18
Artículo 19 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 25
Artículo 26 Artículo 27 Artículo 30
Artículo 31 Artículo 35 
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	7.	Impulso	y	difusión	del	derecho	de	toda	persona	a	vivir	en	una	familia.
  Acción Estratégica 2, 3
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 3 inciso u Artículo 22 inciso e Artículo 39
8.11. Matrimonio contraído por adolescentes
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 16 inciso 2
Constitución Política del Perú (artículos pertinentes) 
Artículo 4
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 113 Artículo 114 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 46 Artículo 241 inciso 1 Artículo 243 inciso 1
Artículo 244 Artículo 245 Artículo 246
Artículo 247 Artículo 248 Artículo 258
Artículo 277 inciso 1  
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
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9.  Sistema de justicia especializada para niños, niñas y adolescentes en 
conflicto con la Ley Penal 
9.1. Responsabilidad civil de los niños
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 3 inciso 1
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo X Título Preliminar Artículo 6 
Código Civil (artículos pertinentes)
Artículo 458 Artículo 1975 Artículo 1976
Artículo 1977  
9.2. Adolescente infractor de la Ley Penal
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 12 Artículo 37 Artículo 40 inciso 2
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 1 Artículo 53 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
(Reglas de La Habana)
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 11
Artículo 12 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 20 Artículo 28 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 1 incisos 3 y 5 Artículo 2 incisos 1, 2 y 3 Artículo 3 incisos 1 y 2
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 8
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 13
Artículo 14 Artículo 15 Artículo 16
Artículo 17 Artículo 18 Artículo 19
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 27
Artículo 28 Artículo 29 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo Iv Título Preliminar Artículo X Título Preliminar Artículo 6
Artículo 183 Artículo 184 Artículo 185
Artículo 186  Artículo 187 Artículo 188
Artículo 189 Artículo 190 Artículo 191
Artículo 192  Artículo 200 Artículo 201
Artículo 202 Artículo 203 Artículo 204
Artículo 205 Artículo 206 Artículo 207
Artículo 208 Artículo 209 Artículo 210
Artículo 211 Artículo 212 Artículo 213
Artículo 214 Artículo 215 Artículo 216
Artículo 217 Artículo 218 Artículo 219
Artículo 220 Artículo 221 Artículo 222
Artículo 223 Artículo 224 Artículo 225
Artículo 226 Artículo 227 Artículo 228
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 20 inciso 2
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo 61
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
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Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial Nº 348-2004-GG-PJ 
Reglamento de Derechos, Deberes, Sanciones y Estímulos del Adolescente Infractor en los Centros 
Juveniles (artículos pertinentes)
Artículo 6 Artículo 7 
9.3. Medidas socio-educativas
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 1 inciso 3 Artículo 6 inciso 1 Artículo 13
Artículo 17 inciso 1 letra a Artículo 18 inciso 1 Artículo 21
Artículo 29 inciso 1  
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo Iv Título Preliminar Artículo 137 incisos c y d Artículo 144 inciso c
Artículo 159 Artículo 195 Artículo 196
Artículo 197 Artículo 199 Artículo 216 inciso c
Artículo 219 Artículo 222 Artículo 226
Artículo 229 Artículo 230 Artículo 231
Artículo 232 Artículo 233 Artículo 234
Artículo 235 Artículo 236 Artículo 237
Artículo 238 Artículo 239 Artículo 240
Artículo 241  
Decreto Supremo N° 017-2005-JUS 
Plan Nacional de Derechos Humanos 2006 - 2010 (artículos pertinentes)
•	 Línea	estratégica	4:	Implementar	políticas	públicas	afirmativas	a	favor	de	los	derechos	de	los	sectores	de	la	
población en condición de mayor vulnerabilidad, en condiciones de igualdad de trato y sin discriminación.
- Objetivo estratégico 4: Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia. Resultado 2.
Resolución Administrativa del Titular del Pliego del Poder Judicial Nº 267-SE-TP-CME-PJ 
Aprueban Reglamento de Prestación de Servicios a la Comunidad para Adolescentes Infractores
Artículo 2 Artículo 3 Artículo 4 
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Artículo 8 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 13
Artículo 14 Artículo 15  Artículo 16 
Artículo 17  Artículo 18  Artículo 19 
Artículo 20   
Resolución Administrativa de la Gerencia General del Poder Judicial Nº 348-2004-GG-PJ 
Reglamento de Derechos, Deberes, Sanciones y Estímulos del Adolescente Infractor en los Centros 
Juveniles
Artículo 5 Artículo 8 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 14 
9.4. Medidas de protección 
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 40 inciso 4
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 1 inciso 3 Artículo 6 inciso 1 Artículo 13
Artículo 17 inciso 1 letra a Artículo 18 inciso 1 Artículo 21
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo Iv Título Preliminar Artículo 137 inciso c Artículo 184
Artículo 242  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
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9.5. Pandillaje pernicioso
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 52 Artículo 53 Artículo 54
Artículo 56  
Código Penal (artículos pertinentes)
Artículo 20 inciso 2 Artículo 148-A 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 193 Artículo 194 Artículo 195
Artículo 196 Artículo 197 Artículo 198
Artículo 199  
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES 
Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 (artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	5.	Promoción	de	la	familia	como	artífice	de	una	cultura	de	paz,	de	promoción	de	valores	y	de	
prevención de la violencia familiar y de otras formas de violencia.
 Acción Estratégica 5
9.6. Tramitación de procesos judiciales
9.6.1. Jurisdicción y competencia
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 1 incisos 3 y 5 Artículo 3 incisos 1 y 2 Artículo 11
Artículo 14 Artículo 15 Artículo 17 incisos 1 y 4
Artículo 22  
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo X Título Preliminar  Artículo 133 Artículo 134
Artículo 135 Artículo 136 Artículo 137
Artículo 138 Artículo 139 Artículo 140
Artículo 141 Artículo 142 Artículo 143
Artículo 144 Artículo 145 Artículo 146
Artículo 147 Artículo 148 
9.6.2. Órganos auxiliares
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 149 Artículo 150 Artículo 15
Artículo 152 Artículo 153 Artículo 154
Artículo 155 Artículo 156 Artículo 157
Artículo 158  
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 12
9.6.3. Actividad procesal: materias de contenido civil
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 12
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 160 Artículo 161 Artículo 162
Artículo 163 Artículo 164 Artículo 165
Artículo 166 Artículo 167 Artículo 168
Artículo 169 Artículo 170 Artículo 171
Artículo 172 Artículo 173 Artículo 174
Artículo 175 Artículo 176 Artículo 177
Artículo 178 Artículo 179 Artículo 180
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10. Sistema Nacional de Atención Integral al Niño 
10.1. Políticas de atención integral: entidades responsables
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la 
Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía
Artículo 1 Artículo 3 Artículo 9 inciso 1
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional
Artículo 9 Artículo 10 inciso 2 
Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional 
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Convención sobre los Derechos del Niño
Artículo 2 inciso 2 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 7 inciso 2 Artículo 8 inciso 2 Artículo 11
Artículo 17 Artículo 18 incisos 2 y 3 Artículo 19
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 28
Artículo 29 Artículo 31 inciso 2 Artículo 32 inciso 2
Artículo 33 Artículo 34 Artículo 35
Artículo 36 Artículo 38 incisos 2 y 4 Artículo 39
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Artículo 2 Artículo 3 Artículo 4
Artículo 5  
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata 
para su Eliminación
Artículo 1 Artículo 6 Artículo 7
Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo
Artículo 1 Artículo 9 
Convenio 90 relativo al Trabajo Nocturno de los Menores en la Industria
Artículo 6
Convenio 79 relativo a la Limitación del Trabajo Nocturno de los Menores en Trabajos no Industriales
Artículo 6
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Artículo 7
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
Artículo 5 Artículo 9 Artículo 10
Artículo 25 Artículo 32 Artículo 33
Artículo 60  
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing)
Artículo 30
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo vIII Título Preliminar Artículo IX Título Preliminar Artículo X Título Preliminar 
Artículo 25 Artículo 26 Artículo 27
Artículo 28 Artículo 29 Artículo 30
Artículo 31 Artículo 32 Artículo 33
Artículo 34 Artículo 35 Artículo 36
Artículo 37 Artículo 38 Artículo 39
Artículo 40 Artículo 41 Artículo 46
Artículo 49 Artículo 52 Artículo 53
Artículo 54 Artículo 55 Artículo 58
Artículo 60 Artículo 67 Artículo 68
Artículo 70 Artículo 104 Artículo 105
Artículo 108 Artículo 119 Artículo 120
Artículo 122 Artículo 123 Artículo 124
Artículo 125 Artículo 126 Artículo 152
Artículo 154 Artículo 243 Artículo 244
Artículo 245 Artículo 246 Artículo 247
Ley Nº 28983 
Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 
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Ley Nº 28970 
Ley que Crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
Artículo 5 Artículo 6 Artículo 7
Segunda Disposición Final  
Ley Nº 28683 
Ley que Modifica la Ley Nº 27408 Ley que Establece la Atención Preferente a las Mujeres 
Embarazadas, las Niñas, Niños, los Adultos Mayores, en Lugares de Atención al Público 
Artículo 1 Artículo 2
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 





y promover su desarrollo pleno.
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 28190 
Ley que Protege a los Menores de Edad de la Mendicidad
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4  
Ley Nº 27972 
Ley Orgánica de Municipalidades (artículos pertinentes)
Artículo 73 numeral 6.4.
Ley Nº 26981 
Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente 
en Abandono 
Artículo 1
Decreto Supremo Nº 002-2007-JUS 
Reglamento de la Ley que Crea el Registro de Deudores Alimentarios Morosos
Artículo 3 Artículo 7 Artículo 8
Artículo 9 Artículo 10 Artículo 11
Artículo 12 Artículo 13 
Decreto Supremo Nº 010-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley de Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad 
Declarados Judicialmente en Abandono 
Artículo 2 Artículo 3 Primera Disposición Final
Decreto Supremo Nº 003-2005-MIMDES 
Reglamento de Funciones del MIMDES como Ente Rector del Sistema Nacional de Atención 
Integral al Niño y al Adolescente 
Artículo 3  
Decreto Supremo Nº 001-2005-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 28190 Ley que Protege a las Niñas, Niños y Adolescentes de la Mendicidad 
Artículo 1 Artículo 6 Artículo 8
Artículo 9 Artículo 10 Artículo 11
Artículo 12 Artículo 13 Artículo 14
Artículo 15 Artículo 16 Artículo 17
Artículo 18 Artículo 19 Artículo 20
Artículo 21 Artículo 22 
Decreto Supremo Nº 005-2004-MIMDES Plan Nacional de Apoyo a la Familia 2004-2011 
(artículos pertinentes)
•	 Lineamiento	 2.	 Fortalecimiento	 del	 MIMDES	 como	 Ente	 Rector	 encargado	 de	 la	 formulación,	 dirección,	
coordinación, ejecución y supervisión de la Política Nacional de Familia.
 Acción Estratégica 3.
•	 Lineamiento	6.	Todos	los	Sectores,	Niveles	de	Gobierno	y	la	Sociedad,	aplican	en	forma	transversal	el	Enfoque	
de Familia.
 Acción Estratégica 1-4
Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES 
Reglamento de la Ley Nº 27942 Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual
Artículo 65 Artículo 66 Artículo 67
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Decreto Supremo Nº 002-98-JUS 
Reglamento del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar
Artículo 2
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar 
Artículo 1 Artículo 3 Artículo 28
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo vI
Resolución Ministerial Nº 234-99-PROMUDEH 
Reglamento del Servicio de Defensoría del Niño y el Adolescente 
Artículo 3 Artículo 9 Artículo 10
Directiva Nº 001-VMGP/DINEIP/UEE 
Normas para la Matrícula de Estudiantes con Necesidades Educativas Especiales en Instituciones 
Educativas Inclusivas y en Centros y Programas de Educación Básica Especial
Artículo vII
10.2. Sistema Nacional de Defensorías del Niño y del Adolescente 
Código de los Niños y Adolescentes
Artículo 42 Artículo 43 Artículo 44
Artículo 45 Artículo 46 Artículo 47
Artículo 70  
Ley Nº 28487 
Ley que Otorga Rango de Ley al Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH 
Aprueba el Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010
•	 Objetivo	estratégico	Nº	4:	Instituir	un	sistema	de	garantías	para	la	protección	de	los	derechos	del	niño,	niña	y	
adolescente (0-17 años de edad).
Ley Nº 27972 
Ley Orgánica de Municipalidades (artículos pertinentes)
Artículo 84 incisos 1.2., 1.3., 2.4., 2.8. y 3.1.
Ley Nº 27007 
Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a Realizar Conciliaciones 
Extrajudiciales con Título de Ejecución
Artículo 1 Artículo 2 Artículo 3
Artículo 4  
Ley Nº 26497 
Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 48
Decreto Supremo Nº 011-2004-MIMDES 
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social 
(artículos pertinentes) 
Artículo 61 Artículo 81 Artículo 82
Artículo 84  
Decreto Supremo 006-99-PROMUDEH 
Reglamento de la Ley que Faculta a las Defensorías del Niño y del Adolescente a Realizar 
Conciliaciones Extrajudiciales con Título de Ejecución – Ley Nº 27007 (modificado por Decreto 
Supremo Nº 007-2004-MIMDES) (artículos pertinentes)
Artículo 3 Artículo 4 Artículo 6
Artículo 7 Artículo 8 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 13 Artículo 14 Artículo 15
Artículo 16 Artículo 17 Artículo 18
Artículo 19 Artículo 20 Artículo 21
Artículo 22 Artículo 24 Artículo 24-A
Artículo 24-B Artículo 24-C Artículo 24-D
Artículo 24-E Artículo 25 Artículo 26
Artículo 28 Artículo 28-A Artículo 28-B
Artículo 28-C Artículo 29 Artículo 32
Artículo 34 Artículo 38 Artículo 39
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Decreto Supremo Nº 002-98-JUS 
Reglamento del Texto Único Ordenado de la Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar
Artículo 3
Decreto Supremo Nº 006-97-JUS 
Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar 
Artículo 30
Resolución Ministerial Nº 669-2006-MIMDES 
Aprueba la Guía de Procedimientos de Atención de Casos en las Defensorías del Niño y el Adolescente
Artículo II Artículo III Artículo v
Artículo vI Artículo vII Artículo vIII
Artículo IX Artículo 1 Artículo 2
Artículo 4 Artículo 5 Artículo 9
Artículo 10 Artículo 11 Artículo 12
Artículo 14 Artículo 15 Artículo 16
Artículo 17 Artículo 18 Artículo 19
Artículo 20 Artículo 21 Artículo 22
Artículo 23 Artículo 24 Artículo 25
Artículo 26 Artículo 27 Artículo 28
Artículo 29 Artículo 30 Artículo 31
Artículo 32 Artículo 33 Artículo 34
Artículo 35 Artículo 36 Artículo 37
Artículo 39 Artículo 42 Artículo 43
Artículo 45 Artículo 46 Artículo 47
Artículo 48 Artículo 51 Artículo 52
Artículo 53 Artículo 54 Artículo 55
Artículo 56 Artículo 58  Artículo 59
Artículo 61 Artículo 63 Artículo 64
Artículo 65 Artículo 69 Artículo 70
Artículo 71 Artículo 72 
Resolución Ministerial Nº 18-2000-PROMUDEH 
Normas para la Autorización y Registro de las Defensorías del Niño y el Adolescente para Realizar 
Conciliaciones Extrajudiciales con Título de Ejecución
Punto III Punto Iv.1 Punto v
Punto vI Punto vII 
Resolución Ministerial Nº 234-99-PROMUDEH 
Reglamento del Servicio de Defensoría del Niño y el Adolescente 
Artículo 1 Artículo 3 Artículo 5
Artículo 6 Artículo 8 Artículo 10
Artículo 11 Artículo 12 Artículo 13
Artículo 14 Artículo 15 Artículo 16
Artículo 17 Artículo 18 Artículo 19
Artículo 22 Artículo 24 Artículo 25
Artículo 27 Artículo 28 Artículo 29
Artículo 30 Artículo 31 Artículo 32
Artículo 33 Artículo 34 Artículo 35
Artículo 36 Artículo 37 Artículo 38
Artículo 39 Artículo 40 Artículo 41
Artículo 42  
Decreto Supremo Nº 015-98-PCM 
Reglamento de Inscripciones del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (artículos pertinentes)
Artículo 26 inciso c
Directiva N° 005-2000-PROMUDEH/GPNA 
Normas para la Acreditación y Registro de Conciliadores de las Defensorías del Niño y el 
Adolescente
Numeral I Numeral II Numeral III
Numeral Iv Numeral v Numeral vI
Directiva N° 006-99-PROMUDEH/GPNA-OD 
Normas para el Registro de las Defensorías del Niño y el Adolescente (DINA)
Numeral I Numeral II Numeral lII
Numeral Iv Numeral v Numeral vI
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10.3. Sanciones y contravenciones
Código de los Niños y Adolescentes 
Artículo 69 Artículo 70 Artículo 71
Artículo 72 Artículo 73 
Ley Nº 29139
Ley que Modifica la Ley Nº 28119 Ley que Prohíbe el Acceso de Menores de Edad a Páginas Web de 
Contenido Pornográfico
Artículo 3  
Ley Nº 28705
Ley General para la Prevención y Control de los Riesgos del Consumo del Tabaco (artículos pertinentes)
Artículo 10 Artículo 11 Artículo16
Decreto Supremo Nº 003-2005-MIMDES 
Reglamento de Funciones del MIMDES como Ente Rector del Sistema Nacional de Atención 
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Declaración de los Derechos del Niño
Adoptada el 20 de noviembre de 1959
PREÁMBULO
Considerando que	los	pueblos	de	las	Naciones	Unidas	han	reafirmado	en	la	Carta	su	fe	en	los	
derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y su 
determinación de promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto 
más amplio de la libertad, 
Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ella, 
sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, opinión política o de cualquiera otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, 
Considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección 
y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del naci-
miento,
Considerando que la necesidad de esa protección especial ha sido enunciada en la 
Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y reconocida en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los convenios constitutivos de los organismos especiali-
zados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño,
Considerando que la humanidad debe al niño lo mejor que puede darle,
La Asamblea General,
Proclama	la	presente	Declaración	de	los	Derechos	del	Niño	a	fin	de	que	éste	pueda	tener	una	
infancia feliz y gozar, en su propio bien y en bien de la sociedad, de los derechos y libertades 
que en ella se enuncian e insta a los padres, a los hombres y mujeres individualmente y a las 
organizaciones particulares, autoridades locales y gobiernos nacionales a que reconozcan esos 
derechos y luchen por su observancia con medidas legislativas y de otra índole adoptadas 
progresivamente en conformidad con los siguientes principios:
Principio 1
El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta Declaración. Estos derechos serán 
reconocidos a todos los niños sin excepción alguna ni distinción o discriminación por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia.
Principio 2
El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensa-
do todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, 
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dignidad.	Al	promulgar	leyes	con	este	fin,	 la	consideración	fundamental	a	que	se	atenderá	
será el interés superior del niño.
Principio 3




cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar 
de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados.
Principio 5
El niño física o mentalmente impedido o que sufra algún impedimento social debe recibir el 
tratamiento, la educación y el cuidado especiales que requiere su caso particular.
Principio 6
El niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, necesita amor y compren-
sión. Siempre que sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres 
y,	en	todo	caso,	en	un	ambiente	de	afecto	y	de	seguridad	moral	y	material;	salvo	circunstancias	
excepcionales, no deberá separarse al niño de corta edad de su madre. La sociedad y las au-
toridades públicas tendrán la obligación de cuidar especialmente a los niños sin familia o que 
carezcan de medios adecuados de subsistencia. Para el mantenimiento de los hijos de familias 
numerosas conviene conceder subsidios estatales o de otra índole.
Principio 7
El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obligatoria por lo menos en las 
etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su cultura general y le permita, en 
condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, 
su sentido de responsabilidad moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad. El 
interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de 
su	educación	y	orientación;	dicha	responsabilidad	incumbe,	en	primer	término,	a	sus	padres.	
El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados 
hacia	los	fines	perseguidos	por	la	educación;	la	sociedad	y	las	autoridades	públicas	se	esforza-





El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y explotación. No será 
objeto de ningún tipo de trata. No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad míni-
ma	adecuada;	en	ningún	caso	se	le	dedicará	ni	se	le	permitirá	que	se	dedique	a	ocupación	o	
empleo alguno que pueda perjudicar su salud o su educación o impedir su desarrollo físico, 
mental o moral.
Principio 10
El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fomentar la discriminación racial, 
religiosa o de cualquier otra índole. Debe ser educado en un espíritu de comprensión, toleran-
cia, amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con plena conciencia de que debe 
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lConvenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación 
en Materia de Adopción Internacional
Fecha de ratificación por el Perú: 14 de setiembre de 2005
PREÁMBULO
LOS ESTADOS SIGNATARIOS DEL PRESENTE CONvENIO,
Reconociendo que para el desarrollo armónico de su personalidad, el niño debe crecer en un 
medio familiar, en un clima de felicidad, amor y comprensión,
Recordando que cada Estado debería tomar, con carácter prioritario, medidas adecuadas 
que permitan mantener al niño en su familia de origen,
Reconociendo que la adopción internacional puede presentar la ventaja de dar una fa-
milia permanente a un niño que no puede encontrar una familia adecuada en su Estado de 
origen, 
Convencidos de la necesidad de adoptar medidas que garanticen que las adopciones in-
ternacionales tengan lugar en consideración al interés superior del niño y al respeto a sus 
derechos	fundamentales,	así	como	para	prevenir	la	sustracción,	la	venta	o	el	tráfico	de	niños,
Deseando establecer a tal efecto disposiciones comunes que tomen en consideración los 
principios reconocidos por instrumentos internacionales, especialmente por el Convenio de las 
Naciones Unidas sobre los derechos del niño, de 20 de noviembre de 1989, y por la Declaración 
de Naciones Unidas sobre los principios sociales y jurídicos aplicables a la protección y al 
bienestar de los niños, considerados sobre todo desde el ángulo de las prácticas en materia 
de adopción y de colocación familiar en los planos nacional e internacional (Resolución de la 
Asamblea General 41/85, de 3 de diciembre de 1986),
Han acordado las disposiciones siguientes:
CAPÍTULO I
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO
Artículo 1
El presente Convenio tiene por objeto:
a) Establecer garantías para que las adopciones internacionales tengan lugar en considera-
ción al interés superior del niño y al respeto a los derechos fundamentales que le reconoce 
el	Derecho	internacional;
b) Instaurar un sistema de cooperación entre los Estados contratantes que asegure el respeto 
a	dichas	garantías	y,	en	consecuencia,	prevenga	 la	 sustracción,	 la	venta	o	el	 tráfico	de	
niños;
c) Asegurar el reconocimiento en los Estados contratantes de las adopciones realizadas de 
acuerdo con el Convenio.
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1. El Convenio se aplica cuando un niño con residencia habitual en un Estado contratante 
(«el Estado de origen») ha sido, es o va a ser desplazado a otro Estado contratante («el 
Estado de recepción»), bien después de su adopción en el Estado de origen por cónyuges 
o	por	una	persona	con	residencia	habitual	en	el	Estado	de	recepción,	bien	con	la	finalidad	




Artículo 17, apartado c), antes de que el niño alcance la edad de dieciocho años.
CAPÍTULO II
CONDICIONES DE LAS ADOPCIONES INTERNACIONALES
Artículo 4
Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando las Autoridades 
competentes del Estado de origen:
a)	 Han	establecido	que	el	niño	es	adoptable;
b) Han constatado, después de haber examinado adecuadamente las posibilidades de co-
locación del niño en su Estado de origen, que una adopción internacional responde al 
interés	superior	del	niño;
c) Se han asegurado de que:
1) Las personas, instituciones y autoridades cuyo consentimiento se requiera para la 
adopción han sido convenientemente asesoradas y debidamente informadas de las 
consecuencias de su consentimiento, en particular en relación al mantenimiento o 
ruptura, en virtud de la adopción, de los vínculos jurídicos entre el niño y su familia 
de origen,
2) Tales personas, instituciones y autoridades han dado su consentimiento libremente, 
en la forma legalmente prevista y que este consentimiento ha sido dado o constatado 
por escrito,
3) Los consentimientos no se han obtenido mediante pago o compensación de clase 
alguna y que tales consentimientos no han sido revocados, y
4) El consentimiento de la madre, cuando sea exigido, se ha dado únicamente después 
del	nacimiento	del	niño;	y
d) Se han asegurado, teniendo en cuenta la edad y el grado de madurez del niño, de que, 
1) Ha sido convenientemente asesorado y debidamente informado sobre las consecuen-
cias de la adopción y de su consentimiento a la adopción, cuando este sea necesario, 
2) Se han tomado en consideración los deseos y opiniones del niño,
3) El consentimiento del niño a la adopción, cuando sea necesario, ha sido dado libre-
mente, en la forma legalmente prevista y que este consentimiento ha sido dado o 
constatado por escrito, y
4) El consentimiento no ha sido obtenido mediante pago o compensación de clase algu-
na.
Artículo 5
Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando las Autoridades 
competentes del Estado de recepción:
a)	 Han	constatado	que	los	futuros	padres	adoptivos	son	adecuados	y	aptos	para	adoptar;
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lb) Se han asegurado de que los futuros padres adoptivos han sido convenientemente aseso-
rados;	y	
c) Han constatado que el niño ha sido o será autorizado a entrar y residir permanentemente 
en dicho Estado.
CAPÍTULO III
AUTORIDADES CENTRALES Y ORGANISMOS ACREDITADOS
Artículo 6
1. Todo Estado contratante designará una Autoridad central encargada de dar cumplimien-
to a las obligaciones que el Convenio le impone.
2. Un Estado federal, un Estado en el que están en vigor diversos sistemas jurídicos o un 
Estado con unidades territoriales autónomas puede designar más de una Autoridad cen-
tral	y	especificar	la	extensión	territorial	o	personal	de	sus	funciones.	El	Estado	que	haga	
uso de esta facultad, designará la Autoridad central a la que puede dirigirse toda comu-
nicación para su transmisión a la Autoridad central competente dentro de ese Estado.
Artículo 7
1. Las Autoridades centrales deberán cooperar entre ellas y promover una colaboración en-
tre las Autoridades competentes de sus respectivos Estados para asegurar la protección 
de los niños y alcanzar los demás objetivos del Convenio.
2. Tomarán directamente todas las medidas adecuadas para:
a) Proporcionar información sobre la legislación de sus Estados en materia de adopción 
y	otras	informaciones	generales,	tales	como	estadísticas	y	formularios;
b) Informarse mutuamente sobre el funcionamiento del Convenio y, en la medida de lo 
posible, suprimir los obstáculos para su aplicación.
Artículo 8
Las Autoridades centrales tomarán, directamente o con la cooperación de autoridades públi-
cas,	todas	las	medidas	apropiadas	para	prevenir	beneficios	materiales	indebidos	en	relación	a	
una adopción y para impedir toda práctica contraria a los objetivos del Convenio.
Artículo 9
Las Autoridades centrales tomarán, ya sea directamente o con la cooperación de Autoridades 
públicas o de otros organismos debidamente acreditados en su Estado, todas las medidas 
apropiadas, en especial para:
a) Reunir, conservar e intercambiar información relativa a la situación del niño y de los fu-
turos	padres	adoptivos	en	la	medida	necesaria	para	realizar	la	adopción;
b)	 Facilitar,	seguir	y	activar	el	procedimiento	de	adopción;
c) Promover, en sus respectivos Estados, el desarrollo de servicios de asesoramiento en ma-
teria	de	adopción	y	para	el	seguimiento	de	las	adopciones;
d) Intercambiar informes generales de evaluación sobre las experiencias en materia de adop-
ción	internacional;
e) Responder, en la medida en que lo permita la ley de su Estado, a las solicitudes de infor-
mación motivadas respecto a una situación particular de adopción formuladas por otras 
Autoridades centrales o por autoridades públicas.
Artículo 10
Sólo pueden obtener y conservar la acreditación los organismos que demuestren su aptitud 
para	cumplir	correctamente	las	funciones	que	pudieran	confiárseles.
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c) Estar sometido al control de las autoridades competentes de dicho Estado en cuanto a su 
composición,	funcionamiento	y	situación	financiera.
Artículo 12
Un organismo acreditado en un Estado contratante solo podrá actuar en otro Estado contra-
tante si ha sido autorizado por las autoridades competentes de ambos Estados.
Artículo 13
La designación de las Autoridades centrales y, en su caso, el ámbito de sus funciones, así como 




CONDICIONES DE PROCEDIMIENTO RESPECTO A LAS
ADOPCIONES INTERNACIONALES
Artículo 14
Las personas con residencia habitual en un Estado contratante que deseen adoptar un niño 
cuya residencia habitual este en otro Estado contratante, deberán dirigirse a la Autoridad cen-
tral del Estado de su residencia habitual.
Artículo 15
1. Si la Autoridad central del Estado de recepción considera que los solicitantes son adecua-
dos y aptos para adoptar, preparará un informe que contenga información sobre su iden-
tidad, capacidad jurídica y aptitud para adoptar, su situación personal, familiar y médica, 
su medio social, los motivos que les animan, su aptitud para asumir una adopción inter-
nacional así como sobre los niños que estarían en condiciones de tomar a su cargo.
2. Esta Autoridad central transmitirá el informe a la Autoridad central del Estado de origen.
Artículo 16
1. Si la Autoridad central del Estado de origen considera que el niño es adoptable,
a) Preparará un informe, que contenga información sobre la identidad del niño, su 
adaptabilidad, su medio social, su evolución personal y familiar, su historia médica 
y	la	de	su	familia,	así	como	sobre	sus	necesidades	particulares;
b) Se asegurará de que se han tenido debidamente en cuenta las condiciones de educa-
ción	del	niño	así	como	su	origen	étnico,	religioso	y	cultural;
c)	 Se	asegurará	de	que	se	han	obtenido	los	consentimientos	previstos	en	el	Artículo	4;	y
d) Constatará si, basándose especialmente en los informes relativos al niño y a los futu-
ros padres adoptivos, la colocación prevista obedece al interés superior del niño.
2. Esta Autoridad central transmitirá a la Autoridad central del Estado de recepción su in-
forme sobre el niño, la prueba de que se han obtenido los consentimientos requeridos y la 
motivación de la decisión relativa a la colocación, procurando no revelar la identidad de 
la madre y el padre, si en el Estado de origen no puede divulgarse su identidad.
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a) La Autoridad central del Estado de origen se ha asegurado de que los futuros padres 
adoptivos	han	manifestado	su	acuerdo;
b) La Autoridad Central del Estado de recepción ha aprobado tal decisión, si así lo requiere 
la	le	y	de	dicho	Estado	o	la	Autoridad	Central	del	Estado	de	origen;
c) Las Autoridades Centrales de ambos Estados están de acuerdo en que se siga el procedi-
miento	de	adopción;	y
d) Se ha constatado, de acuerdo con el Artículo 5, que los futuros padres adoptivos son 
adecuados y aptos para adoptar y que el niño ha sido o será autorizado a entrar y residir 
permanentemente en el Estado de recepción.
Artículo 18
Las Autoridades centrales de ambos Estados tomarán todas las medidas necesarias para que 
el niño reciba la autorización de salida del Estado de origen así como de entrada y residencia 
permanente en el Estado de recepción.
Artículo 19
1. Sólo se podrá desplazar al niño al Estado de recepción si se han observado las exigencias 
del Artículo 17.
2. Las Autoridades Centrales de ambos Estados se asegurarán de que el desplazamiento se 
realice con toda seguridad, en condiciones adecuadas y, cuando sea posible, en compañía 
de los padres adoptivos o de los futuros padres adoptivos.
3.	 Si	no	se	produce	el	desplazamiento	del	niño,	los	informes	a	los	que	se	refieren	los	Artículos	
15 y 16 serán devueltos a las autoridades que los hayan expedido.
Artículo 20




1. Si la adopción debe tener lugar en el Estado de recepción tras el desplazamiento del niño 
y la Autoridad central de dicho Estado considera que el mantenimiento del niño en la 
familia de recepción ya no responde a su interés superior, esta autoridad central tomará 
las medidas necesarias para la protección del niño, especialmente para:
a) Retirar al niño de las personas que deseaban adoptarlo y ocuparse de su cuidado 
provisional;
b) En consulta con la Autoridad central del Estado de origen, asegurar sin dilación una 
nueva colocación del niño en vistas a su adopción o, en su defecto, una colocación 
alternativa	de	carácter	duradero;	 la	adopción	del	niño	solo	podrá	tener	 lugar	si	 la	
Autoridad central del Estado de origen ha sido debidamente informada sobre los 
nuevos	padres	adoptivos;
c) Como último recurso, asegurar el retorno del niño al Estado de origen, si así lo exige 
su interés.
2. Teniendo en cuenta especialmente la edad y grado de madurez del niño, se le consultará 
y, en su caso, se obtendrá su consentimiento en relación a las medidas a tomar conforme 
al presente artículo.
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1. Las funciones atribuidas a la Autoridad central por el presente capítulo pueden ser ejer-
cidas por autoridades publicas o por organismos acreditados conforme al Capítulo III, en 
la medida prevista por la ley de este Estado.
2. Todo Estado contratante podrá declarar ante el depositario del Convenio que las fun-
ciones conferidas a la Autoridad Central por los Artículos 15 a 21 podrán también ser 
ejercidas en ese Estado, dentro de los limites permitidos por la ley y bajo el control de las 
Autoridades competentes de dicho Estado, por personas u organismos que:
a) Cumplan las condiciones de integridad, competencia profesional, experiencia y res-
ponsabilidad	exigidas	por	dicho	Estado;	y
b)	 Estén	capacitadas	por	su	calificación	ética	y	por	su	formación	o	experiencia	para	tra-
bajar en el ámbito de la adopción internacional.
3. El Estado contratante que efectúe la declaración prevista en el párrafo 2 informará con 
regularidad	a	la	Oficina	Permanente	de	la	Conferencia	de	La	Haya	de	Derecho	interna-
cional privado de los nombres y direcciones de estos organismos y personas.
4. Todo Estado contratante podrá declarar ante el depositario del Convenio que las adopcio-
nes de niños cuya residencia habitual esté situada en su territorio solo podrán tener lugar 
si las funciones conferidas a las Autoridades centrales se ejercen de acuerdo con el párrafo 
primero.
5. A pesar de que se haya realizado la declaración prevista en el párrafo 2, los informes 
previstos en los Artículos 15 y 16 se prepararán, en todo caso, bajo la responsabilidad 
de la Autoridad Central o de otras autoridades u organismos de acuerdo con el párrafo 
primero.
CAPÍTULO V
RECONOCIMIENTO Y EFECTOS DE LA ADOPCIÓN
Artículo 23
1.	 Una	adopción	certificada	como	conforme	al	Convenio	por	la	autoridad	competente	del	












Todo Estado contratante puede declarar ante el depositario del Convenio que no reconocerá 
en virtud de las disposiciones del mismo las adopciones hechas conforme a un acuerdo con-
cluido en aplicación del Artículo 39, párrafo 2.
Artículo 26
1. El reconocimiento de la adopción comporta el reconocimiento:
a)	 Del	vínculo	de	filiación	entre	el	niño	y	sus	padres	adoptivos;
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c)	 De	 la	 ruptura	del	 vínculo	de	filiación	preexistente	 entre	 el	 niño	 y	 su	madre	 y	 su	
padre, si la adopción produce este efecto en el Estado contratante en que ha tenido 
lugar.
2.	 Si	la	adopción	tiene	como	efecto	la	ruptura	del	vínculo	preexistente	de	filiación,	el	niño	
gozará, en el Estado de recepción y en todo otro Estado contratante en que se reconozca 
la adopción, de derechos equivalentes a los que resultan de una adopción que produzca 
tal efecto en cada uno de esos Estados.
3. Los párrafos precedentes no impedirán la aplicación de disposiciones más favorables al 
niño que estén en vigor en el Estado contratante que reconozca la adopción.
Artículo 27
1. Si una adopción realizada en el Estado de origen no tiene por efecto la ruptura del vínculo 
de	filiación	preexistente,	en	el	Estado	de	recepción	que	reconozca	la	adopción	conforme	al	
Convenio dicha adopción podrá ser convertida en un adopción que produzca tal efecto, si
a)	 la	ley	del	Estado	de	recepción	lo	permite;	y
b) Los consentimientos exigidos en el Artículo 4, apartados c) y d), han sido o son otor-
gados para tal adopción.




El Convenio no afecta a ley alguna de un Estado de origen que exija que la adopción de un 
niño con residencia habitual en ese Estado tenga lugar en ese Estado o que prohíba la coloca-
ción del niño en el Estado de recepción o su desplazamiento al Estado de recepción antes de 
la adopción.
Artículo 29
No habrá contacto alguno entre los futuros padres adoptivos y los padres del niño u otras per-
sonas que tengan la guarda de éste hasta que se hayan cumplido las condiciones del Artículo 
4, apartados a) a c) y del Artículo 5, apartado a), salvo cuando la adopción del niño tenga lugar 
entre familiares o salvo que se cumplan las condiciones que establezca la autoridad competen-
te del Estado de origen.
Artículo 30
1. Las autoridades competentes de un Estado contratante asegurarán la conservación de la 
información de la que dispongan relativa a los orígenes del niño, en particular la infor-
mación respecto a la identidad de sus padres así como la historia médica del niño y de su 
familia.
2. Dichas autoridades asegurarán el acceso, con el debido asesoramiento, del niño o de su 
representante a esta información en la medida en que lo permita la ley de dicho Estado.
Artículo 31



































vención relativa a una adopción internacional.
2. Solo se podrán reclamar y pagar costes y gastos, incluyendo los honorarios profesionales 
razonables de las personas que han intervenido en la adopción.
3. Los directores, administradores y empleados de organismos que intervengan en la adop-
ción no podrán recibir remuneraciones desproporcionadas en relación a los servicios 
prestados.
Artículo 33
Toda Autoridad competente que constate que no se ha respetado o que existe un riesgo mani-
fiesto	de	que	no	sea	respetada	alguna	de	las	disposiciones	del	Convenio,	informará	inmediata-
mente a la Autoridad central de su Estado. Dicha Autoridad Central tendrá la responsabilidad 
de asegurar que se toman las medidas adecuadas.
Artículo 34
Si la autoridad competente del Estado de destino de un documento así lo requiere, deberá 
proporcionarse una traducción auténtica. Salvo que se disponga lo contrario, los costes de tal 
traducción correrán a cargo de los futuros padres adoptivos.
Artículo 35
Las autoridades competentes de los Estados contratantes actuarán con celeridad en los proce-
dimientos de adopción.
Artículo 36
En relación a un Estado que tenga, en materia de adopción, dos o más sistemas jurídicos apli-
cables en distintas unidades territoriales:
a) Toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá referida a la resi-
dencia	habitual	en	una	unidad	territorial	de	dicho	Estado;
b) Toda referencia a la ley de dicho Estado se entenderá referida a la ley vigente en la corres-
pondiente	unidad	territorial;
c) Toda referencia a las autoridades competentes o a las autoridades públicas de dicho 
Estado se entenderá referida a las autoridades autorizadas para actuar en la correspon-
diente	unidad	territorial;
d) Toda referencia a los organismos acreditados de dicho Estado se entenderá referida a los 
organismos acreditados en la correspondiente unidad territorial.
Artículo 37
En relación a un Estado que tenga, en materia de adopción, dos o más sistemas jurídicos apli-
cables a diferentes categorías de personas, toda referencia a la ley de ese Estado se entenderá 
referida al sistema jurídico determinado por la ley de dicho Estado.
Artículo 38
Un Estado contratante en el que distintas unidades territoriales tengan sus propias normas en 
materia de adopción no estará obligado a aplicar las normas del Convenio cuando un Estado 
con un sistema jurídico unitario no estaría obligado a hacerlo.
Artículo 39
1. El Convenio no derogará a los instrumentos internacionales en que los Estados 
contratantes sean partes y que contengan disposiciones sobre materias reguladas por el 
87 




























lpresente Convenio, salvo declaración en contrario de los Estados vinculados por dichos 
instrumentos.
2. Todo Estado contratante podrá concluir con uno o más Estados contratantes acuerdos 
para favorecer la aplicación del Convenio en sus relaciones recíprocas. 
Estos acuerdos sólo podrán derogar las disposiciones contenidas en los Artículos 14 a 16 y 18 
a 21. Los Estados que concluyan tales acuerdos transmitirán una copia de los mismos al depo-
sitario del presente Convenio.
Artículo 40
No se admitirá reserva alguna al Convenio.
Artículo 41
El Convenio se aplicará siempre que una solicitud formulada conforme al Artículo 14 sea re-
cibida después de la entrada en vigor del Convenio en el Estado de origen y en el Estado de 
recepción.
Artículo 42
El Secretario General de la Conferencia de La Haya de Derecho internacional privado convo-






de La Haya de Derecho internacional privado cuando se celebró su Decimoséptima se-
sión y de los demás Estados participantes en dicha Sesión.
2.	 Será	 ratificado,	 aceptado	 o	 aprobado,	 y	 los	 instrumentos	 de	 ratificación,	 aceptación	 o	
aprobación se depositarán en el Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los Países 
Bajos, depositario del Convenio.
Artículo 44
1. Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio después de su entrada en vigor en 
virtud del párrafo 1 del Artículo 46.
2. El instrumento de adhesión se depositará en poder del depositario.
3. La adhesión solo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado adherente y los Estados 
contratantes que no hubiesen formulado objeción a la adhesión en los seis meses siguien-
tes	a	la	recepción	de	la	notificación	a	que	se	refiere	el	apartado	b)	del	Artículo	48.	Podrá	
asimismo	formular	una	objeción	al	respecto	cualquier	Estado	en	el	momento	de	la	ratifi-
cación, aceptación o aprobación del Convenio posterior a la adhesión. Dichas objeciones 
serán	notificadas	al	depositario	del	Convenio.
Artículo 45
1. Cuando un Estado comprenda dos o más unidades territoriales en las que se apliquen 
sistemas	jurídicos	diferentes	en	lo	que	se	refiere	a	cuestiones	reguladas	por	el	presente	
Convenio,	podrá	declarar,	en	el	momento	de	la	firma,	ratificación,	aceptación,	aprobación	

































se indicarán expresamente las unidades territoriales a las que el Convenio será aplicable.
3. En el caso de que un Estado no formule declaración alguna al amparo del presente artícu-
lo, el Convenio se aplicara a la totalidad del territorio de dicho Estado.
Artículo 46
1. El Convenio entrará en vigor el día primero del mes siguiente a la expiración de un pe-
ríodo	de	tres	meses	después	del	depósito	del	tercer	instrumento	de	ratificación,	de	acep-
tación o de aprobación previsto en el Artículo 43.
2. En lo sucesivo, el Convenio entrara en vigor:
a)	 Para	cada	Estado	que	lo	ratifique,	acepte	o	apruebe	posteriormente,	o	se	adhiera	al	
mismo, el primer día del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses 
después	del	depósito	de	su	instrumento	de	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	ad-
hesión;
b) Para las unidades territoriales a las que se haya hecho extensiva la aplicación del 





escrito dirigida al depositario.
2. La denuncia surtirá efecto el día primero del mes siguiente a la expiración de un período 
de	doce	meses	después	de	la	fecha	de	recepción	de	la	notificación	por	el	depositario	del	
Convenio.	En	caso	de	que	en	la	notificación	se	fije	un	período	más	largo	para	que	la	de-
nuncia surta efecto, ésta tendrá efecto cuando transcurra dicho período, que se contará a 
partir	de	la	fecha	de	recepción	de	la	notificación.
Artículo 48
El	 depositario	 del	 Convenio	 notificará	 a	 los	 Estados	 miembros	 de	 la	 Conferencia	 de	 La	
Haya de Derecho internacional privado así como a los demás Estados participantes en la 
Decimoséptima Sesión y a los Estados que se hayan adherido de conformidad con lo dispues-
to en el Artículo 44:
a)	 Las	firmas,	ratificaciones,	aceptaciones	y	aprobaciones	a	que	se	refiere	el	Artículo	43;
b)	 Las	adhesiones	y	las	objeciones	a	las	mismas	a	que	se	refiere	el	Artículo	44;





EN FE DE LO CUAL,	 los	 infrascritos,	 debidamente	 autorizados,	 han	 firmado	 el	 pre-
sente Convenio. Hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993, en francés e inglés, sien-
do ambos textos igualmente auténticos, en un solo ejemplar, que será depositado en los 
archivos del Gobierno del Reino de los Países Bajos y del cual se remitirá por vía diplo-
mática una copia autentica a cada uno de los Estados miembros de la Conferencia de La 
Haya de Derecho Internacional Privado en el momento de celebrarse su Decimoséptima 
Sesión así como a cada uno de los demás Estados que han participado en dicha Sesión. 
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LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE PROTOCOLO,
Considerando que para asegurar el mejor logro de los propósitos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño y la aplicación de sus disposiciones y especialmente de los Artículos 1, 11, 
21, 32, 33, 34, 35 y 36, sería conveniente ampliar las medidas que deben adoptar los Estados 
Partes	a	fin	de	garantizar	la	protección	de	los	menores	contra	la	venta	de	niños,	la	prostitución	
infantil y la utilización de niños en la pornografía,
Considerando también que en la Convención sobre los Derechos del Niño se reconoce el 
derecho del niño a la protección contra la explotación económica y la realización de trabajos 
que puedan ser peligrosos, entorpecer su educación o afectar su salud o desarrollo físico, men-
tal, espiritual, moral o social,
Gravemente preocupados por la importante y creciente trata internacional de menores a 
los	fines	de	la	venta	de	niños,	su	prostitución	y	su	utilización	en	la	pornografía,
Manifestando su profunda preocupación por la práctica difundida y continuada del tu-
rismo sexual, a la que los niños son especialmente vulnerables ya que fomenta directamente 
la venta de niños, su utilización en la pornografía y su prostitución,
Reconociendo que algunos grupos especialmente vulnerables, en particular las niñas, es-
tán expuestos a un peligro mayor de explotación sexual, y que la representación de niñas entre 
las personas explotadas sexualmente es desproporcionadamente alta,
Preocupados por la disponibilidad cada vez mayor de pornografía infantil en la Internet 
y otros medios tecnológicos modernos y recordando la Conferencia Internacional de Lucha 
contra la Pornografía Infantil en la Internet (viena, 1999) y, en particular, sus conclusiones, en 
las que se pide la penalización en todo el mundo de la producción, distribución, exportación, 
transmisión, importación, posesión intencional y propaganda de este tipo de pornografía, y 
subrayando la importancia de una colaboración y asociación más estrechas entre los gobier-
nos y el sector de la Internet,
Estimando que será más fácil erradicar la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía si se adopta un enfoque global que permita hacer fren-
te a todos los factores que contribuyen a ello, en particular el subdesarrollo, la pobreza, las 
disparidades económicas, las estructuras socioeconómicas no equitativas, la disfunción de las 
familias, la falta de educación, la migración del campo a la ciudad, la discriminación por moti-
vos de sexo, el comportamiento sexual irresponsable de los adultos, las prácticas tradicionales 
nocivas,	los	conflictos	armados	y	la	trata	de	niños,
Estimando	que	se	deben	hacer	esfuerzos	por	sensibilizar	al	público	a	fin	de	reducir	el	
mercado de consumidores que lleva a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de Niños en la Pornografía
Fecha de ratificación por el Perú: 8 de mayo de 2002
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l de niños en la pornografía, y estimando también que es importante fortalecer la asociación 
mundial de todos los agentes, así como mejorar la represión a nivel nacional,
Tomando nota de las disposiciones de los instrumentos jurídicos internacionales relativos 
a la protección de los niños, en particular el Convenio de La Haya sobre la Protección de los 
Niños y la Cooperación en materia de Adopción Internacional, la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, la Convención de La Haya 
sobre la Jurisdicción, el Derecho Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación 
en materia de Responsabilidad Parental y Medidas para la Protección de los Niños, así como 
el Convenio No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación,
Alentados por el abrumador apoyo de que goza la Convención sobre los Derechos del 
Niño, lo que demuestra la adhesión generalizada a la promoción y protección de los derechos 
del niño,
Reconociendo la importancia de aplicar las disposiciones del Programa de Acción para 
la Prevención de la venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la 
Pornografía, así como la Declaración y el Programa de Acción aprobado por el Congreso 
Mundial contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, celebrado en Estocolmo del 27 
al 31 de agosto de 1996, y las demás decisiones y recomendaciones pertinentes de los órganos 
internacionales competentes,
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales 
de	cada	pueblo	a	los	fines	de	la	protección	y	el	desarrollo	armonioso	del	niño,
Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1
Los Estados Partes prohibirán la venta de niños, la prostitución infantil y la pornografía infan-
til, de conformidad con lo dispuesto en el presente Protocolo.
Artículo 2
A los efectos del presente Protocolo:
a) Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del cual un niño es 
transferido por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración o de 
cualquier	otra	retribución;
b) Por prostitución infantil se entiende la utilización de un niño en actividades sexuales a 
cambio	de	remuneración	o	de	cualquier	otra	retribución;
c) Por pornografía infantil se entiende toda representación, por cualquier medio, de un niño 
dedicado a actividades sexuales explícitas, reales o simuladas, o toda representación de 
las	partes	genitales	de	un	niño	con	fines	primordialmente	sexuales.
Artículo 3
1. Todo Estado Parte adoptará medidas para que, como mínimo, los actos y actividades que 
a continuación se enumeran queden íntegramente comprendidos en su legislación penal, 






c. Trabajo forzoso del niño.
ii) Inducir indebidamente, en calidad de intermediario, a alguien a que preste su 
consentimiento para la adopción de un niño en violación de los instrumentos 
jurídicos	internacionales	aplicables	en	materia	de	adopción;
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c) La producción, distribución, divulgación, importación, exportación, oferta, venta o 
posesión,	con	los	fines	antes	señalados,	de	pornografía	infantil,	en	el	sentido	en	que	
se	define	en	el	Artículo	2.
2. Con sujeción a los preceptos de la legislación de los Estados Partes, estas disposiciones 
se aplicarán también en los casos de tentativa de cometer cualquiera de estos actos y de 
complicidad o participación en cualquiera de estos actos.
3. Todo Estado Parte castigará estos delitos con penas adecuadas a su gravedad.
4. Con sujeción a los preceptos de su legislación, los Estados Partes adoptarán, cuando pro-
ceda, disposiciones que permitan hacer efectiva la responsabilidad de personas jurídicas 
por los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo. Con sujeción a los princi-
pios jurídicos aplicables en el Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser penal, civil o administrativa.
5. Los Estados Partes adoptarán todas las disposiciones legales y administrativas pertinen-
tes para que todas las personas que intervengan en la adopción de un niño actúen de 
conformidad con los instrumentos jurídicos internacionales aplicables.
Artículo 4
1. Todo Estado Parte adoptará las disposiciones necesarias para hacer efectiva su jurisdic-
ción	con	respecto	a	 los	delitos	a	que	se	refiere	el	párrafo	1	del	Artículo	3,	cuando	esos	
delitos se cometan en su territorio o a bordo de un buque o una aeronave que enarbolen 
su pabellón.
2. Todo Estado Parte podrá adoptar las disposiciones necesarias para hacer efectiva su ju-
risdicción	con	respecto	a	los	delitos	a	que	se	refiere	el	párrafo	1	del	Artículo	3	en	los	casos	
siguientes:
a) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado o tenga residencia habi-
tual	en	su	territorio;
b) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado.
3. Todo Estado Parte adoptará también las disposiciones que sean necesarias para hacer 
efectiva su jurisdicción con respecto a los delitos antes señalados cuando el presunto de-
lincuente sea hallado en su territorio y no sea extraditado a otro Estado Parte en razón de 
haber sido cometido el delito por uno de sus nacionales.
4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo excluirá el ejercicio de la jurisdicción penal 
de conformidad con la legislación nacional.
Artículo 5
1.	 Los	delitos	a	que	se	refiere	el	párrafo	1	del	Artículo	3	se	considerarán	incluidos	entre	los	
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados 
Partes, y se incluirán como delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extra-
dición que celebren entre sí en el futuro, de conformidad con las condiciones establecidas 
en esos tratados.
2. El Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de otro 
Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá 
invocar el presente Protocolo como base jurídica para la extradición respecto de esos deli-
tos. La extradición estará sujeta a las demás condiciones establecidas en la legislación del 
Estado requerido.
3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reco-
nocerán que esos delitos dan lugar a la extradi ción entre esos Estados, con sujeción a las 
condiciones establecidas en la legislación del Estado requerido.
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l 4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se considerará que los delitos se han 
cometido no solamente en el lugar donde ocurrieron sino también en el territorio de los 
Estados obligados a hacer efectiva su jurisdicción con arreglo al Artículo 4.
5.	 Si	se	presenta	una	solicitud	de	extradición	respecto	de	uno	de	los	delitos	a	que	se	refiere	
el párrafo 1 del Artículo 3 y el Estado requerido no la concede o no desea concederla en 
razón de la nacionalidad del autor del delito, ese Estado adoptará las medidas que corres-
pondan para someter el caso a sus autoridades competentes a los efectos de su enjuicia-
miento.
Artículo 6
1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en relación con cualquier inves-
tigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los de-
litos	a	que	se	refiere	el	párrafo	1	del	Artículo	3,	en	particular	asistencia	para	la	obtención	
de todas las pruebas necesarias para esos procedimientos que obren en su poder.
2. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud del párrafo 1 
del presente artículo de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judi-
cial recíproca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados 
Partes se prestarán dicha asistencia de conformidad con su legislación.
Artículo 7
Con sujeción a las disposiciones de su legislación, los Estados Partes:
a)	 Adoptarán	medidas	para	incautar	y	confiscar,	según	corresponda:
i) Los bienes tales como materiales, activos y otros medios utilizados para cometer o 
facilitar	la	comisión	de	los	delitos	a	que	se	refiere	el	presente	Protocolo;
ii) Las utilidades obtenidas de esos delitos.






1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para proteger en todas las fases del 
proceso penal los derechos e intereses de los niños víctimas de las prácticas prohibidas 
por el presente Protocolo y, en particular, deberán:
a) Reconocer la vulnerabilidad de los niños víctimas y adaptar los procedimientos de 
forma que se reconozcan sus necesidades especiales, incluidas las necesidades espe-
ciales	para	declarar	como	testigos;
b) Informar a los niños víctimas de sus derechos, su papel, el alcance, las fechas y la 
marcha	de	las	actuaciones	y	la	resolución	de	la	causa;
c) Autorizar la presentación y consideración de las opiniones, necesidades y preocupa-
ciones de los niños víctimas en las actuaciones en que se vean afectados sus intereses 
personales, de una manera compatible con las normas procesales de la legislación 
nacional;
d)	 Prestar	la	debida	asistencia	durante	todo	el	proceso	a	los	niños	víctimas;
e) Proteger debidamente la intimidad e identidad de los niños víctimas y adoptar me-
didas de conformidad con la legislación nacional para evitar la divulgación de infor-
mación	que	pueda	conducir	a	la	identificación	de	esas	víctimas;
f) velar por la seguridad de los niños víctimas, así como por la de sus familias y los 
testigos	a	su	favor,	frente	a	intimidaciones	y	represalias;
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lg) Evitar las demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de las 
resoluciones o decretos por los que se conceda reparación a los niños víctimas.
2. Los Estados Partes garantizarán que el hecho de haber dudas acerca de la edad real de la 
víctima no impida la iniciación de las investigaciones penales, incluidas las investigacio-
nes encaminadas a determinar la edad de la víctima.
3. Los Estados Partes garantizarán que en el tratamiento por la justicia penal de los niños 
víctimas de los delitos enunciados en el presente Protocolo, la consideración primordial a 
que se atienda sea el interés superior del niño.
4. Los Estados Partes adoptarán medidas para asegurar una formación apropiada, 
particularmen te en los ámbitos jurídico y psicológico, de las personas que trabajen con 
víctimas de los delitos prohibidos en virtud del presente Protocolo.
5. Los Estados Partes adoptarán, cuando proceda, medidas para proteger la seguridad e 
integridad de las personas u organizaciones dedicadas a la prevención o la protección y 
rehabilita ción de las víctimas de esos delitos.
6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá en perjuicio de los derechos del 
acusado a un juicio justo e imparcial, ni será incompatible con esos derechos.
Artículo 9
1. Los Estados Partes adoptarán o reforzarán, aplicarán y darán publicidad a las leyes, las 
medidas administrativas, las políticas y los programas sociales, destinados a la preven-
ción	de	los	delitos	a	que	se	refiere	el	presente	Protocolo.	Se	prestará	particular	atención	a	
la protección de los niños que sean especialmente vulnerables a esas prácticas.
2. Los Estados Partes promoverán la sensibilización del público en general, incluidos los ni-
ños, mediante la información por todos los medios apropiados y la educación y adiestra-
miento acerca de las medidas preventivas y los efectos perjudiciales de los delitos a que se 
refiere	el	presente	Protocolo.	Al	cumplir	las	obligaciones	que	les	impone	este	artículo,	los	
Estados Partes alentarán la participación de la comunidad y, en particular, de los niños 
y de los niños víctimas, en tales programas de información, educación y adiestramiento, 
incluso en el plano internacional.
3.	 Los	Estados	Partes	tomarán	todas	las	medidas	posibles	con	el	fin	de	asegurar	toda	la	asis-
tencia apropiada a las víctimas de esos delitos, así como su plena reintegración social y su 
plena recuperación física y psicológica.
4. Los Estados Partes asegurarán que todos los niños víctimas de los delitos enunciados en 
el presente Protocolo tengan acceso a procedimientos adecuados para obtener sin discri-
minación de las personas legalmente responsables, reparación por los daños sufridos.
5. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para prohibir efectivamente la pro-
ducción y publicación de material en que se haga publicidad a los delitos enunciados en 
el presente Protocolo.
Artículo 10
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas necesarias para fortalecer la cooperación 
internacio nal mediante acuerdos multilaterales, regionales y bilaterales, para la preven-
ción, la detección, la investigación, el enjuiciamiento y el castigo de los responsables de 
actos de venta de niños, prostitución infantil y utilización de niños en la pornografía o el 
turismo sexual. Los Estados Partes promoverán también la cooperación internacional y la 
coordinación entre sus autoridades y las organizaciones no gubernamentales nacionales 
e internacionales, así como las organizaciones internacionales.
































l 3. Los Estados Partes promoverán el fortalecimiento de la cooperación internacional con 
miras a luchar contra los factores fundamentales, como la pobreza y el subdesarrollo, que 
contribu yen a la vulnerabilidad de los niños a las prácticas de venta de niños, prostitución 
infantil y utilización de niños en la pornografía o en el turismo sexual.
4.	 Los	Estados	Partes	que	estén	en	condiciones	de	hacerlo	proporcionarán	asistencia	finan-
ciera, técnica o de otra índole, por conducto de los programas existentes en el plano mul-
tilateral, regional o bilateral o de otros programas.
Artículo 11
Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se entenderá en perjuicio de cualquier disposi-
ción más propicia a la realización de los derechos del niño que esté contenida en:
a)	 La	legislación	de	un	Estado	Parte;
b)  El derecho internacional en vigor con respecto a ese Estado.
Artículo 12
1. En el plazo de dos años después de la entrada en vigor del Protocolo respecto de un 
Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del Niño un informe que conten-
ga una exposición general de las medidas que haya adoptado para dar cumplimiento a 
las disposiciones del Protocolo.
2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte incluirá en los infor-
mes que presente al Comité de los Derechos del Niño, de conformidad con el Artículo 
44 de la Convención, información adicional sobre la aplicación del Protocolo. Los demás 
Estados Partes en el Protocolo presentarán un informe cada cinco años.
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes cualquier informa-
ción pertinente sobre la aplicación del presente Protocolo.
Artículo 13




adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 14
1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que haya sido 
depositado	el	décimo	instrumento	de	ratificación	o	de	adhesión.
2.	 Respecto	de	los	Estados	que	hayan	ratificado	el	presente	Protocolo	o	se	hayan	adherido	





cándolo por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello 
a	los	demás	Estados	Partes	en	la	Convención	y	a	todos	los	Estados	que	hayan	firmado	la	
Convención.	La	denuncia	surtirá	efecto	un	año	después	de	la	fecha	en	que	la	notificación	
haya sido recibida por el Secretario General de las Naciones Unidas.
2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le incumban en virtud del 
presente Protocolo respecto de todo delito que se haya cometido antes de la fecha en que 
aquélla surta efecto. La denuncia tampoco obstará en modo alguno para que el Comité 
prosiga el examen de cualquier asunto iniciado antes de esa fecha.
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1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario 




de los Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General la con-
vocará con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría 
de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación 
de la Asamblea General.
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y 
aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las 
hayan	aceptado;	los	demás	Estados	Partes	seguirán	obligados	por	las	disposiciones	del	
presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado.
Artículo 17
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.
2.	 El	 Secretario	General	 de	 las	Naciones	Unidas	 enviará	 copias	 certificadas	 del	 presente	
Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que hayan 
firmado	la	Convención.
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LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE PROTOCOLO, 
Alentados por el inmenso apoyo de que goza la Convención sobre los Derechos del Niño1, 
que demuestra que existe una voluntad general de luchar por la promoción y la protección de 
los derechos del niño, 
Reafirmando	que	los	derechos	del	niño	requieren	una	protección	especial	y	que,	para	ello,	
es necesario seguir mejorando la situación de los niños sin distinción y procurar que éstos se 
desarrollen y sean educados en condiciones de paz y seguridad, 
Preocupados	por	los	efectos	perniciosos	y	generales	que	tienen	para	los	niños	los	conflic-
tos armados, y por sus consecuencias a largo plazo para la paz, la seguridad y el desarrollo 
duraderos, 
Condenando	el	hecho	de	que	en	las	situaciones	de	conflicto	armado	los	niños	se	convier-
tan en un blanco, así como los ataques directos contra bienes protegidos por el derecho inter-
nacional, incluidos los lugares donde suele haber una considerable presencia infantil, como 
escuelas y hospitales, 
Tomando nota de la aprobación del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en 
particular	la	inclusión	entre	los	crímenes	de	guerra	en	conflictos	armados,	tanto	internaciona-
les como no internacionales, del reclutamiento o alistamiento de niños menores de 15 años o 
su utilización para participar activamente en las hostilidades, 
Considerando en consecuencia que para seguir promoviendo la realización de los de-
rechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño es necesario aumentar la 
protección	de	los	niños	con	miras	a	evitar	que	participen	en	conflictos	armados,	
Observando que el Artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño precisa que, 
para los efectos de esa Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años 
de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría 
de edad, 
Convencidos de que un protocolo facultativo de la Convención por el que se eleve la edad 
mínima para el posible reclutamiento de personas en las fuerzas armadas y su participación en 
las	hostilidades	contribuirá	eficazmente	a	la	aplicación	del	principio	de	que	el	interés	superior	
del niño ha de ser una consideración primordial en todas las decisiones que le conciernan, 
Tomando nota de que en diciembre de 1995 la XXvI Conferencia Internacional de la Cruz 
Roja	y	de	la	Media	Luna	Roja	recomendó,	entre	otras	cosas,	que	las	partes	en	conflicto	que	
tomaran todas las medidas viables para que los niños menores de 18 años no participaran en 
hostilidades, 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a la Participación de Niños en los Conflictos 
Armados
Fecha de ratificación por el Perú: 8 de mayo de 2002
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lTomando nota con satisfacción de la aprobación unánime, en junio de 1999, del Convenio 
No. 182 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas 
de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, en el que se prohibe, entre otros, 
el	reclutamiento	forzoso	u	obligatorio	de	niños	para	utilizarlos	en	conflictos	armados,	
Condenando con suma preocupación el reclutamiento, adiestramiento y utilización den-
tro y fuera de las fronteras nacionales de niños en hostilidades por parte de grupos armados 
distintos de las fuerzas armadas de un Estado, y reconociendo la responsabilidad de quienes 
reclutan, adiestran y utilizan niños de este modo, 
Recordando	que	todas	las	partes	en	un	conflicto	armado	tienen	la	obligación	de	observar	
las disposiciones del derecho internacional humanitario, 
Subrayando que el presente Protocolo se entenderá sin perjuicio de los propósitos y prin-
cipios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, incluido su Artículo 51, y las normas 
pertinentes del derecho humanitario, 
Teniendo presente que, para lograr la plena protección de los niños, en particular durante 
los	conflictos	armados	y	la	ocupación	extranjera,	es	indispensable	que	se	den	condiciones	de	
paz y seguridad basadas en el pleno respeto de los propósitos y principios de la Carta y se 
observen los instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 
Reconociendo las necesidades especiales de los niños que están especialmente expuestos 
al reclutamiento o utilización en hostilidades, contra lo dispuesto en el presente Protocolo, en 
razón de su situación económica o social o de su sexo, 
Conscientes de la necesidad de tener en cuenta las causas económicas, sociales y políticas 
que	motivan	la	participación	de	niños	en	conflictos	armados,	
Convencidos de la necesidad de fortalecer la cooperación internacional en la aplicación 
del presente Protocolo, así como las actividades de rehabilitación física y psicosocial y de rein-
tegración	social	de	los	niños	que	son	víctimas	de	conflictos	armados,	
Alentando la participación de las comunidades y, en particular, de los niños y de las vícti-
mas infantiles en la difusión de programas de información y de educación sobre la aplicación 
del Protocolo, 
Han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que ningún miembro de sus 
fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente en hostilidades. 
Artículo 2 
Los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus fuerzas armadas a 
ningún menor de 18 años. 
Artículo 3 
1. Los Estados Partes elevarán la edad mínima, contada en años, para el reclutamiento vo-
luntario	de	personas	 en	 sus	 fuerzas	 armadas	nacionales	por	 encima	de	 la	fijada	 en	 el	
párrafo 3 del Artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, teniendo en 
cuenta los principios formulados en dicho artículo, y reconociendo que en virtud de esa 
Convención los menores de 18 años tienen derecho a una protección especial. 
2.	 Cada	Estado	Parte	depositará,	al	ratificar	el	presente	Protocolo	o	adherirse	a	él,	una	de-
claración vinculante en la que se establezca la edad mínima en que permitirá el recluta-
miento voluntario en sus fuerzas armadas nacionales y se ofrezca una descripción de las 
salvaguardias que haya adoptado para asegurarse de que no se realiza ese reclutamiento 
por la fuerza o por coacción. 
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l 3. Los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario en sus fuerzas armadas na-
cionales de menores de 18 años establecerán medidas de salvaguardia que garanticen, 
como mínimo, que: 
a)	 Ese	reclutamiento	sea	auténticamente	voluntario;	
b) Ese reclutamiento se realice con el consentimiento informado de los padres o de quie-
nes	tengan	la	custodia	legal;	
c) Esos menores estén plenamente informados de los deberes que supone ese servicio 
militar;	
d)	 Esos	menores	presenten	pruebas	fiables	de	su	edad	antes	de	ser	aceptados	en	el	ser-
vicio militar nacional. 
4.	 Cada	Estado	Parte	podrá	ampliar	su	declaración	en	cualquier	momento	mediante	notifi-
cación a tal efecto dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, el cual informará 
a	todos	los	Estados	Partes.	La	notificación	surtirá	efecto	desde	la	fecha	en	que	sea	recibida	
por el Secretario General. 
5. La obligación de elevar la edad según se establece en el párrafo 1 del presente artículo no 
es aplicable a las escuelas que las fuerzas armadas de los Estados Partes administren o 
tengan bajo su control, de conformidad con los Artículos 28 y 29 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. 
Artículo 4 
1. Los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben en ninguna 
circunstancia reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para impedir ese reclutamiento 
y utilización, con inclusión de la adopción de las medidas legales necesarias para prohibir 
y	tipificar	esas	prácticas.	
3. La aplicación del presente artículo no afectará la situación jurídica de ninguna de las par-
tes	en	un	conflicto	armado.	
Artículo 5 
Ninguna disposición del presente Protocolo se interpretará de manera que impida la aplica-
ción de los preceptos del ordenamiento de un Estado Parte, de instrumentos internacionales 
o del derecho humanitario internacional cuando esos preceptos sean más propicios a la reali-
zación de los derechos del niño. 
Artículo 6 
1. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas jurídicas, administrativas y de otra índole 
necesarias para garantizar la aplicación efectiva y la vigilancia del cumplimiento efectivo 
de las disposiciones del presente Protocolo dentro de su jurisdicción. 
2. Los Estados Partes se comprometen a difundir y promover por los medios adecuados, 
entre adultos y niños por igual, los principios y disposiciones del presente Protocolo. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para que las personas que estén 
bajo su jurisdicción y hayan sido reclutadas o utilizadas en hostilidades en contradicción 
con el presente Protocolo sean desmovilizadas o separadas del servicio de otro modo. De 
ser necesario, los Estados Partes prestarán a esas personas toda la asistencia conveniente 
para su recuperación física y psicológica y su reintegración social. 
Artículo 7 
1. Los Estados Partes cooperarán en la aplicación del presente Protocolo, en particular en la 
prevención de cualquier actividad contraria al mismo y la rehabilitación y reintegración 
social de las personas que sean víctimas de actos contrarios al presente Protocolo, entre 
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cooperación se llevarán a cabo en consulta con los Estados Partes afectados y las organi-
zaciones internacionales pertinentes. 
2. Los Estados Partes que estén en condiciones de hacerlo prestarán esa asistencia mediante 
los programas multilaterales, bilaterales o de otro tipo existentes o, entre otras cosas, me-
diante un fondo voluntario establecido de conformidad con las normas de la Asamblea 
General. 
Artículo 8 
1. A más tardar dos años después de la entrada en vigor del presente Protocolo respecto de 
un Estado Parte, éste presentará al Comité de los Derechos del Niño un informe que con-
tenga una exposición general de las medidas que haya adoptado para dar cumplimiento 
a las disposiciones del Protocolo, incluidas las medidas adoptadas con objeto de aplicar 
las disposiciones relativas a la participación y el reclutamiento. 
2. Después de la presentación del informe general, cada Estado Parte incluirá en los infor-
mes que presente al Comité de los Derechos del Niño de conformidad con el Artículo 44 
de la Convención información adicional sobre la aplicación del presente Protocolo. Los 
demás Estados Partes en el Protocolo presentarán un informe cada cinco años. 
3. El Comité de los Derechos del Niño podrá pedir a los Estados Partes más información 
sobre la aplicación del presente Protocolo. 
Artículo 9 
1.	 El	 presente	 Protocolo	 estará	 abierto	 a	 la	 firma	 de	 todo	 Estado	 que	 sea	 Parte	 en	 la	
Convención	o	la	haya	firmado.	
2.	 El	 presente	Protocolo	 está	 sujeto	 a	 la	 ratificación	 y	 abierto	 a	 la	 adhesión	de	 todos	 los	
Estados.	 Los	 instrumentos	 de	 ratificación	 o	 de	 adhesión	 se	 depositarán	 en	 poder	 del	
Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El Secretario General, en su calidad de depositario de la Convención y del Protocolo, 
informará a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que hayan 
firmado	la	Convención	del	depósito	de	cada	uno	de	los	instrumentos	de	declaración	en	
virtud del Artículo 3. 
Artículo 10 
1. El presente Protocolo entrará en vigor tres meses después de la fecha en que haya sido 
depositado	el	décimo	instrumento	de	ratificación	o	de	adhesión.	
2.	 Respecto	de	los	Estados	que	hayan	ratificado	el	presente	Protocolo	o	se	hayan	adherido	




1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento median-
te	notificación	escrita	dirigida	al	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas,	quien	infor-





2. Esa denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le incumban en virtud del 
presente Protocolo respecto de todo acto que se haya producido antes de la fecha en que 
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l aquélla surta efecto. La denuncia tampoco obstará en modo alguno para que el Comité 
de los Derechos del Niño prosiga el examen de cualquier asunto iniciado antes de esa 
fecha. 
Artículo 12 
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario 




menos, de los Estados Partes se declaran en favor de tal conferencia, el Secretario General 
la convocará con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la 
mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida a la 
aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General y aceptada por una mayo-
ría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las 
hayan	aceptado;	los	demás	Estados	Partes	seguirán	obligados	por	las	disposiciones	del	
presente Protocolo y por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado. 
Artículo 13 
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
2.	 El	 Secretario	General	 de	 las	Naciones	Unidas	 enviará	 copias	 certificadas	 del	 presente	
Protocolo a todos los Estados Partes en la Convención y a todos los Estados que hayan 
firmado	la	Convención.	
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LOS ESTADOS PARTE EN EL PRESENTE PROTOCOLO, 
Declarando	que	para	prevenir	y	combatir	eficazmente	la	trata	de	personas,	especialmente	mu-
jeres y niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y 
destino	que	incluya	medidas	para	prevenir	dicha	trata,	sancionar	a	los	traficantes	y	proteger	a	
las víctimas de esa trata, en particular amparando sus derechos humanos internacionalmente 
reconocidos, 
Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos in-
ternacionales que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación de las 
personas, especialmente las mujeres y los niños, no hay ningún instrumento universal que 
aborde todos los aspectos de la trata de personas, 
Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas vulne-
rables	a	la	trata	no	estarán	suficientemente	protegidas,	
Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en 
la que la Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición 
abierta encargado de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia 
transnacional organizada y de examinar la elaboración, entre otras cosas, de un instrumento 
internacional relativo a la trata de mujeres y de niños, 
Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con 
un instrumento internacional destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños, 
Acuerdan lo siguiente: 
I. DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1 
Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional 
1.  El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 
2.  Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, 
a menos que en él se disponga otra cosa. 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 
Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional
Fecha de ratificación por el Perú: 23 de enero de 2002
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a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los 
niños;	






a) Por «trata de personas» se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o 
la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnera-
bilidad	o	a	la	concesión	o	recepción	de	pagos	o	beneficios	para	obtener	el	consentimiento	
de	una	persona	que	tenga	autoridad	sobre	otra,	con	fines	de	explotación.	Esa	explotación	
incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explo-
tación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud,	la	servidumbre	o	la	extracción	de	órganos;	
b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación 
que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente artículo no 
se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en 
dicho	apartado;	
c)	 La	captación,	el	transporte,	el	traslado,	la	acogida	o	la	recepción	de	un	niño	con	fines	de	
explotación se considerará «trata de personas» incluso cuando no se recurra a ninguno de 
los	medios	enunciados	en	el	apartado	a)	del	presente	artículo;	
d) Por «niño» se entenderá toda persona menor de 18 años. 
Artículo 4
Ámbito de aplicación 
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a la 
prevención,	 investigación	y	penalización	de	 los	delitos	tipificados	con	arreglo	al	Artículo	5	
del presente Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la par-




1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para	tipificar	como	delito	en	su	derecho	interno	las	conductas	enunciadas	en	el	Artículo	3	
del presente Protocolo, cuando se cometan intencionalmente. 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias	para	tipificar	como	delito:	


































con arreglo al párrafo 1 del presente artículo. 
II. PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE LA TRATA DE PERSONAS 
Artículo 6 
Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas 
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte 
protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en particu-
lar,	entre	otras	cosas,	previendo	la	confidencialidad	de	las	actuaciones	judiciales	relativas	
a dicha trata. 
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno pre-
vea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando 
proceda: 
a)	 Información	sobre	procedimientos	judiciales	y	administrativos	pertinentes;	
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y 
examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes 
sin que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, 
cuando proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organi-
zaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el 
suministro de: 
a)	 Alojamiento	adecuado;	
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en 
un	idioma	que	las	víctimas	de	la	trata	de	personas	puedan	comprender;	
c)	 Asistencia	médica,	sicológica	y	material;	y
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, la 
edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en par-
ticular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el 
cuidado adecuados. 
5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la trata de 
personas mientras se encuentren en su territorio. 
6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que 
brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización por 
los daños sufridos. 
Artículo 7 
Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor 
1. Además de adoptar las medidas previstas en el Artículo 6 del presente Protocolo, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas 
apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territo-
rio, temporal o permanentemente, cuando proceda. 
2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado Parte 
dará la debida consideración a factores humanitarios y personales. 
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l Artículo 8 
Repatriación de las víctimas de la trata de personas 
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que ésta 
tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio 
del	Estado	Parte	receptor	facilitará	y	aceptará,	sin	demora	indebida	o	injustificada,	la	re-
patriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad. 
2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas a 
un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de residencia 
permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor, velará 
por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente en cuenta la seguridad de esa 
persona, así como el estado de cualquier procedimiento legal relacionado con el hecho de 
que la persona es una víctima de la trata, y preferentemente de forma voluntaria. 
3.	 Cuando	lo	solicite	un	Estado	Parte	receptor,	todo	Estado	Parte	requerido	verificará,	sin	
demora	indebida	o	injustificada,	si	la	víctima	de	la	trata	de	personas	es	uno	de	sus	na-
cionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento de su 
entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 
4.	 A	fin	de	facilitar	la	repatriación	de	toda	víctima	de	la	trata	de	personas	que	carezca	de	la	
debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tu-
viese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del 
Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado Parte receptor, 
los documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean necesarios para que la per-
sona pueda viajar a su territorio y reingresar en él. 
5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata de 
personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor. 
El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o mul-
tilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de la trata de 
personas.
III. MEDIDAS DE PREVENCIÓN, COOPERACIÓN Y OTRAS MEDIDAS 
Artículo 9 
Prevención de la trata de personas 
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio 
con miras a: 
a)	 Prevenir	y	combatir	la	trata	de	personas;	y	
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, 
contra un nuevo riesgo de victimización. 
2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investigación 
y campañas de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con 
miras a prevenir y combatir la trata de personas. 
3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con el 
presente artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no guber-
namentales, otras organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil. 
4. Los Estados Parte adoptarán medidas o reforzarán las ya existentes, recurriendo en parti-
cular	a	la	cooperación	bilateral	o	multilateral,	a	fin	de	mitigar	factores	como	la	pobreza,	el	
subdesarrollo y la falta de oportunidades equitativas que hacen a las personas, especial-
mente las mujeres y los niños, vulnerables a la trata. 
5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como medidas 
educativas, sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en particu-
lar	a	la	cooperación	bilateral	y	multilateral,	a	fin	de	desalentar	la	demanda	que	propicia	
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lcualquier forma de explotación conducente a la trata de personas, especialmente mujeres 
y niños. 
Artículo 10 
Intercambio de información y capacitación 
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como las 
autoridades de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, según 
proceda,	intercambiando	información,	de	conformidad	con	su	derecho	interno,	a	fin	de	
poder determinar: 
a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con do-
cumentos de viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son autores o 
víctimas	de	la	trata	de	personas;	
b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utili-
zar	para	cruzar	una	frontera	internacional	con	fines	de	trata	de	personas;	y	
c)	 Los	medios	y	métodos	utilizados	por	grupos	delictivos	organizados	para	 los	fines	
de la trata de personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos 
entre personas y grupos involucrados en dicha trata, así como posibles medidas para 
detectarlos. 
2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así 
como a los de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la preven-
ción de la trata de personas o reforzarán dicha capacitación, según proceda. Ésta deberá 
centrarse	en	los	métodos	aplicados	para	prevenir	dicha	trata,	enjuiciar	a	los	traficantes	y	
proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección de las víctimas frente a los 
traficantes.	La	capacitación	también	deberá	tener	en	cuenta	la	necesidad	de	considerar	los	
derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y 
demás sectores de la sociedad civil. 
3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del 




1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de perso-
nas, los Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que 
sean necesarios para prevenir y detectar la trata de personas. 
2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para pre-
venir, en la medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados 
por	transportistas	comerciales	para	la	comisión	de	los	delitos	tipificados	con	arreglo	al	
Artículo 5 del presente Protocolo. 
3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, 
entre esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas 
de transporte, así como los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, 
de cerciorarse de que todos los pasajeros tengan en su poder los documentos de viaje 
requeridos para entrar en el Estado receptor. 
4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho in-
terno, para prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el 
párrafo 3 del presente artículo. 
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de con-
formidad con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas impli-
cadas	en	la	comisión	de	delitos	tipificados	con	arreglo	al	presente	Protocolo.	
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l 6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 27 de la Convención, los Estados Parte consi-
derarán la posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control fronteri-
zo, en particular, entre otras medidas, estableciendo y manteniendo conductos de comu-
nicación directos. 
Artículo 12 
Seguridad y control de los documentos 





b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad que ex-
pida o que se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas 
de dichos documentos. 
Artículo 13 
Legitimidad y validez de los documentos 
Cuando	lo	solicite	otro	Estado	Parte,	cada	Estado	Parte	verificará,	de	conformidad	con	su	de-
recho interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de 
viaje o de identidad expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser 
utilizados para la trata de personas. 
IV. DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 14
Cláusula de salvaguardia 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 
responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, in-
cluidos el derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos 
humanos y, en particular, cuando sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como el principio de non-refoulement 
consagrado en dichos instrumentos. 
2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma 
que no sea discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de 
personas. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los 
principios de no discriminación internacionalmente reconocidos. 
Artículo 15 
Solución de controversias 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpreta-
ción o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplica-
ción del presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de 
un plazo razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. 
Si, seis meses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han 
podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados 
Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 
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ción del presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vinculado por el 
párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el 
párrafo 2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 
4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presen-
te	 artículo	podrá	 en	 cualquier	momento	 retirar	 esa	 reserva	 notificándolo	 al	 Secretario	
General de las Naciones Unidas. 
Artículo 16 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 
1.	 El	presente	Protocolo	estará	abierto	a	la	firma	de	todos	los	Estados	del	12	al	15	de	diciem-
bre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas 
en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 
2.	 El	presente	Protocolo	también	estará	abierto	a	la	firma	de	las	organizaciones	regionales	
de integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales 
organizaciones	haya	firmado	el	presente	Protocolo	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	
párrafo 1 del presente artículo. 
3.	 El	presente	Protocolo	estará	sujeto	a	ratificación,	aceptación	o	aprobación.	Los	instrumen-
tos	de	ratificación,	aceptación	o	aprobación	se	depositarán	en	poder	del	Secretario	General	
de las Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán 
depositar	su	instrumento	de	ratificación,	aceptación	o	aprobación	si	por	lo	menos	uno	de	
sus	Estados	miembros	ha	procedido	de	igual	manera.	En	ese	instrumento	de	ratificación,	
aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones 
comunicarán	también	al	depositario	cualquier	modificación	pertinente	del	alcance	de	su	
competencia. 
4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro 
que sea Parte en el presente Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las 
organizaciones regionales de integración económica declararán el alcance de su compe-




Entrada en vigor 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que 
se	 haya	 depositado	 el	 cuadragésimo	 instrumento	 de	 ratificación,	 aceptación,	 aproba-
ción o adhesión, a condición de que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la 
Convención. A los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una 
organización regional de integración económica no se considerarán adicionales a los de-
positados por los Estados miembros de tal organización. 
2.	 Para	cada	Estado	u	organización	regional	de	integración	económica	que	ratifique,	acepte	
o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado el cua-
dragésimo	 instrumento	de	 ratificación,	 aceptación,	 aprobación	o	 adhesión,	 el	 presente	
Protocolo entrará en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u orga-
nización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor 
con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la última fecha. 
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l Artículo 18 
Enmienda 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, 
los Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda pro-
puesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la Convención para que 
la examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos 
en la Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada 
enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha 
llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una ma-
yoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes y votantes en 
la sesión de la Conferencia de las Partes. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, 
ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual 
al número de sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas or-
ganizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 
viceversa. 
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará 
sujeta	a	ratificación,	aceptación	o	aprobación	por	los	Estados	Parte.	
4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposi-
te	en	poder	del	Secretario	General	de	las	Naciones	Unidas	un	instrumento	de	ratificación,	
aceptación o aprobación de esa enmienda. 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan 
expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las 





Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de 
la	fecha	en	que	el	Secretario	General	haya	recibido	la	notificación.	
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el pre-
sente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
Artículo 20 
Depositario e idiomas 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés 
y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
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LOS ESTADOS SIGNATARIOS DEL PRESENTE CONvENIO,
Profundamente convencidos de que los intereses del menor son de una importancia primor-
dial para todas las cuestiones relativas a su custodia.
Deseosos de proteger al menor, en el plano internacional, de los efectos perjudiciales que 
podría ocasionarle un traslado o una retención ilícita y de establecer los procedimientos que 
permitan garantizar la restitución inmediata del menor al Estado en que tenga su residencia 
habitual, así como de asegurar la protección del derecho de visita, 
Han acordado concluir un Convenio a estos efectos y convienen en las siguientes dispo-
siciones:
CAPÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO
Artículo 1
La	finalidad	del	presente	Convenio	será	la	siguiente:
a) Garantizar la restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos de manera 
ilícita	en	cualquier	Estado	Contratante;
b) velar por que los derechos de custodia y de visita vigentes en uno de los Estados 
Contratantes se respeten en los demás Estados Contratantes.
Artículo 2
Los Estados Contratantes adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que se 
cumplan en sus territorios respectivos los objetivos del Convenio. Para ello deberán recurrir a 
los procedimientos de urgencia de que dispongan.
Artículo 3
El	traslado	o	la	retención	de	un	menor	se	considerarán	ilícitos;
a) Cuando se hayan producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, separa-
da o conjuntamente, a una persona, a una institución o a cualquier otro organismo, con 
arreglo al Derecho vigente en el Estado en el que el menor tenía su residencia habitual 
inmediatamente	antes	de	su	traslado	o	retención;	y
Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores
Fecha de ratificación por el Perú: 1 de agosto de 2000
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l b) Cuando este derecho se ejercía de forma efectiva, separada o conjuntamente, en el mo-
mento del traslado o de la retención, o se habría ejercido de no haberse producido dicho 
traslado o retención.
El derecho de custodia mencionado en a) puede resultar, en particular, bien de una atribución 
de pleno derecho, bien de una decisión judicial o administrativa o de un acuerdo vigente se-
gún el Derecho de dicho Estado.
Artículo 4
El Convenio se aplicará a todo menor que haya tenido su residencia habitual en un Estado 
Contratante inmediatamente antes de la infracción de los derechos de custodia o de visita. El 
Convenio dejará de aplicarse cuando el menor alcance la edad de dieciséis años.
Artículo 5
A los efectos del presente Convenio:
a) El «derecho de custodia» comprenderá el derecho relativo al cuidado de la persona del 
menor,	y,	en	particular,	el	de	decidir	sobre	su	lugar	de	residencia;
b) El «derecho de visita» comprenderá el derecho de llevar al menor por un período de tiem-




Cada uno de los Estados Contratantes designará una Autoridad central encargada del cumpli-
miento de las obligaciones que le impone el Convenio.
Los Estados Federales, los Estados en que esté vigente más de un sistema de Derecho 
o los Estados que cuenten con organizaciones territoriales autónomas tendrán libertad para 
designar	más	de	una	Autoridad	central	y	para	especificar	la	extensión	territorial	de	los	pode-
res de cada una de estas Autoridades. El Estado que haga uso de esta facultad designará la 
Autoridad	central	a	la	que	deban	dirigirse	las	solicitudes,	con	el	fin	de	que	las	transmita	a	la	
Autoridad central competente en dicho Estado.
Artículo 7
Las Autoridades centrales deberán colaborar entre sí y promover la colaboración entre las 
Autoridades	competentes	en	sus	respectivos	Estados,	con	el	fin	de	garantizar	 la	restitución	
inmediata de los menores y para conseguir el resto de los objetivos del presente Convenio.
Deberán adoptar, en particular, ya sea directamente o a través de un intermediario todas las 
medidas apropiadas que permitan:
a)	 Localizar	a	los	menores	trasladados	o	retenidos	de	manera	ilícita;
b) Prevenir que el menor sufra mayores daños o que resulten perjudicadas las partes intere-
sadas,	para	lo	cual	adoptarán	o	harán	que	se	adopten	medidas	provisionales;
c)	 Garantizar	la	restitución	inmediata	del	menor	o	facilitar	una	solución	amigable;
d) Intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se estimase conve-
niente;
e) Facilitar información general sobre la legislación de su país relativa a la aplicación del 
Convenio;
f) Incoar o facilitar la apertura de un procedimiento judicial o administrativo, con objeto 
de conseguir la restitución del menor, y, en su caso, permitir que se regule o se ejerza de 
manera	efectiva	el	derecho	de	visita;
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lg) Conceder, o, en su caso, facilitar la obtención de asistencia judicial y jurídica, incluida la 
participación	de	un	abogado;
h) Garantizar, desde el punto de vista administrativo, la restitución del menor sin peligro, si 
ello	fuese	necesario	y	apropiado;
i) Mantenerse mutuamente informadas sobre la aplicación del presente Convenio y elimi-




Toda persona, Institución u Organismo que sostenga que un menor ha sido objeto de traslado 
o retención con infracción del derecho de custodia, podrá dirigirse a la Autoridad central de 
la residencia habitual del menor, o a la de cualquier otro Estado Contratante, para que, con su 
asistencia quede garantizada la restitución del menor.
La solicitud incluirá:




d) Toda la información disponible relativa a la localización del menor y la identidad de la 
persona	con	la	que	se	supone	que	está	el	menor;	
e)	 Una	copia	legalizada	de	toda	decisión	o	acuerdo	pertinentes;
f)	 Una	 certificación	o	declaración	 jurada	 expedida	por	una	Autoridad	 central	 o	por	otra	
autoridad competente del Estado donde el niño tenga su residencia habitual o por una 
persona	calificada	relativa	al	derecho	vigente	en	esta	materia	de	dicho	Estado;
g) Cualquier otro documento pertinente.
Artículo 9
Si la Autoridad central que recibe una demanda en virtud de lo dispuesto en el Artículo 8 
tiene razones para creer que el menor se encuentra en otro Estado Contratante, transmitirá la 
demanda directamente y sin demora a la Autoridad central de ese Estado Contratante e infor-
mará a la Autoridad central requirente, en su caso, al demandante.
Artículo 10
La Autoridad central del Estado donde se encuentre el menor adoptará o hará que se adopten 
todas las medidas adecuadas encaminadas a conseguir la restitución voluntaria del menor.
Artículo 11
Las autoridades judiciales o administrativas de los Estados Contratantes actuarán con urgen-
cia en los procedimientos para la restitución de los menores.
Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a una decisión 
en el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación de los procedimientos, el deman-
dante o la Autoridad central del Estado requerido, por iniciativa propia o a instancias de la 
Autoridad central del Estado requirente, tendrá derecho a pedir una declaración sobre las 
razones de la demora.
Si la Autoridad central del Estado requerido recibiera una respuesta, dicha Autoridad la 
transmitirá a la Autoridad central del Estado requirente o, en su caso, al demandante.
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Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilícitamente en el sentido previsto en el 
Artículo 3 y, en la fecha de la iniciación del procedimiento ante la autoridad judicial o admi-
nistrativa del Estado Contratante donde se halle el menor hubiera transcurrido un periodo 
inferior a un año desde el momento en que se produjo el traslado o retención ilícitos, la auto-
ridad competente ordenará la restitución inmediata del menor.
La autoridad judicial o administrativa, aun en el caso de que se hubieren iniciado los 
procedimientos después de la expiración del plazo de un año a que se hace referencia en el 
párrafo precedente, ordenará asimismo la restitución del menor, salvo que quede demostrado 
que el menor ha quedado integrado en su nuevo medio.
Cuando la autoridad judicial o administrativa tenga razones para creer que el menor ha 
sido trasladado a otro Estado podrá suspender el procedimiento o rechazar la demanda de 
restitución del menor.
Artículo 13
No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, la autoridad judicial o administrativa del 
Estado requerido no está obligada a ordenar la restitución del menor si la persona, Institución 
u otro Organismo que se opone a su restitución demuestra que:
a) La persona, Institución u Organismo que se hubiera hecho cargo de la persona del menor 
no ejercía de modo efectivo el derecho de custodia en el momento en que fue trasladado 
o	retenido	o	había	consentido	o	posteriormente	aceptado	el	traslado	o	retención;	o
b) Existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico o 
psíquico o de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable.
La autoridad judicial o administrativa podrá asimismo negarse a ordenar la restitución del 
menor si comprueba que el propio menor se opone a su restitución, cuando el menor haya 
alcanzado una edad y un grado de madurez en que resulta apropiado tener en cuenta sus 
opiniones.
Al examinar las circunstancias a que se hace referencia en el presente artículo, las auto-
ridades judiciales y administrativas tendrán en cuenta la información que sobre la situación 
social del menor proporcione la Autoridad central u otra autoridad competente del lugar de 
residencia habitual del menor.
Artículo 14
Para determinar la existencia de un traslado o de una retención ilícitos en el sentido del Artículo 
3, las autoridades judiciales o administrativas del Estado requerido podrán tener en cuenta 
directamente la legislación y las decisiones judiciales o administrativas, ya estén reconocidas 
oficialmente	o	no	en	el	Estado	de	la	residencia	habitual	del	menor,	sin	tener	que	recurrir	a	
procedimientos concretos para probar la vigencia de esa legislación o para el reconocimiento 
de las decisiones extranjeras que de lo contrario serían aplicables.
Artículo 15
Las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Contratante, antes de expedir una 
orden para la restitución del menor podrán exigir que el demandante obtenga de las autorida-
des	del	Estado	de	residencia	habitual	del	menor	una	decisión	o	una	certificación	que	acrediten	
que el traslado o retención del menor era ilícito en el sentido previsto en el Artículo 3 del 
Convenio,	siempre	que	pueda	obtenerse	en	dicho	Estado	esa	decisión	o	certificación.
Las Autoridades centrales de los Estados Contratantes harán todo lo posible por prestar 
asistencia	a	los	demandantes	para	que	obtengan	una	decisión	o	certificación	de	esa	clase.
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Después de haber sido informadas de un traslado o retención ilícitos de un menor en el sen-
tido previsto en el Artículo 3, las autoridades judiciales o administrativas a donde haya sido 
trasladado el menor o donde esté retenido ilícitamente, no decidirán sobre la cuestión de fon-
do de los derechos de custodia hasta que se haya determinado que el menor tiene que ser resti-
tuido de conformidad con lo dispuesto en el presente Convenio o hasta que haya transcurrido 
un período de tiempo razonable sin que se haya presentado una demanda en aplicación del 
Convenio.
Artículo 17
El solo hecho de que se haya dictado una decisión relativa a la custodia del menor o que esa 
decisión	haya	de	ser	reconocida	en	el	Estado	requerido	no	podrá	justificar	la	negativa	para	
restituir a un menor conforme a lo dispuesto en el presente Convenio, pero las autoridades 
judiciales o administrativas del Estado requerido podrán tener en cuenta los motivos de dicha 
decisión al aplicar el presente Convenio.
Artículo 18
Las disposiciones del presente capítulo no limitarán las facultades de una autoridad judicial o 
administrativa para ordenar la restitución del menor en cualquier momento.
Artículo 19
Una decisión adoptada en el marco del presente Convenio sobre la restitución del menor no 
afectará a la cuestión de fondo del derecho de custodia.
Artículo 20
La restitución del menor conforme a lo dispuesto en el Artículo 12 podrá denegarse cuando no 
lo permitan los principios fundamentales del Estado requerido en materia de protección de los 





derechos de visita podrá presentarse a las Autoridades centrales de los Estados Contratantes, 
en la misma forma que la demanda para la restitución del menor.
Las Autoridades centrales estarán vinculadas por las obligaciones de cooperación esta-
blecidas	en	el	Artículo	7	para	asegurar	el	disfrute	pacífico	de	los	derechos	de	visita	y	el	cum-
plimiento de todas las condiciones a que pueda estar sometido el ejercicio de esos derechos. 
Las Autoridades centrales adoptarán las medidas necesarias para eliminar, en la medida de lo 
posible, todos los obstáculos para el ejercicio de esos derechos.
Las Autoridades centrales, directamente o por conducto de intermediarios, podrán incoar 
procedimientos	o	favorecer	su	incoación	con	el	fin	de	organizar	o	proteger	dichos	derechos	y	
asegurar el cumplimiento de las condiciones a que pudiera estar sometido el ejercicio de esos 
derechos.
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para garantizar el pago de las costas y gastos de los procedimientos judiciales o administrati-
vos previstos en el Convenio.
Artículo 23
No se exigirán, en el contexto del presente Convenio, ninguna legalización ni otras formali-
dades análogas.
Artículo 24
Toda demanda, comunicación u otro documento que se envíe a la Autoridad central del Estado 
requerido se remitirá en el idioma de origen e irá acompañado de una traducción al idioma 
oficial	o	a	uno	de	los	idiomas	oficiales	del	Estado	requerido	o,	cuando	esto	no	sea	factible,	de	
una traducción al francés o al inglés.
No obstante, un Estado Contratante podrá, mediante la formulación de una reserva con-
forme a lo dispuesto en el Artículo 42, oponerse a la utilización del francés o del inglés, pero 
no de ambos idiomas, en toda demanda, comunicación u otros documentos que se envíen a 
su Autoridad central.
Artículo 25
Los nacionales de los Estados Contratantes y las personas que residen habitualmente en esos 
Estados tendrán derechos en todo lo referente a la aplicación del presente Convenio, a la asis-
tencia judicial y al asesoramiento jurídico en cualquier otro Estado Contratante en las mismas 
condiciones que si fueran nacionales y residieran habitualmente en este último Estado.
Artículo 26
Cada autoridad central sufragará sus propios gastos en la aplicación del presente Convenio.
Las autoridades centrales y otros servicios públicos de los Estados contratantes no percibirán 
cantidad alguna en relación con las demandas presentadas en virtud de lo dispuesto en el 
presente Convenio ni exigirán al demandante ningún pago por las costas y gastos del proceso 
ni, en su caso, por los gastos derivados de la participación de un Abogado o asesor jurídico. 
No obstante, se les podrá exigir el pago de los gastos originados o que vayan a originarse por 
la restitución del menor.
Sin embargo, un Estado Contratante podrá, mediante la formulación de una reserva 
conforme a lo dispuesto en el Artículo 42, declarar que no estará obligado a asumir ningún 
gasto de los mencionados en el párrafo precedente que se deriven de la participación de un 
Abogado o asesores jurídicos o del proceso judicial, excepto en la medida que dichos gastos 
puedan quedar cubiertos por un sistema de asistencia judicial y asesoramiento jurídico.
Al ordenar la restitución de un menor o al expedir una orden relativa a los derechos de vi-
sita conforme a lo dispuesto en el presente Convenio, las autoridades judiciales o administra-
tivas podrán disponer, en su caso, que la persona que trasladó al menor o que impide el ejer-
cicio del derecho de visita pague los gastos necesarios en que haya incurrido el demandante o 
en que se haya incurrido en su nombre, incluidos los gastos de viajes, todos los costes o pagos 
efectuados para localizar al menor, las costas de la representación judicial del demandante y 
los gastos de la restitución del menor.
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Cuando	 se	 ponga	de	manifiesto	 que	 no	 se	 han	 cumplido	 las	 condiciones	 requeridas	 en	 el	
presente Convenio o que la demanda carece de fundamento, una Autoridad central no estará 
obligada a aceptar la demanda. En este caso, la Autoridad central informara inmediatamente 
al demandante de los motivos de su decisión o a la Autoridad central por conducto de la cual 
se haya presentado la demanda, según el caso.
Artículo 28
Una Autoridad central podrá exigir que la demanda vaya acompañada de una autorización, 
por	escrito,	que	le	confiera	poderes	para	actuar	por	cuenta	del	demandante	o	para	designar	un	
representante habilitado para actuar en su nombre.
Artículo 29
El presente Convenio no excluirá que cualquier persona, Institución u Organismo que pre-
tenda que ha habido una infracción del derecho de custodia o de los derechos de visita, en el 
sentido previsto en los Artículos 3 ó 21, reclame directamente ante las autoridades judiciales o 
administrativas de un Estado Contratante, en aplicación o no de las disposiciones del presente 
Convenio.
Artículo 30
Toda demanda presentada a las autoridades centrales o directamente a las autoridades ju-
diciales o administrativas de un Estado Contratante, de conformidad con los términos del 
presente Convenio, junto con los documentos o cualquier otra información que la acompañen 
o que haya proporcionado una Autoridad central, será admisible en los Tribunales o ante las 
autoridades administrativas de los Estados Contratantes.
Artículo 31
Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga dos o más sistemas 
de derechos aplicables en unidades territoriales diferentes:
a)	 Toda	referencia	a	la	residencia	habitual	en	dicho	Estado	se	interpretará	que	se	refiere	a	la	
residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado.
b)	 Toda	referencia	a	la	Ley	del	Estado	de	residencia	habitual	se	interpretará	que	se	refiere	a	
la Ley de la unidad territorial de ese Estado donde resida habitualmente el menor.
Artículo 32
Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga dos o más siste-




Un Estado en el que las diferentes unidades territoriales tengan sus propias normas jurídicas 
respecto a la custodia de menores, no estará obligado a aplicar el presente Convenio cuando 
no	esté	obligado	a	aplicarlo	un	Estado	que	tenga	un	sistema	unificado	de	derecho.
Artículo 34
El presente Convenio tendrá prioridad en las cuestiones incluidas en su ámbito de aplicación 
sobre el Convenio del 5 de octubre de 1961, relativo a la competencia de las autoridades y 
a la Ley aplicable en materia de protección de menores, entre los Estados Partes en ambos 
Convenios.
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l Por lo demás, el presente Convenio no restringirá que se aplique un instrumento inter-
nacional en vigor entre el Estado de origen y el Estado requerido ni que se invoquen otras 
normas jurídicas del Estado requerido para obtener la restitución de un menor que haya sido 
trasladado o esté retenido ilícitamente o para organizar el derecho de visita.
Artículo 35
El presente Convenio sólo se aplicará entre los Estados Contratantes en los casos de traslados 
o retenciones ilícitos ocurridos después de su entrada en vigor entre esos Estados.




Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirá a dos o más Estados Contratantes, con 
el	fin	de	limitar	las	restricciones	a	las	que	podría	estar	sometido	el	regreso	del	niño,	acuerden	
mutuamente la derogación de algunas de las disposiciones del presente Convenio que po-





La Haya sobre el Derecho Privado Internacional en su decimocuarto periodo de sesiones. Será 
ratificado,	aceptado	o	aprobado,	y	los	instrumentos	de	ratificación,	aceptación	o	aprobación	se	
depositarán en poder del Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos.
Artículo 38
Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio.
El instrumento de adhesión será depositado en poder del Ministerio de Asuntos Exteriores del 
Reino de los Países Bajos.
Para el Estado que se adhiera al Convenio, éste entrará en vigor el primer día del tercer 
mes de calendario después del depósito de su instrumento de adhesión.
La adhesión surtirá efecto sólo respecto de las relaciones entre el Estado adherido y aque-
llos Estados Contratantes que hayan declarado su aceptación de la adhesión. Esta declara-
ción	habrá	de	ser	formulada	asimismo	por	cualquier	Estado	miembro	que	ratifique,	acepte	o	
apruebe el Convenio después de una adhesión. Dicha declaración será depositada en poder 
del	Ministerio	de	Asuntos	Exteriores	del	Reino	de	los	Países	Bajos;	este	Ministerio	enviará	por	
vía	diplomática	una	copia	certificada	a	cada	uno	de	los	Estados	Contratantes.
El Convenio entrará en vigor entre el Estado adherido y el Estado que haya declarado 




drá declarar que el Convenio se extenderá al conjunto de los territorios de cuyas relaciones 
exteriores esté encargado, o sólo a uno o varios de esos territorios. Esta declaración surtirá 
efecto en el momento en que el Convenio entre en vigor para dicho Estado.
Esa	 declaración,	 así	 como	 toda	 extensión	 posterior,	 serán	 notificadas	 al	Ministerio	 de	
Asuntos Exteriores de los Países Bajos.
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Si un Estado Contratante tiene dos o más unidades territoriales en la que se aplican sistemas 
de derecho distintos en relación con las materias de que trata el presente Convenio, podrá, en 
el	momento	de	la	firma,	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión,	declarar	que	el	pre-




Países Bajos y se indicará en ellas expresamente las unidades territoriales a las que se aplica 
el presente Convenio.
Artículo 41
Cuando un Estado Contratante tenga un sistema de gobierno en el cual los poderes ejecutivo, 
judicial y legislativo están distribuidos entre las autoridades centrales y otras autoridades 
dentro	en	dicho	Estado,	la	firma	o	ratificación,	aceptación,	aprobación	y	adhesión	del	presente	
Convenio, o la formulación de cualquier declaración conforme a lo dispuesto en el Artículo 40 




ción o adhesión o en el momento de formular una declaración conforme a lo dispuesto en los 
Artículos 39 o 40, formular una de las reservas y las dos reservas previstas en el Artículo 24 y 
en el tercer párrafo del Artículo 26. No se permitirá ninguna otra reserva.
Cualquier Estado podrá retirar, en cualquier momento, una reserva que hubiera formu-
lado.	La	retirada	será	notificada	al	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	del	Reino	de	los	Países	
Bajos.
La reserva dejará de surtir efecto e) primer día del tercer mes de calendario después de las 
notificaciones	a	que	se	hace	referencia	en	el	párrafo	precedente.
Artículo 43
El Convenio entrará en vigor el primer día del tercer mes de calendario después del depósito 
del	tercer	instrumento	de	ratificación,	aceptación,	aprobación	o	adhesión	a	que	se	hace	refe-
rencia en los Artículos 37 y 38.
Después, el Convenio entrará en vigor
1.	 Para	cada	Estado	que	lo	ratifique,	acepte,	apruebe	o	se	adhiera	a	él	con	posterioridad,	el	
primer	día	del	tercer	mes	de	calendario	después	del	depósito	de	su	instrumento	de	ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhesión.
2. Para los territorios o unidades territoriales a los que se haya extendido el Convenio, de 
conformidad con el Artículos 39 ó 40, el primer día del tercer mes de calendario después 
de	la	notificación	a	que	se	hace	referencia	en	esos	artículos.
Artículo 44
El Convenio permanecerá en vigor durante cinco años a partir de la fecha de su entrada en 
vigor, de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del Artículo 43, incluso para los 
Estados	que	con	posterioridad	lo	hubieran	ratificado,	aceptado	o	aprobado	o	se	hubieran	ad-
herido a él. Si no hubiera denuncia, se renovará tácitamente cada cinco años.
Toda	denuncia	será	notificada	al	Ministerio	de	Asuntos	Exteriores	del	Reino	de	los	Países	
Bajos seis meses antes, por lo menos, de la expiración del plazo de cinco años. La denun-
cia podrá limitarse a determinados territorios o unidades territoriales a los que se aplique el 
Convenio.
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l La	denuncia	surtirá	efecto	sólo	 respecto	del	Estado	que	 la	hubiera	notificado.	El	Convenio	
permanecerá en vigor para los demás Estados Contratantes.
Artículo 45
El	Ministerio	de	Asuntos	Exteriores	del	Reino	de	los	Países	Bajos	notificará	a	los	Estados	miem-
bros de la Conferencia y a los Estados que se hayan adherido al Convenio de conformidad con 
lo dispuesto en el Artículo 38 lo siguiente:
1.	 Las	firmas	y	ratificaciones,	aceptaciones	y	aprobaciones	a	que	hace	referencia	el	Artículo	37.
2. Las adhesiones a que hace referencia el Artículo 38.
3. La fecha en que el Convenio entre en vigor conforme a lo dispuesto en el Artículo 43.
4. La extensión a que hace referencia el Artículo 39.
5. Las declaraciones mencionadas en los Artículos 38 y 40.
6. Las reservas previstas en el Artículo 24 y en el tercer párrafo del Artículo 26, y las retira-
das previstas en el Artículo 42.
7. Las denuncias previstas en el Artículo 44.
CORRECCIÓN DE ERRORES DEL CONVENIO SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE 
LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES
(«BOE núm. 21/1996, de 24 de enero de 1996»)
CORRECCIÓN de errores del convenio sobre los aspectos civiles de la sustracción internacio-
nal de menores, hecho en La Haya el 25 de octubre de 1980. Advertidos errores en el texto del 
Convenio sobré los aspectos civiles de la sustracción internacional de menores, hecho en La 
Haya	el	25	de	octubre	de	1980,	y	publicado	en	el	«Boletín	Oficial	del	Estado»	de	24	de	agosto	
de 1987, a continuación se transcriben las correcciones correspondientes:
1.	 Artículo	6,	segundo	párrafo,	al	final	donde	dice:	«deban	dirigirse»,	debe	decir:	«puedan	
dirigirse».
2. Artículo 8 e), donde dice: «copia legalizada», debe decir: «copia auténtica».
3.	 Artículo	8	f),	donde	dice:	«calificada»,	debe	decir:	«cualificada».
4. Artículo 16, segunda parte, donde dice: «no decidirán sobre —la cuestión de— fondo de 
los derechos de custodia hasta que se haya determinado que el menor tiene que ser res-
tituido de conformidad con lo dispuesto», debe decir: «no decidirán sobre la cuestión de 
fondo de los derechos de custodia hasta que se haya determinado que el menor no tiene 
que ser restituido de conformidad con lo dispuesto».
5. Artículo 17, donde dice: «haya de ser reconocida», debe decir: «pueda ser reconocida».
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LOS ESTADOS PARTES EN LA PRESENTE CONvENCIÓN, 
Considerando que, de conformidad con los Principios proclamados en la Carta de las Naciones 
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dig-
nidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 
humana, 
Teniendo	presente	que	los	pueblos	de	las	Naciones	Unidas	han	reafirmado	en	la	Carta	
su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona hu-
mana, y que han decidido promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un 
concepto más amplio de la libertad, 
Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los pactos internacionales de derechos humanos, que 
toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, 
Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas 
proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, 
Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural 
para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe 
recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabili-
dades dentro de la comunidad, 
Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe 
crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, 
Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente 
en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones 
Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y soli-
daridad, 
Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha 
sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la 
Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviem-
bre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los Artículos 23 y 24), en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el Artículo 10) 
y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos especializados y de las orga-
nizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño, 
Convención sobre los Derechos del Niño
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de setiembre de 1990
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l Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, “el 
niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso 
la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento”, 
Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos rela-





Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones 
excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial consideración, 
Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales 
de cada pueblo para la protección y el desarrollo armonioso del niño, 
Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los niños en todos los países, en particular en los países en desarrollo, 
Han convenido en lo siguiente:
PARTE I 
Artículo 1
Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de 
dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado 
antes la mayoría de edad.
Artículo 2
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y ase-
gurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, inde-
pendientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos 
físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus represen-
tantes legales. 
2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se 
vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, 
las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de 
sus familiares.
Artículo 3
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño. 
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, 
tutores	u	otras	personas	responsables	de	él	ante	la	ley	y,	con	ese	fin,	tomarán	todas	las	
medidas legislativas y administrativas adecuadas. 
3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos 
encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por 
las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número 
y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión 
adecuada.
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Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole 
para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta 
a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas 
hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco 
de la cooperación internacional.
Artículo 5
Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres 
o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la 
costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, 
en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para 
que el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.
Artículo 6
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desa-
rrollo del niño
Artículo 7
1.  El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde 
que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a cono-
cer a sus padres y a ser cuidado por ellos. 
2.  Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su 
legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos 
internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro 
modo apátrida.
Artículo 8
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identi-
dad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con 
la ley sin injerencias ilícitas. 
2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o 
de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas 
con miras a restablecer rápidamente su identidad.
Artículo 9
1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la volun-
tad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes 
determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separa-
ción es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria 
en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o 
descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una 
decisión acerca del lugar de residencia del niño. 
2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artí-
culo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar 
a conocer sus opiniones. 
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos 
padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 
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l 4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como 
la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el falleci-
miento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de 
uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando 
se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica acerca del 
paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para el 
bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, de que la presentación de 
tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables para la persona o per-
sonas interesadas.
Artículo 10
1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo dis-
puesto en el párrafo 1 del Artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres 
para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia 
será atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los 
Estados Partes garantizarán, además, que la presentación de tal petición no traerá conse-
cuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 
2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener perió-
dicamente, salvo en circunstancias excepcionales, relaciones personales y contactos di-
rectos	con	ambos	padres.	Con	tal	fin,	y	de	conformidad	con	la	obligación	asumida	por	
los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del Artículo 9, los Estados Partes respetarán 
el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de 
entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto solamente 
a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad 
nacional, el orden público, la salud o la moral pública o los derechos y libertades de otras 
personas y que estén en consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente 
Convención.
Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de niños al 
extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero. 
2.	 Para	 este	fin,	 los	Estados	Partes	promoverán	 la	 concertación	de	acuerdos	bilaterales	o	
multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes.
Artículo 12 
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio 
propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al 
niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y 
madurez del niño. 
2.	 Con	tal	fin,	se	dará	en	particular	al	niño	oportunidad	de	ser	escuchado,	en	todo	procedi-
miento judicial o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de 
un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedi-
miento de la ley nacional.
Artículo 13
1.	 El	niño	tendrá	derecho	a	la	libertad	de	expresión;	ese	derecho	incluirá	la	libertad	de	bus-
car, recibir y difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras, 
ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier otro medio 
elegido por el niño. 
2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán únicamente 
las que la ley prevea y sean necesarias: 
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b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger la sa-
lud o la moral públicas.
Artículo 14
1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de con-
ciencia y de religión. 
2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los 
representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a 
la evolución de sus facultades. 
3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente 
a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el 
orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los de-
más.
Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a la liber-
tad	de	celebrar	reuniones	pacíficas.
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de las establecidas 
de conformidad con la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés 
de la seguridad nacional o pública, el orden público, la protección de la salud y la moral 
públicas o la protección de los derechos y libertades de los demás.
Artículo 16
1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación. 
2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques.
Artículo 17
Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de comuni-
cación y velarán por que el niño tenga acceso a información y material procedentes de diver-
sas fuentes nacionales e internacionales, en especial la información y el material que tengan 
por	finalidad	promover	su	bienestar	social,	espiritual	y	moral	y	su	salud	física	y	mental.	Con	
tal objeto, los Estados Partes: 
a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés 
social	y	cultural	para	el	niño,	de	conformidad	con	el	espíritu	del	Artículo	29;	
b)  Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la difusión 
de esa información y esos materiales procedentes de diversas fuentes culturales, naciona-
les	e	internacionales;	
c)	 Alentarán	la	producción	y	difusión	de	libros	para	niños;	
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en cuenta las ne-
cesidades	lingüísticas	del	niño	perteneciente	a	un	grupo	minoritario	o	que	sea	indígena;	
e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño contra toda 
información y material perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones 
de los Artículos 13 y 18.
Artículo 18
1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del prin-
cipio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y 
el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales 
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l la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fun-
damental será el interés superior del niño. 
2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, 
los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes 
legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y 
velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los 
niños. 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos 
padres	trabajan	tengan	derecho	a	beneficiarse	de	los	servicios	e	instalaciones	de	guarda	
de niños para los que reúnan las condiciones requeridas.
Artículo 19
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso fí-
sico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 
sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante 
legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 
2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos 
eficaces	para	el	establecimiento	de	programas	sociales	con	objeto	de	proporcionar	la	asis-
tencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de preven-
ción	y	para	la	identificación,	notificación,	remisión	a	una	institución,	investigación,	trata-
miento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según 
corresponda, la intervención judicial.
Artículo 20
1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior 
interés exija que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asisten-
cia especiales del Estado. 
2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de 
cuidado para esos niños. 
3.	 Entre	esos	cuidados	figurarán,	entre	otras	cosas,	la	colocación	en	hogares	de	guarda,	la	
kafala del derecho islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación en instituciones 
adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular 
atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen 
étnico, religioso, cultural y lingüístico.
Artículo 21
Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el inte-
rés superior del niño sea la consideración primordial y: 
a) velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades compe-
tentes, las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y 
sobre	la	base	de	toda	la	información	pertinente	y	fidedigna,	que	la	adopción	es	admisible	
en vista de la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y repre-
sentantes legales y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con 
conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento 
que	pueda	ser	necesario;	
b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de 
cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o 
entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el país 
de	origen;	
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lc) velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y 
normas	equivalentes	a	las	existentes	respecto	de	la	adopción	en	el	país	de	origen;	
d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en 
otro	país,	la	colocación	no	dé	lugar	a	beneficios	financieros	indebidos	para	quienes	parti-
cipan	en	ella;	
e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concer-
tación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este 
marco, por garantizar que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las 
autoridades u organismos competentes.
Artículo 22
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de ob-
tener el estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado de conformidad con el de-
recho y los procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto si está solo 
como si está acompañado de sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la 
asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados 
en la presente Convención y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos 
o de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes. 
2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en todos 
los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás organizaciones intergubernamentales com-
petentes u organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones Unidas 
por proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros 
de	su	familia,	a	fin	de	obtener	la	información	necesaria	para	que	se	reúna	con	su	familia.	
En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o miembros de la fami-
lia, se concederá al niño la misma protección que a cualquier otro niño privado perma-
nente o temporalmente de su medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone en 
la presente Convención.
Artículo 23
1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar 
de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar 
a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la comunidad. 
2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales 
y alentarán y asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la prestación al niño que 
reúna las condiciones requeridas y a los responsables de su cuidado de la asistencia que 
se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de 
otras personas que cuiden de él. 
3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se preste 
conforme al párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea posible, habida 
cuenta de la situación económica de los padres o de las otras personas que cuiden del 
niño, y estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la 
educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la pre-
paración para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con 
el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su 
desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible. 
4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el intercam-
bio de información adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y del trata-
miento médico, psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión de 
información sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación 
profesional,	así	como	el	acceso	a	esa	información	a	fin	de	que	los	Estados	Partes	puedan	
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l mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A este 
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.
Artículo 24
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de 
salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. 
Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho 
al disfrute de esos servicios sanitarios. 
2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adop-
tarán las medidas apropiadas para: 
a)	 Reducir	la	mortalidad	infantil	y	en	la	niñez;	
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean nece-
sarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de 
salud;	
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria 
de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en 
cuenta	los	peligros	y	riesgos	de	contaminación	del	medio	ambiente;	
d)	 Asegurar	atención	sanitaria	prenatal	y	postnatal	apropiada	a	las	madres;	
e)  Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, 
conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas 
de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de pre-
vención de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la 
aplicación	de	esos	conocimientos;	
f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educa-
ción	y	servicios	en	materia	de	planificación	de	la	familia.	
3.	 Los	Estados	Partes	adoptarán	todas	las	medidas	eficaces	y	apropiadas	posibles	para	abo-
lir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños. 
4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional 
con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en el 
presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los 
países en desarrollo.
Artículo 25
Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un establecimiento 
por	 las	autoridades	competentes	para	 los	fines	de	atención,	protección	o	tratamiento	de	su	
salud física o mental a un examen periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las 
demás circunstancias propias de su internación.
Artículo 26
1.	 Los	Estados	Partes	reconocerán	a	todos	los	niños	el	derecho	a	beneficiarse	de	la	seguridad	
social, incluso del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias para lograr la plena 
realización de este derecho de conformidad con su legislación nacional. 
2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta los re-
cursos y la situación del niño y de las personas que sean responsables del mantenimiento 
del niño, así como cualquier otra consideración pertinente a una solicitud de prestaciones 
hecha por el niño o en su nombre.
Artículo 27
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para 
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.
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l2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad pri-
mordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condicio-
nes de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 
3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, 
adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables 
por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asisten-
cia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestua-
rio y la vivienda. 
4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la 
pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabili-
dad	financiera	por	el	niño,	tanto	si	viven	en	el	Estado	Parte	como	si	viven	en	el	extranjero.	
En	particular,	cuando	la	persona	que	tenga	la	responsabilidad	financiera	por	el	niño	resi-
da en un Estado diferente de aquel en que resida el niño, los Estados Partes promoverán 
la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de dichos convenios, así 
como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados.
Artículo 28
1.	 Los	Estados	Partes	reconocen	el	derecho	del	niño	a	la	educación	y,	a	fin	de	que	se	pueda	
ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, de-
berán en particular: 
a)	 Implantar	la	enseñanza	primaria	obligatoria	y	gratuita	para	todos;	
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida 
la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y 
tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la 
enseñanza	gratuita	y	la	concesión	de	asistencia	financiera	en	caso	de	necesidad;	
c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por 
cuantos	medios	sean	apropiados;	
d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones 
educacionales	y	profesionales	y	tengan	acceso	a	ellas;	
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas 
de deserción escolar. 
2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la dis-
ciplina escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y de 
conformidad con la presente Convención. 
3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones de 
educación,	en	particular	a	fin	de	contribuir	a	eliminar	la	ignorancia	y	el	analfabetismo	en	
todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos moder-
nos de enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de 
los países en desarrollo.
Artículo 29 
1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a: 
a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño has-
ta	el	máximo	de	sus	posibilidades;	
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 
de	los	principios	consagrados	en	la	Carta	de	las	Naciones	Unidas;	
c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idio-
ma y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del país de que sea 
originario	y	de	las	civilizaciones	distintas	de	la	suya;	
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l d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espí-
ritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre todos los 
pueblos,	grupos	étnicos,	nacionales	y	religiosos	y	personas	de	origen	indígena;	
e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 
2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el Artículo 28 se interpretará como una 
restricción de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir 
instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en 
el párrafo 1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se 
ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.
Artículo 30
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen 
indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho 
que le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma.
Artículo 31
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego 
y a las actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida 
cultural y en las artes. 
2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente 
en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en condiciones de 
igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento.
Artículo 32
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación 
económica y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entor-
pecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, 
espiritual, moral o social. 
2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y educacio-
nales para garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en 
cuenta las disposiciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, los Estados 
Partes, en particular: 
a)	 Fijarán	una	edad	o	edades	mínimas	para	trabajar;	
b)	 Dispondrán	la	reglamentación	apropiada	de	los	horarios	y	condiciones	de	trabajo;	
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la aplicación 
efectiva del presente artículo.
Artículo 33
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales per-
tinentes,	y	para	 impedir	que	se	utilice	a	niños	en	 la	producción	y	el	 tráfico	 ilícitos	de	esas	
sustancias.
Artículo 34
Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación 
y	abuso	sexuales.	Con	este	fin,	los	Estados	Partes	tomarán,	en	particular,	todas	las	medidas	de	
carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir: 
a)	 La	incitación	o	la	coacción	para	que	un	niño	se	dedique	a	cualquier	actividad	sexual	ilegal;	
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Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación que sean 
perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar.
Artículo 37
Los Estados Partes velarán por que: 
a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o de-
gradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de 
excarcelación	por	delitos	cometidos	por	menores	de	18	años	de	edad;	
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarce-
lamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará 
tan	sólo	como	medida	de	último	recurso	y	durante	el	período	más	breve	que	proceda;	
c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la 
dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las nece-
sidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará 
separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del 
niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por medio de correspondencia 
y	de	visitas,	salvo	en	circunstancias	excepcionales;	
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídi-
ca y otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación 
de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y 
a una pronta decisión sobre dicha acción.
Artículo 38
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del 
derecho	internacional	humanitario	que	les	sean	aplicables	en	los	conflictos	armados	y	que	
sean pertinentes para el niño. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas 
que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las hosti-
lidades. 
3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no 
hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, 
pero que sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más 
edad. 
4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario 
de	proteger	a	la	población	civil	durante	los	conflictos	armados,	los	Estados	Partes	adop-
tarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños 
afectados	por	un	conflicto	armado.
Artículo 39
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación 
física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de 
abandono,	explotación	o	abuso;	tortura	u	otra	forma	de	tratos	o	penas	crueles,	inhumanas	o	
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ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño.
Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringi-
do las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a 
ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que 
fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la 
reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad. 
2.	 Con	este	fin,	y	habida	cuenta	de	las	disposiciones	pertinentes	de	los	instrumentos	inter-
nacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 
a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o decla-
re culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que 
no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en 
que	se	cometieron;	
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se 
acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 
i)  Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a 
la	ley;	
ii)  Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por 
intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan 
contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la 
preparación	y	presentación	de	su	defensa;	
iii)  Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial com-
petente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la 
ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos 
que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo 
en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes lega-
les;	
iv)  Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá 
interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación 
y	el	interrogatorio	de	testigos	de	descargo	en	condiciones	de	igualdad;	
v)  Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión 
y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad 
u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la 
ley;	
vi)  Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende 
o	no	habla	el	idioma	utilizado;	
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el estableci-
miento	de	 leyes,	procedimientos,	autoridades	e	 instituciones	específicos	para	 los	niños	
de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare 
culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: 
a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños 
no	tienen	capacidad	para	infringir	las	leyes	penales;	
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos ni-
ños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán 
plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 
4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y 
supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los 
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lprogramas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternati-
vas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera 
apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como 
con la infracción.
Artículo 41
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 
conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: 
a)		 El	derecho	de	un	Estado	Parte;	o	
b)  El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.
PARTE II 
Artículo 42
Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios y disposicio-
nes	de	la	Convención	por	medios	eficaces	y	apropiados,	tanto	a	los	adultos	como	a	los	niños.
Artículo 43
1.	 Con	 la	finalidad	de	examinar	 los	progresos	 realizados	en	el	 cumplimiento	de	 las	obli-
gaciones contraídas por los Estados Partes en la presente Convención, se establecerá un 
Comité de los Derechos del Niño que desempeñará las funciones que a continuación se 
estipulan. 
2. El Comité estará integrado por diez expertos de gran integridad moral y reconocida com-
petencia en las esferas reguladas por la presente Convención1. Los miembros del Comité 
serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a tí-
tulo	personal,	teniéndose	debidamente	en	cuenta	la	distribución	geográfica,	así	como	los	
principales sistemas jurídicos.
3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de personas 
designadas por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una persona esco-
gida entre sus propios nacionales. 
4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de 
la presente Convención y ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, 
de antelación respecto de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones 
Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candida-
turas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará después una lista en la 
que	figurarán	por	orden	alfabético	 todos	 los	candidatos	propuestos,	con	 indicación	de	
los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará a los Estados Partes en la 
presente Convención. 
5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes convocada por el 
Secretario General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la que la pre-
sencia de dos tercios de los Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas 
para formar parte del Comité serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y una mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes. 
1 La Asamblea General, en su resolución 50/155 de 21 de diciembre de 1995, aprobó la enmienda al párrafo 2 del 
Artículo 43 de la Convención sobre los Derechos del Niño, sustituyendo la palabra “diez” por la palabra “diecio-
cho”. La enmienda entró en vigencia el 18 de noviembre de 2002, fecha en que quedó aceptada por dos tercios de los 
Estados partes (128 de 191).
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l 6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser re-
elegidos si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los miembros 
elegidos	en	la	primera	elección	expirará	al	cabo	de	dos	años;	inmediatamente	después	de	
efectuada la primera elección, el presidente de la reunión en que ésta se celebre elegirá 
por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 
7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no pue-
de seguir desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que propuso a ese 
miembro designará entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el mandato 
hasta su término, a reserva de la aprobación del Comité. 
8. El Comité adoptará su propio reglamento. 
9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Las reuniones del Comité se cele-
brarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conve-
niente que determine el Comité. 
10. El Comité se reunirá normalmente todos los años. La duración de las reuniones del Comité 
será determinada y revisada, si procediera, por una reunión de los Estados Partes en la 
presente Convención, a reserva de la aprobación de la Asamblea General. 
11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 
necesarios	para	el	desempeño	eficaz	de	las	funciones	del	Comité	establecido	en	virtud	de	
la presente Convención. 
12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido en virtud 
de la presente Convención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones 
Unidas, según las condiciones que la Asamblea pueda establecer.
Artículo 44
1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario 
General de las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para 
dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan 
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 
a)  En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte haya 
entrado	en	vigor	la	presente	Convención;	
b)  En lo sucesivo, cada cinco años. 
2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las circunstan-
cias	y	dificultades,	si	 las	hubiere,	que	afecten	al	grado	de	cumplimiento	de	 las	obliga-
ciones derivadas de la presente Convención. Deberán asimismo, contener información 
suficiente	para	que	el	Comité	tenga	cabal	comprensión	de	la	aplicación	de	la	Convención	
en el país de que se trate.
3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo al Comité no 
necesitan repetir, en sucesivos informes presentados de conformidad con lo dispuesto 
en el inciso b del párrafo 1 del presente artículo, la información básica presentada 
anteriormente. 
4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación de la 
Convención. 
5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 
conducto del Consejo Económico y Social, informes sobre sus actividades. 
6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el público de sus paí-
ses respectivos.
Artículo 45
Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular la cooperación 
internacional en la esfera regulada por la Convención: 
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la) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y de-
más órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen 
de la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en 
el ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes que consi-
dere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de 
la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos mandatos. El 
Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre 
la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el 
ámbito	de	sus	actividades;	
b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes, los infor-
mes de los Estados Partes que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia 
técnica, o en los que se indique esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias 
del	Comité,	si	las	hubiere,	acerca	de	esas	solicitudes	o	indicaciones;	
c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General que 
efectúe, en su nombre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del 
niño;	
d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la in-
formación recibida en virtud de los Artículos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas 








tarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 48
La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquier Estado. Los instru-
mentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
Artículo 49
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que 
haya	sido	depositado	el	vigésimo	instrumento	de	ratificación	o	de	adhesión	en	poder	del	






1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda propuesta 
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los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General convocará 
una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la 
mayoría de Estados Partes, presentes y votantes en la conferencia, será sometida por el 
Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación. 
2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará 
en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y 
aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 
3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las 
hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las dispo-
siciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.
Artículo 51
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el 
texto	de	las	reservas	formuladas	por	los	Estados	en	el	momento	de	la	ratificación	o	de	la	
adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente 
Convención. 
3.	 Toda	 reserva	podrá	ser	 retirada	en	cualquier	momento	por	medio	de	una	notificación	





escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año des-
pués	de	la	fecha	en	que	la	notificación	haya	sido	recibida	por	el	Secretario	General.
Artículo 53
Se designa depositario de la presente Convención al Secretario General de las Naciones 
Unidas.
Artículo 54
El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.
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LOS ESTADOS PARTES EN LA PRESENTE CONvENCIÓN, 
Considerando	que	la	Carta	de	las	Naciones	Unidas	reafirma	la	fe	en	los	derechos	humanos	
fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos 
de hombres y mujeres, 
Considerando	que	la	Declaración	Universal	de	Derechos	Humanos	reafirma	el	principio	
de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades procla-
mados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo, 
Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos 
tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los 
derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, 
Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer, 
Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones aproba-
das por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad de 
derechos entre el hombre y la mujer, 
Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las 
mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, 
Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de 
derechos	y	del	respeto	de	la	dignidad	humana,	que	dificulta	la	participación	de	la	mujer,	en	
las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su 
país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia 
y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su 
país y a la humanidad, 
Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso mí-
nimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo, 
así como a la satisfacción de otras necesidades, 
Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado 
en	la	equidad	y	la	justicia	contribuirá	significativamente	a	la	promoción	de	la	igualdad	entre	
el hombre y la mujer, 
Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de discrimi-
nación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación extranjeras y 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW)
Fecha de ratificación por el Perú: 13 de setiembre de 1982
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l de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable para el disfrute cabal 
de los derechos del hombre y de la mujer, 
Afirmando	que	el	fortalecimiento	de	la	paz	y	la	seguridad	internacionales,	el	alivio	de	
la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de 
sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular el desarme 
nuclear	bajo	un	control	internacional	estricto	y	efectivo,	la	afirmación	de	los	principios	de	la	
justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del 
derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación extranjera 
a la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía nacional y 
de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el desarrollo y, en consecuencia, 
contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la mujer, 
Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad 
de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un 
país, el bienestar del mundo y la causa de la paz, 
Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de 
la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y 
la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación de los hijos, y cons-
cientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación, sino 
que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y 
la sociedad en su conjunto, 
Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesaria 
modificar	el	papel	tradicional	tanto	del	hombre	como	de	la	mujer	en	la	sociedad	y	en	la	familia,	
Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la 
discriminación	contra	la	mujer	y,	para	ello,	a	adoptar	las	medidas	necesarias	a	fin	de	suprimir	
esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones, 
Han convenido en lo siguiente:
PARTE I 
Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión «discriminación contra la mujer» deno-
tará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de 
su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera.
Artículo 2
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen 
en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a elimi-
nar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: 
a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra 
legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por 
ley	u	otros	medios	apropiados	la	realización	práctica	de	ese	principio;	
b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspon-
dientes,	que	prohíban	toda	discriminación	contra	la	mujer;	
c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad 
con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes 
y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de 
discriminación;	
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ld) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar 
por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obliga-
ción;	
e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer 
practicada	por	cualesquiera	personas,	organizaciones	o	empresas;	
f)	 Adoptar	todas	las	medidas	adecuadas,	incluso	de	carácter	legislativo,	para	modificar	o	
derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer;	
g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación con-
tra la mujer.
Artículo 3
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, eco-
nómica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el 
pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.
Artículo 4
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encamina-
das a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discrimi-
nación	en	la	forma	definida	en	la	presente	Convención,	pero	de	ningún	modo	entrañará,	
como	consecuencia,	el	mantenimiento	de	normas	desiguales	o	separadas;	estas	medidas	
cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 
2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la 
presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discrimi-
natoria.
Artículo 5
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 
a)	 Modificar	los	patrones	socioculturales	de	conducta	de	hombres	y	mujeres,	con	miras	a	
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier 
otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera 
de	los	sexos	o	en	funciones	estereotipadas	de	hombres	y	mujeres;	
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la materni-
dad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y 
mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el 
interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.
Artículo 6
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para 
suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.
PARTE II 
Artículo 7
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las muje-
res, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a: 
a) votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los orga-
nismos	cuyos	miembros	sean	objeto	de	elecciones	públicas;	
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l b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y 
ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos guber-
namentales;	
c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la 
vida pública y política del país.
Artículo 8 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en igual-
dad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de representar 
a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las organizaciones inter-
nacionales.
Artículo 9
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para ad-
quirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el matri-
monio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio 
cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en apátrida o la 
obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge.
2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto 
a la nacionalidad de sus hijos.
PARTE III 
Artículo 10
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra	la	mujer,	a	fin	de	asegurarle	la	igualdad	de	derechos	con	el	hombre	en	la	esfera	de	la	
educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y muje-
res: 
a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, 
acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas 
las	categorías,	tanto	en	zonas	rurales	como	urbanas;	esta	igualdad	deberá	asegurarse	en	la	
enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos 
los	tipos	de	capacitación	profesional;	
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente 
del	mismo	nivel	profesional	y	a	locales	y	equipos	escolares	de	la	misma	calidad;	
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en 
todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la edu-
cación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en 
particular,	mediante	la	modificación	de	los	libros	y	programas	escolares	y	la	adaptación	
de	los	métodos	de	enseñanza;	
d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar 
estudios;	
e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, inclui-
dos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a 
reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y mu-
jeres;	




































1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimina-
ción	contra	la	mujer	en	la	esfera	del	empleo	a	fin	de	asegurar	a	la	mujer,	en	condiciones	
de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular: 
a)	 El	derecho	al	trabajo	como	derecho	inalienable	de	todo	ser	humano;
b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los 
mismos	criterios	de	selección	en	cuestiones	de	empleo;	
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la esta-
bilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el 
derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la 
formación	profesional	superior	y	el	adiestramiento	periódico;	
d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con 
respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación	de	la	calidad	del	trabajo;	
e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a 
vacaciones	pagadas;	
f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 
2.	 A	fin	de	impedir	la	discriminación	contra	la	mujer	por	razones	de	matrimonio	o	materni-
dad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medi-
das adecuadas para: 
a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de 
maternidad	y	la	discriminación	en	los	despidos	sobre	la	base	del	estado	civil;	
b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables	sin	pérdida	del	empleo	previo,	la	antigüedad	o	los	beneficios	sociales;	
c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que 
los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades 
del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento 
de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los ni-
ños;	
d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos 
que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 
3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo 
será	examinada	periódicamente	a	la	luz	de	los	conocimientos	científicos	y	tecnológicos	y	
será revisada, derogada o ampliada según corresponda.
Artículo 12 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimina-
ción	contra	la	mujer	en	la	esfera	de	la	atención	médica	a	fin	de	asegurar,	en	condiciones	
de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive 
los	que	se	refieren	a	la	planificación	de	la	familia.	
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la 
mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior 
al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.
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Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra	la	mujer	en	otras	esferas	de	la	vida	económica	y	social	a	fin	de	asegurar,	en	condiciones	
de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: 
a)	 El	derecho	a	prestaciones	familiares;	
b)	 El	derecho	a	obtener	préstamos	bancarios,	hipotecas	y	otras	formas	de	crédito	financiero;	
c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos 
de la vida cultural.
Artículo 14
1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer 
rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su fami-
lia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas 
las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención a la mujer en las zonas rurales. 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimi-
nación	contra	la	mujer	en	las	zonas	rurales	a	fin	de	asegurar	en	condiciones	de	igualdad	
entre	hombres	y	mujeres,	su	participación	en	el	desarrollo	rural	y	en	sus	beneficios,	y	en	
particular le asegurarán el derecho a: 
a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los nive-
les;	
b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, aseso-
ramiento	y	servicios	en	materia	de	planificación	de	la	familia;	
c)	 Beneficiarse	directamente	de	los	programas	de	seguridad	social;	
d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, 




a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta 
ajena;	
f)	 Participar	en	todas	las	actividades	comunitarias;	
g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de comercializa-
ción y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los planes de reforma 
agraria	y	de	reasentamiento;	
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivien-




1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley.
2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica 
idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. 
En	particular,	le	reconocerán	a	la	mujer	iguales	derechos	para	firmar	contratos	y	admi-
nistrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las 
cortes de justicia y los tribunales. 
3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado 
con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo. 
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l4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto 
a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para 
elegir su residencia y domicilio.
Artículo 16
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discrimina-
ción contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones 
familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y muje-
res: 
a)	 El	mismo	derecho	para	contraer	matrimonio;	
b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su 
libre	albedrío	y	su	pleno	consentimiento;	
c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su 
disolución;	
d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su 
estado	civil,	en	materias	relacionadas	con	sus	hijos;	en	todos	los	casos,	los	intereses	
de	los	hijos	serán	la	consideración	primordial;	
e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el 
intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los 
medios	que	les	permitan	ejercer	estos	derechos;	
f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y 
adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos 
existan	en	la	legislación	nacional;	en	todos	los	casos,	los	intereses	de	los	hijos	serán	la	
consideración	primordial;	
g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido,	profesión	y	ocupación;	
h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como 
oneroso. 
2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán 
todas	las	medidas	necesarias,	incluso	de	carácter	legislativo,	para	fijar	una	edad	mínima	





se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (de-
nominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la 
Convención,	de	dieciocho	y,	después	de	su	ratificación	o	adhesión	por	el	trigésimo	quinto	
Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera 
abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus 
nacionales,	y	ejercerán	sus	funciones	a	título	personal;	se	tendrán	en	cuenta	una	distribu-
ción	geográfica	equitativa	y	la	representación	de	las	diferentes	formas	de	civilización,	así	
como los principales sistemas jurídicos. 
2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de personas 
designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales. 
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l 3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la 
presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario 
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a pre-
sentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una 
lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los 
Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será 
convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En 
esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se conside-
rarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y 
la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y 
votantes. 
5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de 
nueve	de	 los	miembros	 elegidos	 en	 la	 primera	 elección	 expirará	 al	 cabo	de	dos	 años;	
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por 
sorteo los nombres de esos nueve miembros. 
6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad 
con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo 
quinto	Estado	Parte	haya	ratificado	la	Convención	o	se	haya	adherido	a	ella.	El	mandato	
de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará 
por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años. 
7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus fun-
ciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a reserva 
de la aprobación del Comité. 
8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán emolu-
mentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea 
determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 




1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judi-
ciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las dis-
posiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este sentido: 
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado 
de	que	se	trate;
b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solici-
te. 
2.	 Se	podrán	indicar	en	los	informes	los	factores	y	las	dificultades	que	afecten	al	grado	de	
cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.
Artículo 19
1. El Comité aprobará su propio reglamento. 
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.
Artículo 20 
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos 
semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el Artículo 
18 de la presente Convención. 
143 




























l2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas 
o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.
Artículo 21
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugeren-
cias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes y de 
los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de 
carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las 
hubiere, de los Estados Partes. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información.
Artículo 22
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la apli-
cación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de las 
actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten infor-




Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea más 
conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de: 
a)	 La	legislación	de	un	Estado	Parte;	o	
b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado.
Artículo 24
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbi-




2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención. 
3.	 La	presente	Convención	está	sujeta	a	ratificación.	Los	instrumentos	de	ratificación	se	de-
positaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se 
efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.
Artículo 26
1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de 
revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso necesario, 
hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.
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1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya 




en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instru-
mento	de	ratificación	o	de	adhesión.
Artículo 28
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el 
texto	de	las	reservas	formuladas	por	los	Estados	en	el	momento	de	la	ratificación	o	de	la	
adhesión. 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente 
Convención. 
3.	 Toda	reserva	podrá	ser	retirada	en	cualquier	momento	por	medio	de	una	notificación	a	
estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de 
ello	a	todos	los	Estados.	Esta	notificación	surtirá	efecto	en	la	fecha	de	su	recepción.
Artículo 29
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpreta-
ción o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante negociaciones 
se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados 
a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen po-
nerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la 
controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de 
conformidad con el Estatuto de la Corte. 
2.	 Todo	Estado	Parte,	en	el	momento	de	la	firma	o	ratificación	de	la	presente	Convención	o	
de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 
del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante 
ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 




La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	 Ginebra	 por	 el	 Consejo	 de	 Administración	 de	 la	 Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo y congregada en dicha ciudad el 1 de junio de 1999, en su octogésima séptima re-
unión;	
Considerando la necesidad de adoptar nuevos instrumentos para la prohibición y la eli-
minación de las peores formas de trabajo infantil, principal prioridad de la acción nacional e 
internacional, incluidas la cooperación y la asistencia internacionales, como complemento del 
Convenio y la Recomendación sobre la edad mínima de admisión al empleo, 1973, que siguen 
siendo	instrumentos	fundamentales	sobre	el	trabajo	infantil;	
Considerando que la eliminación efectiva de las peores formas de trabajo infantil requiere 
una acción inmediata y general que tenga en cuenta la importancia de la educación básica gra-
tuita y la necesidad de librar de todas esas formas de trabajo a los niños afectados y asegurar 
su rehabilitación y su inserción social al mismo tiempo que se atiende a las necesidades de sus 
familias;	
Recordando la resolución sobre la eliminación del trabajo infantil, adoptada por la 
Conferencia	Internacional	del	Trabajo	en	su	83ª	reunión,	celebrada	en	1996;	
Reconociendo que el trabajo infantil se debe en gran parte a la pobreza, y que la solución 
a largo plazo radica en un crecimiento económico sostenido conducente al progreso social, en 
particular	a	la	mitigación	de	la	pobreza	y	a	la	educación	universal;	
Recordando la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea 
General	de	las	Naciones	Unidas	el	20	de	noviembre	de	1989;	
Recordando la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales 
en el trabajo y su seguimiento, adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo en su 
86ª	reunión,	celebrada	en	1998;	
Recordando que algunas de las peores formas de trabajo infantil son objeto de otros 
instrumentos internacionales, en particular el Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930, y la 
Convención suplementaria de las Naciones Unidas sobre la abolición de la esclavitud, la trata 
de	esclavos	y	las	instituciones	y	prácticas	análogas	a	la	esclavitud,	1956;	
Después de haber decidido adoptar varias proposiciones relativas al trabajo infantil, cues-
tión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber determinado que dichas proposiciones revistan la forma de un conve-
nio internacional, adopta, con fecha diecisiete de junio de mil novecientos noventa y nueve, el 
siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre las peores formas de trabajo 
infantil, 1999: 
Convenio 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de 
Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación
Fecha de ratificación por el Perú: 10 de enero de 2002
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l Artículo 1 
Todo	Miembro	que	ratifique	el	presente	Convenio	deberá	adoptar	medidas	inmediatas	y	efi-
caces para conseguir la prohibición y la eliminación de las peores formas de trabajo infantil 
con carácter de urgencia. 
Artículo 2 
A los efectos del presente Convenio, el término «niño» designa a toda persona menor de 18 
años. 
Artículo 3 
A los efectos del presente Convenio, la expresión «las peores formas de trabajo infantil» abar-
ca: 
a) Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como la venta y 
la trata de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso 
u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en 
conflictos	armados;	
b) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, la producción de 
pornografía	o	actuaciones	pornográficas;	
c) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la realización de actividades ilíci-
tas,	en	particular	la	producción	y	el	tráfico	de	estupefacientes,	tal	como	se	definen	en	los	
tratados internacionales pertinentes, y 
d) El trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo, es probable 
que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños. 
Artículo 4 
1.	 Los	tipos	de	trabajo	a	que	se	refiere	el	Artículo	3,	d)	deberán	ser	determinados	por	la	le-
gislación nacional o por la autoridad competente, previa consulta con las organizaciones 
de empleadores y de trabajadores interesadas y tomando en consideración las normas 
internacionales en la materia, en particular los párrafos 3 y 4 de la Recomendación sobre 
las peores formas de trabajo infantil, 1999. 
2. La autoridad competente, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores interesadas, deberá localizar dónde se practican los tipos de trabajo determi-
nados a tenor del párrafo 1 de este artículo. 
3. Deberá examinarse periódicamente y, en caso necesario, revisarse la lista de los tipos de 
trabajo determinados a tenor del párrafo 1 de este artículo, en consulta con las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores interesadas. 
Artículo 5 
Todo Miembro, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, 
deberá establecer o designar mecanismos apropiados para vigilar la aplicación de las disposi-
ciones por las que se dé efecto al presente Convenio. 
Artículo 6 
1. Todo Miembro deberá elaborar y poner en práctica programas de acción para eliminar, 
como medida prioritaria, las peores formas de trabajo infantil. 
2. Dichos programas de acción deberán elaborarse y ponerse en práctica en consulta con 
las instituciones gubernamentales competentes y las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, tomando en consideración las opiniones de otros grupos interesados, según 
proceda. 
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1. Todo Miembro deberá adoptar cuantas medidas sean necesarias para garantizar la aplica-
ción y el cumplimiento efectivos de las disposiciones por las que se dé efecto al presente 
Convenio, incluidos el establecimiento y la aplicación de sanciones penales o, según pro-
ceda, de otra índole. 




b) Prestar la asistencia directa necesaria y adecuada para librar a los niños de las peores 
formas	de	trabajo	infantil	y	asegurar	su	rehabilitación	e	inserción	social;	
c) Asegurar a todos los niños que hayan sido librados de las peores formas de trabajo 
infantil el acceso a la enseñanza básica gratuita y, cuando sea posible y adecuado, a 
la	formación	profesional;	
d)	 Identificar	a	los	niños	que	están	particularmente	expuestos	a	riesgos	y	entrar	en	con-
tacto directo con ellos, y 
e) Tener en cuenta la situación particular de las niñas. 
3. Todo Miembro deberá designar la autoridad competente encargada de la aplicación de 
las disposiciones por las que se dé efecto al presente Convenio. 
Artículo 8 
Los	Miembros	deberán	 tomar	medidas	 apropiadas	para	 ayudarse	 recíprocamente	 a	 fin	de	
aplicar las disposiciones del presente Convenio por medio de una mayor cooperación y/o 
asistencia internacionales, incluido el apoyo al desarrollo social y económico, los programas 
de erradicación de la pobreza y la educación universal. 
Artículo 9 
Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 10 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	 Trabajo	 cuyas	 ratificaciones	 haya	 registrado	 el	 Director	 General	 de	 la	 Oficina	
Internacional del Trabajo. 
2.	 Entrará	en	vigor	12	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 




un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
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l Artículo 12 
1.	 El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	notificará	a	todos	los	Miembros	
de	la	Organización	Internacional	del	Trabajo	el	registro	de	cuantas	ratificaciones,	declara-
ciones y actas de denuncia le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 13 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones,	decla-
raciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 14 
Cada	vez	que	lo	estime	necesario,	el	Consejo	de	Administración	de	la	Oficina	Internacional	del	
Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y conside-
rará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión 
total o parcial. 
Artículo 15 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará	ipso	jure	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	11,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 16 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	 Ginebra	 por	 el	 Consejo	 de	 Administración	 de	 la	 Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	6	junio	1973	en	su	quincuagésima	octava	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la edad mínima de 
admisión	al	empleo,	cuestión	que	constituye	el	cuarto	punto	del	orden	del	día	de	la	reunión;	






Convenio sobre la edad mínima (pescadores), 1959, y Convenio sobre la edad mínima (trabajo 
subterráneo),	1965;	
Considerando que ha llegado el momento de adoptar un instrumento general sobre el 
tema que reemplace gradualmente a los actuales instrumentos, aplicables a sectores económi-
cos limitados, con miras a lograr la total abolición del trabajo de los niños, y 
Después de haber decidido que dicho instrumento revista la forma de un convenio inter-
nacional, adopta, con fecha veintiséis de junio de mil novecientos setenta y tres, el presente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la edad mínima, 1973: 
Artículo 1 
Todo Miembro para el cual esté en vigor el presente Convenio se compromete a seguir una 
política nacional que asegure la abolición efectiva del trabajo de los niños y eleve progresiva-
mente la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo a un nivel que haga posible el más 





los Artículos 4 a 8 del presente Convenio, ninguna persona menor de esa edad deberá ser 
admitida al empleo o trabajar en ocupación alguna. 
Convenio 138 sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo
Fecha de ratificación por el Perú: 13 de noviembre de 2002
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tículo no deberá ser inferior a la edad en que cesa la obligación escolar, o en todo caso, a 
quince años. 
4. No obstante las disposiciones del párrafo 3 de este artículo, el Miembro cuya economía 
y	medios	de	educación	estén	insuficientemente	desarrollados	podrá,	previa	consulta	con	
las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas, si tales organizaciones 
existen,	especificar	inicialmente	una	edad	mínima	de	catorce	años.	
5.	 Cada	Miembro	que	haya	especificado	una	edad	mínima	de	catorce	años	con	arreglo	a	
las disposiciones del párrafo precedente deberá declarar en las memorias que presente 
sobre la aplicación de este Convenio, en virtud del Artículo 22 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo: 
a)	 que	aún	subsisten	las	razones	para	tal	especificación,	o	
b) que renuncia al derecho de seguir acogiéndose al párrafo 1 anterior a partir de una 
fecha determinada. 
Artículo 3 
1. La edad mínima de admisión a todo tipo de empleo o trabajo que por su naturaleza o 
las condiciones en que se realice pueda resultar peligroso para la salud, la seguridad o la 
moralidad de los menores no deberá ser inferior a dieciocho años. 
2. Los tipos de empleo o de trabajo a que se aplica el párrafo 1 de este artículo serán deter-
minados por la legislación nacional o por la autoridad competente, previa consulta con 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales organiza-
ciones existan. 
3. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 de este artículo, la legislación nacional o la au-
toridad competente, previa consulta con las organizaciones de empleadores y de trabaja-
dores interesadas, cuando tales organizaciones existan, podrán autorizar el empleo o el 
trabajo a partir de la edad de dieciséis años, siempre que queden plenamente garantiza-




1. Si fuere necesario, la autoridad competente, previa consulta con las organizaciones inte-
resadas de empleadores y de trabajadores, cuando tales organizaciones existan, podrá ex-
cluir de la aplicación del presente Convenio a categorías limitadas de empleos o trabajos 
respecto de los cuales se presente problemas especiales e importantes de aplicación. 
2.	 Todo	Miembro	que	ratifique	el	presente	Convenio	deberá	enumerar,	en	la	primera	me-
moria sobre la aplicación del Convenio que presente en virtud del Artículo 22 de la 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, las categorías que haya exclui-
do de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 1 de este artículo, explicando los motivos 
de dicha exclusión, y deberá indicar en memorias posteriores el estado de su legislación 
y práctica respecto de las categorías excluidas y la medida en que aplica o se propone 
aplicar el presente Convenio a tales categorías. 
3. El presente artículo no autoriza a excluir de la aplicación del Convenio los tipos de em-
pleo	o	trabajo	a	que	se	refiere	el	Artículo	3.	
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sarrollados podrá, previa consulta con las organizaciones interesadas de empleadores y 
de trabajadores, cuando tales organizaciones existan, limitar inicialmente el campo de 
aplicación del presente Convenio. 
2. Todo Miembro que se acoja al párrafo 1 del presente artículo deberá determinar, en una 
declaración	anexa	a	su	ratificación,	las	ramas	de	actividad	económica	o	los	tipos	de	em-
presa a los cuales aplicará las disposiciones del presente Convenio. 
3. Las disposiciones del presente Convenio deberán ser aplicables, como mínimo, a: mi-
nas	 y	 canteras;	 industrias	manufactureras;	 construcción;	 servicios	 de	 electricidad,	 gas	
y	agua;	saneamiento;	 transportes,	almacenamiento	y	comunicaciones,	y	plantaciones	y	
otras explotaciones agrícolas que produzcan principalmente con destino al comercio, con 
exclusión de las empresas familiares o de pequeñas dimensiones que produzcan para el 
mercado local y que no empleen regularmente trabajadores asalariados. 
4. Todo Miembro que haya limitado el campo de aplicación del presente Convenio al ampa-
ro de este artículo: 
a) Deberá indicar en las memorias que presente en virtud del Artículo 22 de la 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo la situación general del 
empleo o del trabajo de los menores y de los niños en las ramas de actividad que 
estén excluidas del campo de aplicación del presente Convenio y los progresos que 
haya logrado hacia una aplicación más extensa de las disposiciones del presente 
Convenio;	
b) Podrá en todo momento extender el campo de aplicación mediante una declaración 
enviada	al	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 6 
El presente Convenio no se aplicará al trabajo efectuado por los niños o los menores en las 
escuelas de enseñanza general, profesional o técnica o en otras instituciones de formación ni al 
trabajo efectuado por personas de por lo menos catorce años de edad en las empresas, siempre 
que dicho trabajo se lleve a cabo según las condiciones prescritas por la autoridad competente, 
previa consulta con las organizaciones interesadas de empleadores y de trabajadores, cuando 
tales organizaciones existan, y sea parte integrante de: 
a) Un curso de enseñanza o formación del que sea primordialmente responsable una 
escuela	o	institución	de	formación;	
b) Un programa de formación que se desarrolle entera o fundamentalmente en una 
empresa	y	que	haya	sido	aprobado	por	la	autoridad	competente;	o	
c) Un programa de orientación, destinado a facilitar la elección de una ocupación o de 
un tipo de formación. 
Artículo 7 
1. La legislación nacional podrá permitir el empleo o el trabajo de personas de trece a quince 
años de edad en trabajos ligeros, a condición de que éstos: 
a)	 No	sean	susceptibles	de	perjudicar	su	salud	o	desarrollo;	y	
b) No sean de tal naturaleza que puedan perjudicar su asistencia a la escuela, su par-
ticipación en programas de orientación o formación profesional aprobados por la 
autoridad competente o el aprovechamiento de la enseñanza que reciben. 
2. La legislación nacional podrá también permitir el empleo o el trabajo de personas de 
quince años de edad por lo menos, sujetas aún a la obligación escolar, en trabajos que 
reúnan los requisitos previstos en los apartados a) y b) del párrafo anterior. 
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l 3. La autoridad competente determinará las actividades en que podrá autorizarse el empleo 
o el trabajo de conformidad con los párrafos 1 y 2 del presente artículo y prescribirá el 
número de horas y las condiciones en que podrá llevarse a cabo dicho empleo o trabajo. 
4. No obstante las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Miembro que 
se haya acogido a las disposiciones del párrafo 4 del Artículo 2 podrá, durante el tiempo 
en que continúe acogiéndose a dichas disposiciones, sustituir las edades de trece y quince 
años, en el párrafo 1 del presente artículo, por las edades de doce y catorce años, y la edad 
de quince años, en el párrafo 2 del presente artículo, por la edad de catorce años. 
Artículo 8 
1. La autoridad competente podrá conceder, previa consulta con las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, por medio 
de permisos individuales, excepciones a la prohibición de ser admitido al empleo o de 
trabajar	que	prevé	el	Artículo	2	del	presente	Convenio,	con	finalidades	tales	como	parti-
cipar en representaciones artísticas. 
2. Los permisos así concedidos limitarán el número de horas del empleo o trabajo objeto de 
esos permisos y prescribirán las condiciones en que puede llevarse a cabo. 
Artículo 9 
1. La autoridad competente deberá prever todas las medidas necesarias, incluso el estableci-
miento de sanciones apropiadas, para asegurar la aplicación efectiva de las disposiciones 
del presente Convenio. 
2. La legislación nacional o la autoridad competente deberán determinar las personas res-
ponsables del cumplimiento de las disposiciones que den efecto al presente Convenio. 
3. La legislación nacional o la autoridad competente prescribirá los registros u otros docu-
mentos que el empleador deberá llevar y tener a disposición de la autoridad competente. 
Estos registros deberán indicar el nombre y apellidos y la edad o fecha de nacimiento, 
debidamente	certificados	siempre	que	sea	posible,	de	todas	las	personas	menores	de	die-
ciocho años empleadas por él o que trabajen para él. 
Artículo 10 






(revisado)	 sobre	 la	 edad	mínima	 (trabajos	no	 industriales),	 1937;	 el	Convenio	 sobre	 la	
edad mínima (pescadores), 1959, y el Convenio sobre la edad mínima (trabajo subterrá-
neo), 1965. 
2. Al entrar en vigor el presente Convenio, el Convenio (revisado) sobre la edad mínima 
(trabajo	marítimo),	1936;	el	Convenio	(revisado)	sobre	la	edad	mínima	(industria),	1937;	
el	Convenio	(revisado)	sobre	la	edad	mínima	(trabajos	no	industriales),	1937;	el	Convenio	
sobre la edad mínima (pescadores), 1959, y el Convenio sobre la edad mínima (trabajo 
subterráneo),	1965,	no	cesarán	de	estar	abiertos	a	nuevas	ratificaciones.	
3.	 El	Convenio	 sobre	 la	 edad	mínima	 (industria),	 1919;	 el	Convenio	 sobre	 la	 edad	míni-
ma	(trabajo	marítimo),	1920;	el	Convenio	sobre	la	edad	mínima	(agricultura),	1921,	y	el	

































l4. Cuando las obligaciones del presente Convenio hayan sido aceptadas: 
a) Por un Miembro que sea parte en el Convenio (revisado) sobre la edad mínima (in-
dustria),	1937,	y	que	haya	fijado	una	edad	mínima	de	admisión	al	empleo	no	inferior	
a quince años en virtud del Artículo 2 del presente Convenio, ello implicará, ipso 
jure, la denuncia inmediata de ese Convenio, 
b)	 Con	 respecto	 al	 empleo	 no	 industrial	 tal	 como	 se	 define	 en	 el	Convenio	 sobre	 la	
edad mínima (trabajos no industriales), 1932, por un Miembro que sea parte en ese 
Convenio, ello implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de ese Convenio, 
c)	 Con	respecto	al	empleo	no	industrial	tal	como	se	define	en	el	Convenio	(revisado)	
sobre la edad mínima (trabajos no industriales), 1937, por un Miembro que sea parte 
en	ese	Convenio,	y	siempre	que	la	edad	mínima	fijada	en	cumplimiento	del	Artículo	
2 del presente Convenio no sea inferior a quince años, ello implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de ese Convenio, 
d) Con respecto al trabajo marítimo, por un Miembro que sea parte en el Convenio 
(revisado) sobre la edad mínima (trabajo marítimo), 1936, y siempre que se haya 
fijado	una	edad	mínima	no	inferior	a	quince	años	en	cumplimiento	del	Artículo	2	del	
presente	Convenio	o	que	el	Miembro	especifique	que	el	Artículo	3	de	este	Convenio	
se aplica al trabajo marítimo, ello implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de ese 
Convenio, 
e) Con respecto al empleo en la pesca marítima, por un Miembro que sea parte en el 
Convenio	sobre	la	edad	mínima	(pescadores),	1959,	y	siempre	que	se	haya	fijado	una	
edad mínima no inferior a quince años en cumplimiento del Artículo 2 del presente 
Convenio	o	que	el	Miembro	especifique	que	el	Artículo	3	de	este	Convenio	se	aplica	
al empleo en la pesca marítima, ello implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de 
ese Convenio, 
f) Por un Miembro que sea parte en el Convenio sobre la edad mínima (trabajo sub-
terráneo),	1965,	y	que	haya	fijado	una	edad	mínima	no	inferior	a	la	determinada	en	
virtud de ese Convenio en cumplimiento del Artículo 2 del presente Convenio o que 
especifique	que	tal	edad	se	aplica	al	trabajo	subterráneo	en	las	minas	en	virtud	del	
Artículo 3 de este Convenio, ello implicará, ipso jure, la denuncia inmediata de ese 
Convenio, al entrar en vigor el presente Convenio. 
5. La aceptación de las obligaciones del presente Convenio: 
a) Implicará la denuncia del Convenio sobre la edad mínima (industria), 1919, de con-
formidad con su Artículo 12, 
b) Con respecto a la agricultura, implicará la denuncia del Convenio sobre la edad mí-
nima (agricultura), 1921, de conformidad con su Artículo 9, 
c) Con respecto al trabajo marítimo, implicará la denuncia del Convenio sobre la edad 
mínima (trabajo marítimo), 1920, de conformidad con su Artículo 10, y del Convenio 
sobre la edad mínima (pañoleros y fogoneros), 1921, de conformidad con su Artículo 
12, al entrar en vigor el presente Convenio. 
Artículo 11 
Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 12 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.	
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 
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un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 




ciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 15 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones,	decla-
raciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 16 
Cada	vez	que	lo	estime	necesario,	el	Consejo	de	Administración	de	la	Oficina	Internacional	del	
Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y conside-
rará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión 
total o parcial. 
Artículo 17 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	13,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 18 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	en	San	Francisco	por	el	Consejo	de	Administración	de	la	Oficina	Internacional	del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	17	junio	1948	en	su	trigésima	primera	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la revisión par-
cial del Convenio sobre el trabajo nocturno de los menores (industria), 1919, adoptado por la 
Conferencia en su primera reunión, cuestión que constituye el décimo punto del orden del día 
de la reunión, y 
Considerando que dichas proposiciones deben revestir la forma de un convenio inter-
nacional, adopta, con fecha diez de julio de mil novecientos cuarenta y ocho, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno de los 




1. A los efectos del presente Convenio, se consideran empresas industriales, principalmente: 
a)	 Las	minas,	canteras	e	industrias	extractivas	de	cualquier	clase;	
b)	 Las	empresas	en	las	cuales	se	manufacturen,	modifiquen,	limpien,	reparen,	adornen,	
terminen, preparen para la venta, destruyan o demuelan productos, o en las cuales 
las materias sufran una transformación, comprendidas las empresas dedicadas a la 




d) Las empresas dedicadas al transporte de personas o mercancía por carretera o ferro-
carril, comprendida la manipulación de mercancías en los muelles, embarcaderos, 
almacenes y aeropuertos. 
2. La autoridad competente determinará la línea de demarcación entre la industria, por una 
parte, y la agricultura, el comercio y los demás trabajos no industriales, por otra.
3. La legislación nacional podrá exceptuar de la aplicación del presente Convenio el empleo 
en un trabajo que no se considere nocivo, perjudicial o peligroso para los menores, efec-
tuado en empresas familiares en las que solamente estén empleados los padres y sus hijos 
o pupilos. 
Convenio 90 relativo al Trabajo Nocturno de los Menores 
en la Industria
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de abril 1962
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l Artículo 2 
1.	 A	los	efectos	del	presente	Convenio,	el	término	noche	significa	un	período	de	doce	horas	
consecutivas, por lo menos. 
2. En el caso de personas menores de dieciséis años, este período comprenderá el intervalo 
entre las 10 de la noche y las 6 de la mañana. 
3. En el caso de personas que hayan cumplido dieciséis años y tengan menos de dieciocho, 
este	período	contendrá	un	 intervalo	fijado	por	 la	autoridad	competente	de	 siete	horas	
consecutivas,	por	lo	menos,	comprendido	entre	las	10	de	la	noche	y	las	7	de	la	mañana;	la	
autoridad competente podrá prescribir intervalos diferentes para las distintas regiones, 
industrias, empresas o ramas de industrias o empresas, pero consultará a las organizacio-
nes	interesadas	de	empleadores	y	de	trabajadores	antes	de	fijar	un	intervalo	que	comience	
después de las 11 de la noche. 
Artículo 3 
1. Queda prohibido emplear durante la noche a personas menores de dieciocho años en 
empresas industriales, públicas o privadas, o en sus dependencias, salvo en los casos 
previstos a continuación. 
2. La autoridad competente, previa consulta a las organizaciones interesadas de emplea-
dores y de trabajadores, podrá autorizar el empleo, durante la noche, a los efectos del 
aprendizaje y de la formación profesional, de personas que hayan cumplido dieciséis 
años y tengan menos de dieciocho, en determinadas industrias u ocupaciones en las que 
el trabajo deba efectuarse continuamente. 
3. Deberá concederse a los menores que, en virtud del párrafo anterior, estén empleados 
en trabajos nocturnos un período de descanso de trece horas consecutivas, por lo menos, 
comprendido entre dos períodos de trabajo. 
4. Cuando la legislación del país prohíba a todos los trabajadores el trabajo nocturno en las 
panaderías, la autoridad competente podrá sustituir para las personas de dieciséis años 
cumplidos, a los efectos de su aprendizaje o formación profesional, el intervalo de siete 
horas consecutivas, por lo menos, entre las 10 de la noche y las 7 de la mañana, que haya 
sido	fijado	por	la	autoridad	competente	en	virtud	del	párrafo	3	del	Artículo	2,	por	el	in-
tervalo entre las 9 de la noche y las 4 de la mañana. 
Artículo 4 
1. En los países donde el clima haga singularmente penoso el trabajo diurno, el período 
nocturno y el intervalo de prohibición podrán ser más cortos que el período y el intervalo 
fijados	en	los	artículos	precedentes,	a	condición	de	que	durante	el	día	se	conceda	un	des-
canso compensador. 
2. Las disposiciones de los Artículos 2 y 3 no se aplicarán al trabajo nocturno de las personas 
que tengan de dieciséis a dieciocho años, en caso de fuerza mayor que no pueda preverse 
ni impedirse, que no presente un carácter periódico y que constituya un obstáculo al fun-
cionamiento normal de una empresa industrial. 
Artículo 5 
La autoridad competente podrá suspender la prohibición del trabajo nocturno, en lo que res-
pecta a los menores que tengan de dieciséis a dieciocho años, en los casos particularmente 
graves en que el interés nacional así lo exija. 
Artículo 6 
1. La legislación que dé efecto a las disposiciones del presente Convenio deberá: 
a) Prescribir las disposiciones necesarias para que esta legislación sea puesta en conoci-
miento	de	todos	los	interesados;	
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d) Proveer a la creación y mantenimiento de un sistema de inspección adecuado que 
garantice	el	cumplimiento	de	las	disposiciones	mencionadas;	
e) Obligar a cada empleador de una empresa industrial, pública o privada, a llevar 
un registro o a mantener a disposición de quienes puedan solicitarlos documentos 
oficiales,	que	indiquen	el	nombre	y	la	fecha	de	nacimiento	de	todas	las	personas	me-
nores de dieciocho años empleadas por él, así como cualquier otra información que 
pueda ser solicitada por la autoridad competente. 
2. Las memorias anuales que deberán someter los Miembros de conformidad con el Artículo 
22 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo contendrán una 
información completa sobre la legislación mencionada en el párrafo anterior y un examen 
general de los resultados de las inspecciones efectuadas de acuerdo con el presente 
artículo. 
PARTE II
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA CIERTOS PAÍSES 
Artículo 7 
1. Todo Miembro que con anterioridad a la fecha en que haya adoptado la legislación que 
permita	ratificar	el	presente	Convenio,	posea	una	legislación	que	reglamente	el	trabajo	
nocturno de los menores en la industria y prevea un límite de edad inferior a dieciocho 
años	podrá,	mediante	una	declaración	anexa	a	su	ratificación,	sustituir	la	edad	prescrita	
por el párrafo 1 del Artículo 3 por una edad inferior a dieciocho años, pero en ningún caso 
inferior a dieciséis. 
2. Todo Miembro que haya formulado una declaración de esta índole podrá anularla en 
cualquier momento mediante una declaración ulterior. 
3. Todo Miembro para el que esté en vigor una declaración formulada de conformidad con 
el párrafo primero del presente artículo deberá indicar, en las memorias anuales sub-
siguientes sobre la aplicación del presente Convenio, el alcance logrado por cualquier 
progreso tendiente a la aplicación total de las disposiciones del Convenio. 
Artículo 8 
1. Las disposiciones de la parte I del presente Convenio se aplican a la India, a reserva de las 
modificaciones	establecidas	por	este	artículo.	
2. Dichas disposiciones se aplican a todos los territorios en los que el poder legislativo de la 
India tenga competencia para aplicarlas. 




c) Los ferrocarriles y los puertos. 
4. El párrafo 2 del Artículo 2 se aplicará a las personas que hayan cumplido trece años y 
tengan menos de quince. 
5. El párrafo 3 del Artículo 2 se aplicará a las personas que hayan cumplido quince años y 
tengan menos de diecisiete. 
6. El párrafo 1 del Artículo 3 y el párrafo 1 del Artículo 4 se aplicarán a las personas menores 
de diecisiete años. 
7. Los párrafos 2, 3 y 4 del Artículo 3, el párrafo 2 del Artículo 4 y el Artículo 5 se aplicarán 
a las personas que hayan cumplido quince años y tengan menos de diecisiete. 
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l 8. El párrafo 1, e), del Artículo 6 se aplicará a las personas menores de diecisiete años. 
Artículo 9 
1. Las disposiciones de la parte I del presente Convenio se aplican al Pakistán, a reserva de 
las	modificaciones	establecidas	por	este	artículo.	
2. Dichas disposiciones se aplican a todos los territorios en los que el poder legislativo del 
Pakistán tenga competencia para aplicarlas. 
3. Se consideran empresas industriales: 
a)	 Las	fábricas,	de	acuerdo	con	la	definición	que	de	ellas	establece	la	ley	de	fábricas;	
b)	 Las	minas	a	las	que	se	aplique	la	ley	de	minas;	
c) Los ferrocarriles y los puertos. 
4. El párrafo 2 del Artículo 2 se aplicará a las personas que hayan cumplido trece años y 
tengan menos de quince. 
5. El párrafo 3 del Artículo 2 se aplicará a las personas que hayan cumplido quince años y 
tengan menos de diecisiete. 
6. El párrafo 1 del Artículo 3 y el párrafo 1 del Artículo 4 se aplicarán a las personas menores 
de diecisiete años. 
7. Los párrafos 2, 3 y 4 del Artículo 3, el párrafo 2 del Artículo 4 y el Artículo 5 se aplicarán 
a las personas que hayan cumplido quince años y tengan menos de diecisiete. 
8. El párrafo 1, e), del Artículo 6 se aplicará a las personas menores de diecisiete años. 
Artículo 10 
1. La Conferencia Internacional del Trabajo podrá, en cualquier reunión en la que esta 
cuestión	figure	en	el	orden	del	día,	adoptar,	por	una	mayoría	de	dos	tercios,	proyectos	
de enmienda a uno o a varios de los artículos precedentes de la parte II del presente 
Convenio. 
2. Estos proyectos de enmienda deberán indicar el Miembro o los Miembros a los que se 
apliquen, y, en el plazo de un año, o en la concurrencia de circunstancias excepcionales 
en un plazo de dieciocho meses, después de clausurada la reunión de la Conferencia, 
deberán someterse, por el Miembro o los Miembros a los que se apliquen, a la autoridad 
o a las autoridades competentes, para que dicten las leyes correspondientes o se adopten 
otras medidas. 








Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 12 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 
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un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 




ciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 15 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones,	decla-
raciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 16 
A la expiración de cada período de diez años, a partir de la fecha en que este Convenio entre 
en	vigor,	el	Consejo	de	Administración	de	 la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	deberá	pre-
sentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 
considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de la 
revisión total o parcial del mismo. 
Artículo 17 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	13,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 18 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	Montreal	 por	 el	Consejo	 de	Administración	de	 la	Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	19	septiembre	1946	en	su	vigésima	novena	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la limitación del 
trabajo nocturno de los menores en trabajos no industriales, cuestión que está comprendida en 
el tercer punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, adopta, con fecha nueve de octubre de mil novecientos cuarenta y seis, el si-
guiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el trabajo nocturno de los 




1. Este Convenio se aplica a los menores, empleados en trabajos no industriales, que perci-
ban un salario o una ganancia directa o indirecta. 
2. A los efectos del presente Convenio, la expresión trabajos no industriales comprende to-
dos los trabajos que no estén considerados por las autoridades competentes como indus-
triales, agrícolas o marítimos. 
3. La autoridad competente determinará la línea de demarcación entre el trabajo no indus-
trial, por una parte, y el trabajo industrial, agrícola o marítimo, por otra. 
4. La legislación nacional podrá exceptuar de la aplicación del presente Convenio: 
a)	 El	servicio	doméstico	ejercido	en	un	hogar	privado;	
b) El empleo en trabajos que no se consideren dañinos, perjudiciales o peligrosos para 
los menores, efectuados en empresas familiares en las que solamente estén emplea-
dos los padres y sus hijos o pupilos. 
Artículo 2 
1. Los niños menores de catorce años que sean admitidos en el empleo a jornada completa o 
a jornada parcial, y los niños mayores de catorce años que estén todavía sujetos a la obli-
gación escolar de horario completo, no podrán ser empleados ni podrán trabajar de noche 
Convenio 79 relativo a la Limitación del Trabajo Nocturno 
de los Menores en Trabajos no Industriales
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de abril de 1962
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ldurante un período de catorce horas consecutivas, como mínimo, que deberá comprender 
el intervalo entre las 8 de la noche y las 8 de la mañana. 
2. Sin embargo, la legislación nacional, cuando las condiciones locales lo exijan, podrá sus-
tituir este intervalo por otro de doce horas, que no podrá empezar después de las 8.30 de 
la noche ni terminar antes de las 6 de la mañana. 
Artículo 3 
1. Los niños mayores de catorce años que no estén sujetos a la obligación escolar a horario 
completo, y los menores que no hayan cumplido dieciocho años, no podrán ser emplea-
dos ni podrán trabajar de noche durante un período de doce horas consecutivas, como 
mínimo, que deberá comprender el intervalo entre las 10 de la noche y las 6 de la maña-
na. 
2. Sin embargo, cuando circunstancias excepcionales afecten a una determinada rama de 
actividad o a una región determinada, la autoridad competente, previa consulta a las 
organizaciones interesadas de empleadores y de trabajadores, podrá decidir que para los 
menores empleados en esa rama de actividad o en esa región el intervalo entre las 10 de 
la noche y las 6 de la mañana se sustituya por el intervalo entre las 11 de la noche y las 7 
de la mañana. 
Artículo 4 
1. En los países donde el clima haga singularmente penoso el trabajo diurno, el período noc-
turno	podrá	ser	más	corto	que	el	fijado	en	los	artículos	precedentes,	a	condición	de	que	
durante el día se conceda un descanso compensador. 
2. El Gobierno podrá suspender la prohibición del trabajo nocturno, en lo que respecta a los 
menores que hayan cumplido dieciséis años, en los casos particularmente graves en que 
el interés nacional así lo exija. 
3.	 La	legislación	nacional	podrá	confiar	a	una	autoridad	apropiada	la	facultad	de	conceder	
permisos	individuales	de	carácter	temporal,	a	fin	de	que	los	menores	que	hayan	cumpli-
do dieciséis años puedan trabajar de noche, cuando razones especiales de su formación 
profesional así lo exijan. Sin embargo, el período de descanso diario no podrá ser inferior 






2. La legislación nacional determinará la edad mínima a la que podrá obtenerse el mencio-
nado permiso. 
3. No podrá concederse ningún permiso cuando a causa de la naturaleza del espectáculo o 
de	la	película	cinematográfica,	o	a	causa	de	las	condiciones	en	que	se	realicen,	la	partici-
pación en el espectáculo o en la producción de la película sea peligrosa para la vida, salud 
o moralidad del menor. 
4. Para la concesión de los permisos se deberán observar las siguientes condiciones: 
a)	 El	período	de	empleo	no	podrá	continuar	después	de	las	12	de	la	noche;	
b) Habrán de dictarse medidas estrictas para proteger la salud y la moral del menor, 
garantizar	su	buen	trato	y	evitar	que	el	empleo	nocturno	perjudique	su	instrucción;
c) El menor deberá gozar de un descanso de catorce horas consecutivas, como mínimo. 
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l Artículo 6 
1.	 A	fin	de	garantizar	la	aplicación	efectiva	de	las	disposiciones	de	este	Convenio,	la	legisla-
ción nacional deberá: 
a)	 Disponer	la	creación	de	un	sistema	oficial	de	inspección	y	vigilancia	adecuada	a	las	
diversas necesidades de las diferentes ramas de actividad a las que se aplique el 
Convenio;	
b) Obligar a cada empleador a llevar un registro o a mantener a disposición de quienes 
puedan	solicitarlos	documentos	oficiales	que	indiquen	el	nombre,	fecha	de	nacimien-
to y horario de trabajo de todas las personas menores de dieciocho años empleadas 




nores de dieciocho años que trabajen por cuenta de un empleador o por su propia 
cuenta	en	un	empleo	que	se	ejerza	en	la	vía	pública	o	en	un	lugar	público;	
d) Prever sanciones contra los empleadores y otras personas adultas que infrinjan esta 
legislación. 
2. Las memorias anuales que habrán de presentarse, de conformidad con el Artículo 22 
de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán contener una 
información completa sobre la legislación que ponga en ejecución las disposiciones del 
presente Convenio y, más especialmente, información sobre: 




les, de conformidad con el párrafo 1 del Artículo 5, y la edad mínima prescrita para la 
obtención de los permisos, de conformidad con el párrafo 2 del mismo artículo. 
PARTE II
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA CIERTOS PAÍSES 
Artículo 7 
1. Todo Miembro que con anterioridad a la fecha en que haya adoptado una legislación que 
permita	ratificar	el	presente	Convenio	no	posea	una	legislación	por	la	que	limite	el	traba-
jo nocturno de menores en los trabajos no industriales podrá, mediante una declaración 
anexa	a	su	ratificación,	sustituir	la	edad	de	dieciocho	años,	prescrita	por	el	Artículo	3,	por	
una edad inferior a dieciocho años, pero en ningún caso inferior a dieciséis. 
2. Todo Miembro que haya formulado una declaración de esta índole podrá anularla en 
cualquier momento mediante una declaración posterior. 
3. Todo Miembro para el que esté en vigor una declaración formulada de conformidad con 
el párrafo 1 del presente artículo deberá indicar, en las memorias anuales subsiguientes 
sobre la aplicación del presente Convenio, el alcance logrado por cualquier progreso ten-
diente a la aplicación total de las disposiciones del Convenio. 
Artículo 8 
1. Las disposiciones de la parte I del presente Convenio se aplican a la India, a reserva de las 
modificaciones	establecidas	por	el	presente	artículo:	
a) Dichas disposiciones se aplican a todos los territorios en los que el poder legislativo 
de	la	India	tenga	competencia	para	aplicarlas;	
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lb) La autoridad competente podrá exceptuar de la aplicación del Convenio a los meno-
res	empleados	en	empresas	en	las	que	trabajen	menos	de	veinte	personas;	
c) El Artículo 2 del Convenio se aplica a los niños menores de doce años que sean admi-
tidos al empleo a jornada completa o a jornada parcial, y a los niños mayores de doce 
años	que	estén	sujetos	a	la	obligación	escolar	de	horario	completo;	
d) El Artículo 3 del Convenio se aplica a los niños mayores de doce años que no estén 
sujetos a la obligación escolar de horario completo, y a los menores que no hayan 
cumplido	quince	años;	
e) Las excepciones autorizadas en los párrafos 2 y 3 del Artículo 4 se aplican a los me-
nores	que	hayan	cumplido	catorce	años;	
f) El Artículo 5 se aplica a los menores que no hayan cumplido quince años. 
2. Las disposiciones del párrafo 1 de este artículo podrán enmendarse de conformidad con 
el siguiente procedimiento: 
a) La Conferencia Internacional del Trabajo podrá, en cualquier reunión en la que esta 
cuestión	figure	en	el	orden	del	día,	adoptar,	por	una	mayoría	de	dos	tercios,	proyec-
tos	de	enmienda	al	párrafo	1	del	presente	artículo;	
b) Estos proyectos de enmienda deberán someterse, en el plazo de un año o, en la con-
currencia de circunstancias excepcionales, en un plazo de dieciocho meses después 
de clausurada la reunión de la Conferencia, a la autoridad o autoridades compe-
tentes de la India, para que se dicten las leyes correspondientes o se adopten otras 
medidas;	








Ninguna de las disposiciones del presente Convenio menoscabará en modo alguno las leyes, 
sentencias, costumbres o acuerdos celebrados entre empleadores y trabajadores que garanti-
cen condiciones más favorables que las prescritas en este Convenio. 
Artículo 10 
Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 11 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.	
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 
3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses 
después	de	la	fecha	en	que	haya	sido	registrada	su	ratificación.	
Artículo 12 
1.	 Todo	Miembro	 que	 haya	 ratificado	 este	 Convenio	 podrá	 denunciarlo	 a	 la	 expiración	
de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en 
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Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado.
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 




cias le comuniquen los Miembros de la Organización.
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 14 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones	y	actas	
de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 15 
A la expiración de cada período de diez años, a partir de la fecha en que este Convenio entre 
en	vigor,	el	Consejo	de	Administración	de	 la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	deberá	pre-
sentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 
considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de la 
revisión total o parcial del mismo. 
Artículo 16 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	12,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 17 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	Montreal	 por	 el	Consejo	 de	Administración	de	 la	Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	19	septiembre	1946	en	su	vigésima	novena	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al examen médico 
de aptitud para el empleo de los menores en trabajos no industriales, cuestión que está inclui-
da en el tercer punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio in-
ternacional, adopta, con fecha nueve de octubre de mil novecientos cuarenta y seis, el siguien-
te Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el examen médico de los menores 




1. Este Convenio se aplica a los menores empleados en trabajos no industriales que perciban 
un salario o una ganancia directa o indirecta. 
2. A los efectos del presente Convenio, la expresión trabajos no industriales comprende to-
dos los trabajos que no estén considerados por las autoridades competentes como indus-
triales, agrícolas o marítimos. 
3. La autoridad competente determinará la línea de demarcación entre el trabajo no indus-
trial, por una parte, y el trabajo industrial, agrícola o marítimo, por otra. 
4. La legislación nacional podrá exceptuar de la aplicación del presente Convenio el empleo 
en trabajos que no se consideren peligrosos para la salud de los menores, efectuados en 
empresas familiares en las que solamente estén empleados los padres y sus hijos o pupi-
los. 
Artículo 2 
1. Las personas menores de dieciocho años no podrán ser admitidas al trabajo o al empleo 
en ocupaciones no industriales, a menos que después de un minucioso examen médico se 
las haya declarado aptas para el trabajo en cuestión. 
2. El examen médico de aptitud para el empleo deberá ser efectuado por un médico cali-
ficado,	reconocido	por	la	autoridad	competente,	y	deberá	ser	atestado	por	medio	de	un	
Convenio 78 relativo al Examen Médico de Aptitud para 
el Empleo de los Menores en Trabajos no Industriales
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de abril de1962
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3. El documento que pruebe la aptitud para el empleo podrá: 
a)	 Prescribir	condiciones	determinadas	de	empleo;	
b) Expedirse para un trabajo determinado o para un grupo de trabajos u ocupaciones 
que	entrañen	riesgos	similares	para	la	salud	y	que	hayan	sido	clasificados	en	un	gru-
po por la autoridad encargada de aplicar la legislación relativa al examen médico de 
aptitud para el empleo. 
4. La legislación nacional determinará la autoridad competente para expedir el documento 
que	pruebe	la	aptitud	para	el	empleo	y	definirá	las	condiciones	que	deberán	observarse	
para extenderlo y entregarlo. 
Artículo 3 
1. La aptitud de los menores para el empleo que estén ejerciendo deberá estar sujeta a la 
inspección médica hasta que hayan alcanzado la edad de dieciocho años. 
2. El empleo continuo de una persona menor de dieciocho años deberá estar sujeto a la re-
petición del examen médico a intervalos que no excedan de un año. 
3. La legislación nacional deberá: 




b) Facultar a la autoridad competente para que pueda exigir la repetición del examen 
médico en casos excepcionales. 
Artículo 4 
1. Con respecto a los trabajos que entrañen grandes riesgos para la salud, deberá exigirse 
el examen médico de aptitud para el empleo y su repetición periódica hasta la edad de 
veintiún años, como mínimo. 
2. La legislación nacional deberá determinar los trabajos o categorías de trabajo en los que 
se exigirá un examen médico de aptitud hasta la edad de veintiún años, como mínimo, o 
deberá facultar a una autoridad apropiada para que los determine. 
Artículo 5 
Los exámenes médicos exigidos por los artículos anteriores no deberán ocasionar gasto algu-
no a los menores o a sus padres. 
Artículo 6 
1. La autoridad competente deberá dictar medidas apropiadas para la orientación profe-
sional y la readaptación física y profesional de los menores cuyo examen médico haya 
revelado	una	ineptitud	para	ciertos	tipos	de	trabajo,	anomalías	o	deficiencias.	
2.	 La	autoridad	competente	determinará	la	naturaleza	y	el	alcance	de	estas	medidas;	a	estos	
efectos, deberá establecerse una colaboración entre los servicios del trabajo, los servicios 
médicos, los servicios de educación y los servicios sociales y deberá mantenerse un enlace 
efectivo entre estos servicios para poner en práctica estas medidas. 
3. La legislación nacional podrá prever que a los menores cuya aptitud para el empleo no 


































1. El empleador deberá archivar, y mantener a disposición de los inspectores del trabajo, el 
certificado	médico	de	aptitud	para	el	empleo,	o	el	permiso	de	trabajo	o	la	cartilla	de	traba-
jo, que pruebe que no hay objeción médica al empleo de conformidad con lo que prescriba 
la legislación nacional. 
2. La legislación determinará: 
a)	 Las	medidas	de	identificación	que	deban	adoptarse	para	garantizar	la	aplicación	del	
sistema de exámenes médicos de aptitud a los menores dedicados, por cuenta propia 
o por cuenta de sus padres, al comercio ambulante o a cualquier otro trabajo ejercido 
en	la	vía	pública	o	en	un	lugar	público;	y	
b) Los demás métodos de vigilancia que deban adoptarse para garantizar la estricta 
aplicación del presente Convenio. 
PARTE II
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA CIERTOS PAÍSES 
Artículo 8 
1. Cuando el territorio de un Miembro comprenda vastas regiones en las que, a causa de 
la diseminación de la población o del estado de su desarrollo económico, la autoridad 
competente estime impracticable aplicar las disposiciones del presente Convenio, dicha 
autoridad podrá exceptuar a esas regiones de la aplicación del Convenio, de una manera 
general o con las excepciones que juzgue apropiadas respecto a ciertas empresas o deter-
minados trabajos. 
2. Todo Miembro deberá indicar en la primera memoria anual sobre la aplicación del pre-
sente Convenio, que habrá de presentar en virtud del Artículo 22 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, toda región respecto de la cual se proponga invo-
car las disposiciones del presente artículo. Ningún Miembro podrá invocar ulteriormente 
las disposiciones de este artículo, salvo con respecto a las regiones así indicadas. 
3. Todo Miembro que invoque las disposiciones del presente artículo deberá indicar, en las 
memorias anuales posteriores, las regiones respecto de las cuales renuncie al derecho a 
invocar dichas disposiciones. 
Artículo 9 
1. Todo Miembro que con anterioridad a la fecha en que haya adoptado una legislación 
que	permita	ratificar	el	presente	Convenio	no	posea	legislación	sobre	el	examen	médico	
de aptitud para el empleo de menores en trabajos no industriales podrá, mediante una 
declaración	anexa	a	su	ratificación,	sustituir	la	edad	de	dieciocho	años	prescrita	por	los	
Artículos 2 y 3, por una edad inferior a dieciocho años, pero en ningún caso inferior a 
dieciséis, y la edad de veintiún años, prescrita por el Artículo 4, por una edad inferior a 
veintiún años, pero en ningún caso inferior a diecinueve. 
2. Todo Miembro que haya formulado una declaración de esta índole podrá anularla en 
cualquier momento mediante una declaración ulterior. 
3. Todo Miembro para el que esté en vigor una declaración formulada de conformidad con 
el párrafo 1 del presente artículo deberá indicar en las memorias anuales subsiguientes, 
sobre la aplicación del presente Convenio, el alcance logrado por cualquier progreso ten-
diente a la aplicación total de las disposiciones del Convenio. 
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Ninguna de las disposiciones del presente Convenio menoscabará en modo alguno las leyes, 
sentencias, costumbres o acuerdos celebrados entre empleadores y trabajadores que garanti-
cen condiciones más favorables que las prescritas en este Convenio. 
Artículo 11 
Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 12 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.	
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 




un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 




cias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 15 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones,	decla-
raciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 16 
A la expiración de cada período de diez años, a partir de la fecha en que este Convenio entre 
en	vigor,	el	Consejo	de	Administración	de	 la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	deberá	pre-
sentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 
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lconsiderar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de la 
revisión total o parcial del mismo. 
Artículo 17 
a) En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
i.	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	13,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
ii. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
b) Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 18 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	Montreal	 por	 el	Consejo	 de	Administración	de	 la	Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	19	septiembre	1946	en	su	vigésima	novena	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al examen médico 
de aptitud para el empleo de los menores en la industria, cuestión que está incluida en el tercer 
punto del orden del día de la reunión, y 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio 
internacional, adopta, con fecha nueve de octubre de mil novecientos cuarenta y seis, el si-
guiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre el examen médico de los 




1. Este Convenio se aplica a los menores que estén empleados o que trabajen en empresas 
industriales, públicas o privadas, o en conexión con su funcionamiento.




terminen, preparen para la venta, destruyan o demuelan productos, o en las cuales 
las materias sufran una transformación, comprendidas las empresas dedicadas a la 




d) Las empresas de transporte de personas o mercancías por carretera, ferrocarril, vía 
de agua interior o vía aérea, comprendida la manipulación de mercancías en los 
muelles, embarcaderos, almacenes o aeropuertos. 
3. La autoridad competente determinará la línea de demarcación entre la industria, por una 
parte, y la agricultura, el comercio y los demás trabajos no industriales, por otra. 
Convenio 77 relativo al Examen Médico de Aptitud para 
el Empleo de los Menores en la Industria
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de abril de 1962
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1. Las personas menores de dieciocho años no podrán ser admitidas al empleo en empresas 
industriales, a menos que después de un minucioso examen médico se las haya declarado 
aptas para el trabajo en que vayan a ser empleadas. 




3. El documento que pruebe la aptitud para el empleo podrá: 
a)	 Prescribir	condiciones	determinadas	de	empleo;	
b) Expedirse para un trabajo determinado o para un grupo de trabajos u ocupaciones 
que	entrañen	riesgos	similares	para	la	salud	y	que	hayan	sido	clasificados	en	un	gru-
po por la autoridad encargada de aplicar la legislación relativa al examen médico de 
aptitud para el empleo. 
4. La legislación nacional determinará la autoridad competente para expedir el documento 
que	pruebe	la	aptitud	para	el	empleo	y	definirá	las	condiciones	que	deberán	observarse	
para extenderlo y entregarlo. 
Artículo 3 
1. La aptitud de los menores para el empleo que estén ejerciendo deberá estar sujeta a la 
inspección médica hasta que hayan alcanzado la edad de dieciocho años. 
2. El empleo continuo de una persona menor de dieciocho años deberá estar sujeto a la re-
petición del examen médico a intervalos que no excedan de un año. 
3. La legislación nacional deberá: 




b) Facultar a la autoridad competente para que pueda exigir la repetición del examen 
médico en casos excepcionales. 
Artículo 4 
1. Con respecto a los trabajos que entrañen grandes riesgos para la salud, deberá exigirse 
el examen médico de aptitud para el empleo y su repetición periódica hasta la edad de 
veintiún años, como mínimo. 
2. La legislación nacional deberá determinar los trabajos o categorías de trabajo en los que 
se exigirá un examen médico de aptitud hasta la edad de veintiún años, como mínimo, o 
deberá facultar a una autoridad apropiada para que los determine. 
Artículo 5 
Los exámenes médicos exigidos por los artículos anteriores no deberán ocasionar gasto algu-
no a los menores o a sus padres. 
Artículo 6 
1. La autoridad competente deberá dictar medidas apropiadas para la orientación profe-
sional y la readaptación física y profesional de los menores cuyo examen médico haya 
revelado	una	ineptitud	para	ciertos	tipos	de	trabajo,	anomalías	o	deficiencias.	
2.	 La	autoridad	competente	determinará	la	naturaleza	y	el	alcance	de	estas	medidas;	a	estos	
efectos, deberá establecerse una colaboración entre los servicios del trabajo, los servicios 
médicos, los servicios de educación y los servicios sociales y deberá mantenerse un enlace 
efectivo entre estos servicios para poner en práctica estas medidas. 
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l 3. La legislación nacional podrá prever que a los menores cuya aptitud para el empleo no 





1. El empleador deberá archivar, y mantener a disposición de los inspectores del trabajo, el 
certificado	médico	de	aptitud	para	el	empleo,	o	el	permiso	de	trabajo	o	cartilla	de	trabajo	
que pruebe que no hay objeción médica al empleo, de conformidad con lo que prescriba 
la legislación nacional. 
2. La legislación nacional determinará los demás métodos de vigilancia que deban adoptar-
se para garantizar la estricta aplicación del presente Convenio. 
PARTE II
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA CIERTOS PAÍSES 
Artículo 8 
1. Cuando el territorio de un Miembro comprenda vastas regiones en las que, a causa de 
la diseminación de la población o del estado de su desarrollo económico, la autoridad 
competente estime impracticable aplicar las disposiciones del presente Convenio, dicha 
autoridad podrá exceptuar a esas regiones de la aplicación del Convenio, de una manera 
general o con las excepciones que juzgue apropiadas respecto a ciertas empresas o deter-
minados trabajos.
2. Todo Miembro deberá indicar en la primera memoria anual sobre la aplicación del pre-
sente Convenio, que habrá de presentar en virtud del Artículo 22 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, toda región respecto de la cual se proponga invo-
car las disposiciones del presente artículo. Ningún Miembro podrá invocar ulteriormente 
las disposiciones de este artículo, salvo con respecto a las regiones así indicadas. 
3. Todo Miembro que invoque las disposiciones del presente artículo deberá indicar en las 
memorias anuales posteriores las regiones respecto de las cuales renuncie al derecho a 
invocar dichas disposiciones. 
Artículo 9 
1. Todo Miembro que con anterioridad a la fecha en que haya adoptado una legislación que 
permita	ratificar	el	presente	Convenio	no	posea	legislación	sobre	el	examen	médico	de	
aptitud para el empleo de menores en la industria podrá, mediante una declaración anexa 
a	su	ratificación,	sustituir	la	edad	de	dieciocho	años,	prescrita	por	los	Artículos	2	y	3,	por	
una edad inferior a dieciocho años, pero en ningún caso inferior a dieciséis, y la edad de 
veintiún años, prescrita por el Artículo 4, por una edad inferior a veintiún años, pero en 
ningún caso inferior a diecinueve. 
2. Todo Miembro que haya formulado una declaración de esta índole podrá anularla en 
cualquier momento mediante una declaración ulterior. 
3. Todo Miembro para el que esté en vigor una declaración formulada de conformidad con 
el párrafo 1 del presente artículo deberá indicar, en las memorias anuales subsiguientes 
sobre la aplicación del presente Convenio, el alcance logrado por cualquier progreso ten-
diente a la aplicación total de las disposiciones del Convenio. 
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1. Las disposiciones de la parte I del presente Convenio se aplican a la India, a reserva de las 
modificaciones	establecidas	por	el	presente	artículo:	
a) Dichas disposiciones se aplican a todos los territorios en los que el Poder Legislativo 
de	la	India	tenga	competencia	para	aplicarlas;	








d) En el Artículo 4, las palabras «diecinueve años» sustituirán a las palabras «veintiún 
años»;	
e) Los párrafos 1 y 2 del Artículo 6 no se aplican a la India. 
2. Las disposiciones del párrafo 1 de este artículo podrán enmendarse de conformidad con 
el siguiente procedimiento: 
a) La Conferencia Internacional del Trabajo podrá, en cualquier reunión en la que la 
cuestión	figure	en	el	orden	del	día,	adoptar,	por	una	mayoría	de	dos	tercios,	proyec-
tos	de	enmienda	al	párrafo	1	del	presente	artículo;	
b) Estos proyectos de enmienda deberán someterse, en el plazo de un año o, en la con-
currencia de circunstancias excepcionales, en un plazo de dieciocho meses después 
de clausurada la reunión de la Conferencia, a la autoridad o autoridades competen-
tes de la India para que se dicten las leyes correspondientes o se adopten otras medi-
das;	








Ninguna de las disposiciones del presente Convenio menoscabará en modo alguno las leyes, 
sentencias, costumbres o acuerdos celebrados entre empleadores y trabajadores que garanti-
cen condiciones más favorables que las prescritas en este Convenio. 
Artículo 12 
Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 13 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.	
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 
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un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un perío-
do de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de cada 




cias le comuniquen los Miembros de la Organización. 
2.	 Al	notificar	a	los	Miembros	de	la	Organización	el	registro	de	la	segunda	ratificación	que	
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la 
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 16 
El	Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	comunicará	al	Secretario	General	
de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102 de la 
Carta	de	las	Naciones	Unidas,	una	información	completa	sobre	todas	las	ratificaciones	y	actas	
de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 17 
A la expiración de cada período de diez años, a partir de la fecha en que este Convenio entre 
en	vigor,	el	Consejo	de	Administración	de	 la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	deberá	pre-
sentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 
considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de la 
revisión total o parcial del mismo. 
Artículo 18 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	14,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 19 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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LA CONFERENCIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: 
Convocada	 en	 Ginebra	 por	 el	 Consejo	 de	 Administración	 de	 la	 Oficina	 Internacional	 del	
Trabajo,	y	congregada	en	dicha	ciudad	el	3	junio	1937	en	su	vigésima	tercera	reunión;	
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la revisión parcial 
del	Convenio	por	el	que	se	fija	la	edad	mínima	de	admisión	de	los	niños	a	los	trabajos	indus-
triales, adoptado por la Conferencia en su primera reunión, cuestión que constituye el sexto 
punto del orden del día de la reunión, y 
Considerando que dichas proposiciones deben revestir la forma de un convenio inter-
nacional, adopta, con fecha veintidós de junio de mil novecientos treinta y siete, el siguiente 





1.  A los efectos del presente Convenio, se consideran empresas industriales, principalmente: 
a)	 Las	minas,	canteras	e	industrias	extractivas	de	cualquier	clase;
b)	 Las	industrias	en	las	cuales	se	manufacturen,	modifiquen,	limpien,	reparen,	adornen,	
terminen o preparen productos para la venta, o en las cuales las materias sufran una 
transformación, comprendidas la construcción de buques, las industrias de demo-
lición y la producción, transformación y transmisión de electricidad o de cualquier 
clase	de	fuerza	motriz;	
c)	 La	 construcción,	 reconstrucción,	 conservación,	 reparación,	modificación	o	demoli-
ción	de	edificios	y	construcciones	de	todas	clases,	los	ferrocarriles,	tranvías,	puertos,	
muelles, canales, instalaciones para la navegación interior, caminos, túneles, puen-
tes,	viaductos,	cloacas	colectoras,	cloacas	ordinarias,	pozos,	instalaciones	telegráficas	
o telefónicas, instalaciones eléctricas, fábricas de gas, distribución de agua u otros 
trabajos de construcción, así como las obras de preparación y cimentación que prece-
den	a	los	trabajos	antes	mencionados;	
d) El transporte de personas o mercancías por carretera, ferrocarril o vía de agua inte-
rior, comprendida la manipulación de mercancías en los muelles, embarcaderos y 
almacenes, con excepción del transporte a mano. 
Convenio 59 por el que se Fija la Edad de Admisión 
de los Niños a los Trabajos Industriales
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de abril de 1962
176 




























l 2. La autoridad competente determinará en cada país la línea de demarcación entre la in-
dustria, por una parte, y el comercio y la agricultura, por otra.
Artículo 2 
1. Los niños menores de quince años no podrán ser empleados ni podrán trabajar en empre-
sas industriales, públicas o privadas, o en sus dependencias. 
2. Sin embargo, y excepto en el caso de empleos que por su naturaleza o por las condiciones 
en que se efectúen sean peligrosos para la vida, salud o moralidad de las personas que los 
desempeñen, la legislación nacional podrá autorizar el empleo de dichos niños en empre-
sas en las que estén ocupados únicamente los miembros de la familia del empleador. 
Artículo 3 
Las disposiciones del presente Convenio no se aplicarán al trabajo de los niños en las escuelas 
técnicas, siempre que dicho trabajo sea aprobado y vigilado por la autoridad pública. 
Artículo 4 
Con	el	fin	de	permitir	el	control	de	la	aplicación	de	las	disposiciones	del	presente	Convenio,	
todo jefe de una empresa industrial deberá llevar un registro de inscripción de todas las perso-
nas menores de dieciocho años empleadas por él, en el que se indicará la fecha de nacimiento 
de las mismas. 
Artículo 5 
1. Respecto a los empleos que, por su naturaleza o por las condiciones en que se realicen, 
sean peligrosos para la vida, salud o moralidad de las personas que los efectúen, la legis-
lación nacional deberá: 
a) Fijar edad o edades superiores a quince años para la admisión de los menores en 
estos	empleos;	o	
b)	 Conferir	a	una	autoridad	competente	la	facultad	de	fijar	edad	o	edades	superiores	a	
quince años para la admisión de menores en estos empleos. 
2. Las memorias anuales que deban ser presentadas de conformidad con el Artículo 22 de 
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo deberán contener, según 
los	casos,	toda	la	información	referente	a	la	edad	o	edades	fijadas	por	la	legislación	na-
cional, conforme al apartado a) del párrafo precedente, o a las medidas adoptadas por la 
autoridad competente en virtud de la facultad concedida por el apartado b) del párrafo 
precedente. 
PARTE II
DISPOSICIONES ESPECIALES PARA CIERTOS PAÍSES 
Artículo 6 
1. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán al Japón, en sustitución de las dispo-
siciones de los Artículos 2 y 5. 
2. Los niños menores de catorce años no podrán ser empleados ni podrán trabajar en nin-
guna empresa industrial, pública o privada, o en sus dependencias. Sin embargo, la le-
gislación nacional podrá autorizar el empleo de estos niños en empresas en las que estén 
empleados únicamente los miembros de la familia del empleador. 


































país, las disposiciones siguientes se aplican en todos los territorios en los que el poder 
legislativo de la India tenga competencia para aplicarlas. 
2. Los niños menores de doce años no podrán ser empleados ni podrán trabajar en fábricas 
que usen fuerza motriz y empleen a más de diez personas. 
3. Los niños menores de trece años no podrán ser empleados ni podrán trabajar en el trans-
porte por vía férrea de pasajeros, mercancías y correo, ni en la manipulación de mercan-
cías, en muelles y desembarcaderos, con excepción del transporte a mano. 
4. Los niños menores de quince años no podrán ser empleados ni podrán trabajar: 
a)	 En	las	minas,	canteras	e	industrias	extractivas	de	cualquier	clase;	
b)	 En	trabajos	en	los	que	se	aplique	el	presente	artículo	y	estén	clasificados	por	la	auto-
ridad competente como peligrosos o insalubres. 
5.	 A	menos	que	hayan	sido	declaradas	aptas	para	tal	trabajo	por	medio	de	un	certificado	
médico: 
a) Las personas de doce años cumplidos que no hayan alcanzado todavía la edad de 
diecisiete años no podrán trabajar en fábricas que usen fuerza motriz y empleen más 
de	diez	personas;	
b) Las personas de quince años cumplidos que no hayan alcanzado todavía la edad de 
diecisiete años no podrán trabajar en las minas. 
Artículo 8 
1. Las disposiciones del presente artículo se aplican a China, en sustitución de las disposi-
ciones de los Artículos 2, 4 y 5. 
2. Los niños menores de doce años no podrán ser empleados ni podrán trabajar en ninguna 
fábrica que utilice máquinas movidas por fuerza motriz y emplee habitualmente treinta o 
más personas. 
3. Los niños menores de quince años no podrán ser empleados ni podrán trabajar: 
a)	 En	minas	que	empleen	habitualmente	cincuenta	o	más	personas;	
b)	 En	los	trabajos	peligrosos	o	insalubres,	según	los	defina	la	legislación	nacional,	de	
toda fábrica que utilice máquinas movidas por fuerza motriz y emplee habitualmen-
te treinta o más personas. 
4. El jefe de toda empresa industrial a la cual sea aplicable el presente artículo deberá llevar 
un registro de inscripción de todas las personas menores de dieciséis años empleadas por 
él, así como las pruebas de su edad que pueda exigir la autoridad competente.
Artículo 9 
1. La Conferencia Internacional del Trabajo, en cualquier reunión en la que la materia esté 
comprendida en su orden del día, podrá adoptar, por mayoría de dos tercios, proyec-
tos de enmienda a uno o varios de los artículos precedentes de la parte II del presente 
Convenio.
2. Dicho proyecto de enmienda deberá indicar el Miembro o Miembros a los que se aplique 
y, en el término de un año, o por circunstancias excepcionales en el de dieciocho meses, a 
partir de la clausura de la Conferencia, deberá ser sometido, por el Miembro o Miembros 
a	los	que	se	aplique,	a	la	autoridad	o	autoridades	competentes	en	la	materia	a	fin	de	trans-
formarlo en ley o adoptar otras medidas. 
3. El Miembro que haya obtenido el consentimiento de la autoridad o autoridades compe-
tentes	comunicará	la	ratificación	formal	de	la	enmienda	al	Director	General	de	la	Oficina	
Internacional del Trabajo, para su registro. 
4.	 Dicho	proyecto	de	enmienda,	una	vez	ratificado	por	el	Miembro	o	Miembros	a	los	que	se	
aplique, entrará en vigor como enmienda al presente Convenio. 
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Las	 ratificaciones	 formales	 del	 presente	 Convenio	 serán	 comunicadas,	 para	 su	 registro,	 al	
Director	General	de	la	Oficina	Internacional	del	Trabajo.	
Artículo 11 
1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización Internacional 
del	Trabajo	cuyas	ratificaciones	haya	registrado	el	Director	General.	
2.	 Entrará	en	vigor	doce	meses	después	de	la	fecha	en	que	las	ratificaciones	de	dos	Miembros	
hayan sido registradas por el Director General. 




Internacional	 del	 Trabajo,	 el	Director	General	 de	 la	Oficina	notificará	 el	 hecho	 a	 todos	 los	
Miembros	 de	 la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo.	 Igualmente	 les	 notificará	 el	 re-




un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vi-
gor,	mediante	un	acta	 comunicada,	para	 su	 registro,	 al	Director	General	de	 la	Oficina	
Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha 
en que se haya registrado. 
2.	 Todo	Miembro	que	haya	ratificado	este	Convenio	y	que,	en	el	plazo	de	un	año	después	
de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo precedente, no haga 
uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará obligado durante un nuevo 
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de 
cada período de diez años, en las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 14 
A la expiración de cada período de diez años, a partir de la fecha en que este Convenio entre 
en	vigor,	el	Consejo	de	Administración	de	 la	Oficina	Internacional	del	Trabajo	deberá	pre-
sentar a la Conferencia General una memoria sobre la aplicación de este Convenio, y deberá 
considerar la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de la 
revisión total o parcial del mismo. 
Artículo 15 
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total 
o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
trario: 
a)	 La	ratificación,	por	un	Miembro,	del	nuevo	convenio	revisor	implicará,	ipso	jure,	la	
denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el 
Artículo	13,	siempre	que	el	nuevo	convenio	revisor	haya	entrado	en	vigor;	
b) A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio	cesará	de	estar	abierto	a	la	ratificación	por	los	Miembros.	
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l2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales, para 
los	Miembros	que	lo	hayan	ratificado	y	no	ratifiquen	el	convenio	revisor.	
Artículo 16 
Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas. 

normas internacionales
2. Convenciones y protocolos
2.2. SIStemA INterAmerICANo
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Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará)
Fecha de ratificación por el Perú: 4 de junio de 1996
PREÁMBULO
LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONvENCIÓN, 
Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal 
de	los	Derechos	Humanos	y	reafirmado	en	otros	instrumentos	internacionales	y	regionales;	
Afirmando	que	la	violencia	contra	la	mujer	constituye	una	violación	de	los	derechos	hu-
manos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimien-
to,	goce	y	ejercicio	de	tales	derechos	y	libertades;	
Preocupados porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y 
una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hom-
bres;	
Recordando la Declaración sobre la Erradicación de la violencia contra la Mujer, adopta-
da por la vigésimo quinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, 
y	afirmando	que	la	violencia	contra	la	mujer	trasciende	todos	los	sectores	de	la	sociedad	inde-
pendientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, 
edad	o	religión	y	afecta	negativamente	sus	propias	bases;	
Convencidos de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispen-
sable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las 
esferas de vida, y 
Convencidos de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradi-
car toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados 
Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y 
eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas, 
Han convenido en lo siguiente: 
CAPÍTULO I
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 
Artículo 1 
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier 
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
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Artículo 2 
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: 
a) que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación in-
terpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la 
mujer,	y	que	comprende,	entre	otros,	violación,	maltrato	y	abuso	sexual;	
b) Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que compren-
de, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, 
secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, esta-
blecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 




Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el 
privado. 
Artículo 4 
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos 
humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales so-







g) El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 
contra	actos	que	violen	sus	derechos;	
h)	 El	derecho	a	libertad	de	asociación;	
i) El derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y 
j) El derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en 
los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones. 
Artículo 5 
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, socia-
les y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instru-
mentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen 
que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos. 
Artículo 6 
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 
a) El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 
b) El derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de com-
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CAPÍTULO III
DEBERES DE LOS ESTADOS 
Artículo 7 
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 
a) Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las 
autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de confor-
midad	con	esta	obligación;	
b) Actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 
la	mujer;	
c) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las 
de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra	la	mujer	y	adoptar	las	medidas	administrativas	apropiadas	que	sean	del	caso;	
d) Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, 
amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra	su	integridad	o	perjudique	su	propiedad;	




violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso 
efectivo	a	tales	procedimientos;	
g) Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 
mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 
otros	medios	de	compensación	justos	y	eficaces,	y	
h) Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 




a) Fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia,	y	el	derecho	de	la	mujer	a	que	se	respeten	y	protejan	sus	derechos	humanos;	
b)	 Modificar	 los	patrones	 socioculturales	de	conducta	de	hombres	y	mujeres,	 incluyendo	
el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel 
del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de 
los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban	la	violencia	contra	la	mujer;	
c) Fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, poli-
cial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a 
cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la 
violencia	contra	la	mujer;	
d) Suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer 
objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive 
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e) Fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado desti-
nados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra 
la	mujer,	los	recursos	legales	y	la	reparación	que	corresponda;	
f)	 Ofrecer	 a	 la	mujer	objeto	de	violencia	 acceso	a	programas	 eficaces	de	 rehabilitación	y	
capacitación	que	le	permitan	participar	plenamente	en	la	vida	pública,	privada	y	social;	
g) Alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 
contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el 
respeto	a	la	dignidad	de	la	mujer;	




i) Promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la 
ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 
Artículo 9 
Para	la	adopción	de	las	medidas	a	que	se	refiere	este	capítulo,	los	Estados	Partes	tendrán	espe-
cialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en 
razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. 
En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está embarazada, 
es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o 
afectada	por	situaciones	de	conflictos	armados	o	de	privación	de	su	libertad.	
CAPÍTULO IV 
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN 
Artículo 10 
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los 
informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán 
incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra 
la	mujer,	para	asistir	a	la	mujer	afectada	por	la	violencia,	así	como	sobre	las	dificultades	que	
observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la 
mujer. 
Artículo 11 
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán 
requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la inter-
pretación de esta Convención. 
Artículo 12 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente recono-
cida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de viola-
ción del Artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las conside-
rará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y con-
sideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 







































Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores pro-
tecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y 
erradicar la violencia contra la mujer. 
Artículo 14 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones in-




de los Estados Americanos. 
Artículo 16 
La	presente	Convención	está	sujeta	a	ratificación.	Los	instrumentos	de	ratificación	se	deposi-
tarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo 17 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instru-
mentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 
Artículo 18 





Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención. 
Las	enmiendas	entrarán	en	vigor	para	los	Estados	ratificantes	de	las	mismas	en	la	fecha	en	que	
dos	tercios	de	los	Estados	Partes	hayan	depositado	el	respectivo	instrumento	de	ratificación.	
En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus 
respectivos	instrumentos	de	ratificación.	
Artículo 20 
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos siste-
mas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán decla-
rar,	en	el	momento	de	la	firma,	ratificación	o	adhesión,	que	la	Convención	se	aplicará	a	todas	
sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas. 
Tales	declaraciones	podrán	ser	modificadas	en	cualquier	momento	mediante	declaracio-
nes	ulteriores,	que	especificarán	expresamente	la	o	las	unidades	territoriales	a	las	que	se	apli-
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General de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después 
de recibidas. 
Artículo 21 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya 
depositado	el	segundo	instrumento	de	ratificación.	Para	cada	Estado	que	ratifique	o	adhiera	
a	 la	Convención	después	de	haber	sido	depositado	el	segundo	instrumento	de	ratificación,	
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento	de	ratificación	o	adhesión.	
Artículo 22 
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención. 
Artículo 23 
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe 
anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclu-
sive	sobre	las	firmas,	depósitos	de	instrumentos	de	ratificación,	adhesión	o	declaraciones,	así	





la Organización de los Estados Americanos. Un año después a partir de la fecha del depósito 
del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, 
quedando subsistente para los demás Estados Partes. 
Artículo 25 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, in-
glés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización	de	los	Estados	Americanos,	la	que	enviará	copia	certificada	de	su	texto	para	su	
registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el Artículo 
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ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 1
La presente Convención tiene por objeto asegurar la pronta restitución de menores que tengan 
residencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan sido trasladados ilegalmente desde 
cualquier Estado a un Estado Parte o que habiendo sido trasladados legalmente hubieren sido 
retenidos ilegalmente. Es también objeto de esta Convención hacer respetar el ejercicio del 
derecho de visita y el de custodia o guarda por parte de sus titulares.
Artículo 2
Para los efectos de esta Convención se considera menor a toda persona que no haya cumplido 
dieciséis años de edad.
Artículo 3
Para los efectos de esta Convención:
a) El derecho de custodia o guarda comprende el derecho relativo al cuidado del menor y, 
en	especial,	el	de	decidir	su	lugar	de	residencia;
b) El derecho de visita comprende la facultad de llevar al menor por un período limitado a 
un lugar diferente al de su residencia habitual.
Artículo 4
Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando se produzca en violación de 
los derechos que ejercían, individual o conjuntamente, los padres, tutores o guardadores, o 
cualquier institución, inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de 
la residencia habitual del menor.
Artículo 5
Podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejercicio del derecho de cus-
todia o de otro similar, las personas e instituciones designadas en el Artículo 4.
Artículo 6
Son	competentes	para	conocer	de	la	solicitud	de	restitución	de	menores	a	que	se	refiere	esta	
Convención, las autoridades judiciales o administrativas del Estado Parte donde el menor 
tuviere su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o de su retención.
A opción del actor y cuando existan razones de urgencia, podrá presentarse la solici-
tud de restitución ante las autoridades del Estado Parte en cuyo territorio se encontrare o se 
Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de Menores
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supone se encontrar el menor ilegalmente trasladado o retenido, al momento de efectuarse 
dicha	solicitud;	igualmente,	ante	las	autoridades	del	Estado	parte	donde	se	hubiere	producido	
el hecho ilícito que dio motivo a la reclamación.
El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas en el párrafo anterior 
no	conlleva	modificación	de	las	normas	de	competencia	internacional	definidas	en	el	primer	
párrafo de este artículo.
AUTORIDAD CENTRAL
Artículo 7
Para los efectos de esta Convención cada Estado Parte designará una autoridad central encar-
gada del cumplimiento de las obligaciones que le establece esta Convención, y comunicará 
dicha designación a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
En especial, la autoridad central colaborará con los actores del procedimiento y con las 
autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la localización y la restitu-
ción	del	menor;	asimismo,	llevará	a	cabo	los	arreglos	que	faciliten	el	rápido	regreso	y	la	re-
cepción del menor, auxiliando a los interesados en la obtención de los documentos necesarios 
para el procedimiento previsto en esta Convención.
Las autoridades centrales de los Estados Parte cooperarán entre sí e intercambiarán in-
formación	sobre	el	 funcionamiento	de	 la	Convención	con	el	fin	de	garantizar	 la	restitución	
inmediata de los menores y los otros objetivos de esta Convención.
PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCIÓN
Artículo 8
Los titulares del procedimiento de restitución podrán ejercitarlo conforme a lo dispuesto en el 
Artículo 6, de la siguiente forma:
a)	 A	través	de	exhorto	o	carta	rogatoria;
b) Mediante solicitud a la autoridad central, o
c) Directamente, o por la vía diplomática o consular.
Artículo 9
La	solicitud	o	demanda	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	deberá	contener:
a) Los antecedentes o hechos relativos al traslado o retención, así como la información su-
ficiente	respecto	a	la	identidad	del	solicitante,	del	menor	sustraído	o	retenido	y,	de	ser	
posible,	de	la	persona	a	quien	se	imputa	el	traslado	o	la	retención;
b) La información pertinente relativa a la presunta ubicación del menor, a las circunstancias 
y fechas en que se realizó el traslado al extranjero o al vencimiento del plazo autorizado, 
y
c) Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución del menor.
A la solicitud o demanda se deberá acompañar:









































Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes / normas internacionales
d)	 Cuando	sea	necesario,	traducción	al	idioma	oficial	del	Estado	requerido	de	todos	los	do-
cumentos	a	que	se	refiere	este	artículo;	y
e) Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el retorno.
La autoridad competente podrá prescindir de alguno de los requisitos o de la presentación de 
los	documentos	exigidos	en	este	artículo	si,	a	su	juicio,	se	justificare	la	restitución.
Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los acompañaren no requerirán de legaliza-
ción cuando se transmitan por la vía diplomática o consular, o por intermedio de la autoridad 
central.
Artículo 10
El juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del Estado donde se encuentra el 
menor, adoptarán, de conformidad con su derecho y cuando sea pertinente, todas las medidas 
que sean adecuadas para la devolución voluntaria del menor.
Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, las autoridades judiciales o admi-
nistrativas, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por el Artículo 
9 y sin más trámite, tomarán conocimiento personal del menor, adoptarán las medidas ne-
cesarias para asegurar su custodia o guarda provisional en las condiciones que aconsejaren 
las circunstancias y, si fuere procedente, dispondrán sin demora su restitución. En este caso, 
se le comunicará a la institución que, conforme a su derecho interno, corresponda tutelar los 
derechos del menor.
Asimismo, mientras se resuelve la petición de restitución, las autoridades competentes 
adoptarán las medidas necesarias para impedir la salida del menor del territorio de su juris-
dicción.
Artículo 11
La autoridad judicial o administrativa del Estado requerido no estará obligada a ordenar la 
restitución del menor, cuando la persona o la institución que presentare oposición demues-
tre:
a) Que los titulares de la solicitud o demanda de restitución no ejercían efectivamente su 
derecho en el momento del traslado o de la retención, o hubieren consentido o prestado 
su anuencia con posterioridad a tal traslado o retención, o
b) Que existiere un riesgo grave de que la restitución del menor pudiere exponerle a un pe-
ligro físico o psíquico.
La autoridad exhortada puede también rechazar la restitución del menor si comprobare que 
éste	se	opone	a	regresar	y	a	juicio	de	aquélla,	la	edad	y	madurez	del	menor	justificase	tomar	
en cuenta su opinión.
Artículo 12
La	oposición	fundamentada	a	la	que	se	refiere	el	artículo	anterior	deberá	presentarse	dentro	
del término de ocho días hábiles contados a partir del momento en que la autoridad tomare 
conocimiento personal del menor y lo hiciere saber a quien lo retiene.
Las autoridades judiciales o administrativas evaluarán las circunstancias y las pruebas 
que aporte la parte opositora para fundarla negativa. Deberán enterarse del derecho aplicable 
y de los precedentes jurisprudenciales o administrativos existentes en el Estado de la residen-
cia habitual del menor, y requerirán, en caso de ser necesario, la asistencia de las autoridades 
centrales, o de los agentes diplomáticos o consulares de los Estados Parte.
Dentro de los sesenta días calendario siguiente a la recepción de la oposición, la autoridad 
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Artículo 13
Si dentro del plazo de cuarenta y cinco días calendario desde que fuere recibida por la autori-
dad requirente la resolución por la cual se dispone la entrega, no se hubieren tomado las me-
didas necesarias para hacer efectivo el traslado del menor, quedarán sin efecto la restitución 
ordenada y las providencias adoptadas.
Los	gastos	del	traslado	estarán	a	cargo	del	actor;	en	caso	de	que	éste	careciere	de	recursos	
económicos, las autoridades del Estado requirente podrán facilitar los gastos del traslado, 
sin perjuicio de repetir los mismos contra quien resultare responsable del desplazamiento o 
retención ilegal.
Artículo 14
Los procedimientos previstos en esta Convención deberán ser instaurados dentro del plazo 
de un año calendario contado a partir de la fecha en que el menor hubiere sido trasladado o 
retenido ilegalmente.
Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará a partir del 
momento en que fueren precisa y efectivamente localizados.
Por excepción el vencimiento del plazo del año no impide que se acceda a la solicitud de 
restitución	si	a	criterio	de	la	autoridad	requerida	lo	justifican	las	circunstancias	del	caso,	ame-





Después de haber sido informadas del traslado ilícito de un menor o de su retención en el 
marco del Artículo 4, las autoridades judiciales o administrativas del Estado Parte a donde el 
menor ha sido trasladado o donde está retenido, no podrán decidir sobre el fondo del derecho 
de guarda hasta que se demuestre que no se reúnen las condiciones de la Convención para 
un retorno del menor o hasta que un período razonable haya transcurrido sin que haya sido 
presentada una solicitud de aplicación de esta Convención.
Artículo 17
Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan el poder de la autoridad judicial 
o administrativa para ordenar la restitución del menor en cualquier momento.
LOCALIZACIÓN DE MENORES
Artículo 18
La autoridad central, o las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Parte, a soli-
citud de cualquiera de las personas mencionadas en el Artículo 5 así como éstas directamente, 
podrán requerir de las autoridades competentes de otro Estado Parte la localización de meno-
res que tengan la residencia habitual en el Estado de la autoridad solicitante y que presunta-
mente se encuentran en forma ilegal en el territorio del otro Estado.
La solicitud deberá ser acompañada de toda la información que suministre el solicitante 
o recabe la autoridad requirente, concerniente a la localización del menor y a la identidad de 
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Artículo 19
La autoridad central o las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Parte que, a 
raíz	de	la	solicitud	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	llegaren	a	conocer	que	en	su	jurisdicción	
se encuentra un menor ilegalmente fuera de su residencia habitual, deberán adoptar de inme-
diato todas las medidas que sean conducentes para asegurar su salud y evitar su ocultamiento 
o traslado a otra jurisdicción.
La localización se comunicará a las autoridades del Estado requirente.
Artículo 20
Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta días calendario, contados a par-
tir de la comunicación de la localización del menor a las autoridades del Estado a requirente, 
las medidas adoptadas en virtud del Artículo 19 podrán quedar sin efecto.
El levantamiento de las medidas no impedirá el ejercicio del derecho a solicitar la restitu-
ción, de acuerdo con los procedimientos y plazos establecidos en esta Convención.
DERECHO DE VISITA
Artículo 21
La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el ejercicio de los derechos de visita por 
parte de sus titulares podrá ser dirigida a las autoridades competentes de cualquier Estado 
Parte conforme a lo dispuesto en el Artículo 6 de la presente Convención. El procedimiento 
respectivo será el previsto en esta Convención para la restitución del menor.
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 22
Los exhortos y solicitudes relativas a la restitución y localización podrán ser transmitidos al 
órgano requerido por las propias partes interesadas, por vía judicial, por intermedio de los 
agentes diplomáticos o consulares, o por la autoridad central competente del Estado requiren-
te o requerido, según el caso.
Artículo 23
La tramitación de los exhortos o solicitudes contempladas en la presente Convención y las 
medidas a que diere lugar, serán gratuitas y estarán exentas de cualquier clase de impuesto, 
depósito o caución, cualquiera que sea su denominación.
Si los interesados en la tramitación del exhorto o solicitud hubieren designado apoderado 
en el foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el ejercicio del poder que otorgue, 
estarán a su cargo.
Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor conforme a lo dispuesto en la presente 
Convención, las autoridades competentes podrán disponer, atendiendo a las circunstancias 
del caso, que la persona que trasladó o retuvo ilegalmente al menor pague los gastos necesa-
rios en que haya incurrido el demandante, los otros incurridos en la localización del menor, 
así como las costas y gastos inherentes a su restitución.
Artículo 24
Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de los exhortos o car-
tas rogatorias deben ser practicados directamente por la autoridad exhortada, y no requieren 
intervención de parte interesada. Lo anterior no obsta para que las partes intervengan por sí o 
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Artículo 25
La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Convención podrá negarse cuando 
sea	manifiestamente	violatoria	de	los	principios	fundamentales	del	Estado	requerido	consa-
grados en instrumentos de carácter universal y regional sobre derechos humanos y del niño.
Artículo 26
La presente Convención no será obstáculo para que las autoridades competentes ordenen la 
restitución inmediata del menor cuando el traslado o retención del mismo constituya delito.
Artículo 27
El Instituto Interamericano del Niño tendrá a su cargo, como Organismo Especializado de la 
Organización de los Estados Americanos, coordinar las actividades de las autoridades centra-
les en el ámbito de esta Convención, así como las atribuciones para recibir y evaluar informa-
ción de los Estados Parte de esta Convención derivada de la aplicación de la misma.
Igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación con otros Organismos Internacionales 




de los Estados Americanos.
Artículo 29
La	presente	Convención	está	sujeta	a	ratificación.	Los	instrumentos	de	ratificación	se	deposi-
tarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 30
La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instru-







Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos siste-
mas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención, podrán decla-
rar,	en	el	momento	de	la	firma,	ratificación	o	adhesión,	que	la	Convención	se	aplicará	a	todas	
sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas.
Tales	 declaraciones	 podrán	 ser	 modificadas	 mediante	 declaraciones	 ulteriores,	 que	
especificarán	 expresamente	 la	 o	 las	 unidades	 territoriales	 a	 las	 que	 se	 aplicará	 la	 presente	
Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la 
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Artículo 33
Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores dos o más sistemas de de-
recho aplicable en unidades territoriales diferentes:
a) Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado contempla la residencia habi-
tual	en	una	unidad	territorial	de	ese	Estado;
b) Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual contempla la ley de la 
unidad territorial en la que el menor tiene su residencia habitual.
Artículo 34
Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos que fueren parte 
de esta Convención y de la Convención de La Haya del 25 de octubre de 1980 sobre Aspectos 
Civiles del Secuestro Internacional de Menores, regirá la presente Convención.
Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral la aplica-
ción prioritaria de la citada Convención de La Haya del 25 de octubre de 1980.
Artículo 35
La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que sobre esta mis-
ma materia hubieran sido suscritas o que se suscribieren en el futuro en forma bilateral o 
multilateral por los Estados Parte, o las prácticas más favorables que dichos Estados pudieren 
observar en la materia.
Artículo 36







La	 presente	Convención	 regirá	 indefinidamente,	 pero	 cualquiera	 de	 los	 Estados	 Parte	 po-
drá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Parte.
Artículo 38
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y por-
tugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría de las 
Naciones Unidas, para su registro y publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su 
Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos noti-
ficará	a	los	Estados	miembros	de	dicha	Organización	y	a	los	Estados	que	hayan	adherido	a	la	
Convención,	las	firmas,	los	depósitos	de	instrumentos	de	ratificación,	adhesión	y	denuncia,	
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los 
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ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 1 
La presente Convención tiene como objeto la determinación del derecho aplicable a las obli-
gaciones alimentarias, así como a la competencia y a la cooperación procesal internacional, 
cuando el acreedor de alimentos tenga su domicilio o residencia habitual en un Estado Parte 
y el deudor de alimentos tenga su domicilio o residencia habitual, bienes o ingresos en otro 
Estado Parte. 
La presente Convención se aplicará a las obligaciones alimentarias respecto de menores 
por su calidad de tales y a las que se deriven de las relaciones matrimoniales entre cónyuges 
o quienes hayan sido tales. 
Los	Estados	podrán	declarar	al	suscribir,	ratificar	o	adherir	a	esta	Convención	que	la	res-
tringen a las obligaciones alimentarias respecto de menores. 
Artículo 2 
A los efectos de la presente Convención se considerará menor a quien no haya cumplido la 
edad	de	dieciocho	años.	Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	los	beneficios	de	esta	Convención	se	ex-
tenderán a quien habiendo cumplido dicha edad, continúe siendo acreedor de prestaciones 
alimentarias de conformidad a la legislación aplicable prevista en los Artículos 6 y 7. 
Artículo 3 
Los	Estados	al	momento	de	suscribir,	ratificar	o	adherir	a	la	presente	Convención,	así	como	
con posterioridad a la vigencia de la misma, podrán declarar que esta Convención se aplicará 
a	 las	obligaciones	 alimentarias	 en	 favor	de	otros	 acreedores;	 asimismo,	podrán	declarar	 el	
grado de parentesco u otros vínculos legales que determinen la calidad de acreedor y deudor 
de alimentos en sus respectivas legislaciones. 
Artículo 4 
Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de nacionalidad, raza, sexo, reli-
gión,	filiación,	origen	o	situación	migratoria,	o	cualquier	otra	forma	de	discriminación.	
Artículo 5 
Las decisiones adoptadas en aplicación de esta Convención no prejuzgan acerca de las relacio-
nes	de	filiación	y	de	familia	entre	el	acreedor	y	el	deudor	de	alimentos.	No	obstante,	podrán	
servir de elemento probatorio en cuanto sea pertinente. 
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias
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DERECHO APLICABLE 
Artículo 6 
Las obligaciones alimentarias, así como las calidades de acreedor y de deudor de alimentos, 
se regularán por aquel de los siguientes órdenes jurídicos que, a juicio de la autoridad compe-
tente, resultare más favorable al interés del acreedor: 
a)	 El	ordenamiento	jurídico	del	Estado	del	domicilio	o	de	la	residencia	habitual	del	acreedor;	
b) El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual del deudor. 
Artículo 7 
Serán regidas por el derecho aplicable de conformidad con el Artículo 6 las siguientes mate-
rias: 
a)	 El	monto	del	crédito	alimentario	y	los	plazos	y	condiciones	para	hacerlo	efectivo;	
b) La determinación de quienes pueden ejercer la acción alimentaria en favor del acreedor, 
y 
c) Las demás condiciones requeridas para el ejercicio del derecho de alimentos. 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
Artículo 8 
Serán competentes en la esfera internacional para conocer de las reclamaciones alimentarias, 
a opción del acreedor: 
a)	 El	juez	o	autoridad	del	Estado	del	domicilio	o	de	la	residencia	habitual	del	acreedor;	
b) El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual del deudor, o 
c) El juez o autoridad del Estado con el cual el deudor tenga vínculos personales tales como: 
posesión	de	bienes,	percepción	de	ingresos,	u	obtención	de	beneficios	económicos.	
Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, se considerarán igualmente competentes las au-
toridades judiciales o administrativas de otros Estados a condición de que el demandado en el 
juicio, hubiera comparecido sin objetar la competencia. 
Artículo 9 
Serán competentes para conocer las acciones de aumento de alimentos, cualesquiera de las au-
toridades señaladas en el Artículo 8. Serán competentes para conocer de las acciones de cese y 
reducción	de	alimentos,	las	autoridades	que	hubieren	conocido	de	la	fijación	de	los	mismos.	
Artículo 10 
Los alimentos deben ser proporcionales tanto a la necesidad del alimentario, como a la capa-
cidad económica del alimentante. 
Si el juez o autoridad responsable del aseguramiento o de la ejecución de la sentencia 
adopta medidas provisionales, o dispone la ejecución por un monto inferior al solicitado, que-
darán a salvo los derechos del acreedor. 
COOPERACIÓN PROCESAL INTERNACIONAL 
Artículo 11 
Las	sentencias	extranjeras	sobre	obligaciones	alimentarias	tendrán	eficacia	extraterritorial	en	
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a) Que el juez o autoridad que dictó la sentencia haya tenido competencia en esfera interna-
cional de conformidad con los Artículos 8 y 9 de esta Convención para conocer y juzgar 
el	asunto;	
b) Que la sentencia y los documentos anexos que fueren necesarios según la presente 
Convención,	estén	debidamente	traducidos	al	idioma	oficial	del	Estado	donde	deban	sur-
tir	efecto;	
c) Que la sentencia y los documentos anexos se presenten debidamente legalizados de 
acuerdo	con	la	ley	del	Estado	en	donde	deban	surtir	efecto,	cuando	sea	necesario;	
d) Que la sentencia y los documentos anexos vengan revestidos de las formalidades exter-
nas	necesarias	para	que	sean	considerados	auténticos	en	el	Estado	de	donde	proceden;	
e)	 Que	el	demandado	haya	sido	notificado	o	emplazado	en	debida	 forma	 legal	de	modo	
sustancialmente equivalente a la aceptada por la ley del Estado donde la sentencia deba 
surtir	efecto;	
f) Que se haya asegurado la defensa de las partes, 
g)	 Que	tengan	el	carácter	de	firme	en	el	Estado	en	que	fueron	dictadas.	En	caso	de	que	exis-
tiere apelación de la sentencia ésta no tendrá efecto suspensivo. 
Artículo 12 
Los documentos de comprobación indispensables para solicitar el cumplimiento de las sen-
tencias son los siguientes: 
a)	 Copia	auténtica	de	la	sentencia;	
b) Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado cumplimiento a los 




El control de los requisitos anteriores corresponderá directamente al juez que deba conocer de 
la ejecución, quien actuará en forma sumaria, con audiencia de la parte obligada, mediante ci-
tación personal y con vista al Ministerio Público, sin entrar en la revisión del fondo del asunto. 
En caso de que la resolución fuere apelable, el recurso no suspenderá las medidas provisiona-
les ni el cobro y ejecución que estuvieren en vigor. 
Artículo 14 
Ningún tipo de caución será exigible al acreedor de alimentos por la circunstancia de poseer 
nacionalidad extranjera, o tener su domicilio o residencia habitual en otro Estado. 
El	beneficio	de	pobreza	declarado	en	 favor	del	acreedor	en	el	Estado	Parte	donde	hu-
biere ejercido su reclamación, será reconocido en el Estado Parte donde se hiciere efectivo el 
reconocimiento o la ejecución. Los Estados Parte se comprometen a prestar asistencia judicial 
gratuita	a	las	personas	que	gocen	del	beneficio	de	pobreza.	
Artículo 15 
Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Parte en esta Convención ordenarán y ejecuta-
rán, a solicitud fundada de parte o a través del agente diplomático o consular correspondien-
te,	las	medidas	provisionales	o	de	urgencia	que	tengan	carácter	territorial	y	cuya	finalidad	sea	
garantizar el resultado de una reclamación de alimentos pendiente o por instaurarse. 
Lo anterior se aplicará cualquiera que sea la jurisdicción internacionalmente competente, 
bastando para ello que el bien o los ingresos objeto de la medida se encuentren dentro del 
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Artículo 16 
El otorgamiento de medidas provisionales o cautelares no implicará el reconocimiento de la 
competencia en la esfera internacional del órgano jurisdiccional requirente, ni el compromiso 
de reconocer la validez o de proceder a la ejecución de la sentencia que se dictare. 
Artículo 17 
Las resoluciones interlocutorias y las medidas provisionales dictadas en materia de alimentos, 
incluyendo aquellas dictadas por los jueces que conozcan de los procesos de nulidad, divorcio 
y separación de cuerpos, u otros de naturaleza similar a éstos, serán ejecutadas por la autori-
dad competente aun cuando dichas resoluciones o medidas provisionales estuvieran sujetas a 
recursos de apelación en el Estado donde fueron dictadas. 
Artículo 18 
Los	Estados	podrán	declarar	al	suscribir,	ratificar	o	adherir	a	esta	Convención,	que	será	su	
derecho procesal el que regulará la competencia de los tribunales y el procedimiento de reco-
nocimiento de la sentencia extranjera. 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 19 
Los Estados Parte procurarán suministrar asistencia alimentaria provisional en la medida de 
sus posibilidades a los menores de otro Estado que se encuentren abandonados en su territo-
rio. 
Artículo 20 
Los Estados Parte se comprometen a facilitar la transferencia de fondos que procediere por 
aplicación de esta Convención. 
Artículo 21 
Las disposiciones de esta Convención no podrán ser interpretadas de modo que restrinjan los 
derechos que el acreedor de alimentos tenga conforme a la ley del foro. 
Artículo 22 
Podrá rehusarse el cumplimiento de sentencias extranjeras o la aplicación del derecho extran-
jero previstos en esta Convención cuando el Estado Parte del cumplimiento o de la aplicación, 
según	sea	el	caso,	lo	considerare	manifiestamente	contrario	a	los	principios	fundamentales	de	




de los Estados Americanos. 
Artículo 24 
La	presente	Convención	está	sujeta	a	ratificación.	Los	instrumentos	de	ratificación	se	deposi-
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Artículo 25 
La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instru-







Los Estados Parte que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos siste-
mas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención, podrán decla-
rar,	en	el	momento	de	la	firma,	ratificación	o	adhesión,	que	la	Convención	se	aplicará	a	todas	
sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas. 
Tales	 declaraciones	 podrán	 ser	 modificadas	 mediante	 declaraciones	 ulteriores,	 que	
especificarán	 expresamente	 la	 o	 las	 unidades	 territoriales	 a	 las	 que	 se	 aplicará	 la	 presente	
Convención. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas. 
Artículo 28 
Respecto a un Estado que tenga en materia de obligaciones alimentarias de menores, dos o 
más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales diferentes: 
a) Cualquier referencia al domicilio o a la residencia habitual en ese Estado contempla la 
residencia	habitual	en	una	unidad	territorial	de	ese	Estado;	
b) Cualquier referencia a la Ley del Estado del domicilio o de la residencia habitual contem-
pla la Ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su residencia habitual. 
Artículo 29 
Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos que fueren 
Partes de esta Convención y de las Convenciones de La Haya del 2 de octubre de 1973 so-
bre	 Reconocimiento	 y	 Eficacia	 de	 Sentencias	 relacionadas	 con	 Obligaciones	 Alimentarias	
para Menores y sobre la Ley Aplicable a Obligaciones Alimentarias, regirá la presente 
Convención. 
Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral la aplica-
ción prioritaria de las citadas Convenciones de La Haya del 2 de octubre de 1973. 
Artículo 30 
La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que sobre esta mis-
ma materia hubieran sido suscritas, o que se suscribieren en el futuro en forma bilateral o mul-
tilateral por los Estados Partes, ni las prácticas más favorables que dichos Estados pudieren 
observar en la materia. 
Artículo 31 
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Artículo 32 
La	 presente	Convención	 regirá	 indefinidamente,	 pero	 cualquiera	 de	 los	 Estados	 Parte	 po-
drá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha 
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado 
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Parte. 
Artículo 33 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, in-
glés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto a la 
Secretaría de las Naciones Unidas, para su registro y publicación, de conformidad con el 
Artículo 102 de su Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos	notificará	 a	 los	Estados	miembros	de	dicha	Organización	y	 a	 los	Estados	que	
hayan	adherido	a	la	Convención,	las	firmas,	los	depósitos	de	instrumentos	de	ratificación,	ad-
hesión y denuncia, así como las reservas que hubiere. También transmitirá las declaraciones 
previstas en la presente Convención. 


























Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes / normas internacionales
I. OBJETIVOS
1.  En las presentes Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas 
y testigos de delitos se establecen prácticas adecuadas basadas en el consenso respecto de 
los conocimientos contemporáneos y las reglas, normas y principios regionales e interna-
cionales pertinentes.
2.  Las Directrices deberán aplicarse de conformidad con la legislación nacional y los proce-




3.  Las Directrices constituyen un marco práctico para lograr los siguientes objetivos:
a)  Prestar asistencia para la revisión de leyes, procedimientos y prácticas locales y na-
cionales con objeto de garantizar el pleno respeto de los derechos de los niños víc-
timas y testigos de delitos y de contribuir a que las partes en la Convención de las 
Naciones	Unidas	sobre	los	Derechos	del	Niño	la	apliquen;
b)  Prestar asistencia a los gobiernos, organizaciones internacionales, organismos públi-
cos, organizaciones no gubernamentales y comunitarias y demás partes interesadas 
en la elaboración y aplicación de leyes, políticas, programas y prácticas que traten de 
cuestiones	clave	relacionadas	con	los	niños	víctimas	y	testigos	de	delitos;
c)  Orientar a los profesionales y, cuando proceda, a los voluntarios que trabajan con 
niños víctimas y testigos de delitos en sus actividades cotidianas en el marco de la 
justicia de adultos y de menores a nivel nacional, regional e internacional, de con-
formidad con la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 
víctimas	de	delitos	y	del	abuso	de	poder;
d)  Prestar asistencia y apoyo a quienes se dedican al cuidado de los niños para que tra-
ten con sensibilidad a los niños víctimas y testigos de delitos.
4.  Al aplicar las Directrices, cada jurisdicción deberá asegurarse de que cuenta con pro-
cedimientos	 adecuados	de	 capacitación,	 selección	y	de	otra	 índole	 a	fin	de	proteger	y	
satisfacer las necesidades especiales de los niños víctimas y testigos de delitos cuando la 
naturaleza de la victimización afecte de distinta manera a una categoría de niños, como 
sucede cuando los niños, y en especial las niñas, son objeto de agresión sexual.
5.  Las Directrices abarcan un ámbito en el que el conocimiento y la práctica están aumentan-
do y mejorando. No deben considerarse exhaustivas, ni tampoco se excluye la posibilidad 
de seguirlas desarrollando, siempre que se haga en armonía con sus objetivos y principios 
básicos.
Directrices sobre la Justicia en Asuntos Concernientes 
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6.  Las Directrices también podrían aplicarse a procesos extrajudiciales y consuetudinarios, 
como la justicia restaurativa, y en las ramas no penales del derecho, incluidas, aunque sin 
limitarse a ellas, las leyes relativas a la custodia, el divorcio, la adopción, la protección de 
los niños, la salud mental, la ciudadanía, la inmigración y los refugiados.
II. CONSIDERACIONES ESPECIALES
7.  Las Directrices se elaboraron:
a)  Sabiendo que millones de niños de todo el mundo sufren daños como resultado del 
delito y el abuso de poder, que sus derechos no se han reconocido de forma adecuada 
y	que	pueden	sufrir	otros	perjuicios	en	el	transcurso	del	proceso	de	justicia;
b)  Reconociendo que los niños son vulnerables y requieren protección especial apropia-
da	para	su	edad,	nivel	de	madurez	y	necesidades	individuales	especiales;
c)  Reconociendo que las niñas son especialmente vulnerables y pueden ser objeto de 
discriminación	en	todas	las	etapas	del	sistema	de	justicia;
d)		 Reafirmando	que	se	debe	hacer	todo	lo	posible	por	prevenir	la	victimización	de	los	
niños, inclusive, mediante la aplicación de las Directrices para la prevención del de-
lito;
e)  Con conocimiento de que los niños que son víctimas y testigos de delitos pueden 
sufrir otros perjuicios si se les considera erróneamente como delincuentes, cuando en 
realidad	son	víctimas	y	testigos;
f)  Recordando que la Convención sobre los Derechos del Niño establece requisitos y 
principios destinados a asegurar el reconocimiento efectivo de los derechos de los 
niños y que la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 
víctimas	de	delitos	y	del	abuso	de	poder	establece	principios	cuyo	fin	es	conferir	a	las	
víctimas el derecho a la información, participación, protección, reparación y asisten-
cia;
g)  Recordando las iniciativas internacionales y regionales de puesta en práctica de 
los principios de la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para 
las víctimas de delitos y del abuso de poder, incluidos el Manual sobre justicia para 




sentar las bases de elaboración de las directrices relativas a la justicia para los niños 
víctimas	y	testigos	de	delitos;
i)  Considerando que una mejor atención a los niños víctimas y testigos de delitos pue-
de hacer que éstos y sus familias estén más dispuestos a comunicar los casos de vic-
timización	y	a	prestar	más	apoyo	al	proceso	de	justicia;
j)  Recordando que se debe garantizar justicia a los niños víctimas y testigos de delitos 
al tiempo que se salvaguardan los derechos de los delincuentes acusados y de los 
declarados	culpables;
k)  Teniendo presente que hay una variedad de tradiciones y ordenamientos jurídicos 
y observando que la delincuencia es cada vez más transnacional y que es necesario 
asegurar que los niños víctimas y testigos de delitos reciban protección equivalente 
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III. PRINCIPIOS
8.  Como se indica en los instrumentos internacionales y, en particular, en la Convención 
sobre	los	Derechos	del	Niño,	según	se	refleja	en	el	trabajo	realizado	por	el	Comité	de	los	
Derechos	del	Niño	y	con	el	fin	de	garantizar	justicia	para	los	niños	víctimas	y	testigos	de	
delitos, los profesionales y demás personas responsables del bienestar de éstos deben 
respetar los siguientes principios de alcance general:
a)  Dignidad. Todo niño es una persona única y valiosa y, como tal, se deberá respetar 
y proteger su dignidad individual, sus necesidades particulares, sus intereses y su 
intimidad;
b)  No discriminación. Todo niño tiene derecho a un trato equitativo y justo, independien-
temente de su raza, etnia, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra 
índole, origen nacional, étnico o social, posición económica, impedimentos físicos y 
linaje	o	cualquier	otra	condición	del	niño,	de	sus	padres	o	de	sus	tutores;
c)  Interés superior del niño. Si bien deberán salvaguardarse los derechos de los delin-
cuentes acusados o declarados culpables, todo niño tendrá derecho a que su interés 
superior sea la consideración primordial. Esto incluye el derecho a la protección y a 
una posibilidad de desarrollarse en forma armoniosa:
i)  Protección. Todo niño tiene derecho a la vida y la supervivencia y a que se le pro-
teja contra toda forma de sufrimiento, abuso o descuido, incluidos el abuso o el 
descuido	físico,	psicológico,	mental	y	emocional;
ii)  Desarrollo armonioso. Todo niño tiene derecho a crecer en un ambiente armonioso 
y a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral 
y social. En el caso de un niño que haya sido traumatizado, deberán adoptarse 
todas	las	medidas	necesarias	para	que	disfrute	de	un	desarrollo	saludable;
d)  Derecho a la participación. Con sujeción al derecho procesal nacional, todo niño tiene 
derecho a expresar libremente y en sus propias palabras sus creencias, opiniones y 
pareceres sobre cualquier asunto, y a aportar su contribución, especialmente a las 
decisiones que le afecten, incluidas las adoptadas en el marco de cualquier proceso 
judicial, y a que esos puntos de vista sean tomados en consideración, según sus apti-
tudes, su edad, madurez intelectual y la evolución de su capacidad.
IV. DEFINICIONES
9.		 Las	siguientes	definiciones	se	aplican	al	conjunto	de	las	presentes	Directrices:
a)  Por «niños víctimas y testigos» se entenderán los niños y adolescentes menores de 18 
años que sean víctimas o testigos de delitos, independientemente de su papel en el 
delito	o	en	el	enjuiciamiento	del	presunto	delincuente	o	grupo	de	delincuentes;
b)  Por «profesionales» se entenderán las personas que, en el contexto de su trabajo, es-
tén en contacto con niños víctimas y testigos de delitos o tengan la responsabilidad 
de atender las necesidades de los niños en el sistema de justicia y para quienes sean 
aplicables las presentes Directrices. Este término incluye, aunque sin limitarse sólo a 
ellos, a: defensores de niños y víctimas y personal de apoyo, especialistas de servicios 
de	protección	de	niños,	personal	de	organismos	de	asistencia	pública	infantil,	fiscales	
y, en su caso, abogados defensores, personal diplomático y consular, personal de los 
programas contra la violencia en el hogar, magistrados, personal judicial, funciona-
rios encargados de hacer cumplir la ley, profesionales de la salud mental y física y 
trabajadores	sociales;
c)  Por «proceso de justicia» se entenderán los aspectos de detección del delito, pre-
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posteriores al juicio, independientemente de que la causa se haya visto ante un tri-
bunal nacional, internacional o regional, para delincuentes adultos o menores, o por 
alguna	vía	consuetudinaria	o	extrajudicial;
d)  Por «adaptado a los niños» se entenderá un enfoque en que se tenga en cuenta el 
derecho del niño a ser protegido, así como sus necesidades y opiniones.
V. DERECHO A UN TRATO DIGNO Y COMPRENSIVO
10.  Los niños víctimas y testigos de delitos deberán ser tratados con tacto y sensibilidad a lo 
largo de todo el proceso de justicia, tomando en consideración su situación personal y 
sus necesidades inmediatas, su edad, sexo, impedimentos físicos y nivel de madurez y 
respetando plenamente su integridad física, mental y moral.
11.  Todo niño deberá ser tratado como una persona con sus propias necesidades, deseos y 
sentimientos personales.
12.  La injerencia en la vida privada del niño deberá limitarse al mínimo necesario, mante-
niéndose	al	mismo	tiempo	normas	exigentes	en	la	reunión	de	pruebas	a	fin	de	garantizar	
un resultado justo y equitativo del proceso de justicia.
13.		 Con	el	fin	de	evitar	al	niño	mayores	sufrimientos,	las	entrevistas,	exámenes	y	demás	tipos	
de investigación deberán ser realizados por profesionales capacitados que actúen con 
tacto, respeto y rigor.
14.  Todas las interacciones descritas en las presentes Directrices deberán realizarse de forma 
adaptada al niño, en un ambiente adecuado a sus necesidades especiales y según sus ap-
titudes, su edad, madurez intelectual y la evolución de su capacidad. Además, deberán 
llevarse a cabo en un idioma que el niño hable y entienda.
VI. DERECHO A LA PROTECCIÓN CONTRA LA DISCRIMINACIÓN
15.  Los niños víctimas y testigos de delitos deberán tener acceso a un proceso de justicia que 
los proteja de todo tipo de discriminación basada en la raza, el color, el sexo, el idioma, la 
religión, las opiniones políticas o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la po-
sición económica, los impedimentos físicos, el linaje o cualquier otra condición del niño, 
de sus padres o de sus tutores.
16.  El proceso de justicia y los servicios de apoyo a disposición de los niños víctimas y testigos 
de delitos y de sus familias deberán tener en cuenta la edad, los deseos, el nivel de com-
prensión, el sexo, la orientación sexual, las circunstancias étnicas, culturales, religiosas, 
lingüísticas y sociales, la casta, la situación socioeconómica y la condición de inmigrante 
o refugiado del niño, y también sus necesidades especiales, incluidas las relacionadas con 
su salud, sus aptitudes y su capacidad. Se deberá impartir a los profesionales capacitación 
y educación con respecto a esas diferencias.
17.  En algunos casos habrá que instituir servicios y protección especiales para tener en cuenta 
el	sexo	y	la	especificidad	de	determinados	delitos	cometidos	contra	los	niños,	como	los	
casos de agresión sexual que afecten a niños.
18.  La edad no deberá ser obstáculo para que el niño ejerza su derecho a participar plena-
mente en el proceso de justicia. Todo niño deberá ser tratado como testigo capaz, a reser-
va de su examen, y su testimonio no se considerará carente de validez o de credibilidad 
sólo en razón de su edad, siempre que por su edad y madurez pueda prestar testimonio 
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VII. DERECHO A SER INFORMADO
19.  En la medida de lo posible y apropiado, los niños víctimas y testigos de delitos, sus padres 
o tutores y sus representantes legales, desde su primer contacto con el proceso de justicia 
y a lo largo de todo ese proceso, deberán ser informados debidamente y con prontitud, 
entre otras cosas, de:
a)  La disponibilidad de servicios médicos, psicológicos, sociales y otros servicios de 
interés, así como de los medios de acceder a ellos, junto con asesoramiento o repre-
sentación	legal	o	de	otro	tipo,	reparación	y	apoyo	financiero	de	emergencia,	según	el	
caso;
b)  os procedimientos aplicables en el proceso de justicia penal para adultos y menores, 
incluido el papel de los niños víctimas y testigos de delitos, la importancia, el mo-
mento y la manera de prestar testimonio, y la forma en que se realizará el «interroga-
torio»	durante	la	investigación	y	el	juicio;




f)  Los mecanismos existentes para revisar las decisiones que afecten a los niños vícti-
mas	y	testigos	de	delitos;
g)  Los derechos correspondientes a los niños víctimas o testigos de delitos en conformi-
dad con la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración sobre los prin-
cipios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder.
20.  Además, en la medida de lo posible y apropiado, se ha de informar a los niños víctimas 
de delitos, sus padres o tutores y sus representantes legales debidamente y con prontitud 
de:
a)  La evolución y sustanciación de la causa que les concierna, incluidos datos sobre la 
captura y detención del acusado, su situación en cuanto a privación o no de libertad, 
así	como	cualquier	cambio	inminente	de	esa	situación,	la	decisión	de	la	fiscalía	y	las	
novedades de interés que se produzcan después del juicio y la resolución de la cau-
sa;
b)  Las oportunidades que existan para obtener reparación del delincuente odel Estado 
mediante el proceso de justicia, procedimientos civiles alternativos u otros proce-
sos.
VIII. DERECHO A SER OÍDO Y A EXPRESAR OPINIONES Y PREOCUPACIONES
21.  Los profesionales deberán hacer todo lo posible para que los niños víctimas y testigos de 
delitos puedan expresar sus opiniones y preocupaciones en cuanto a su participación en 
el proceso de justicia, en particular:
a)  velando por que se consulte a los niños víctimas y, en su caso, a los testigos de delitos 
acerca de los asuntos enumerados en el párrafo 19 supra;
b)  velando por que los niños víctimas y testigos de delitos puedan expresar libremente 
y a su manera sus opiniones y preocupaciones en cuanto a su participación en el 
proceso de justicia, sus preocupaciones acerca de su seguridad en relación con el 
acusado,	la	manera	en	que	prefieren	prestar	testimonio	y	sus	sentimientos	acerca	de	
las	conclusiones	del	proceso;
c)  Prestando la debida consideración a las opiniones y preocupaciones del niño y, si no 
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IX. DERECHO A UNA ASISTENCIA EFICAZ
22.  Los niños víctimas y testigos de delitos y, cuando proceda, sus familiares, deberán tener 
acceso a la asistencia de profesionales a los que se habrá impartido la capacitación, según 
se indica en los párrafos 40 a 42 infra. Esto podrá incluir servicios de asistencia y apo-
yo	como	servicios	financieros,	jurídicos,	de	orientación,	de	salud,	sociales	y	educativos,	
de recuperación física y psicológica y demás servicios necesarios para la reinserción del 
niño. Toda asistencia de esta índole deberá atender las necesidades del niño y permitirle 
participar de manera efectiva en todas las etapas del proceso de justicia.
23.  Al prestar asistencia a niños víctimas y testigos de delitos, los profesionales deberán hacer 
todo	lo	posible	por	coordinar	los	servicios	de	apoyo	a	fin	de	evitar	que	los	niños	partici-
pen en un número excesivo de intervenciones.
24.  Los niños víctimas y testigos de delitos deberán recibir asistencia del personal de apoyo, 
por ejemplo, especialistas en niños víctimas y testigos de delitos, a partir del informe ini-
cial y de forma ininterrumpida hasta que esos servicios dejen de ser necesarios.
25.  Los profesionales deberán adoptar y aplicar medidas para que a los niños les resulte más 
fácil	prestar	testimonio	o	declarar	a	fin	de	mejorar	la	comunicación	y	comprensión	en	las	
etapas	previas	al	juicio	y	durante	éste.	Entre	esas	medidas	podrán	figurar	las	siguientes:
a)  Que especialistas en niños víctimas y testigos de delitos atiendan a las necesidades 
especiales	del	niño;
b)  Que personal de apoyo, incluidos especialistas y los familiares apropiados, acompa-
ñen	al	niño	mientras	presta	testimonio;
c)  Si procede, que se nombre a un tutor que proteja los intereses jurídicos del niño.
X. DERECHO A LA INTIMIDAD
26.  Deberá protegerse la intimidad de los niños víctimas y testigos de delitos como asunto de 
suma importancia.
27.  Deberá protegerse toda la información relativa a la participación del niño en el proceso de 
justicia.	Esto	se	puede	lograr	manteniendo	la	confidencialidad	y	restringiendo	la	divulga-
ción	de	información	que	permita	identificar	a	un	niño	que	es	víctima	o	testigo	de	un	delito	
en el proceso de justicia.
28.  Deberán tomarse medidas para proteger al niño de una aparición excesiva en público, 
por ejemplo, excluyendo al público y a los medios de información de la sala de audiencia 
mientras el niño presta testimonio, si así lo permite el derecho interno.
XI. DERECHO A SER PROTEGIDO DE SUFRIMIENTOS DURANTE EL PROCESO DE 
JUSTICIA
29.  Los profesionales deberán tomar medidas para evitar sufrimientos a los niños víctimas y 
testigos	de	delitos	durante	el	proceso	de	detección,	instrucción	y	enjuiciamiento	a	fin	de	
garantizar el respeto de su interés superior y su dignidad.
30.		 Los	profesionales	deberán	tratar	con	tacto	a	los	niños	víctimas	y	testigos	de	delitos	a	fin	
de:
a)  Prestarles apoyo, incluso acompañando al niño a lo largo de su participación en el 
proceso	de	justicia,	cuando	ello	redunde	en	el	interés	superior	del	niño;
b)  Proporcionarles certidumbre sobre el proceso, de manera que los niños víctimas y 
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con antelación y deberán extremarse los esfuerzos por garantizar la continuidad de 
la relación entre los niños y los profesionales que estén en contacto con ellos durante 
todo	el	proceso;
c)  Garantizar que los juicios se celebren tan pronto como sea práctico, a menos que las 
demoras redunden en el interés superior del niño. La investigación de los delitos en 
los que estén implicados niños como víctimas y testigos también deberá realizarse 
de manera expedita y deberá haber procedimientos, leyes o reglamentos procesales 
para	acelerar	las	causas	en	que	esos	niños	estén	involucrados;
d)  Utilizar procedimientos idóneos para los niños, incluidas salas de entrevistas con-
cebidas para ellos, servicios interdisciplinarios para niños víctimas de delitos inte-
grados	en	un	mismo	lugar,	salas	de	audiencia	modificadas	teniendo	en	cuenta	a	los	
niños testigos, recesos durante el testimonio de un niño, audiencias programadas a 
horas	apropiadas	para	la	edad	y	madurez	del	niño,	un	sistema	apropiado	de	notifica-
ción para que el niño sólo comparezca ante el tribunal cuando sea necesario, y otras 
medidas que faciliten el testimonio del niño.
31.  Además, los profesionales deberán aplicar medidas para:
a)  Limitar el número de entrevistas: deberán aplicarse procedimientos especiales para 
obtener	pruebas	de	los	niños	víctimas	y	testigos	de	delitos	a	fin	de	reducir	el	número	
de entrevistas, declaraciones, vistas y, concretamente, todo contacto innecesario con 
el	proceso	de	justicia,	por	ejemplo,	utilizando	grabaciones	de	vídeo;
b)  velar por que los niños víctimas y testigos de delitos no sean interrogados por el 
presunto autor del delito, siempre que sea compatible con el ordenamiento jurídico 
y respetando debidamente los derechos de la defensa: de ser necesario, los niños víc-
timas	y	testigos	de	delitos	deberán	ser	entrevistados	e	interrogados	en	el	edificio	del	
tribunal sin que los vea el presunto autor del delito y se les deberán proporcionar en 
el	tribunal	salas	de	espera	separadas	y	salas	para	entrevistas	privadas;
c)  Asegurar que los niños víctimas y testigos de delitos sean interrogados de forma 
adaptada a ellos así como permitir la supervisión por parte de magistrados, facilitar 
el testimonio del niño y reducir la posibilidad de que éste sea objeto de intimidación, 
por ejemplo, utilizando medios de ayuda para prestar testimonio o nombrando a 
expertos en psicología.
XII. DERECHO A LA SEGURIDAD
32.  Cuando la seguridad de un niño víctima o testigo de un delito pueda estar en peligro, 
deberán adoptarse las medidas apropiadas para exigir que se comunique ese riesgo a las 
autoridades competentes y para proteger al niño de ese riesgo antes y después del proce-
so de justicia y durante él.
33.  Se deberá exigir a los profesionales que estén en contacto con los niños que, cuando sos-
pechen que un niño víctima o testigo de un delito ha sufrido, sufre oprobablemente sufra 
daños, así lo comuniquen a las autoridades competentes.
34.  Los profesionales deberán estar capacitados para reconocer y prevenir la intimidación, 
las amenazas y los daños a los niños víctimas y testigos de delitos. Cuando esos niños 
puedan ser objeto de intimidación, amenazas o daños, se deberán adoptar las medidas 
apropiadas para garantizar su seguridad. Esas medidas pueden consistir en:
a)  Evitar el contacto directo entre los niños víctimas y testigos de delitos y los presuntos 
autores	de	los	delitos	durante	el	proceso	de	justicia;
b)		 Utilizar	interdictos	judiciales	respaldados	por	un	sistema	de	registro;	
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d)		 Someter	al	acusado	a	arresto	domiciliario;
e)  Brindar a los niños víctimas y testigos de delitos, siempre que sea posible y apropia-
do, protección policial o de otros organismos pertinentes y adoptar medidas para 
que no se revele su paradero.
XIII. DERECHO A LA REPARACIÓN
35.  Siempre que sea posible, los niños víctimas y testigos de delitos deberán recibir repara-
ción,	a	fin	de	conseguir	su	plena	indemnización,	reinserción	y	recuperación.	Los	procedi-
mientos para obtener y hacer ejecutoria una reparación deberán ser fácilmente accesibles 
y adaptados a los niños.
36.  Siempre y cuando los procedimientos estén adaptados a los niños y se respeten las presen-
tes Directrices, se deberán fomentar procedimientos penales y de reparación combinados, 
junto con mecanismos extrajudiciales y comunitarios como los de justicia restaurativa.
37.  La reparación puede incluir el resarcimiento por parte del delincuente por orden judicial, 
ayuda proveniente de los programas de indemnización de las víctimas administrados por 
el Estado y el pago de daños y perjuicios ordenado en procedimientos civiles. Siempre 
que sea posible, se deberá considerar el costo de la reinserción social y educacional, el 
tratamiento médico, la atención de salud mental y los servicios jurídicos. Deberán esta-
blecerse procedimientos que garanticen que la ejecución de las órdenes de reparación y el 
pago en concepto de reparación se interponga a la de las multas.
XIV. DERECHO A MEDIDAS PREVENTIVAS ESPECIALES
38.  Además de las medidas preventivas aplicables a todos los niños, se necesitan estrategias 
especiales para los niños víctimas y testigos de delitos que sean particularmente vulnera-
bles a reiterados actos de victimización o ultraje.
39. Los profesionales deberán elaborar y poner en práctica amplias estrategias e interven-
ciones	adaptadas	específicamente	a	los	casos	en	que	exista	la	posibilidad	de	que	se	siga	
victimizando al niño. En esas estrategias e intervenciones se deberá tener en cuenta la 
naturaleza de la victimización, incluida la derivada de los malos tratos en el hogar, la 
explotación sexual, los malos tratos en instituciones y la trata de niños. Se podrán aplicar 
estrategias basadas en iniciativas de las autoridades, de la comunidad y de los ciudada-
nos.
XV. APLICACIÓN
40.  Se deberá impartir a los profesionales que trabajen con niños víctimas y testigos de delitos 
capacitación,	educación	e	información	adecuadas	a	fin	de	mejorar	y	mantener	métodos,	
actitudes y enfoques especializados con objeto de proteger a los niños víctimas y testigos 
de delitos y de tratarlos con efectividad y sensibilidad.
41. Los profesionales deberán ser capacitados para que puedan proteger a los niños víctimas 
y testigos de delitos y atender de manera efectiva sus necesidades incluso en unidades y 
servicios especializados.
42.  Esa capacitación deberá incluir:
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c)		 Señales	y	síntomas	que	indiquen	la	existencia	de	delitos	contra	niños;
d)  Conocimientos especializados y técnicas para la evaluación de crisis, especialmente 
para	remitir	casos,	con	especial	insistencia	en	la	necesidad	de	mantener	la	confiden-
cialidad;
e)  Impacto, consecuencias, incluso los efectos físicos y psicológicos negativos, y trau-
mas	causados	por	los	delitos	contra	los	niños;
f)  Medidas y técnicas especiales para ayudar a los niños víctimas y testigos de delitos 
durante	el	proceso	de	justicia;
g)  Cuestiones lingüísticas, religiosas, sociales y de género con un enfoque multicultural 
y	adecuado	a	la	edad;
h)		 Técnicas	de	comunicación	apropiadas	entre	adultos	y	niños;	
i)  Técnicas de entrevista y evaluación que reduzcan al mínimo cualquier trauma en el 
niño y al mismo tiempo maximicen la calidad de la información que se obtiene de 
él;
j)  Técnicas para tratar a los niños víctimas y testigos de forma sensitiva, comprensiva, 
constructiva	y	tranquilizadora;
k)  Métodos para proteger y presentar pruebas y para interrogar a los niños testigos de 
delitos;
l)  Función de los profesionales que trabajan con niños víctimas y testigos de delitos y 
métodos utilizados por ellos.
43.  Los profesionales deberán hacer todo lo posible por adoptar un enfoque interdiscipli-
nario y cooperativo al ayudar a los niños, familiarizándose con la amplia variedad de 
servicios disponibles, como los de apoyo a las víctimas, promoción, asistencia económica, 
orientación, educación, servicios de salud, jurídicos y sociales. Este enfoque puede in-
cluir protocolos para las distintas etapas del proceso de justicia con objeto de fomentar 
la cooperación entre las entidades que prestan servicios a los niños víctimas y testigos de 
delitos, así como otras formas de trabajo multidisciplinario que incluyan a personal de la 
policía, el ministerio público y los servicios médicos, sociales y psicológicos que trabajen 
en la misma localidad.
44.  Deberá promoverse la cooperación internacional entre los Estados y todos los sectores de 
la sociedad, tanto a nivel nacional como internacional, incluida la asistencia recíproca con 
el propósito de facilitar la recopilación y el intercambio de información y la detección e 
investigación de los delitos transnacionales que impliquen a niños como víctimas y testi-
gos, así como el enjuiciamiento de quienes los cometan.
45.  Los profesionales deberán considerar la posibilidad de utilizar las presentes Directrices 
como base para la formulación de leyes, políticas, normas y protocolos cuyo objetivo sea 
ayudar a los niños víctimas y testigos de delitos implicados en el proceso de justicia.
46.  Los profesionales deberán poder examinar y evaluar periódicamente su función, junto 
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EL CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL,
Recordando la resolución 50/181 de la Asamblea General, de 22 de diciembre de 1995, so-
bre los derechos humanos en la administración de justicia, y las resoluciones de la Comisión 
de Derechos Humanos 1996/85, de 24 de abril de 1996 Documentos	Oficiales	del	Consejo	
Económico y Social, 1996, Suplemento No. 3 (E/1996/23), cap. II, secc. A., y 1997/44, de 11 
de abril de 1997 Ibíd., 1997, Suplemento No. 3 (E/1997/23), cap. II, secc. A., sobre los dere-
chos del niño, así como la resolución 7 del Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente Informe del Noveno Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, El Cairo, 29 de 
abril a 8 de mayo de 1995 (A/CONF.169/16/Rev.1), cap. I.,
Recordando también la resolución 1996/13 del Consejo Económico y Social, de 23 de julio 
de 1996, sobre la administración de la justicia de menores,
Recordando asimismo la resolución 1996/32 de la Comisión de Derechos Humanos, de 
19 de abril de 1996, sobre los derechos humanos en la administración de justicia, en particular 
de los niños y jóvenes detenidos151,
Observando con satisfacción que el Comité de los Derechos del Niño asigna particular 
importancia a la cuestión de la administración de la justicia de menores y que en las obser-
vaciones	finales	sobre	los	informes	de	los	Estados	Partes	haya	formulado	recomendaciones	
concretas relativas al mejoramiento de los sistemas de justicia de menores por conducto de 
la Secretaría de las Naciones Unidas y otras entidades competentes de las Naciones Unidas 
mediante, entre otras cosas, servicios de asesoramiento y cooperación técnica, 
Tomando nota de la importancia de los servicios de asesoramiento y de los programas de 
cooperación técnica para ayudar a los Estados a poner en práctica esas recomendaciones,
Expresando su reconocimiento al Gobierno de Austria por haber acogido en viena, del 
23 al 25 de febrero de 1997, una reunión de un grupo de expertos sobre la elaboración de un 
programa de acción para promover la utilización y aplicación efectivas de las reglas y normas 
internacionales de justicia de menores,
Reconociendo la necesidad de seguir fortaleciendo la cooperación internacional y la asis-
tencia técnica en materia de justicia de menores,
1. Acoge con satisfacción las Directrices de Acción sobre el Niño en el Sistema de Justicia 
Penal	que	figuran	como	anexo	de	la	presente	resolución,	elaboradas	en	la	reunión	del	gru-
po de expertos sobre la elaboración de un programa de acción para promover la utiliza-
ción y aplicación efectivas de las reglas y normas internacionales de justicia de menores, 
celebrada en viena del 23 al 25 de febrero de 1997 en atención de la resolución 1996/13 
del Consejo Económico y Social, e invita a todas las Partes interesadas a que aprovechen 
Directrices de Acción sobre el Niño en el Sistema 
de Justicia Penal (Directrices de Viena)
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estas Directrices en la aplicación de las disposiciones de la Convención sobre los Derechos 
del Niño Resolución 44/25 de la Asamblea General, anexo. con respecto a la justicia de 
menores;
2. Alienta a los Estados Miembros a que utilicen los programas de asistencia técnica ofre-
cidos por los programas de las Naciones Unidas, incluido en particular el programa en 
materia	de	prevención	del	delito	y	justicia	penal,	a	fin	de	reforzar	las	infraestructuras	y	su	




del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos/Centro de 
Derechos Humanos, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos 
y programas competentes de las Naciones Unidas a que den curso favorable a las peticio-
nes	de	los	Estados	Miembros	de	asistencia	técnica	en	cuestiones	de	justicia	de	menores;
4. Insta a los Estados Miembros a que aporten fondos y otros recursos para actividades de 
proyectos	a	fin	de	prestar	asistencia	en	la	utilización	de	las	Directrices	de	Acción;
5. Invita al Secretario General a que fortalezca a nivel de todo el sistema la coordinación de 
las actividades en materia de justicia de menores, incluida la prevención de la delincuen-
cia juvenil, particularmente con respecto al estudio, la difusión de información, la capaci-
tación, la utilización y aplicación efectivas de las reglas y normas existentes, así como la 
ejecución	de	proyectos	de	asistencia	técnica;
6. Invita también al Secretario General a que considere la posibilidad de establecer un gru-
po de coordinación sobre asistencia y asesoramiento técnicos en materia de justicia de 
menores, a reserva de la disponibilidad de recursos del presupuesto ordinario o extra-
presupuestarios, como se recomienda en las Directrices de Acción, que podría ser con-
vocado al menos una vez al año para coordinar nuevas actividades internacionales en 
cuestiones de justicia de menores. El grupo podría estar compuesto de representantes del 
Comité	de	los	Derechos	del	Niño,	de	la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	
Unidas para los Derechos Humanos/Centro de Derechos Humanos y de la División de 
Prevención del Delito y Justicia Penal, junto con institutos como la Red del Programa de 
las Naciones Unidas en materia de Prevención del Delito y Justicia Penal, el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
y otras organizaciones y organismos especializados competentes de las Naciones Unidas, 
así como de representantes de otras organizaciones intergubernamentales, regionales y 
no gubernamentales interesadas, incluidas las redes internacionales que se ocupan de 
cuestiones de justicia de menores y las instituciones académicas que prestan asistencia y 
asesoramiento	técnicos;
7. Invita al Secretario General a que realice, en cooperación con los gobiernos interesados y 
a reserva de la disponibilidad de recursos del presupuesto ordinario o extrapresupues-
tarios, misiones de evaluación de las necesidades sobre la base de las recomendaciones 
del Comité de los Derechos del Niño, con respecto a la reforma o al mejoramiento de 
sus sistemas de justicia de menores, en forma de iniciativas conjuntas, con la participa-
ción	que	se	requiera	de	la	División	de	Prevención	del	Delito	y	Justicia	Penal,	la	Oficina	
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos/Centro de 
Derechos	Humanos,	 la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	 las	Naciones	Unidas	para	 los	
Refugiados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación la Ciencia y la Cultura, la Organización Internacional 
del Trabajo, la Organización Mundial de la Salud, el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo, el Banco Mundial y otras organizaciones e instituciones regionales e 
internacionales	de	financiación,	así	como	de	organizaciones	no	gubernamentales	e	insti-
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justicia de menores, teniendo en cuenta el asesoramiento de los grupos establecidos de 
conformidad	con	el	párrafo	6	de	la	presente	resolución;
8. Pide a esas organizaciones, a reserva de la disponibilidad de recursos del presupues-
to ordinario o extrapresupuestarios, así como a los gobiernos interesados, que ofrezcan 
asistencia mediante proyectos a corto, mediano y largo plazo a los Estados Partes en la 
Convención sobre los Derechos del Niño que, a juicio del Comité de los Derechos de 
Niño, necesiten mejorar su sistema de justicia de menores y recomienda que esos proyec-
tos se lleven a cabo en el contexto de los informes de los Estados Partes sobre la aplicación 
de	la	Convención,	con	arreglo	a	lo	dispuesto	en	su	Artículo	44;
9. Invita a los respectivos órganos rectores de las organizaciones mencionadas en el párrafo 
7 a que incluyan en sus programas de actividades un componente sobre justicia de meno-
res	a	fin	de	velar	por	la	aplicación	de	la	presente	resolución;
10. Pide asimismo al Secretario General que presente cada dos años a la Comisión de 
Prevención	del	Delito	y	Justicia	Penal	informes	sobre	la	aplicación	de	esta	resolución;
ANEXO
Proyecto de directrices de acción sobre el niño en el sistema de justicia penal
1. En cumplimiento de lo dispuesto en la resolución 1996/13 del Consejo Económico y 
Social, de 23 de julio de 1996, las presentes Directrices de Acción sobre el niño en el sis-
tema de justicia penal fueron preparadas por un grupo de expertos reunido en viena del 
23	al	25	de	febrero	de	1997,	con	el	apoyo	financiero	del	Gobierno	de	Austria.	Al	preparar	
las Directrices de Acción, los expertos tuvieron en cuenta las opiniones expresadas y la 
información presentada por los gobiernos.
2. Participaron en la reunión 29 expertos de 11 Estados de distintas regiones, representantes 
del Centro de Derechos Humanos, del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y 
del Comité de los Derechos del Niño y observadores de organizaciones no gubernamen-
tales que se ocupan de la justicia de menores.
3. Las Directrices de Acción van dirigidas al Secretario General y a los organismos y pro-
gramas correspondientes de las Naciones Unidas, a los Estados Partes en la Convención 
sobre los Derechos del Niño Resolución 44/25 de la Asamblea General, anexo., en lo 
que	se	refiere	a	su	aplicación,	y	a	los	Estados	Miembros,	en	lo	relativo	a	la	utilización	y	
aplicación de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 
justicia de menores (Reglas de Beijing) Resolución 44/33 de la Asamblea General, anexo., 
las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil 
(Directrices de Riad) Resolución 45/112 de la Asamblea General, anexo. y las Reglas de 
las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad Resolución 
45/113 de la Asamblea General, anexo., en adelante denominadas conjuntamente reglas 
y normas de las Naciones Unidas en materia de justicia de menores.
I. METAS, OBJETIVOS Y CONSIDERACIONES BÁSICAS
4. Las Directrices de Acción obedecen al propósito de servir de marco para la consecución 
de los siguientes objetivos:
a) Aplicar la Convención sobre los Derechos del Niño y hacer cumplir los objetivos de 
la	Convención	por	lo	que	se	refiere	a	los	niños	en	el	contexto	de	la	administración	de	
justicia de menores, así como la utilización y aplicación de las reglas y normas de las 
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como la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas 
de	delitos	y	del	abuso	de	poder	Resolución	40/34	de	la	Asamblea	General,	anexo;
b)	 Facilitar	la	prestación	de	asistencia	a	los	Estados	Partes	para	la	aplicación	eficaz	de	la	
Convención sobre los Derechos del Niño e instrumentos conexos.
5.	 Para	poder	velar	por	una	utilización	eficaz	de	las	Directrices	de	Acción,	es	indispensable	
una mayor cooperación entre los gobiernos, las entidades competentes del sistema de las 
Naciones Unidas, las organizaciones no gubernamentales, los grupos profesionales, los 
medios de comunicación, las instituciones académicas, los niños y otros miembros de la 
sociedad civil.
6. Las Directrices de Acción se basan en el principio de que la obligación de dar aplicación 
a la Convención corresponde claramente a los Estados Partes en ella.
7. La utilización de las Directrices de Acción se basará en las recomendaciones del Comité 
de los Derechos del Niño.
8. Al aplicar las Directrices de Acción en los planos tanto internacional como nacional, se 
deberán tener en cuenta los siguientes aspectos:
a) El respeto de la dignidad humana, compatible con los cuatro principios generales en 
los que se inspira la Convención, a saber: la no discriminación, incluidos los aspectos 
de	igualdad	entre	el	hombre	y	la	mujer;	la	defensa	del	interés	superior	del	niño;	el	













nal, nacional, provincial y local) y en colaboración con los socios pertinentes, compren-
didos los gobiernos, las entidades de las Naciones Unidas, y organizaciones no guberna-
mentales, grupos profesionales, los medios de difusión, las instituciones académicas, los 
niños y otros miembros de la sociedad civil, así como con otros socios.
II. PLANES PARA LA APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS 
DEL NIñO, EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBJETIVOS Y LA UTILIZACIÓN Y 
APLICACIÓN DE LAS REGLAS Y NORMAS INTERNACIONALES EN MATERIA DE 
JUSTICIA DE MENORES 
A. Medidas de aplicación general
10. Debe reconocerse la importancia que reviste un planteamiento nacional cabal y conse-
cuente	en	materia	de	justicia	de	menores	por	lo	que	se	refiere	a	la	interdependencia	y	la	
indivisibilidad de los derechos del niño.
a) Los principios y disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño y las 
reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de justicia de menores queden 
plenamente recogidos en los aspectos normativos y prácticos de la legislación nacio-
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orientado a los niños que garantice los derechos de los menores, prevenga la viola-
ción de los derechos de los niños, promueva el sentido de la dignidad y el valor del 
niño, y respete plenamente su edad, su etapa de desarrollo y su derecho a participar 
activamente	en	la	sociedad	y	a	contribuir	a	ella;
b) Las disposiciones de los instrumentos arriba citados se divulguen ampliamente entre 
los niños en un lenguaje que éstos puedan entender. Además, deben implantarse los 
medios necesarios para velar por que todos y cada uno de los niños dispongan de la 
información	sobre	sus	derechos	que	figura	en	esos	instrumentos,	por	lo	menos	desde	
su primer contacto con el sistema de justicia penal, haciéndoles entender también 
que	deben	acatar	la	ley;
c) Se eduque a la población y a los medios de difusión para que sepan comprender el 
espíritu, los objetivos y los principios de la justicia centrada en el niño, de conformi-
dad con las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de justicia de meno-
res.
B. Metas concretas
11. Deben tomarse medidas relacionadas con la política, la adopción de decisiones, la direc-
ción y la reforma para que: 
12.	 Los	Estados	deberán	velar	porque	sus	programas	de	inscripción	de	nacimientos	sean	efi-
caces. En aquellos casos en que se desconozca la edad del niño implicado en el sistema 
de justicia, se deberán tomar medidas para cerciorarse de la verdadera edad del niño 
mediante una evaluación independiente y objetiva.
13. Cualquiera que sea la edad de responsabilidad penal, la mayoría de edad civil o la edad 
mínima de libre consentimiento que establezca la legislación nacional, los Estados debe-
rán	velar	por	que	los	niños	se	beneficien	de	todos	los	derechos	que	las	garantiza	el	derecho	
internacional, en particular los enunciados en los Artículos 3, 37 y 40 de la Convención.
14. Se prestará particular atención a los siguientes aspectos:
a)	 El	proceso	de	justicia	de	menores	debe	ser	amplio	y	estar	centrado	en	el	niño;
b) Se establecerán grupos de expertos independientes para examinar las leyes vigentes 
y	propuestas	en	materia	de	justicia	de	menores	y	sus	efectos	en	los	niños;
c) No se inculpará a ningún niño que no haya alcanzado la edad de responsabilidad 
penal;
d) Los Estados deben crear tribunales de menores con jurisdicción principal sobre los 
menores que cometan actos delictivos y procedimientos especiales concebidos para 
tener en cuenta las necesidades concretas de los niños. Como alternativa, los tribu-
nales ordinarios deberán incorporar esos procedimientos en la forma que correspon-
da. Siempre que sea necesario, de conformidad con los Artículos 3, 37 y 40 de la 
Convención, se estudiará la adopción de medidas legislativas nacionales y de otra 
índole para que se reconozcan al niño, todos sus derechos y se le asigne protección 
cuando comparezca ante un tribunal que no sea de menores.
15. Hay que proceder a un examen de los procedimientos existentes y, cuando sea posible, 
preparar iniciativas para no recurrir a los sistemas de justicia penal en el caso de jóvenes 
acusados de delitos. Deben tomarse las medidas oportunas para ofrecer por conducto del 
Estado una amplia serie de medidas sustitutivas en las fases previas a la detención, pre-
judiciales, judiciales y post judiciales, para prevenir su reincidencia y promover su reha-
bilitación	social.	Deben	utilizarse	mecanismos	oficiosos	para	solucionar	controversias	en	
casos en que estén involucrados delincuentes infantiles, comprendidas la mediación y las 
prácticas de justicia restitutiva o tradicional, en particular los procesos en que intervienen 
las víctimas. En las diversas medidas que se adopten deberá recurrirse a la familia, siem-
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sustitutivas cumplan con lo dispuesto por la Convención, por las reglas y normas de las 
Naciones Unidas en materia de justicia penal, así como por otras reglas y normas vigen-
tes en materia de prevención del delito y justicia penal, como las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas sobre medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio) Resolución 
45/110 de la Asamblea General, anexo., especialmente en lo referente a asegurar el res-
peto de las debidas garantías procesales al aplicar tales medidas y del principio de la 
intervención mínima.
16. Debe otorgarse prioridad a la creación de organismos y programas que presten asistencia 
jurídica y de otra índole a los niños, como servicios de interpretación de ser necesario con 
carácter gratuito, y, en concreto, que velen por que se respete en la práctica el derecho de 
todos los niños a tener acceso a esa asistencia desde el momento de la detención. 
17. Debe prestarse especial atención a los niños que requieran medidas especiales de protec-
ción, a los que trabajan o viven en la calle, a los privados permanentemente de un entorno 
familiar, a los discapacitados y a los pertenecientes a minorías, inmigrantes, poblaciones 
indígenas u otros grupos vulnerables.
18. Debe reducirse el ingreso de niños en instituciones de régimen cerrado. La reclusión de 
niños en esas instituciones debe tener lugar únicamente de conformidad con lo dispues-
to en el inciso b del Artículo 37 de la Convención y como medida de última instancia y 
durante el período más breve. Deben prohibirse las penas corporales en los sistemas de 
justicia y atención social de menores.
19. Las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad 
y el inciso d del Artículo 37 de la Convención también se aplican a todo marco público o 
privado del que el niño, por orden judicial, administrativa o de alguna autoridad pública, 
no pueda salir por voluntad propia.
20. Con objeto de mantener un vínculo entre el menor detenido y su familia y su comunidad, 
y para facilitar su reintegración social, es importante facilitar el acceso de los parientes 
y las personas que tienen un legítimo interés en el niño a las instituciones en que los ni-




realizarse en el marco de las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de justi-
cia de menores, en particular las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los 
Menores Privados de Libertad. Los Estados deben permitir que los niños se comuniquen 
libremente	y	con	carácter	confidencial	con	los	órganos	de	verificación.	
22. Los Estados deben atender positivamente a las solicitudes de acceso a establecimientos de 
detención de las organizaciones humanitarias, de derechos humanos y otras organizacio-
nes interesadas.
23.	 Por	lo	que	se	refiere	a	los	niños	en	el	sistema	de	justicia	penal,	deben	tenerse	plenamen-
te en cuenta las inquietudes planteadas por las organizaciones intergubernamentales y 
no gubernamentales y otras partes interesadas, en particular las cuestiones sistémicas, 
comprendidos los internamientos inapropiados y los retrasos prolongados que afectan a 
menores privados de libertad.
24. Todas las personas que tengan contacto con niños en el sistema de justicia penal, o que 
estén a su cargo, deberán recibir educación y capacitación en materia de derechos hu-
manos, de los principios y disposiciones de la Convención, así como de otras reglas y 
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sanitario, asistentes sociales, personal de misiones de mantenimiento de la paz y otros 
profesionales interesados en la justicia de menores.
25. Habida cuenta de las normas internacionales vigentes, los Estados deben crear mecanis-
mos que garanticen una investigación expeditiva, minuciosa e imparcial de las acusacio-
nes de violación de los derechos y libertades fundamentales de los niños que se hagan 
contra funcionarios. Los Estados deben velar por que quienes resulten declarados respon-
sables de tales actos sean debidamente castigados.
C. Medidas que han de adoptarse en el plano internacional
26. La justicia de menores debe recibir prioridad en los planos internacional, regional y na-
cional, así como en el marco de las medidas adoptadas a nivel de todo sistema de las 
Naciones Unidas.
27. Existe una necesidad apremiante de estrecha cooperación entre todos los órganos en esta 
materia, en particular, la División de Prevención del Delito y Justicia Penal de la Secretaría, 
la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos/
Centro	de	Derechos	Humanos,	la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	
para los Refugiados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, el Comité de los Derechos del Niño, la Organización 
Internacional del Trabajo, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación la 
Ciencia y la Cultura y la Organización Mundial de la Salud. Además, se invita al Banco 
Mundial	y	a	otras	instituciones	y	organizaciones	financieras	internacionales	y	regionales,	
así como a organizaciones no gubernamentales e instituciones académicas, a que apoyen 
la prestación de servicios de asesoramiento y asistencia técnica en la esfera de la justicia 
de menores. Por lo tanto, debe reforzarse la cooperación sobre todo en lo referente a la 
investigación, la divulgación de información, la capacitación, la aplicación y supervisión 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, así como en la prestación de programas de 
asesoramiento y asistencia técnica, por ejemplo, aprovechando las redes internacionales 
existentes sobre justicia de menores.
28. Es preciso aplicar efectivamente la Convención sobre los Derechos del Niño y las normas 
internacionales a través de programas de cooperación técnica y servicios de asesoramien-
to, prestando particular atención a los siguientes aspectos relativos a la protección y la 
promoción de los derechos humanos de menores detenidos, el fortalecimiento del impe-
rio de la ley y la mejora de la administración del sistema de justicia de menores:
a)	 La	asistencia	para	la	reforma	jurídica;
b)	 El	fortalecimiento	de	la	capacidad	y	las	infraestructuras	nacionales;
c) Los programas de capacitación para funcionarios de policía y de otros servicios de 
seguridad,	 jueces	y	magistrados,	fiscales,	abogados,	administradores,	 funcionarios	
de instituciones penitenciarias y otros profesionales que trabajan en instituciones 
donde se prive de libertad a niños, personal sanitario, asistentes sociales, personal de 
misiones de mantenimiento de la paz y otros profesionales interesados en la justicia 
de	menores;
d)	 La	preparación	de	manuales	de	capacitación;
e) La preparación de material informativo y docente para informar a los niños de sus 
derechos	en	materia	de	justicia	de	menores;
f) La asistencia para desarrollar sistemas de información y gestión.
29. Debe mantenerse una estrecha cooperación entre la División de Prevención del Delito 
y Justicia Penal y el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la 
Secretaría, habida cuenta de la importancia de proteger los derechos de los niños en las 
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los problemas de los niños y los jóvenes como víctimas y autores de delitos en situaciones 
de	consolidación	de	la	paz,	después	de	conflictos	y	de	otras	situaciones.
D. Mecanismos para la ejecución de proyectos de asesoramiento y asistencia técnica 
30. De conformidad con lo dispuesto en los Artículos 43, 44 y 45 de la Convención, el Comité 
de los Derechos del Niño examina los informes de los Estados partes sobre la aplicación 
de la Convención. Con arreglo al Artículo 44 de la Convención, esos informes deberán 
indicar	las	circunstancias	y	dificultades,	si	las	hubiere,	que	afecten	al	grado	de	cumpli-
miento de las obligaciones derivadas de la Convención.
31. Se invita a los Estados partes en la Convención a que, en sus informes iniciales y pe-
riódicos, presenten información, datos e indicadores amplios sobre la aplicación de las 
disposiciones de la Convención y sobre la utilización y aplicación de las reglas y normas 
de las Naciones Unidas en materia de justicia penal véanse las Orientaciones generales 
respecto de la forma y el contenido de los informes periódicos que deben presentar los 
Estados partes en virtud del párrafo 1 b) del Artículo 44 de la Convención, adoptadas 
por el Comité en su 343ª sesión (13º período de sesiones) el 11 de octubre de 1996 (CRC/
C/58). Para un resumen de los debates sobre el tema de la jornada temática especial del 
Comité de los Derechos del Niño, véase el informe sobre el décimo período de sesiones 
del Comité (Ginebra, 30 de octubre a 17 de noviembre de 1995) (CRC/C/46, págs. 33 a 
39).
32. Como consecuencia del proceso de examinar los progresos realizados por los Estados 
partes en el cumplimiento de sus obligaciones en virtud de la Convención, el Comité 
podrá formular sugerencias y recomendaciones generales al Estado Parte para velar por 
el pleno cumplimiento de la Convención (de conformidad con el inciso d del Artículo 45 
de la Convención). Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de 
estimular la cooperación internacional en materia de justicia de menores, el Comité trans-
mite, según estime conveniente, a los organismos especializados, al UNICEF y a otros 
órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan una solicitud de 
asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa necesidad, junto con las 
observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o indi-
caciones (de conformidad con el inciso b del Artículo 45 de la Convención).
33. En consecuencia, si un Estado parte informara de la necesidad de iniciar una reforma en 
materia	de	justicia	de	menores	y	el	proceso	de	examen	por	el	Comité	pusiera	de	manifies-
to esa necesidad, incluso a través de asistencia de los programas de asesoramiento y asis-
tencia técnica de las Naciones Unidas o los de los organismos especializados, el Comité 
sugiere que el Estado parte solicite esa asistencia, incluso de la División de Prevención 
del Delito y Justicia Penal, del Centro de Derechos Humanos y del Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia.
34. Con objeto de prestar la asistencia apropiada atendiendo a esas solicitudes, se creará un 
grupo de coordinación sobre asesoramiento y asistencia técnica en materia de justicia de 
menores que el Secretario General convocará al menos con carácter anual. El Grupo esta-
rá	formado	por	representantes	de	la	División,	de	la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	
Naciones Unidas para los Derechos Humanos/Centro de Derechos Humanos, del Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia, del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo, del Comité de los Derechos del Niño y de los institutos que integran la red 
del Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal 
y otras entidades competentes de las Naciones Unidas, así como otras organizaciones 
intergubernamentales, regionales y no gubernamentales interesadas, comprendidas las 
redes internacionales sobre justicia de menores y las instituciones académicas dedicadas 
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35. Antes de la primera reunión del grupo de coordinación, debe elaborarse una estrategia 
para poner en marcha una cooperación internacional más intensa en materia de justicia 
de	menores.	El	grupo	de	coordinación	debe	facilitar	también	la	identificación	de	proble-
mas comunes, el acopio de ejemplos de buenas prácticas y el análisis de experiencias y 
necesidades compartidas, lo que a su vez conduciría a un enfoque más estratégico de 
la	evaluación	de	las	necesidades	y	a	propuestas	eficaces	para	 la	adopción	de	medidas.	
Esa recopilación permitiría organizar servicios concertados de asesoramiento y asistencia 
técnica en materia de justicia de menores, comprendido un pronto acuerdo con el gobier-
no que solicitara esa asistencia, así como con todos los demás partícipes que tuvieran la 
capacidad y la competencia de ejecutar los distintos elementos de un proyecto nacional, 
garantizando	así	la	actuación	más	eficaz	y	orientada	a	la	solución	de	los	problemas.	Esa	
recopilación se ampliaría constantemente en estrecha colaboración con todas las partes 
interesadas y tendrá en cuenta la posible introducción de programas de remisión y medi-
das para mejorar la administración de la justicia de menores, reducir la utilización de cen-
tros de detención preventiva y prisión preventiva, mejorar el tratamiento de los menores 
privados	de	libertad	y	crear	programas	eficaces	de	la	reinserción	y	recuperación.
36. Debe hacerse hincapié en formular planes amplios de prevención, tal y como lo exigen 
las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia de menores 
(Directrices de Riad) Resolución 45/112 de la Asamblea General, anexo. Los proyectos 
deben centrarse en estrategias encaminadas a socializar e integrar a todos los niños y 
jóvenes, en particular a través de la familia, la comunidad, los grupos de pares, las escue-
las, la formación profesional y el mundo del trabajo. En esos proyectos se debe prestar 
particular atención a los niños que necesitan medidas de protección especial, como los 
que viven o trabajan en la calle o los privados permanentemente de un entorno familiar, 
los discapacitados o los pertenecientes a minorías, inmigrantes, poblaciones indígenas u 
otros grupos vulnerables. En particular, debe evitarse en la medida de lo posible internar 
a esos niños en instituciones. Deben adoptarse medidas de protección social para limitar 
los riesgos de criminalización de esos niños.
37. La estrategia expondrá también un proceso coordinado de prestación de servicios inter-
nacionales de asesoramiento y asistencia técnica a los Estados partes en la Convención, 
con arreglo a misiones conjuntas que emprenderá, siempre que así proceda, el personal 
de las distintas organizaciones y organismos participantes, con miras a formular proyec-
tos de asistencia técnica a más largo plazo.
38. Los coordinadores residentes de las Naciones Unidas tienen un importante papel en la 
prestación de servicios de asesoramiento y asistencia técnica a nivel de los países, como 
también	 son	 importantes	 las	 funciones	 que	 pueden	 desempeñar	 las	 oficinas	 sobre	 el	
terreno	de	 la	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	 las	Naciones	Unidas	para	 los	Derechos	
Humanos/Centro de Derechos Humanos, del Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia y del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Se pone de relieve la 
naturaleza esencial de la integración de la cooperación técnica en materia de justicia de 
menores	en	la	planificación	y	la	programación	por	países,	inclusive	a	través	de	la	nota	de	
estrategia por países de las Naciones Unidas.
39. Hay que movilizar recursos para el mecanismo coordinador del grupo de coordinación 
así como para los proyectos regionales y por países formulados para mejorar la obser-
vancia	de	la	Convención.	Algunos	recursos	para	estos	fines	(véanse	los	párrafos	34	a	38	
supra) procederán de los presupuestos ordinarios o serán recursos extrapresupuestarios. 
La mayoría de los recursos para proyectos concretos tendrán que obtenerse en fuentes 
externas.
40. El grupo de coordinación tal vez desee fomentar un enfoque coordinado de la moviliza-
ción	de	recursos	en	esta	esfera,	y	de	hecho	puede	que	sea	un	vehículo	para	ese	fin.	Esa	
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figurará	en	un	documento	programático	que	vaya	en	apoyo	de	un	programa	mundial	en	
la materia. Se debe invitar a que participen en un proceso de esa índole a todos los órga-
nos y organismos de las Naciones Unidas interesados, así como a las organizaciones no 
gubernamentales que tengan la capacidad de prestar servicios de cooperación técnica en 
la materia.
E. Otras consideraciones relativas a la ejecución de proyectos por países 
41. Uno de los principios patentes en la prevención de la delincuencia juvenil y la justicia de 
menores es que un cambio a largo plazo se consigue cuando se abordan las causas bási-
cas y no cuando se tratan únicamente los síntomas. Por ejemplo, la utilización excesiva 
de la detención de menores podrá abordarse de forma adecuada únicamente si se aplica 
un planteamiento cabal, que incluya estructuras tanto orgánicas como de gestión a todos 
los	niveles	de	la	investigación,	el	ministerio	fiscal	y	el	poder	judicial,	así	como	el	sistema	
penitenciario.	Todo	ello	exige	la	comunicación,	entre	otras	cosas,	con	la	policía,	los	fisca-
les, los jueces y los magistrados, así como las autoridades locales y administrativas y las 
autoridades competentes de los centros penitenciarios. Además, exige la voluntad y la 
capacidad de cooperar estrechamente con carácter recíproco.
42. Para impedir que se siga dependiendo excesivamente de medidas de justicia penal para 
hacer frente al comportamiento de los menores, se debe tratar de establecer y aplicar pro-
gramas encaminados a fortalecer la asistencia social, lo que permitiría sustraer a los niños 
del sistema de justicia, si procediera, así como mejorar la aplicación de medidas no pri-
vativas de la libertad y de programas de reinserción. Para poder crear y aplicar tales pro-
gramas, es necesario fomentar una estrecha cooperación entre los sectores de la justicia de 
menores, distintos servicios de represión y sectores de bienestar social y educación.
III. PLANES ORIENTADOS A LOS NIñOS COMO VÍCTIMAS Y TESTIGOS
43. De conformidad con la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 
víctimas de delitos y abuso de poder Resolución 40/34 de la Asamblea General, anexo., 
los Estados deben comprometerse a velar por que los niños víctimas y testigos dispongan 
de un acceso apropiado a la justicia y de un tratamiento equitativo, resarcimiento, indem-
nización y asistencia social. Si procede, se deben adoptar medidas para impedir que se 
solucionen asuntos penales mediante indemnización fuera del sistema de justicia cuando 
ello no responda al interés superior del niño.
44. La policía, los abogados, el poder judicial y otros funcionarios judiciales deben recibir 
capacitación para ocuparse de casos en que los niños sean víctimas. Los Estados deben es-
tablecer,	si	todavía	no	lo	han	hecho,	oficinas	y	dependencias	especializadas	para	ocuparse	
de casos de delitos contra el niño. Los Estados deben establecer un código de buenas 
prácticas para ocuparse adecuadamente de los casos en que las víctimas sean niños.
45. Debe tratarse a los niños víctimas con compasión y respeto de su dignidad. Tienen dere-
cho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una rápida reparación, según lo disponga 
la legislación nacional, por el daño que han sufrido.
46. Los niños víctimas deben tener acceso a una asistencia que satisfaga sus necesidades, 
como asistencia letrada, protección, vivienda segura, asistencia económica, asesoramien-
to, servicios sanitarios y sociales, reinserción social y servicios de recuperación física y 
psicológica. Debe prestarse asistencia especial a los niños que estén discapacitados o en-
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47. Deben crearse y fortalecerse en caso necesario mecanismos judiciales y administrativos 
que	permitan	a	los	niños	víctimas	obtener	reparación	mediante	procedimientos	oficiales	
u	oficiosos	que	sean	expeditivos,	justos,	poco	costosos	y	asequibles.	Debe	informarse	a	los	
niños víctimas y a sus representantes legales de sus derechos para obtener reparación por 
conducto de esos mecanismos.
48.	 Debe	permitirse	el	acceso	a	una	indemnización	justa	y	suficiente	a	través	del	sistema	judi-
cial para todos los niños víctimas de violaciones de derechos humanos, incluida la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, comprendidos la violación y los 
abusos	sexuales,	la	privación	de	libertad	ilegal	o	arbitraria,	la	detención	injustificable	y	la	
denegación de justicia. Se debe proporcionar la necesaria representación letrada para in-
terponer una demanda ante un tribunal competente, así como servicios de interpretación 
al idioma del menor, en caso necesario.
49. Los niños testigos necesitan asistencia en los procesos judiciales y administrativos. Los 
Estados deben estudiar, evaluar y mejorar la situación de los niños como testigos de de-
litos en sus requisitos probatorios, así como en su derecho procesal. De conformidad con 
las distintas tradiciones jurídicas, debe evitarse el contacto directo entre el niño víctima 
y el delincuente durante el proceso de instrucción e inculpación, así como durante las 
vistas del juicio. Debe prohibirse la difusión de fotografías o imágenes del niño víctima 
en	los	medios	de	comunicación,	a	fin	de	proteger	su	vida	privada.	Si	la	prohibición	fuese	
incompatible con principios jurídicos fundamentales de los Estados Miembros, debería 
desalentarse dicha difusión.
50. Los Estados deben considerar la posibilidad de enmendar sus códigos de procedimiento 
penal para permitir, entre otras cosas, la grabación en vídeo del testimonio del niño y la 
presentación	de	la	cinta	ante	los	tribunales	como	elemento	oficial	de	prueba.	En	concreto,	
la	policía,	los	fiscales,	los	jueces	y	los	magistrados	deben	aplicar,	en	las	redadas	policiales	
y en los interrogatorios de niños testigos por ejemplo, prácticas que tengan en cuenta su 
condición de niños.
51. Debe facilitarse que los procesos judiciales y administrativos se hagan eco de las necesi-
dades de los niños víctimas y testigos mediante las siguientes medidas:
a) Informar a los niños víctimas de su función y del alcance, la cronología y el progreso 
de las actuaciones judiciales y del desenlace de sus casos, especialmente cuando se 
trata	de	delitos	graves;
b) Impulsar el desarrollo de planes de preparación de niños víctimas para familiarizar 
a los niños con el proceso de justicia penal antes de que presten testimonio. Debe 
prestarse una asistencia apropiada a los niños víctimas y testigos durante todo el 
proceso;	
c) Permitir que las opiniones y preocupaciones de los niños víctimas sean presentadas 
y examinadas en las fases apropiadas de las actuaciones cuando sus intereses perso-
nales se vean afectados, sin perjuicio del acusado y de conformidad con el sistema 
nacional	de	justicia	penal	de	que	se	trate;
d) Adoptar medidas para reducir los retrasos en el proceso de justicia penal, proteger 
la intimidad de los niños víctimas y testigos y, en los casos necesarios velar por que 
estén protegidos de la intimidación y de las represalias.
52. Como principio general, los niños desplazados ilegalmente o retenidos ilícitamente a tra-
vés de fronteras serán devueltos al país de origen. Deberá velarse por su seguridad, se 
les dispensará un trato humano y se les prestará la asistencia necesaria, en espera de 
su regreso. Se habrá de devolver el niño sin demora para asegurar el cumplimiento de 
la Convención sobre los Derechos del Niño. Cuando proceda aplicar la Convención de 
La Haya sobre los aspectos civiles del secuestro internacional de niños (1980) Naciones 
Unidas, Treaty Series, vol. 1343, No. 22514. , aprobada por la Conferencia de La Haya 
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Cooperación en materia de Adopción Internacional y la Convención sobre jurisdicción, 
derecho aplicable, reconocimiento, aplicación y cooperación respecto de la responsabi-
lidad de los padres y medidas para la protección del niño, se aplicarán sin demora las 
disposiciones de esos tratados en lo relativo al regreso del niño. Al regreso del niño, el 
país de origen le deberá tratar con respeto, de conformidad con los principios internacio-
nales	de	derechos	humanos,	y	ofrecer	medidas	suficientes	de	rehabilitación	basadas	en	la	
familia.
53. El Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia pe-
nal,	 comprendidos	 los	 institutos	que	 integran	 la	 red	del	Programa,	 la	Oficina	del	Alto	
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos/Centro de Derechos 
Humanos, el UNICEF, el PNUD, el Comité de los Derechos del Niño, la UNESCO, el 
Banco Mundial y las organizaciones no gubernamentales interesadas deben ayudar a 
los Estados Miembros, previa solicitud, a preparar, con cargo a los presupuestos de las 
Naciones Unidas o a recursos extrapresupuestarios, actividades multidisciplinarias de 
capacitación, educación e información para personal de los servicios de represión y de-
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I. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES
1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en 
la sociedad. Si los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmente útiles, se orientan 
hacia la sociedad y enfocan la vida con criterio humanista, pueden adquirir actitudes no 
criminógenas. 
2.	 Para	poder	prevenir	eficazmente	la	delincuencia	juvenil	es	necesario	que	toda	la	sociedad	
procure un desarrollo armonioso de los adolescentes, y respete y cultive su personalidad 
a partir de la primera infancia. 
3. A los efectos de la interpretación de las presentes Directrices, se debe centrar la atención 
en el niño. Los jóvenes deben desempeñar una función activa y participativa en la socie-
dad y no deben ser considerados meros objetos de socialización o control. 
4. En la aplicación de las presentes Directrices y de conformidad con los ordenamientos 
jurídicos nacionales, los programas preventivos deben centrarse en el bienestar de los 
jóvenes desde su primera infancia. 
5. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar una política progresista de 
prevención de la delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y elaborar medidas 
pertinentes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una conducta que no causa 
graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los demás. La política y las medidas de esa 
índole deberán incluir: 
a) La creación de oportunidades, en particular educativas, para atender a las diversas 
necesidades de los jóvenes y servir de marco de apoyo para velar por el desarrollo 
personal de todos los jóvenes, en particular de aquellos que están patentemente en 
peligro	o	en	situación	de	riesgo	social	y	necesitan	cuidado	y	protección	especiales;	
b) La formulación de doctrinas y criterios especializados para la prevención de la delin-





d) La protección del bienestar, el desarrollo, los derechos y los intereses de todos los 
jóvenes;	
e) El reconocimiento del hecho de que el comportamiento o la conducta de los jóvenes 
que no se ajustan a los valores y normas generales de la sociedad son con frecuencia 
parte del proceso de maduración y crecimiento y tienden a desaparecer espontánea-
mente	en	la	mayoría	de	las	personas	cuando	llegan	a	la	edad	adulta;	
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la 
Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad)
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f)	 La	conciencia	de	que,	según	la	opinión	predominante	de	los	expertos,	calificar	a	un	
joven de «extraviado», «delincuente» o «predelincuente» a menudo contribuye a que 
los jóvenes desarrollen pautas permanentes de comportamiento indeseable. 
6. Deben crearse servicios y programas con base en la comunidad para la prevención de 
la	delincuencia	juvenil,	sobre	todo	si	no	se	han	establecido	todavía	organismos	oficiales.	
Sólo	en	última	instancia	ha	de	recurrirse	a	organismos	oficiales	de	control	social.
II. ALCANCE DE LAS DIRECTRICES
7. Las presentes Directrices deberán interpretarse y aplicarse en el marco general de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
la Declaración de los Derechos del Niño, y la Convención sobre los Derechos del Niño, y 
en el contexto de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 
justicia de menores (Reglas de Beijing), así como de otros instrumentos y normas relativos 
a los derechos, los intereses y el bienestar de todos los menores y jóvenes. 
8. Las presentes Directrices deberán igualmente aplicarse en el contexto de las condiciones 
económicas, sociales y culturales imperantes en cada uno de los Estados Miembros.
III. PREVENCIÓN GENERAL
9. Deberán formularse en todos los niveles del gobierno planes generales de prevención 
que, entre otras cosas, comprendan: 
a) Análisis a fondo del problema y reseñas de programas y servicios, facilidades y re-
cursos	disponibles;	
b)	 Funciones	bien	definidas	de	 los	organismos,	 instituciones	y	personal	 competentes	
que	se	ocupan	de	actividades	preventivas;	
c) Mecanismos para la coordinación adecuada de las actividades de prevención entre 
los	organismos	gubernamentales	y	no	gubernamentales;	




f) Participación de la comunidad mediante una amplia gama de servicios y progra-
mas;	
g) Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los gobiernos nacionales, estatales, pro-
vinciales y municipales, con la participación del sector privado, de ciudadanos re-
presentativos de la comunidad interesada y de organismos laborales, de cuidado del 
niño, de educación sanitaria, sociales, judiciales y de los servicios de aplicación de la 
ley en la adopción de medidas coordinadas para prevenir la delincuencia juvenil y 
los	delitos	de	los	jóvenes;
h) Participación de los jóvenes en las políticas y en los procesos de prevención de la de-
lincuencia juvenil, incluida la utilización de los recursos comunitarios, y la aplicación 
de	programas	de	autoayuda	juvenil	y	de	indemnización	y	asistencia	a	las	víctimas;	
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IV. PROCESOS DE SOCIALIZACIÓN
10. Deberá prestarse especial atención a las políticas de prevención que favorezcan la sociali-
zación	e	integración	eficaces	de	todos	los	niños	y	jóvenes,	en	particular	por	conducto	de	la	
familia, la comunidad, los grupos de jóvenes que se encuentran en condiciones similares, 
la escuela, la formación profesional y el medio laboral, así como mediante la acción de 
organizaciones voluntarias. Se deberá respetar debidamente el desarrollo personal de los 
niños y jóvenes y aceptarlos, en pie de igualdad, como copartícipes en los procesos de 
socialización e integración.
A. La familia
11. Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a las necesidades y el bienestar de la 
familia y de todos sus miembros. 
12. Dado que la familia es la unidad central encargada de la integración social primaria del 
niño, los gobiernos y la sociedad deben tratar de preservar la integridad de la familia, 
incluida la familia extensa. La sociedad tiene la obligación de ayudar a la familia a cuidar 
y proteger al niño y asegurar su bienestar físico y mental. Deberán prestarse servicios 
apropiados, inclusive de guarderías. 
13. Los gobiernos deberán adoptar una política que permita a los niños criarse en un am-
biente familiar de estabilidad y bienestar. Deberán facilitarse servicios adecuados a las 
familias	que	necesiten	asistencia	para	resolver	situaciones	de	inestabilidad	o	conflicto.	
14. Cuando no exista un ambiente familiar de estabilidad y bienestar, los intentos de la co-
munidad por ayudar a los padres en este aspecto hayan fracasado y la familia extensa 
no pueda ya cumplir esta función, se deberá recurrir a otras posibles modalidades de 
colocación familiar, entre ellas los hogares de guarda y la adopción, que en la medida de 
lo posible deberán reproducir un ambiente familiar de estabilidad y bienestar y, al mismo 
tiempo, crear en los niños un sentimiento de permanencia, para evitar los problemas re-
lacionados con el «desplazamiento» de un lugar a otro. 
15. Deberá prestarse especial atención a los niños de familias afectadas por problemas crea-
dos por cambios económicos, sociales y culturales rápidos y desiguales, en especial a los 
niños de familias indígenas o de inmigrantes y refugiados. Como tales cambios pueden 
perturbar la capacidad social de la familia para asegurar la educación y crianza tradicio-
nales	de	los	hijos,	a	menudo	como	resultado	de	conflictos	culturales	o	relacionados	con	
el papel del padre o de la madre, será necesario elaborar modalidades innovadoras y 
socialmente constructivas para la socialización de los niños. 
16. Se deberán adoptar medidas y elaborar programas para dar a las familias la oportunidad 
de aprender las funciones y obligaciones de los padres en relación con el desarrollo y el 
cuidado de sus hijos, para lo cual se fomentarán relaciones positivas entre padres e hijos, 
se hará que los padres cobren conciencia de los problemas de los niños y los jóvenes y se 
fomentará la participación de los jóvenes en las actividades familiares y comunitarias. 
17. Los gobiernos deberán adoptar medidas para fomentar la unión y la armonía en la fami-
lia y desalentar la separación de los hijos de sus padres, salvo cuando circunstancias que 
afecten al bienestar y al futuro de los hijos no dejen otra opción viable. 
18.	 Es	importante	insistir	en	la	función	socializadora	de	la	familia	y	de	la	familia	extensa;	es	
igualmente importante reconocer el papel futuro, las responsabilidades, la participación 
y la colaboración de los jóvenes en la sociedad. 
19. Al garantizar el derecho de los niños a una socialización adecuada, los gobiernos y otras 
instituciones deben basarse en los organismos sociales y jurídicos existentes pero, cuando 
las	instituciones	y	costumbres	tradicionales	resulten	insuficientes,	deberán	también	pre-
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B. La educación
20. Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos los jóvenes acceso a la enseñanza públi-
ca. 
21. Los sistemas de educación, además de sus posibilidades de formación académica y profe-
sional, deberán dedicar especial atención a:
a) Enseñar los valores fundamentales y fomentar el respeto de la identidad propia y de 
las características culturales del niño, de los valores sociales del país en que vive el 
niño, de las civilizaciones diferentes de la suya y de los derechos humanos y liberta-
des	fundamentales;	
b) Fomentar y desarrollar en todo lo posible la personalidad, las aptitudes y la capaci-
dad	mental	y	física	de	los	jóvenes;	
c)	 Lograr	que	 los	 jóvenes	participen	activa	y	eficazmente	en	el	proceso	educativo	en	
lugar	de	ser	meros	objetos	pasivos	de	dicho	proceso;	
d) Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento de identidad y pertenencia a la 
escuela	y	la	comunidad;	




g) Proporcionar apoyo emocional positivo a los jóvenes y evitar el maltrato psicológi-
co;	
h) Evitar las medidas disciplinarias severas, en particular los castigos corporales. 
22. Los sistemas de educación deberán tratar de trabajar en cooperación con los padres, las 
organizaciones comunitarias y los organismos que se ocupan de las actividades de los 
jóvenes. 
23. Deberá darse información a los jóvenes y a sus familias sobre la ley y sus derechos y obli-
gaciones con respecto a la ley, así como sobre el sistema de valores universales, incluidos 
los instrumentos de las Naciones Unidas. 
24. Los sistemas de educación deberán cuidar y atender de manera especial a los jóvenes que 
se encuentren en situación de riesgo social. Deberán prepararse y utilizarse plenamente 
programas de prevención y materiales didácticos, planes de estudios, criterios e instru-
mentos especializados. 
25. Deberá prestarse especial atención a la adopción de políticas y estrategias generales de 
prevención del uso indebido, por los jóvenes, del alcohol, las drogas y otras sustancias. 
Deberá	darse	formación	y	dotarse	de	medios	a	maestros	y	otros	profesionales	a	fin	de	
prevenir y resolver estos problemas. Deberá darse a los estudiantes información sobre el 
empleo y el uso indebido de drogas, incluido el alcohol. 
26. Las escuelas deberán servir de centros de información y consulta para prestar atención 
médica, asesoramiento y otros servicios a los jóvenes, sobre todo a los que están especial-
mente necesitados y son objeto de malos tratos, abandono, victimización y explotación. 
27. Se aplicarán diversos programas educativos para lograr que los maestros, otros adultos y 
los estudiantes comprendan los problemas, necesidades y preocupaciones de los jóvenes, 
especialmente de aquellos que pertenecen a grupos más necesitados, menos favorecidos, 
a grupos de bajos ingresos y a minorías étnicas u otros grupos minoritarios. 
28. Los sistemas escolares deberán tratar de alcanzar y promover los niveles profesionales y 
educativos más elevados en lo que respecta a programas de estudio, métodos y criterios 
didácticos y de aprendizaje, contratación y formación de personal docente capacitado. 
Deberá practicarse una supervisión y evaluación regulares de los resultados, tarea que se 
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29.	 En	cooperación	con	grupos	de	la	comunidad,	los	sistemas	educativos	deberán	planificar,	
organizar y desarrollar actividades extracurriculares que sean de interés para los jóve-
nes. 
30.	 Deberá	prestarse	ayuda	especial	a	niños	y	jóvenes	que	tengan	dificultades	para	cumplir	
las normas de asistencia, así como a los que abandonan los estudios. 
31. Las escuelas deberán fomentar la adopción de políticas y normas equitativas y justas, y 
los estudiantes estarán representados en los órganos encargados de formular la política 
escolar, incluida la política disciplinaria, y participarán en la adopción de decisiones.
C. La comunidad
32. Deberán establecerse servicios y programas de carácter comunitario, o fortalecerse los ya 
existentes, que respondan a las necesidades, problemas, intereses e inquietudes especia-
les de los jóvenes y ofrezcan, a ellos y a sus familias, asesoramiento y orientación adecua-
dos. 
33. Las comunidades deberán adoptar o reforzar una amplia gama de medidas de apoyo co-
munitario a los jóvenes, incluido el establecimiento de centros de desarrollo comunitario, 
instalaciones	y	servicios	de	recreo,	a	fin	de	hacer	frente	a	los	problemas	especiales	de	los	
menores expuestos a riesgo social. Esta forma de ayuda deberá prestarse respetando los 
derechos individuales. 
34. Deberán establecerse servicios especiales para brindar alojamiento adecuado a los jóve-
nes que no puedan seguir viviendo en sus hogares o que carezcan de hogar. 
35.	 Se	organizarán	diversos	servicios	y	sistemas	de	ayuda	para	hacer	frente	a	las	dificultades	
que experimentan los jóvenes al pasar a la edad adulta. Entre estos servicios deberán 
figurar	programas	especiales	para	los	jóvenes	toxicómanos	en	los	que	se	dé	máxima	im-
portancia a los cuidados, el asesoramiento, la asistencia y a las medidas de carácter tera-
péutico. 
36.	 Los	gobiernos	y	otras	instituciones	deberán	dar	apoyo	financiero	y	de	otra	índole	a	las	
organizaciones voluntarias que prestan servicios a los jóvenes. 
37. En el plano local deberán crearse o reforzarse organizaciones juveniles que participen ple-
namente en la gestión de los asuntos comunitarios. Estas organizaciones deberán alentar 
a los jóvenes a organizar proyectos colectivos y voluntarios, en particular proyectos cuya 
finalidad	sea	prestar	ayuda	a	los	jóvenes	que	la	necesiten.	
38. Los organismos gubernamentales deberán asumir especialmente la responsabilidad del 
cuidado de los niños sin hogar o los niños de la calle y de proporcionarles los servicios 
que necesiten. Deberá hacerse fácilmente accesible a los jóvenes la información acerca de 
servicios locales, alojamiento, empleo y otras formas y fuentes de ayuda. 
39. Deberá organizarse una gran variedad de instalaciones y servicios recreativos de especial 
interés para los jóvenes, a los que éstos tengan fácil acceso.
D. Los medios de comunicación
40. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que garanticen que los jóvenes tengan 
acceso a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacio-
nales. 
41. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que den a conocer la contribución posi-
tiva de los jóvenes a la sociedad. 
42. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que difundan información relativa a 
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43. Deberá instarse a los medios de comunicación en general, y a la televisión y al cine en 
particular, a que reduzcan al mínimo el nivel de pornografía, drogadicción y violencia 
en sus mensajes y den una imagen desfavorable de la violencia y la explotación, eviten 
presentaciones degradantes especialmente de los niños, de la mujer y de las relaciones 
interpersonales y fomenten los principios y modelos de carácter igualitario. 
44. Los medios de comunicación deberán percatarse de la importancia de su función y su 
responsabilidad	sociales,	así	como	de	su	influencia	en	las	comunicaciones	relacionadas	
con el uso indebido de drogas y alcohol entre los jóvenes. Deberán utilizar su poder para 
prevenir el uso indebido de drogas mediante mensajes coherentes con un criterio equi-
librado.	Deberán	 fomentar	 campañas	 eficaces	 de	 lucha	 contra	 las	 drogas	 en	 todos	 los	
niveles.
V. POLÍTICA SOCIAL
45. Los organismos gubernamentales deberán asignar elevada prioridad a los planes y pro-
gramas	dedicados	a	los	jóvenes	y	suministrar	suficientes	fondos	y	recursos	de	otro	tipo	
para	prestar	servicios	eficaces,	proporcionar	las	instalaciones	y	el	personal	para	brindar	
servicios adecuados de atención médica, salud mental, nutrición, vivienda y otros servi-
cios necesarios, en particular de prevención y tratamiento del uso indebido de drogas y 
alcohol, y cerciorarse de que esos recursos lleguen a los jóvenes y redunden realmente en 
beneficio	de	ellos.	
46. Sólo deberá recluirse a los jóvenes en instituciones como último recurso y por el período 
mínimo necesario, y deberá darse máxima importancia a los propios intereses del joven. 
Los	criterios	para	autorizar	una	intervención	oficial	de	esta	índole	deberán	definirse	es-
trictamente y limitarse a las situaciones siguientes: a) cuando el niño o joven haya sufrido 
lesiones	físicas	causadas	por	 los	padres	o	 tutores;	b)	cuando	el	niño	o	 joven	haya	sido	
víctima	de	malos	tratos	sexuales,	físicos	o	emocionales	por	parte	de	los	padres	o	tutores;	
c) cuando el niño o joven haya sido descuidado, abandonado o explotado por los padres o 
tutores;	d)	cuando	el	niño	o	joven	se	vea	amenazado	por	un	peligro	físico	o	moral	debido	
al	comportamiento	de	los	padres	o	tutores;	y	e)	cuando	se	haya	manifestado	en	el	propio	
comportamiento del niño o del joven un grave peligro físico o psicológico para el niño o el 
joven mismo y ni los padres o tutores, ni el propio joven ni los servicios comunitarios no 
residenciales puedan hacer frente a dicho peligro por otro medio que no sea la reclusión 
en una institución. 
47. Los organismos gubernamentales deberán dar a los jóvenes oportunidad de continuar su 
educación	a	jornada	completa,	financiada	por	el	Estado	cuando	los	padres	o	tutores	no	los	
puedan mantener, y de adquirir experiencia profesional. 
48.	 Los	programas	de	prevención	de	la	delincuencia	deberán	planificarse	y	ejecutarse	sobre	
la	base	de	conclusiones	fiables	que	sean	resultado	de	una	investigación	científica,	y	perió-
dicamente deberán ser supervisados, evaluados y readaptados en consonancia con esas 
conclusiones. 
49. Deberá difundirse entre la comunidad profesional y el público en general información 
científica	acerca	del	tipo	de	comportamiento	o	de	situación	que	pueda	resultar	en	la	victi-
mización de los jóvenes, en daños y malos tratos físicos y sicológicos contra ellos o en su 
explotación. 
50. La participación en todos los planes y programas deberá ser, en general, voluntaria. Los 
propios jóvenes deberán intervenir en su formulación, desarrollo y ejecución. 
51. Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o seguir estudiando, formulando y aplicando 
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la violencia en el hogar contra los jóvenes o que los afecte, y garantizar un trato justo a las 
víctimas de ese tipo de violencia.
VI. LEGISLACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES
52.  Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales para fo-
mentar y proteger los derechos y el bienestar de todos los jóvenes. 
53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victimización, los malos tratos y 
la explotación de los niños y jóvenes, así como su utilización para actividades delictivas. 
54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de corrección o castigo severos o de-
gradantes en el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución. 
55. Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y controlar el acceso de los niños y jóve-
nes a las armas de cualquier tipo. 
56.	 A	fin	de	impedir	que	prosiga	la	estigmatización,	victimización	y	criminalización	de	los	
jóvenes, deberán promulgarse leyes que garanticen que ningún acto que no sea conside-
rado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto se considere delito ni sea objeto 
de sanción cuando es cometido por un joven. 
57. Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un órgano 
análogo independiente para los jóvenes que garantice el respeto de su condición jurídica, 
sus derechos y sus intereses, así como la posibilidad de remitir los casos a los servicios 
disponibles. El mediador u otro órgano designado supervisaría además la aplicación de 
las Directrices de Riad, las Reglas de Beijing y las Reglas para la protección de los menores 
privados de libertad. El mediador u otro órgano publicaría periódicamente un informe 
sobre	los	progresos	alcanzados	y	las	dificultades	encontradas	en	el	proceso	de	aplicación.	
Se deberían establecer también servicios de defensa jurídica del niño. 
58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la ley y de otras 
funciones pertinentes para que pueda atender a las necesidades especiales de los jóve-
nes;	ese	personal	deberá	estar	al	corriente	de	los	programas	y	posibilidades	de	remisión	
a	otros	servicios,	y	recurrir	a	ellos	en	la	medida	de	lo	posible	con	el	fin	de	sustraer	a	los	
jóvenes al sistema de justicia penal. 
59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para proteger a los niños y a los 
jóvenes	del	uso	indebido	de	drogas	y	de	los	traficantes	de	droga.
VII. INVESTIGACIÓN, FORMULACIÓN DE NORMAS Y COORDINACIÓN
60. Se procurará fomentar la interacción y coordinación, con carácter multidisciplinario e 
intradisciplinario, de los organismos y servicios económicos, sociales, educativos y de 
salud con el sistema de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, a la comunidad 
y al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y deberán establecerse los mecanismos 
apropiados a tal efecto. 
61.	 Deberá	intensificarse,	en	los	planos	nacional,	regional	e	internacional,	el	intercambio	de	
información, experiencia y conocimientos técnicos obtenidos gracias a los proyectos, pro-
gramas, prácticas e iniciativas relacionadas con la delincuencia juvenil, la prevención de 
la delincuencia y la justicia de menores. 
62.	 Deberá	promoverse	 e	 intensificarse	 la	 cooperación	 regional	 e	 internacional	 en	asuntos	
relativos a la delincuencia juvenil, la prevención de la delincuencia juvenil y la justicia de 
menores, con la participación de profesionales, expertos y autoridades. 
























Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes / normas internacionales
relacionados con la formulación de normas, en particular en los proyectos experimenta-
les, de capacitación y demostración, sobre cuestiones concretas relativas a la prevención 
de la delincuencia juvenil y de delitos cometidos por jóvenes. 
64.	 Deberá	alentarse	la	colaboración	en	las	actividades	de	investigación	científica	sobre	las	
modalidades	eficaces	de	prevención	de	la	delincuencia	juvenil	y	de	los	delitos	cometidos	
por jóvenes y difundirse ampliamente y evaluarse sus conclusiones. 
65.	 Los	órganos,	institutos,	organismos	y	oficinas	competentes	de	las	Naciones	Unidas	debe-
rán mantener una estrecha colaboración y coordinación en distintas cuestiones relaciona-
das con los niños, la justicia de menores y la prevención de la delincuencia juvenil y de los 
delitos cometidos por jóvenes. 
66. Sobre la base de las presentes Directrices, la Secretaría de las Naciones Unidas, en co-
operación con las instituciones interesadas, deberá desempeñar un papel activo de la in-
vestigación,	colaboración	científica,	formulación	de	opciones	de	política,	y	en	el	examen	
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I. PERSPECTIVAS FUNDAMENTALES
1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos y la seguridad de los me-
nores y fomentar su bienestar físico y mental. El encarcelamiento deberá usarse como 
último recurso. 
2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad con los principios y pro-
cedimientos establecidos en las presentes Reglas, así como en las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing). La 
privación de libertad de un menor deberá decidirse como último recurso y por el período 
mínimo necesario y limitarse a casos excepcionales. La duración de la sanción debe ser 
determinada por la autoridad judicial sin excluir la posibilidad de que el menor sea pues-
to en libertad antes de ese tiempo. 
3. El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de libertad en todas sus formas, com-
patibles con los derechos humanos y las libertades fundamentales, con miras a contra-
rrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la 
sociedad. 
4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los menores, sin discriminación al-
guna por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión polí-
tica o de otra índole, prácticas o creencias culturales, patrimonio, nacimiento, situación de 
familia, origen étnico o social o incapacidad. Se deberán respetar las creencias religiosas 
y culturales, así como las prácticas y preceptos morales de los menores. 
5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos de referencia y para brindar 
alicientes y orientación a los profesionales que participen en la administración del sistema 
de justicia de menores. 
6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de justicia de menores en sus idio-
mas	nacionales.	Los	menores	que	no	conozcan	suficientemente	el	idioma	hablado	por	el	
personal del establecimiento de detención tendrán derecho a los servicios gratuitos de un 
intérprete siempre que sea necesario, en particular durante los reconocimientos médicos 
y las actuaciones disciplinarias. 
7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a su legislación 
o	modificarla	 en	 consecuencia	y	 establecer	 recursos	 eficaces	 en	 caso	de	 inobservancia,	
incluida la indemnización en los casos en que se causen perjuicios a los menores. Los 
Estados deberán además vigilar la aplicación de las Reglas. 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los 
Menores Privados de Libertad (Reglas de La Habana)
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8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constantemente al público sobre el 
hecho de que el cuidado de los menores detenidos y su preparación para su reintegración 
en la sociedad constituyen un servicio social de gran importancia y, a tal efecto, se deberá 
adoptar	medidas	eficaces	para	fomentar	los	contactos	abiertos	entre	los	menores	y	la	co-
munidad local. 
9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Reglas deberá interpretarse 
de manera que excluya la aplicación de los instrumentos y normas pertinentes de las 
Naciones Unidas ni de los referentes a los derechos humanos, reconocidos por la comu-
nidad	internacional,	que	velen	mejor	por	los	derechos;	la	atención	y	la	protección	de	los	
menores, de los niños y de todos los jóvenes. 
10.	 En	el	caso	de	que	la	aplicación	práctica	de	las	reglas	específicas	contenidas	en	las	seccio-
nes	II	a	V,	inclusive,	sea	incompatible	con	las	reglas	que	figuran	en	la	presente	sección	
estas últimas prevalecerán sobre las primeras.
II. ALCANCE Y APLICACIÓN DE LAS REGLAS
11.	 A	los	efectos	de	las	presentes	Reglas,	deben	aplicarse	las	definiciones	siguientes:	
a) Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años de edad. La edad límite por 
debajo	de	la	cual	no	se	permitirá	privar	a	un	niño	de	su	libertad	debe	fijarse	por	ley;	
b) Por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcelamiento, así 
como el internamiento en un establecimiento público o privado del que no se permi-
ta salir al menor por su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial, 
administrativa u otra autoridad pública. 
12. La privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones y circunstancias que garan-
ticen el respeto de los derechos humanos de los menores. Deberá garantizarse a los me-
nores recluidos en centros el derecho a disfrutar de actividades y programas útiles que 
sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo y su dignidad, promover su sentido 
de responsabilidad e infundirles actitudes y conocimientos que les ayuden a desarrollar 
sus posibilidades como miembros de la sociedad. 
13. No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su condición, los 
derechos civiles, económicos, políticos, sociales o culturales que les correspondan de con-
formidad con la legislación nacional o el derecho internacional y que sean compatibles 
con la privación de la libertad. 
14. La protección de los derechos individuales de los menores por lo que respecta especial-
mente a la legalidad de la ejecución de las medidas de detención será garantizada por 
la autoridad competente, mientras que los objetivos de integración social deberán ga-
rantizarse mediante inspecciones regulares y otras formas de control llevadas a cabo, de 
conformidad con las normas internacionales, la legislación y los reglamentos nacionales, 
por un órgano debidamente constituido que esté autorizado para visitar a los menores y 
que no pertenezca a la administración del centro de detención. 
15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de detención de 
cualquier clase o tipo en donde haya menores privados de libertad. Las partes I, II, Iv y v 
de las Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de internamiento en donde 
haya menores detenidos, en tanto que la parte III se aplica a menores bajo arresto o en 
espera de juicio. 
16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las condiciones económicas, sociales y cultu-
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III. MENORES DETENIDOS O EN PRISIÓN PREVENTIVA
17. Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio son inocentes y 
deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a 
circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. En consecuencia, deberá hacer-
se todo lo posible por aplicar medidas sustitutorias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a 
la detención preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investigación deberán 
atribuir	máxima	prioridad	a	la	más	rápida	tramitación	posible	de	esos	casos	a	fin	de	que	
la detención sea lo más breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán 
estar separados de los declarados culpables. 
18. Las condiciones de detención de un menor que no haya sido juzgado deberán ajustarse a 
las reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas que resulten necesarias y apropia-
das, dadas las exigencias de la presunción de inocencia, la duración de la detención y la 
condición	jurídica	y	circunstancias	de	los	menores.	Entre	esas	disposiciones	figurarán	las	
siguientes, sin que esta enumeración tenga carácter taxativo: 
i. Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar asistencia 
jurídica gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse regularmente con sus asesores 
jurídicos.	Deberá	respetarse	el	carácter	privado	y	confidencial	de	esas	comunicacio-
nes;	Cuando	sea	posible,	deberá	darse	a	los	menores	la	oportunidad	de	efectuar	un	
trabajo remunerado y de proseguir sus estudios o capacitación, pero no serán obliga-
dos a hacerlo. En ningún caso se mantendrá la detención por razones de trabajo, de 
estudios	o	de	capacitación;	
ii. Los menores estarán autorizados a recibir y conservar material de entretenimiento y 
recreo que sea compatible con los intereses de la administración de justicia.
IV. LA ADMINISTRACIÓN DE LOS CENTROS DE MENORES
A. Antecedentes
19. Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y médicos, las actas de las actuacio-
nes disciplinarias, así como todos los demás documentos relacionados con la forma, el 
contenido	y	 los	datos	del	 tratamiento	deberán	 formar	un	expediente	personal	y	confi-
dencial,	que	deberá	ser	actualizado,	accesible	sólo	a	personas	autorizadas	y	clasificado	de	
forma que resulte fácilmente comprensible. Siempre que sea posible, todo menor tendrá 
derecho	a	impugnar	cualquier	hecho	u	opinión	que	figure	en	su	expediente,	de	manera	
que	se	puedan	rectificar	las	afirmaciones	inexactas,	infundadas	o	injustas.	Para	el	ejercicio	
de este derecho será necesario establecer procedimientos que permitan a un tercero apro-
piado tener acceso al expediente y consultarlo, si así lo solicita. Al quedar en libertad un 
menor su expediente será cerrado y, en su debido momento, destruido. 
20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro de detención sin una orden válida de 
una autoridad judicial o administrativa u otra autoridad pública. Los detalles de esta or-
den deberán consignarse inmediatamente en el registro. Ningún menor será detenido en 
ningún centro en el que no exista ese registro.
B. Ingreso, registro, desplazamiento y traslado
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e) Detalles acerca de los problemas de salud física y mental conocidos, incluido el uso 
indebido de drogas y de alcohol. 
22. La información relativa al ingreso, lugar de internamiento, traslado y liberación deberá 
notificarse	sin	demora	a	los	padres	o	tutores	o	al	pariente	más	próximo	del	menor.	
23. Lo antes posible después del ingreso, se prepararán y presentarán a la dirección informes 
completos y demás información pertinente acerca de la situación personal y circunstan-
cias de cada menor. 
24. En el momento del ingreso, todos los menores deberán recibir copia del reglamento que 
rija el centro de detención y una descripción escrita de sus derechos y obligaciones en un 
idioma que puedan comprender, junto con la dirección de las autoridades competentes 
ante las que puedan formular quejas, así como de los organismos y organizaciones pú-
blicos o privados que presten asistencia jurídica. Para los menores que sean analfabetos o 
que no puedan comprender el idioma en forma escrita, se deberá comunicar la informa-
ción de manera que se pueda comprender perfectamente. 
25. Deberá ayudarse a todos los menores a comprender los reglamentos que rigen la orga-
nización interna del centro, los objetivos y metodología del tratamiento dispensado, las 
exigencias y procedimientos disciplinarios, otros métodos autorizados para obtener in-
formación y formular quejas y cualquier otra cuestión que les permita comprender cabal-
mente sus derechos y obligaciones durante el internamiento. 
26. El transporte de menores deberá efectuarse a costa de la administración, en vehículos 
debidamente ventilados e iluminados y en condiciones que no les impongan de modo 
alguno sufrimientos físicos o morales. Los menores no serán trasladados arbitrariamente 
de un centro a otro.
C. Clasificación y asignación
27. Una vez admitido un menor, será entrevistado lo antes posible y se preparará un infor-
me sicológico y social en el que consten los datos pertinentes al tipo y nivel concretos de 
tratamiento y programa que requiera el menor. Este informe, junto con el preparado por 
el funcionario médico que haya reconocido al menor en el momento del ingreso, deberá 
presentarse	al	director	a	fin	de	decidir	el	lugar	más	adecuado	para	la	instalación	del	me-
nor en el centro y determinar el tipo y nivel necesarios de tratamiento y de programa que 
deberán aplicarse. Cuando se requiera tratamiento rehabilitador especial, y si el tiempo 
de	permanencia	en	la	institución	lo	permite,	funcionarios	calificados	de	la	institución	de-
berán	preparar	un	plan	de	tratamiento	individual	por	escrito	en	que	se	especifiquen	los	
objetivos del tratamiento, el plazo y los medios, etapas y fases en que haya que procurar 
los objetivos. 
28. La detención de los menores sólo se producirá en condiciones que tengan en cuenta ple-
namente sus necesidades y situaciones concretas y los requisitos especiales que exijan 
su edad, personalidad, sexo y tipo de delito, así como su salud física y mental, y que 
garanticen	 su	protección	 contra	 influencias	nocivas	 y	 situaciones	de	 riesgo.	El	 criterio	
principal para separar a los diversos grupos de menores privados de libertad deberá ser 
la prestación del tipo de asistencia que mejor se adapte a las necesidades concretas de los 
interesados y la protección de su bienestar e integridad físicos, mentales y morales. 
29. En todos los centros de detención, los menores deberán estar separados de los adultos a 
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a los menores con adultos cuidadosamente seleccionados en el marco de un programa 
especial cuya utilidad para los menores interesados haya sido demostrada. 
30. Deben organizarse centros de detención abiertos para menores. Se entiende por centros 
de detención abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad son escasas o nulas. La 
población de esos centros de detención deberá ser lo menos numerosa posible. El número 
de	menores	internado	en	centros	cerrados	deberá	ser	también	suficientemente	pequeño	a	
fin	de	que	el	tratamiento	pueda	tener	carácter	individual.	Los	centros	de	detención	para	
menores deberán estar descentralizados y tener un tamaño que facilite el acceso de las 
familias de los menores y su contactos con ellas. Convendrá establecer pequeños centros 
de detención e integrarlos en el entorno social, económico y cultural de la comunidad.
D. Medio físico y alojamiento
31. Los menores privados de libertad tendrán derecho a contar con locales y servicios que 
satisfagan todas las exigencias de la higiene y de la dignidad humana. 
32. El diseño de los centros de detención para menores y el medio físico deberán responder 
a	 su	finalidad,	 es	 decir,	 la	 rehabilitación	de	 los	menores	 en	 tratamiento	de	 internado,	
teniéndose debidamente en cuenta la necesidad del menor de intimidad, de estímulos 
sensoriales, de posibilidades de asociación con sus compañeros y de participación en ac-
tividades de esparcimiento. El diseño y la estructura de los centros de detención para 
menores deberán ser tales que reduzcan al mínimo el riesgo de incendio y garanticen una 
evacuación	segura	de	los	locales.	Deberá	haber	un	sistema	eficaz	de	alarma	en	los	casos	
de incendio, así como procedimientos establecidos y ejercicios de alerta que garanticen 
la seguridad de los menores. Los centros de detención no estarán situados en zonas de 
riesgos conocidos para la salud o donde existan otros peligros. 
33. Los locales para dormir deberán consistir normalmente en dormitorios para pequeños 
grupos o en dormitorios individuales, teniendo presentes las normas del lugar. Por la 
noche, todas las zonas destinadas a dormitorios colectivos, deberán ser objeto de una vi-
gilancia regular y discreta para asegurar la protección de todos los menores. Cada menor 
dispondrá,	según	 los	usos	 locales	o	nacionales,	de	ropa	de	cama	 individual	suficiente,	
que deberá entregarse limpia, mantenerse en buen estado y mudarse con regularidad por 
razones de aseo. 
34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado y estar situadas de modo 
que el menor pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimidad y en forma aseada y 
decente. 
35. La posesión de efectos personales es un elemento fundamental del derecho a la intimidad 
y es indispensable para el bienestar sicológico del menor. Deberá reconocerse y respetarse 
plenamente el derecho de todo menor a poseer efectos personales y a disponer de lugares 
seguros para guardarlos. Los efectos personales del menor que éste decida no conservar 
o	que	 le	 sean	 confiscados	deberán	depositarse	 en	 lugar	 seguro.	 Se	hará	un	 inventario	
de	dichos	efectos	que	el	menor	firmará	y	se	tomarán	las	medidas	necesarias	para	que	se	
conserven en buen estado. Todos estos artículos, así como el dinero, deberán restituirse 
al menor al ponerlo en libertad, salvo el dinero que se le haya autorizado a gastar o los 
objetos que haya remitido al exterior. Si el menor recibe medicamentos o se descubre que 
los posee, el médico deberá decidir el uso que deberá hacerse de ellos. 
36. En la medida de lo posible, los menores tendrán derecho a usar sus propias prendas de 
vestir. Los centros de detención velarán porque todos los menores dispongan de prendas 
personales	apropiadas	al	 clima	y	 suficientes	para	mantenerlos	en	buena	salud.	Dichas	
prendas no deberán ser en modo alguno degradantes ni humillantes. Los menores que 
salgan	del	centro	o	a	quienes	se	autorice	a	abandonarlo	con	cualquier	fin	podrán	vestir	
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37. Todos los centros de detención deben garantizar que todo menor disponga de una ali-
mentación adecuadamente preparada y servida a las horas acostumbradas, en calidad y 
cantidad que satisfagan las normas de la dietética, la higiene y la salud y, en la medida 
de lo posible, las exigencias religiosas y culturales. Todo menor deberá disponer en todo 
momento de agua limpia y potable.
E. Educación, formación profesional y trabajo
38. Todo menor en edad de escolaridad obligatoria tendrá derecho a recibir una enseñanza 
adaptada a sus necesidades y capacidades y destinada a prepararlo para su reinserción en 
la sociedad. Siempre que sea posible, esta enseñanza deberá impartirse fuera del estable-
cimiento, en escuelas de la comunidad, y en todo caso, a cargo de maestros competentes, 
mediante	programas	integrados	en	el	sistema	de	instrucción	pública,	a	fin	de	que,	cuando	
sean	puestos	en	libertad,	 los	menores	puedan	continuar	sus	estudios	sin	dificultad.	La	
administración de los establecimientos deberá prestar especial atención a la enseñanza 
de los menores de origen extranjero o con necesidades culturales o étnicas particulares. 
Los menores analfabetos o que presenten problemas cognitivos o de aprendizaje tendrán 
derecho a enseñanza especial. 
39. Deberá autorizarse y alentarse a los menores que hayan superado la edad de escolaridad 
obligatoria y que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y deberá hacerse todo lo 
posible por que tengan acceso a programas de enseñanza adecuados. 
40.	 Los	diplomas	o	certificados	de	estudios	otorgados	a	los	menores	durante	su	detención	no	
deberán indicar en ningún caso que los menores han estado recluidos.
41. Todo centro de detención deberá facilitar el acceso de los menores a una biblioteca bien 
provista	de	libros	y	periódicos	instructivos	y	recreativos	que	sean	adecuados;	se	deberá	
estimular y permitir que utilicen al máximo los servicios de la biblioteca. 
42. Todo menor tendrá derecho a recibir formación para ejercer una profesión que lo prepare 
para un futuro empleo. 
43. Teniendo debidamente en cuenta una selección profesional racional y las exigencias de 
la administración del establecimiento, los menores deberán poder optar por la clase de 
trabajo que deseen realizar. 
44. Deberán aplicarse a los menores privados de libertad todas las normas nacionales e in-
ternacionales de protección que se aplican al trabajo de los niños y a los trabajadores 
jóvenes. 
45. Siempre que sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de realizar un traba-
jo remunerado, de ser posible en el ámbito de la comunidad local, que complemente la 
formación	profesional	impartida	a	fin	de	aumentar	la	posibilidad	de	que	encuentren	un	
empleo conveniente cuando se reintegren a sus comunidades. El tipo de trabajo deberá 
ser tal que proporcione una formación adecuada y útil para los menores después de su 
liberación. La organización y los métodos de trabajo que haya en los centros de detención 
deberán	asemejarse	lo	más	posible	a	los	de	trabajos	similares	en	la	comunidad,	a	fin	de	
preparar a los menores para las condiciones laborales normales. 
46. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá derecho a una remuneración justa. El interés 
de los menores y de su formación profesional no deberá subordinarse al propósito de 
obtener	beneficios	para	el	centro	de	detención	o	para	un	tercero.	Una	parte	de	la	remu-
neración del menor debería reservarse de ordinario para constituir un fondo de ahorro 
que le será entregado cuando quede en libertad. El menor debería tener derecho a utilizar 
el remanente de esa remuneración para adquirir objetos destinados a su uso personal, 
indemnizar a la víctima perjudicada por su delito, o enviarlo a su propia familia o a otras 
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F. Actividades recreativas
47.	 Todo	menor	deberá	disponer	diariamente	del	tiempo	suficiente	para	practicar	ejercicios	
físicos al aire libre si el clima lo permite, durante el cual se proporcionará normalmente 
una educación recreativa y física adecuada. Para estas actividades, se pondrán a su dis-
posición	terreno	suficiente	y	las	instalaciones	y	el	equipo	necesarios.	Todo	menor	deberá	
disponer diariamente de tiempo adicional para actividades de esparcimiento, parte de 
las cuales deberán dedicarse, si el menor así lo desea, a desarrollar aptitudes en artes y 
oficios.	El	centro	de	detención	deberá	velar	porque	cada	menor	esté	físicamente	en	con-
diciones de participar en los programas de educación física disponibles. Deberá ofrecerse 
educación física correctiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a los menores que la 
necesiten.
G. Religión
48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus obligaciones religiosas y satisfacer sus ne-
cesidades espirituales, permitiéndose participar en los servicios o reuniones organizados 
en el establecimiento o celebrar sus propios servicios y tener en su poder libros u objetos 
de culto y de instrucción religiosa de su confesión. Si en un centro de detención hay un 
número	suficiente	de	menores	que	profesan	una	determinada	religión,	deberá	nombrase	
o admitirse a uno o más representantes autorizados de ese culto que estarán autorizados 
para organizar periódicamente servicios religiosos y efectuar visitas pastorales particu-
lares a los menores de su religión, previa solicitud de ellos. Todo menor tendrá derecho 
a	recibir	visitas	de	un	representante	calificado	de	cualquier	religión	de	su	elección,	a	no	
participar en servicios religiosos y rehusar libremente la enseñanza, el asesoramiento o el 
adoctrinamiento religioso.
H. Atención médica
49. Todo menor deberá recibir atención médica adecuada, tanto preventiva como correctiva, 
incluida atención odontológica, oftalmológica y de salud mental, así como los productos 
farmacéuticos y dietas especiales que hayan sido recetados por un médico. 
 Normalmente, toda esta atención médica debe prestarse cuando sea posible a los jóvenes 
reclusos por conducto de los servicios e instalaciones sanitarios apropiados de la comuni-
dad	en	que	esté	situado	el	centro	de	detención,	a	fin	de	evitar	que	se	estigmatice	al	menor	
y de promover su dignidad personal y su integración en la comunidad. 
50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por un médico inmediatamente después 
de su ingreso en un centro de menores, con objeto de hacer constar cualquier prueba de 
malos	tratos	anteriores	y	verificar	cualquier	estado	físico	o	mental	que	requiera	atención	
médica. 
51. Los servicios médicos a disposición de los menores deberán tratar de detectar y tratar 
toda enfermedad física o mental, todo uso indebido de sustancias químicas y cualquier 
otro estado que pudiera constituir un obstáculo para la integración del joven en la socie-
dad. Todo centro de detención de menores deberá tener acceso inmediato a instalaciones 
y equipo médicos adecuados que guarden relación con el número y las necesidades de 
sus residentes, así como personal capacitado en atención sanitaria preventiva y en trata-
miento de urgencias médicas. Todo menor que esté enfermo, se queje de enfermedad o 
presente	síntomas	de	dificultades	físicas	o	mentales	deberá	ser	examinado	rápidamente	
por un funcionario médico. 
52. Todo funcionario médico que tenga razones para estimar que la salud física o mental de 
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hambre o cualquier circunstancia del internamiento, deberá comunicar inmediatamente 
este hecho al director del establecimiento y a la autoridad independiente responsable del 
bienestar del menor. 
53. Todo menor que sufra una enfermedad mental deberá recibir tratamiento en una insti-
tución especializada bajo supervisión médica independiente. Se adoptarán medidas, de 
acuerdo con los organismos competentes, para que pueda continuar cualquier tratamien-
to de salud mental que requiera después de la liberación.
54. Los centros de detención de menores deberán organizar programas de prevención del 
uso	indebido	de	drogas	y	de	rehabilitación	administrados	por	personal	calificado.	Estos	
programas deberán adaptarse a la edad, al sexo y otras circunstancias de los menores in-
teresados,	y	deberán	ofrecerse	servicios	de	desintoxicación	dotados	de	personal	calificado	
a los menores toxicómanos o alcohólicos. 
55. Sólo se administrarán medicamentos para un tratamiento necesario o por razones médi-
cas y, cuando se pueda, después de obtener el consentimiento del menor debidamente 
informado. En particular, no se deben administrar para obtener información o confesión, 
ni como sanción o medio de reprimir al menor. Los menores nunca servirán como objeto 
para experimentar el empleo de fármacos o tratamientos. La administración de cualquier 
fármaco	deberá	ser	siempre	autorizada	y	efectuada	por	personal	médico	calificado.
I. Notificación de enfermedad, accidente y defunción
56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra persona designada por dicho menor, 
tienen el derecho de ser informados, si así lo solicitan, del estado de salud del menor y en 
el caso de que se produzca un cambio importante en él. El director del centro de deten-
ción	deberá	notificar	inmediatamente	a	la	familia	o	al	tutor	del	menor,	o	a	cualquier	otra	
persona designada por él, en caso de fallecimiento, enfermedad que requiera el traslado 
del menor a un centro médico fuera del centro, o un estado que exija un tratamiento de 
más	de	48	horas	en	el	servicio	clínico	del	centro	de	detención.	También	se	deberá	notificar	
a las autoridades consulares del Estado de que sea ciudadano el menor extranjero. 
57. En caso de fallecimiento de un menor durante el período de privación de libertad, el pa-
riente	más	próximo	tendrá	derecho	a	examinar	el	certificado	de	defunción,	a	pedir	que	
le muestren el cadáver y disponer su último destino en la forma que decida. En caso de 
fallecimiento de un menor durante su internamiento, deberá practicarse una investiga-
ción independiente sobre las causas de la defunción, cuyas conclusiones deberán quedar 
a disposición del pariente más próximo. Dicha investigación deberá practicarse cuando el 
fallecimiento del menor se produzca dentro de los seis meses siguientes a la fecha de su 
liberación del centro de detención y cuando haya motivos para creer que el fallecimiento 
guarda relación con el período de reclusión. 
58. Deberá informarse al menor inmediatamente del fallecimiento, o de la enfermedad o el 
accidente graves de un familiar inmediato y darle la oportunidad de asistir al funeral del 
fallecido o, en caso de enfermedad grave de un pariente, a visitarle en su lecho de enfer-
mo.
J. Contactos con la comunidad en general
59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para que los menores tengan una comu-
nicación adecuada con el mundo exterior, pues ella es parte integrante del derecho a un 
tratamiento justo y humanitario y es indispensable para preparar la reinserción de los me-
nores en la sociedad. Deberá autorizarse a los menores a comunicarse con sus familiares, 
sus amigos y otras personas o representantes de organizaciones prestigiosas del exterior, 
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especiales para salir del establecimiento por motivos educativos, profesionales u otras 
razones de importancia. En caso de que el menor esté cumpliendo una condena, el tiempo 
transcurrido fuera de un establecimiento deberá computarse como parte del período de 
cumplimiento de la sentencia. 
60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, en principio una vez 
por semana y por lo menos una vez al mes, en condiciones que respeten la necesidad de 
intimidad del menor, el contacto y la comunicación sin restricciones con la familia y con 
el abogado defensor. 
61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por escrito o por teléfono, al menos dos veces 
por semana, con la persona de su elección, salvo que se le haya prohibido legalmente 
hacer uso de este derecho, y deberá recibir la asistencia necesaria para que pueda ejercer 
eficazmente	ese	derecho.	Todo	menor	tendrá	derecho	a	recibir	correspondencia.	
62. Los menores deberán tener la oportunidad de informarse periódicamente de los aconteci-
mientos por la lectura de diarios, revistas u otras publicaciones, mediante el acceso a pro-
gramas de radio y televisión y al cine, así como a través de visitas de los representantes 
de cualquier club u organización de carácter lícito en que el menor esté interesado.
K. Limitaciones de la coerción física y del uso de la fuerza
63.	 Deberá	prohibirse	el	recurso	a	instrumentos	de	coerción	y	a	la	fuerza	con	cualquier	fin,	
salvo en los casos establecidos en el Artículo 64 infra. 
64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en casos excepciona-
les, cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios de control y 
sólo de la forma expresamente autorizada y descrita por una ley o un reglamento. Esos 
instrumentos no deberán causar humillación ni degradación y deberán emplearse de for-
ma restrictiva y sólo por el lapso estrictamente necesario. Por orden del director de la 
administración, podrán utilizarse esos instrumentos para impedir que el menor lesione a 
otros o a sí mismo o cause importantes daños materiales. En esos casos, el director deberá 
consultar inmediatamente al personal médico y otro personal competente e informar a la 
autoridad administrativa superior. 
65. En todo centro donde haya menores detenidos deberá prohibirse al personal portar y 
utilizar armas.
L. Procedimientos disciplinarios
66. Todas las medidas y procedimientos disciplinarios deberán contribuir a la seguridad y a 
una vida comunitaria ordenada y ser compatibles con el respeto de la dignidad inherente 
del menor y con el objetivo fundamental del tratamiento institucional, a saber, infundir 
un sentimiento de justicia y de respeto por uno mismo y por los derechos fundamentales 
de toda persona. 
67. Estarán estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que constituyan un tra-
to cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la reclusión en celda 
oscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que 
pueda poner en peligro la salud física o mental del menor. Estarán prohibidas, cualquiera 
que	sea	su	finalidad,	la	reducción	de	alimentos	y	la	restricción	o	denegación	de	contacto	
con familiares. El trabajo será considerado siempre un instrumento de educación y un 
medio de promover el respeto del menor por sí mismo, como preparación para su rein-
serción en la comunidad, y nunca deberá imponerse a título de sanción disciplinaria. No 
deberá sancionarse a ningún menor más de una vez por la misma infracción disciplinaria. 
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68. Las leyes o reglamentos aprobados por la autoridad administrativa competente deberán 
establecer normas relativas a los siguientes elementos, teniendo plenamente en cuenta las 




d) La autoridad competente en grado de apelación. 
69. Los informes de mala conducta serán presentados de inmediato a la autoridad competen-
te,	la	cual	deberá	decidir	al	respecto	sin	demoras	injustificadas.	La	autoridad	competente	
deberá examinar el caso con detenimiento. 
70. Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplinarias que no se ajusten estrictamente a lo 
dispuesto en las leyes o los reglamentos en vigor. No deberá sancionarse a ningún menor 
a menos que haya sido informado debidamente de la infracción que le es imputada, en 
forma que el menor comprenda cabalmente, y que se le haya dado la oportunidad de pre-
sentar su defensa, incluido el derecho de apelar a una autoridad imparcial competente. 
Deberá levantarse un acta completa de todas las actuaciones disciplinarias. 
71. Ningún menor deberá tener a su cargo funciones disciplinarias, salvo en lo referente a la 
supervisión de ciertas actividades sociales, educativas o deportivas o programas de auto-
gestión.
M. Inspección y reclamaciones
72.	 Los	inspectores	calificados	o	una	autoridad	debidamente	constituida	de	nivel	equivalente	
que no pertenezca a la administración del centro deberán estar facultados para efectuar 
visitas periódicas, y a hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y para gozar de 
plenas garantías de independencia en el ejercicio de esta función. Los inspectores deberán 
tener acceso sin restricciones a todas las personas empleadas o que trabajen en los esta-
blecimientos o instalaciones donde haya o pueda haber menores privados de libertad, a 
todos los menores y a toda la documentación de los establecimientos. 
73. En las inspecciones deberán participar funcionarios médicos especializados adscritos a la 
entidad inspectora o al servicio de salud pública, quienes evaluarán el cumplimiento de 
las reglas relativas al ambiente físico, la higiene, el alojamiento, la comida, el ejercicio y 
los servicios médicos, así como cualesquiera otros aspectos o condiciones de la vida del 
centro que afecten a la salud física y mental de los menores. Todos los menores tendrán 
derecho	a	hablar	confidencialmente	con	los	inspectores.	
74. Terminada la inspección, el inspector deberá presentar un informe sobre sus conclusio-
nes. Este informe incluirá una evaluación de la forma en que el centro de detención ob-
serva las presentes Reglas y las disposiciones pertinentes de la legislación nacional, así 
como recomendaciones acerca de las medidas que se consideren necesarias para garan-
tizar su observancia. Todo hecho descubierto por un inspector que parezca indicar que 
se ha producido una violación de las disposiciones legales relativas a los derechos de los 
menores o al funcionamiento del centro de detención para menores deberá comunicarse 
a las autoridades competentes para que lo investigue y exija las responsabilidades corres-
pondientes. 
75. Todo menor deberá tener la oportunidad de presentar en todo momento peticiones o 
quejas al director del establecimiento o a su representante autorizado. 
76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía prescrita y sin censura en cuanto al fondo, 
una petición o queja a la administración central de los establecimientos para menores, a la 
autoridad judicial o cualquier otra autoridad competente, y a ser informado sin demora 
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77. Debería procurarse la creación de un cargo independiente de mediador, facultado para 
recibir e investigar las quejas formuladas por los menores privados de libertad y ayudar 
a la consecución de soluciones equitativas. 
78. A los efectos de formular una queja, todo menor tendrá derecho a solicitar asistencia 
a miembros de su familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u otros cuando sea 
posible. Se prestará asistencia a los menores analfabetos cuando necesiten recurrir a los 
servicios de organismos u organizaciones públicos o privados que brindan asesoramiento 
jurídico o que son competentes para recibir reclamaciones.
N. Reintegración en la comunidad
79.	 Todos	los	menores	deberán	beneficiarse	de	medidas	concebidas	para	ayudarles	a	reinte-
grarse en la sociedad, la vida familiar y la educación o el trabajo después de ser puestos en 
libertad.	A	tal	fin	se	deberán	establecer	procedimientos,	inclusive	la	libertad	anticipada,	y	
cursos especiales. 
80. Las autoridades competentes deberán crear o recurrir a servicios que ayuden a los me-
nores a reintegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar los prejuicios que existen 
contra esos menores. Estos servicios, en la medida de lo posible, deberán proporcionar al 
menor alojamiento, trabajo y vestidos convenientes, así como los medios necesarios para 
que pueda mantenerse después de su liberación para facilitar su feliz reintegración. Los 
representantes de organismos que prestan estos servicios deberán ser consultados y tener 
acceso a los menores durante su internamiento con miras a la asistencia que les presten 
para su reinserción en la comunidad.
V. PERSONAL
81.	 El	personal	deberá	ser	competente	y	contar	con	un	número	suficiente	de	especialistas,	
como educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes sociales, siquiatras y si-
cólogos. Normalmente, esos funcionarios y otros especialistas deberán formar parte del 
personal permanente, pero ello no excluirá los auxiliares a tiempo parcial o voluntarios 
cuando	resulte	apropiado	y	beneficioso	por	el	nivel	de	apoyo	y	formación	que	puedan	
prestar. Los centros de detención deberán aprovechar todas las posibilidades y modali-
dades de asistencia correctivas, educativas, morales, espirituales y de otra índole disponi-
bles en la comunidad y que sean idóneas, en función de las necesidades y los problemas 
particulares de los menores recluidos. 
82. La administración deberá seleccionar y contratar cuidadosamente al personal de todas las 
clases y categorías, por cuanto la buena marcha de los centros de detención depende de 
su integridad, actitud humanitaria, capacidad y competencia profesional para tratar con 
menores, así como de sus dotes personales para el trabajo. 
83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designarse funcionarios profesionales con una re-
muneración	suficiente	para	atraer	y	retener	a	hombres	y	mujeres	capaces.	Deberá	darse	
en todo momento estímulos a los funcionarios de los centros de detención de menores 
para que desempeñen sus funciones y obligaciones profesionales en forma humanitaria, 
dedicada,	profesional,	justa	y	eficaz,	se	comporten	en	todo	momento	de	manera	tal	que	
merezca y obtenga el respeto de los menores y brinden a éstos un modelo y una perspec-
tiva positivos. 
84. La administración deberá adoptar formas de organización y gestión que faciliten la comu-
nicación entre las diferentes categorías del personal de cada centro de detención para in-
tensificar	la	cooperación	entre	los	diversos	servicios	dedicados	a	la	atención	de	los	meno-
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que está en contacto directo con los menores pueda actuar en condiciones que favorezcan 
el	desempeño	eficaz	de	sus	tareas.	
85.	 El	 personal	deberá	 recibir	 una	 formación	que	 le	permita	desempeñar	 eficazmente	 sus	
funciones, en particular la capacitación en sicología infantil, protección de la infancia y 
criterios y normas internacionales de derechos humanos y derechos del niño, incluidas 
las presentes Reglas. El personal deberá mantener y perfeccionar sus conocimientos y 
capacidad profesional asistiendo a cursos de formación en el servicio que se organizarán 
a intervalos apropiados durante toda su carrera. 
86.	 El	director	del	centro	deberá	estar	debidamente	calificado	para	su	función	por	su	capa-
cidad administrativa, una formación adecuada y su experiencia en la materia y deberá 
dedicar	todo	su	tiempo	a	su	función	oficial.	
87. En el desempeño de sus funciones, el personal de los centros de detención deberá respetar 
y proteger la dignidad y los derechos humanos fundamentales de todos los menores y, en 
especial: 
a)	 Ningún	funcionario	del	centro	de	detención	o	de	la	institución	podrá	infligir,	instigar	
o tolerar acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, castigo o medida correctiva 
o disciplinaria severo, cruel, inhumano o degradante bajo ningún pretexto o circuns-
tancia	de	cualquier	tipo;	
b) Todo el personal deberá impedir y combatir severamente todo acto de corrupción, 
comunicándolo	sin	demora	a	las	autoridades	competentes;	
c) Todo el personal deberá respetar las presentes Reglas. Cuando tenga motivos para 
estimar que estas Reglas han sido gravemente violadas o puedan serlo, deberá comu-
nicarlo a sus autoridades superiores u órganos competentes facultados para supervi-
sar	o	remediar	la	situación;	
d) Todo el personal deberá velar por la cabal protección de la salud física y mental de 
los menores, incluida la protección contra la explotación y el maltrato físico, sexual y 
emocional, y deberá adoptar con urgencia medidas para que reciban atención médica 
siempre	que	sea	necesario;	
e) Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a la intimidad y, en par-
ticular,	deberá	respetar	todas	las	cuestiones	confidenciales	relativas	a	los	menores	o	
sus	familias	que	lleguen	a	conocer	en	el	ejercicio	de	su	actividad	profesional;	
f) Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo las diferencias entre la vida 
dentro y fuera del centro de detención que tiendan a disminuir el respeto debido a la 



























Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos intereses generales, 
promover el bienestar del menor y de su familia. 
Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al menor una 
vida	significativa	en	la	comunidad	fomentando,	durante	el	período	de	edad	en	que	el	menor	
es más propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desarrollo personal y educa-
ción lo más exento de delito y delincuencia posible. 
Con	objeto	de	promover	el	bienestar	del	menor,	a	fin	de	reducir	la	necesidad	de	intervenir	
con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que 
tenga problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas con-
cretas que permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la 
familia, los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras 
instituciones de la comunidad. 
La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desa-
rrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para 
todos los menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimien-
to	del	orden	pacífico	de	la	sociedad.	
Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones económicas, socia-
les y culturales que predominen en cada uno de los Estados Miembros. 
Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán sistemáticamente 
con miras a elevar y mantener la competencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, en-
foques y actitudes adoptados.
Comentario
Estas	orientaciones	básicas	de	carácter	general	se	refieren	a	la	política	social	en	su	conjunto	y	
tienen por objeto promover el bienestar del menor en la mayor medida posible, lo que permi-
tiría reducir al mínimo el número de casos en que haya de intervenir el sistema de justicia de 
menores y, a su vez, reduciría al mínimo los perjuicios que normalmente ocasiona cualquier 
tipo	de	intervención.	Esas	medidas	de	atención	de	los	menores	con	fines	de	prevención	del	
delito antes del comienzo de la vida delictiva constituyen requisitos básicos de política desti-
nados a obviar la necesidad de aplicar las presentes Reglas. 
Las reglas 1.1 a 1.3 señalan el importante papel que una política social constructiva respec-
to al menor puede desempeñar, entre otras cosas, en la prevención del delito y la delincuencia 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 
de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing)
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juveniles.	La	regla	1.4	define	la	justicia	de	menores	como	parte	integrante	de	la	justicia	social	
por	los	menores,	mientras	que	la	regla	1.6	se	refiere	a	la	necesidad	de	perfeccionar	la	justicia	
de menores de manera continua, para que no quede a la zaga de la evolución de una política 
social progresiva en relación con el menor en general, teniendo presente la necesidad de me-
jorar de manera coherente los servicios de personal. 
La regla 1.5 procura tener en cuenta las condiciones imperantes en los Estados Miembros, 
que podrían ocasionar que la manera de aplicar determinadas reglas en uno de ellos fuera 
necesariamente diferente de la manera adoptada en otros Estados.
2.  Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas
Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los menores delincuentes 
con imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición. 
Para	los	fines	de	las	presentes	Reglas,	los	Estados	Miembros	aplicarán	las	definiciones	siguien-
tes en forma compatible con sus respectivos sistemas y conceptos jurídicos: 
a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser 
castigado	por	un	delito	en	forma	diferente	a	un	adulto;	
b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con arreglo al 
sistema	jurídico	de	que	se	trate;	y	
c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un 
delito o se le ha considerado culpable de la comisión de un delito. 
 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas 
y	disposiciones	aplicables	específicamente	a	los	menores	delincuentes,	así	como	a	los	
órganos e instituciones encargados de las funciones de administración de la justicia 
de menores, conjunto que tendrá por objeto: 
a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo 
tiempo	proteger	sus	derechos	básicos;	
b)	 Satisfacer	las	necesidades	de	la	sociedad;	
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación.
Comentario
Las Reglas mínimas se han formulado deliberadamente de manera que sean aplicables en 
diferentes sistemas jurídicos y, al mismo tiempo, establezcan algunas normas mínimas para el 
tratamiento	de	los	menores	delincuentes	con	arreglo	a	cualquier	definición	de	la	noción	de	jo-
ven y a cualquier sistema de tratamiento de los menores delincuentes. Las Reglas se aplicarán 
siempre con imparcialidad y sin distinción alguna. 
Por lo tanto, la regla 2.1 destaca la importancia de que las Reglas se apliquen siempre con 
imparcialidad y sin distinción alguna. Su formación responde al principio 2 de la Declaración 
de los Derechos del Niño. 
La	regla	2.2	define	«menor»	y	«delito»	como	componentes	del	concepto	de	«menor	delin-
cuente», que es el objeto principal de las presentes Reglas mínimas (no obstante, véanse tam-
bién las reglas 3 y 4). Cabe señalar que las reglas disponen expresamente que corresponderá 
a	cada	sistema	jurídico	nacional	fijar	las	edades	mínima	y	máxima	a	estos	efectos,	respetan-
do así cabalmente los sistemas económico, social, político, cultural y jurídico de los Estados 
Miembros.	Ello	significa	que	la	noción	de	«menor»	se	aplicará	a	jóvenes	de	edades	muy	di-
ferentes,	edades	que	van	de	los	7	años	hasta	los	18	años	o	más.	Dicha	flexibilidad	parece	in-
evitable en vista de la diversidad de sistemas jurídicos nacionales, tanto más cuanto que no 
restringe los efectos de las Reglas mínimas. 
La regla 2.3 responde a la necesidad de leyes nacionales que tengan expresamente por objeto 
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3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas
Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los menores delincuentes, 
sino también a los menores que puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto 
que no sea punible tratándose del comportamiento de los adultos. 
Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a todos los me-
nores comprendidos en los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar. 
Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a los 
delincuentes adultos jóvenes.
Comentario
La regla 3 amplía el ámbito de aplicación de la protección otorgada por las Reglas mínimas 
para la administración de la justicia de menores de modo que abarque: 
a) Los llamados «delitos en razón de su condición» previstos en diversos sistemas jurídi-
cos nacionales con arreglo a los cuales se considera delito en los menores una gama de 




c) El procesamiento de los delincuentes adultos jóvenes, aunque en este caso la aplicación 
de las Reglas dependerá de las disposiciones pertinentes sobre la mayoría de edad (regla 
3.3). 
La ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas de modo que abarquen las tres esferas 
antes	mencionadas	parece	justificada.	La	regla	3.1	prevé	garantías	mínimas	en	esas	esferas,	y	
se estima que la regla 3.2 constituye un paso positivo en el establecimiento de un sistema más 
imparcial, equitativo y humano de justicia para todos los menores que transgredan la ley.
4. Mayoría de edad penal
En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad penal con respecto a 
los	menores,	su	comienzo	no	deberá	fijarse	a	una	edad	demasiado	temprana	habida	cuenta	de	
las circunstancias que acompañan la madurez emocional, mental e intelectual.
Comentario
La edad mínima a efectos de responsabilidad penal varía considerablemente en función de 
factores históricos y culturales. El enfoque moderno consiste en examinar si los niños pueden 
hacer	honor	a	los	elementos	morales	y	sicológicos	de	responsabilidad	penal;	es	decir,	si	puede	
considerarse al niño, en virtud de su discernimiento y comprensión individuales, responsable 
de un comportamiento esencialmente antisocial. Si el comienzo de la mayoría de edad penal 
se	fija	a	una	edad	demasiado	temprana	o	si	no	se	establece	edad	mínima	alguna,	el	concepto	
de responsabilidad perdería todo sentido. En general, existe una estrecha relación entre el 
concepto de responsabilidad que dimana del comportamiento delictivo o criminal y otros de-
rechos y responsabilidades sociales (como el estado civil, la mayoría de edad a efectos civiles, 
etc.). 
Por consiguiente, es necesario que se hagan esfuerzos para convenir en una edad mínima 
razonable que pueda aplicarse a nivel internacional.
5. Objetivos de la justicia de menores
El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y garantizará que 
cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo momento proporcionada a las 
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Comentario
La	regla	5	se	refiere	a	dos	de	los	más	importantes	objetivos	de	la	justicia	de	menores.	El	primer	
objetivo es el fomento del bienestar del menor. Este es el enfoque principal de los sistemas 
jurídicos en que los menores delincuentes son procesados por tribunales de familia o autori-
dades administrativas, pero también debe hacerse hincapié en el bienestar de los menores en 
los sistemas judiciales que siguen el modelo del tribunal penal, contribuyendo así a evitar las 
sanciones meramente penales. (véase también la regla 14.) 
El segundo objetivo es el «principio de la proporcionalidad». Este principio es conocido 
como un instrumento para restringir las sanciones punitivas, y se expresa principalmente me-
diante la fórmula de que el autor ha de llevarse su merecido según la gravedad del delito. La 
respuesta a los jóvenes delincuentes no sólo deberá basarse en el examen de la gravedad del 
delito, sino también en circunstancias personales. Las circunstancias individuales del delin-
cuente (por ejemplo, su condición social, su situación familiar, el daño causado por el delito 
u	otros	factores	en	que	intervengan	circunstancias	personales)	han	de	influir	en	la	proporcio-
nalidad de la reacción (por ejemplo, teniendo en consideración los esfuerzos del delincuente 
para indemnizar a la víctima o su buena disposición para comenzar una vida sana y útil). 
Por el mismo motivo, las respuestas destinadas a asegurar el bienestar del joven delin-
cuente pueden sobrepasar lo necesario y, por consiguiente, infringir los derechos fundamen-
tales del joven, como ha ocurrido en algunos sistemas de justicia de menores. En este aspecto 
también corresponde salvaguardar la proporcionalidad de la respuesta en relación con las 
circunstancias del delincuente y del delito, incluida la víctima. 
En	definitiva,	la	regla	5	sólo	exige	que	la	respuesta	en	los	casos	concretos	de	delincuencia	
o criminalidad de menores sea adecuada, ni más ni menos. Los temas que las reglas vinculan 
entre sí pueden contribuir a estimular adelantos en ambos sentidos: los tipos de respuesta 
nuevos e innovadores son tan necesarios como las precauciones para evitar cualquier amplia-
ción	indebida	de	la	red	de	control	social	oficial	sobre	los	menores.
6.  Alcance de las facultades discrecionales
Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así como de la diversi-
dad	de	medidas	disponibles,	se	facultará	un	margen	suficiente	para	el	ejercicio	de	facultades	
discrecionales en las diferentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de la administra-
ción de justicia de menores, incluidos los de investigación, procesamiento, sentencia y de las 
medidas complementarias de las decisiones. 
Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en todas las fases y niveles en 
el ejercicio de cualquiera de esas facultades discrecionales. 
Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente preparados o capacitados 
para hacerlo juiciosamente y en consonancia con sus respectivas funciones y mandatos.
Comentario
Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos importantes de una administración de justicia de 
menores	eficaz,	justa	y	humanitaria:	la	necesidad	de	permitir	el	ejercicio	de	las	facultades	dis-
crecionales en todos los niveles importantes del procedimiento, de modo que los que adoptan 
determinaciones puedan tomar las medidas que estimen más adecuadas en cada caso particu-
lar,	y	la	necesidad	de	prever	controles	y	equilibrios	a	fin	de	restringir	cualquier	abuso	de	las	
facultades discrecionales y salvaguardar los derechos del joven delincuente. La competencia 
y el profesionalismo son los instrumentos más adecuados para restringir el ejercicio excesivo 
de dichas facultades. Por ello, se hace especial hincapié en la idoneidad profesional y en la 
capacitación de los expertos como un medio valioso para asegurar el ejercicio prudente de las 
facultades discrecionales en materia de delincuencia de menores. (véanse también las reglas 
1.6 y 2.2) En este contexto, se pone de relieve la formulación de directrices concretas acerca del 























Compendio de Normas Básicas sobre los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes / normas internacionales
otro	sistema	análogo	a	fin	de	permitir	el	examen	minucioso	de	las	decisiones	y	la	competencia.	
Esos mecanismos no se concretan en el presente documento, pues no se prestan fácilmente 
para incorporarlos en reglas mínimas internacionales, que probablemente no podrán abarcar 
todas las diferencias que existen en los sistemas judiciales.
7.  Derechos de los menores
En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la pre-
sunción	de	inocencia,	el	derecho	a	ser	notificado	de	las	acusaciones,	el	derecho	a	no	responder,	
el derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a la 
confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una auto-
ridad superior.
Comentario
La regla 7.1 hace hincapié en algunos aspectos importantes que representan elementos fun-
damentales de todo juicio imparcial y justo y que son internacionalmente reconocidos en 
los instrumentos de derechos humanos vigentes. (véase también la regla 14) La presunción 
de	 inocencia,	por	ejemplo,	 también	figura	en	el	Artículo	11	de	 la	Declaración	Universal	de	
Derechos Humanos y en el párrafo 2 del Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 
Las reglas 14 y siguientes de las presentes Reglas mínimas precisan cuestiones que son 
importantes con respecto al procedimiento en los asuntos de menores en particular, mientras 
que	la	regla	7.1	ratifica	en	forma	general	las	garantías	procesales	más	fundamentales.
8.  Protección de la intimidad
8.1  Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los me-
nores, se respetará en todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 
8.2  En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la individuali-
zación de un menor delincuente.
Comentario
La regla 8 destaca la importancia de la protección del derecho de los menores a la intimidad. 
Los jóvenes son particularmente vulnerables a la difamación. Los estudios criminológicos so-
bre los procesos de difamación han suministrado pruebas sobre los efectos perjudiciales (de 
diversos tipos) que dimanan de la individualización permanente de los jóvenes como «delin-
cuentes» o «criminales». 
La regla 8 también hace hincapié en la importancia de proteger a los menores de los efec-
tos adversos que pueden resultar de la publicación en los medios de comunicación de infor-
maciones acerca del caso (por ejemplo, el nombre de los menores que se presume delincuentes 
o que son condenados). Corresponde proteger y defender, al menos en principio, el interés de 
la persona. (El contenido general de la regla 8 se sigue concretando en la regla 21)
9.  Cláusulas de salvedad
9.1  Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el sentido de 
excluir a los menores del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas y de otros instrumentos y 
normas reconocidos por la comunidad internacional relativos al cuidado y protección 
de los jóvenes.
Comentario
La regla 9 tiene por objeto evitar todo equívoco en lo tocante a la interpretación y aplica-
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y normas internacionales pertinentes —vigentes o en desarrollo— relativos a los derechos 
humanos, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, la Declaración de los Derechos del Niño y el proyecto de convención sobre los dere-
chos del niño. Conviene precisar que la aplicación de las presentes Reglas es sin perjuicio del 
cumplimiento de cualesquiera instrumentos internacionales que contengan disposiciones de 
aplicación más amplia (véase también la regla 27).
SEGUNDA PARTE
INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO
10.  Primer contacto 
10.1	Cada	vez	que	un	menor	sea	detenido,	 la	detención	se	notificará	 inmediatamente	a	sus	
padres	o	su	tutor,	y	cuando	no	sea	posible	dicha	notificación	inmediata,	se	notificará	a	los	
padres o al tutor en el más breve plazo posible. 
10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la posibilidad de 
poner en libertad al menor. 
10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada caso, se esta-
blecerán contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y el menor 





La posibilidad de poner en libertad al menor (regla 10.2) deberá ser examinada sin demora 
por el juez u otros funcionarios competentes. Por éstos se entiende toda persona o institución 
en el más amplio sentido de la palabra, incluidas las juntas de la comunidad y las autoridades 
de policía, que tengan facultades para poner en libertad a la persona detenida. (véase también 
el párrafo 3 del Artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.) 
La regla 10.3 trata de algunos aspectos fundamentales del procedimiento y del compor-
tamiento que deben observar los agentes de policía y otros funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley en los casos de delincuencia de menores. La expresión «evitar... daño» constitu-
ye	una	fórmula	flexible	que	abarca	múltiples	aspectos	de	posible	interacción	(por	ejemplo,	el	
empleo de un lenguaje duro, la violencia física, el contacto con el ambiente). Como la partici-
pación en actuaciones de la justicia de menores puede por sí sola causar «daño» a los menores, 
la expresión «evitar ... daño» debe, por consiguiente, interpretarse en el sentido amplio de 
reducir al mínimo el daño al menor en la primera instancia, así como cualquier daño adicional 
o innecesario. Ello es de particular importancia en el primer contacto con las organizaciones 
encargadas	de	hacer	cumplir	la	ley,	que	puede	influir	profundamente	en	la	actitud	del	menor	
hacia el Estado y la sociedad. Además, el éxito de cualquier otra intervención depende en gran 
medida	de	esos	primeros	contactos.	En	tales	casos,	la	comprensión	y	la	firmeza	bondadosa	son	
importantes. 
11. Remisión de casos 
11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de los menores delincuentes 
sin recurrir a las autoridades competentes, mencionadas en la regla 14.1 infra, para que 
los	juzguen	oficialmente.	
11.2	La	policía,	el	Ministerio	fiscal	y	otros	organismos	que	se	ocupen	de	los	casos	de	delin-
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necesidad	de	vista	oficial,	con	arreglo	a	los	criterios	establecidos	al	efecto	en	los	respecti-
vos sistemas jurídicos y también en armonía con los principios contenidos en las presen-
tes Reglas. 
11.3	Toda	remisión	que	signifique	poner	al	menor	a	disposición	de	las	instituciones	pertinen-
tes de la comunidad o de otro tipo estará supeditada al consentimiento del menor o al de 
sus	padres	o	su	tutor;	sin	embargo,	la	decisión	relativa	a	la	remisión	del	caso	se	someterá	
al examen de una autoridad competente, cuando así se solicite. 
11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de menores, se procurará facilitar a 
la comunidad programas de supervisión y orientación temporales, restitución y compen-
sación a las víctimas.
Comentario
La remisión, que entraña la supresión del procedimiento ante la justicia penal y, con frecuen-
cia, la reorientación hacia servicios apoyados por la comunidad, se practica habitualmente en 
muchos	sistemas	jurídicos	con	carácter	oficial	y	oficioso.	Esta	práctica	sirve	para	mitigar	los	
efectos negativos de la continuación del procedimiento en la administración de la justicia de 
menores (por ejemplo, el estigma de la condena o la sentencia). En muchos casos la no inter-
vención sería la mejor respuesta. Por ello la remisión desde el comienzo y sin envío a servicios 
sustitutorios (sociales) puede constituir la respuesta óptima. Así sucede especialmente cuan-
do el delito no tiene un carácter grave y cuando la familia, la escuela y otras instituciones de 
control	social	oficioso	han	reaccionado	ya	de	forma	adecuada	y	constructiva	o	es	probable	que	
reaccionen de ese modo. 
Como se prevé en la regla 11.2, la remisión puede utilizarse en cualquier momento del 
proceso	de	adopción	de	decisiones	por	la	policía,	el	Ministerio	fiscal	u	otros	órganos	como	los	
tribunales, juntas o consejos. La remisión pueden realizarla una, varias o todas las autorida-
des, según las reglas y normas de los respectivos sistemas y en consonancia con las presentes 
Reglas. No debe limitarse necesariamente a los casos menores, de modo que la remisión se 
convierta en un instrumento importante. 
La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de asegurar el consentimiento del 
menor delincuente (o de sus padres o tutores) con respecto a las medidas de remisión reco-
mendadas (la remisión que consiste en la prestación de servicios a la comunidad sin dicho 
consentimiento, constituiría una infracción al Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso). 
No obstante, es necesario que la validez del consentimiento se pueda impugnar, ya que el 
menor algunas veces podría prestarlo por pura desesperación. La regla subraya que se deben 
tomar precauciones para disminuir al mínimo la posibilidad de coerción e intimidación en 
todos los niveles del proceso de remisión. Los menores no han de sentirse presionados (por 
ejemplo,	a	fin	de	evitar	la	comparecencia	ante	el	tribunal)	ni	deben	ser	presionados	para	lograr	
su consentimiento en los programas de remisión. Por ello, se aconseja que se tomen dispo-
siciones para una evaluación objetiva de la conveniencia de que intervenga una «autoridad 
competente cuando así se solicite» en las actuaciones relativas a menores delincuentes. (La 
«autoridad competente» puede ser distinta de la que se menciona en la regla 14).
La regla 11.4 recomienda que se prevean opciones sustitutorias viables del procesamiento 
ante la justicia de menores en la forma de una remisión basada en la comunidad. Se recomien-
dan especialmente los programas que entrañan la avenencia mediante la indemnización de 
la víctima y los que procuran evitar futuras transgresiones de la ley gracias a la supervisión 
y orientación temporales. Los antecedentes de fondo de los casos particulares determinarán 
el carácter adecuado de la remisión, aun cuando se hayan cometido delitos más graves (por 
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12. Especialización policial
12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de policía que traten a menudo o 
de manera exclusiva con menores o que se dediquen fundamentalmente a la prevención 
de la delincuencia de menores, recibirán instrucción y capacitación especial. En las gran-
des	ciudades	habrá	contingentes	especiales	de	policía	con	esa	finalidad.
Comentario
La regla 12 señala la necesidad de impartir una formación especializada a todos los funcio-
narios encargados de hacer cumplir la ley que intervengan en la administración de la justicia 
de menores. Como la policía es el primer punto de contacto con el sistema de la justicia de 
menores, es muy importante que actúe de manera informada y adecuada. 
Aunque la relación entre la urbanización y el delito es sin duda compleja, el incremen-
to de la delincuencia juvenil va unido al crecimiento de las grandes ciudades, sobre todo a 
un	 crecimiento	 rápido	y	no	planificado.	Por	 consiguiente,	 son	 indispensables	 contingentes	
especializados de policía, no sólo como garantía de la aplicación de los principios concretos 
previstos en el presente instrumento (como la regla 1.6), sino también, de forma más general, 
para mejorar la prevención y represión de la delincuencia de menores y el tratamiento de los 
menores delincuentes.
13.  Prisión preventiva
13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el plazo más breve 
posible. 
13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión preventiva, 
como la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia o el tras-
lado a un hogar o a una institución educativa. 
13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos los derechos y 
garantías previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas 
por las Naciones Unidas. 
13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados de los adultos y 
recluidos en establecimientos distintos o en recintos separados en los establecimientos en 
que haya detenidos adultos. 
13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, protección y toda 
la asistencia —social, educacional, profesional, sicológica, médica y física— que requie-
ran, habida cuenta de su edad, sexo y características individuales.
Comentario
No	se	debe	subestimar	el	peligro	de	que	los	menores	sufran	«influencias	corruptoras»	mien-
tras se encuentren en prisión preventiva. De ahí la importancia de insistir en la necesidad de 
medidas sustitutorias. De esta forma la regla 13.1 anima a idear medidas nuevas e innovado-
ras que permitan evitar dicha prisión preventiva en interés del bienestar del menor. 
Los menores que se encuentren en prisión preventiva deben gozar de todos los derechos 
y garantías previstas en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, así como en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, especialmente en el Artículo 9, en el inciso 
b del párrafo 2 del Artículo 10 y en el párrafo 3 de dicho artículo. 
La	regla	13.4	no	impedirá	a	los	Estados	tomar	otras	medidas	contra	la	influencia	negativa	
de	los	delincuentes	adultos	que	sean	al	menos	tan	eficaces	como	las	mencionadas	en	la	regla.	
Las diferentes formas de asistencia que pueden llegar a ser necesarias se han enumerado 
para señalar la amplia gama de necesidades concretas de los jóvenes reclusos que hay que 
atender (por ejemplo, mujeres u hombres, toxicómanos, alcohólicos, menores con perturbacio-
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Las	diversas	características	físicas	y	sicológicas	de	los	jóvenes	reclusos	pueden	justificar	
medidas	de	clasificación	por	las	que	algunos	de	ellos	estén	recluidos	aparte	mientras	se	en-
cuentren en prisión preventiva, lo que contribuye a evitar que se conviertan en víctimas de 
otros reclusos y permite prestarles una asistencia más adecuada. 
El Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, en su resolución 4, sobre la elaboración de normas de justicia de menores, especi-
ficaba	que	dichas	reglas	debían,	entre	otras	cosas,	reflejar	el	principio	básico	de	que	la	prisión	
preventiva debe usarse únicamente como último recurso, que no debe mantenerse a ningún 
menor	en	una	institución	donde	sea	vulnerable	a	las	influencias	negativas	de	reclusos	adultos	
y que deben tenerse siempre en cuenta las necesidades propias de su estado de desarrollo.
TERCERA PARTE
DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN
14. Autoridad competente para dictar sentencia 
14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión (con arreglo a la regla 11) 
será puesto a disposición de la autoridad competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), 
que decidirá con arreglo a los principios de un juicio imparcial y equitativo. 
14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un ambiente de 
comprensión, que permita que el menor participe en él y se exprese libremente.
Comentario
No	es	fácil	elaborar	una	definición	de	órgano	o	persona	competente	para	dictar	sentencia	que	
goce de aceptación universal. Con «autoridad competente» se trata de designar a aquellas 
personas que presiden cortes o tribunales (unipersonales o colegiados), incluidos los jueces 
letrados y no letrados, así como las administrativas (por ejemplo, los sistemas escocés y es-
candinavo),	u	otros	organismos	comunitarios	y	más	oficiosos	de	arbitraje,	cuya	naturaleza	les	
faculte para dictar sentencia. 
Sea como fuere, el procedimiento aplicable a los menores delincuentes deberá ceñirse a 
las reglas mínimas que se aplican en casi todo el mundo a todo delincuente que disponga de 
defensa con arreglo al procedimiento penal conocido como «debido proceso legal». De confor-
midad con el debido proceso, en un «juicio imparcial y equitativo» deben darse garantías tales 
como la presunción de inocencia, la presentación y examen de testigos, la igualdad en materia 
de medios de defensa judicial, el derecho a no responder, el derecho a decir la última palabra 
en la vista, el derecho de apelación, etc. (véase también la regla 7.1).
15.  Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores
15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico durante todo el pro-
ceso o a solicitar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha 
ayuda en el país. 
15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las actuaciones y la autoridad com-
petente podrá requerir su presencia en defensa del menor. No obstante, la autoridad com-
petente podrá denegar la participación si existen motivos para presumir que la exclusión 
es necesaria en defensa del menor.
Comentario
La terminología que se usa en la regla 15.1 es similar a la de la regla 93 de las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos. Si bien el asesoramiento jurídico y la asistencia judicial 
gratuita son necesarias para garantizar la asistencia judicial al menor, el derecho de los padres 
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general al menor, de naturaleza sicológica y emotiva, que se extiende a lo largo de todo el 
proceso. 
La autoridad competente, para dictar una sentencia justa en el caso, puede utilizar con 
provecho, sobre todo, la colaboración de los representantes legales del menor (o, a los mismos 
efectos, de algún otro asistente personal en el que el menor pueda depositar y deposite real-
mente	su	confianza).	Este	interés	puede	verse	frustrado	si	la	presencia	de	los	padres	o	tutores	
en	las	vistas	ejerce	una	influencia	negativa,	por	ejemplo	si	manifiestan	una	actitud	hostil	hacia	
el menor, de ahí que deba preverse la posibilidad de su exclusión de la vista.
16.  Informes sobre investigaciones sociales
16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad competente, 
y a menos que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte una resolución 
definitiva	se	efectuará	una	investigación	completa	sobre	el	medio	social	y	las	condiciones	
en que se desarrolla la vida del menor y sobre las circunstancias en las que se hubiere 
cometido el delito.
Comentario
Los informes preparados sobre la base de investigaciones de carácter social (informes sociales 
o informes previos a la sentencia) constituyen una ayuda indispensable en la mayoría de los 
procesos incoados a menores delincuentes. La autoridad competente debe estar informada 
de los antecedentes sociales y familiares del menor, su trayectoria escolar, sus experiencias 
educativas,	etc.	Con	ese	fin,	en	algunos	ámbitos	judiciales	se	recurre	a	servicios	sociales	espe-
ciales o a personal especializado que dependen de los tribunales o de las juntas. Otras clases 
de personal, como los agentes de libertad vigilada, pueden desempeñar las mismas funciones. 
Así la regla exige que haya servicios sociales adecuados que preparen informes especializados 
basados en investigaciones de carácter social.
17.  Principios rectores de la sentencia y la resolución
17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios: 
a)  La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no sólo a las circuns-
tancias y la gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesidades del 
menor,	así	como	a	las	necesidades	de	la	sociedad;	
b)  Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras cuidadoso 
estudio	y	se	reducirán	al	mínimo	posible;	
c)  Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea 
condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o por 
la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra respuesta 
adecuada;	
d)  En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor. 
17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con la pena capi-
tal. 
17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales. 
17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier momento.
Comentario
El principal problema con que se tropieza al elaborar directrices para la resolución judicial en 
casos	de	menores	estriba	en	el	hecho	de	que	están	sin	resolver	algunos	conflictos	entre	opcio-
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c)  Respuesta en función de las circunstancias concretas de cada caso frente a respuesta en 
función	de	la	protección	de	la	sociedad	en	general;	
d)  Disuasión de carácter general frente a incapacitación individual. 
Los	conflictos	entre	estas	opciones	son	más	acusados	en	los	casos	de	menores	que	en	los	casos	
de adultos. Con la diversidad de causas y respuestas que caracterizan a la delincuencia juvenil 
se da un intrincado entrelazamiento de estas alternativas. 
No incumbe a las presentes Reglas mínimas para la administración de la justicia de me-
nores prescribir el enfoque que haya que seguir, sino más bien determinar uno que esté en 
la mayor consonancia posible con los principios aceptados a escala internacional. Por consi-
guiente, los elementos fundamentales contenidos en la regla 17.1, especialmente en los incisos 
a y c, deben considerarse principalmente como directrices prácticas para establecer un punto 
de	partida	común;	si	las	autoridades	pertinentes	actúan	en	consonancia	con	ellas	(véase	tam-
bién la regla 5), podrán hacer una importante contribución a la protección de los derechos 
fundamentales de los menores delincuentes, especialmente los derechos fundamentales a la 
educación y al desarrollo de la personalidad. 
El	inciso	b	de	la	regla	17.1	significa	que	los	enfoques	estrictamente	punitivos	no	son	ade-
cuados. Si bien en los casos de adultos, y posiblemente también en los casos de delitos graves 
cometidos	por	menores,	tenga	todavía	cierta	justificación	la	idea	de	justo	merecido	y	de	san-
ciones retributivas, en los casos de menores siempre tendrá más peso el interés por garantizar 
el bienestar y el futuro del joven. 
De conformidad con la resolución 8 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas, dicho 
inciso alienta el uso, en la mayor medida posible, de medidas sustitutorias de la reclusión en 
establecimientos penitenciarios teniendo presente el imperativo de responder a las necesi-
dades concretas de los jóvenes. Debe, pues, hacerse pleno uso de toda la gama de sanciones 
sustitutorias existentes, y deben establecerse otras nuevas sanciones, sin perder de vista la 
seguridad pública. Habría de hacerse uso de la libertad vigilada en la mayor medida posible, 
mediante la suspensión de condenas, condenas condicionales, órdenes de las juntas y otras 
resoluciones. 
El inciso c de la regla 17.1 corresponde a uno de los principios rectores contenidos en la 
resolución 4 del Sexto congreso, que propugna evitar el encarcelamiento en casos de menores 
salvo que no haya otra respuesta adecuada para proteger la seguridad pública. 
La disposición que prohíbe la pena capital, contenida en la regla 17.2, está en consonancia 
con el párrafo 5 del Artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
La disposición por la que se prohíbe el castigo corporal (regla 17.3) está en consonancia 
con el Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y con la Declaración 
sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, así como la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes y el proyecto de convención sobre los derechos del niño. 
La facultad de suspender el proceso en cualquier momento (regla 17.4) es una caracterís-
tica inherente al tratamiento dado a los menores frente al dado a los adultos. En cualquier mo-
mento pueden llegar a conocimiento de la autoridad competente circunstancias que parezcan 
aconsejar	la	suspensión	definitiva	del	proceso.
18.  Pluralidad de medidas resolutorias
18.1	Para	mayor	 flexibilidad	 y	 para	 evitar	 en	 la	medida	de	 lo	 posible	 el	 confinamiento	 en	
establecimientos penitenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una amplia di-































g) Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros establecimien-
tos	educativos;	
h) Otras órdenes pertinentes. 
18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión de sus padres, 
a no ser que las circunstancias de su caso lo hagan necesario.
Comentario
La regla 18.1 constituye un intento de enumerar algunas de las respuestas y sanciones impor-
tantes a que se ha recurrido hasta la fecha y cuyos buenos resultados han podido compro-
barse en diferentes sistemas jurídicos. En general, constituyen opciones prometedoras que 
convendría difundir y perfeccionar. La regla no alude a las necesidades de personal, dado que 
en	algunas	regiones	es	previsible	escasez	de	personal	idóneo;	en	esas	regiones	pueden	experi-
mentarse o elaborarse medidas cuya aplicación exija menos personal. 
Los ejemplos citados en la regla 18.1 tienen en común, ante todo, el hecho de que se basan 
en la comunidad y apelan a su participación para la aplicación efectiva de resoluciones alter-
nativas. Las correcciones aplicadas en la comunidad son una medida tradicional que asume 
en la actualidad múltiples facetas. Por ello debería alentarse a las autoridades pertinentes a 
que prestaran servicios de base comunitaria. 
La regla 18.2 hace referencia a la importancia de la familia que, de conformidad con el pá-
rrafo 1 del Artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
es «el elemento natural y fundamental de la sociedad». Dentro de la familia, los padres tienen, 
no sólo el derecho, sino también la responsabilidad de atender y supervisar a sus hijos. Por 
consiguiente, la regla 18.2 establece que la separación de los hijos respecto de sus padres sea 
una medida aplicada como último recurso. Sólo puede recurrirse a ella cuando los hechos que 
constituyen el caso exigen claramente la adopción de esta grave medida (por ejemplo, el abuso 
de menores).
19.  Carácter excepcional del confinamiento en establecimientos penitenciarios
19.1	El	confinamiento	de	menores	en	establecimientos	penitenciarios	se	utilizará	en	todo	mo-
mento como último recurso y por el más breve plazo posible.
Comentario




te penitenciario parece ejercer inevitablemente sobre el individuo no pueden neutralizarse 
con un mayor cuidado en el tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, que 
son	especialmente	vulnerables	a	las	influencias	negativas;	es	más,	debido	a	la	temprana	etapa	
de desarrollo en que éstos se encuentran, no cabe duda de que tanto la pérdida de la libertad 
como el estar aislados de su contexto social habitual agudizan los efectos negativos. 
La	 regla	 19	pretende	 restringir	 el	 confinamiento	 en	 establecimientos	penitenciarios	 en	
dos aspectos: en cantidad («último recurso») y en tiempo («el más breve plazo posible»). La 
regla 19 recoge uno de los principios rectores básicos de la resolución 4 del Sexto Congreso 
de las Naciones Unidas: un menor delincuente no puede ser encarcelado salvo que no exista 
otra respuesta adecuada. La regla, por consiguiente, proclama el principio de que, si un me-
nor	debe	 ser	 confinado	en	un	establecimiento	penitenciario,	 la	pérdida	de	 la	 libertad	debe	
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su	confinamiento	sin	perder	de	vista	las	diferencias	entre	los	distintos	tipos	de	delincuentes,	
delitos	y	establecimientos	penitenciarios.	En	definitiva,	deben	considerarse	preferibles	los	es-
tablecimientos «abiertos» a los «cerrados». Por otra parte, cualquier instalación debe ser de 
tipo correccional o educativo antes que carcelario.
20.  Prevención de demoras innecesarias
20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin demoras inne-
cesarias. 
Comentario
La rapidez en la tramitación de los casos de menores es de fundamental importancia. De no 
ser así, peligrarían cualesquiera efectos positivos que el procedimiento y la resolución pu-
dieran	acarrear.	Con	el	 transcurso	del	 tiempo,	 el	menor	 tendrá	dificultades	 intelectuales	y	
sicológicas cada vez mayores, por no decir insuperables, para establecer una relación entre el 
procedimiento y la resolución, por una parte, y el delito, por otra.
21.  Registros
21.1	Los	registros	de	menores	delincuentes	serán	de	carácter	estrictamente	confidencial	y	no	
podrán ser consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas 
que participen directamente en la tramitación de un caso en curso, así como otras perso-
nas debidamente autorizadas. 
21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a 
casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente.
Comentario
La regla trata de ser una transacción entre intereses contrapuestos en materia de registros y 
expedientes:	los	de	los	servicios	de	policía,	el	Ministerio	fiscal	y	otras	autoridades	por	aumen-
tar la vigilancia, y los intereses del delincuente. (véase también la regla 8) La expresión «otras 
personas debidamente autorizadas» suele aplicarse, entre otros, a los investigadores.
22.  Necesidad de personal especializado y capacitado
22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia profesional necesa-
ria a todo el personal que se ocupa de casos de menores, se impartirá enseñanza profesio-
nal, cursos de capacitación durante el servicio y cursos de repaso, y se emplearán otros 
sistemas adecuados de instrucción. 
22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá a las diversas 
características de los menores que entran en contacto con dicho sistema. Se procurará 
garantizar una representación equitativa de mujeres y de minorías en los organismos de 
justicia de menores.
Comentario
Las personas competentes para conocer en estos casos pueden tener orígenes muy diversos 
(jueces municipales en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y en las regiones 
en	que	ha	tenido	influencia	el	sistema	jurídico	de	ese	país;	jueces	con	formación	jurídica	en	los	
países	que	siguen	el	derecho	romano	y	en	las	regiones	de	su	influencia;	personas	con	forma-
ción jurídica o sin ella designadas por elección o por nombramiento administrativo, miembros 
de juntas de la comunidad, etc., en otras regiones). Es indispensable que todas estas personas 
tengan siquiera una formación mínima en materia de derecho, sociología, sicología, crimino-
logía y ciencias del comportamiento. Esta es una cuestión a la que se atribuye tanta importan-
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Tratándose de trabajadores sociales y de agentes de libertad vigilada, tal vez no sea via-
ble la exigencia de especialización profesional como requisito previo para el desempeño de 
funciones en el ámbito de la delincuencia juvenil. De modo que la titulación mínima podrá 
obtenerse mediante la instrucción profesional en el empleo. 
Las titulaciones profesionales constituyen un elemento fundamental para garantizar la 
administración	 imparcial	 y	 eficaz	de	 la	 justicia	de	menores.	Por	 consiguiente,	 es	necesario	
mejorar los sistemas de contratación, ascenso y capacitación profesional del personal y dotarlo 
de los medios necesarios para el desempeño correcto de sus funciones. 
Para lograr la imparcialidad de la administración de la justicia de menores debe evitarse 
todo género de discriminación por razones políticas, sociales, sexuales, raciales, religiosas, 
culturales o de otra índole en la selección, contratación y ascenso del personal encargado de 
la justicia de menores. Así lo recomendó el Sexto Congreso. Por otra parte, el Sexto Congreso 
hizo un llamamiento a los Estados Miembros para que garantizaran el tratamiento justo y 
equitativo de las mujeres como miembros del personal encargado de administrar la justicia 
penal y recomendó que se adoptaran medidas especiales para contratar, dar capacitación y 
facilitar el ascenso de personal femenino en la administración de la justicia de menores.
CUARTA PARTE
TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS
23. Ejecución efectiva de la resolución
23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que dicte la autori-
dad competente, y que se mencionan en la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra 
distinta si las circunstancias así lo exigen. 
23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la autoridad competente para mo-





vida del menor durante largos períodos de tiempo. De ahí la importancia de que la autoridad 
competente o un órgano independiente (junta de libertad bajo palabra, autoridad encargada 
de supervisar la libertad vigilada, institución de bienestar juvenil u otras autoridades) con 
calificaciones	 iguales	a	 las	de	 la	autoridad	competente	que	conoció	del	caso	originalmente,	
supervisen la ejecución de la sentencia. La creación del cargo de juez de la ejecución de penas 
en algunos países obedece a este propósito. 
La	composición,	los	poderes	y	las	funciones	de	la	autoridad	deben	ser	flexibles;	en	la	regla	
23 se describen en general con objeto de facilitar su amplia aceptación.
24.  Prestación de asistencia
24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas del procedimiento, asisten-
cia en materia de alojamiento, enseñanza o capacitación profesional, empleo o cualquiera 
otra forma de asistencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de rehabilitación. 
Comentario
La consideración fundamental es la promoción del bienestar del menor. Por tanto, la regla 
24 subraya la importancia de facilitar instalaciones, servicios y otra asistencia necesaria que 
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25. Movilización de voluntarios y otros servicios de carácter comunitario
25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las instituciones lo-
cales	y	a	otros	recursos	de	la	comunidad	para	que	contribuyan	eficazmente	a	la	rehabili-
tación del menor en un ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea posible, en el 
seno de la unidad familiar.
Comentario
Esta	regla	refleja	la	necesidad	de	que	todas	las	actividades	relacionadas	con	los	delincuentes	
menores estén orientadas a la rehabilitación. La cooperación de la comunidad es indispensa-
ble	para	seguir	eficazmente	las	directrices	de	la	autoridad	competente.	Los	voluntarios	y	los	
servicios de carácter voluntario, en particular, resultan una fuente de actividades útiles, en 
gran medida no utilizada actualmente. En algunos casos, la cooperación de antiguos delin-
cuentes (incluidos antiguos toxicómanos) puede ser extremadamente valiosa. 
La regla 25 deriva de los principios estipulados en las reglas 1.1 a 1.6 y sigue las disposi-
ciones pertinentes del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
QUINTA PARTE
TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS
26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios
26.1	La	capacitación	y	el	tratamiento	de	menores	confinados	en	establecimientos	penitencia-
rios tienen por objeto garantizar su cuidado y protección, así como su educación y forma-
ción profesional para permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en 
la sociedad. 
26.2	Los	menores	confinados	en	establecimientos	penitenciarios	recibirán	los	cuidados,	la	pro-
tección y toda la asistencia necesaria —social, educacional, profesional, sicológica, médica 
y física— que puedan requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su 
desarrollo sano. 
26.3	Los	menores	confinados	en	establecimientos	penitenciarios	se	mantendrán	separados	de	
los adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado o en una parte separada 
de un establecimiento en el que también estén encarcelados adultos. 
26.4	La	delincuente	joven	confinada	en	un	establecimiento	merece	especial	atención	en	lo	que	
atañe a sus necesidades y problemas personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, 
protección, asistencia, tratamiento y capacitación que el delincuente joven. Se garantizará 
su tratamiento equitativo. 
26.5	En	el	interés	y	bienestar	del	menor	confinado	en	un	establecimiento	penitenciario,	ten-
drán derecho de acceso los padres o tutores. 
26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos para dar formación 
académica	o,	según	proceda,	profesional	adecuada	al	menor	que	se	encuentre	confinado	
en	un	establecimiento	penitenciario	a	fin	de	garantizar	que	al	 salir	no	se	encuentre	en	
desventaja en el plano de la educación.
Comentario
Los objetivos del tratamiento en establecimientos, tal como se enuncian en las reglas 26.1 y 
26.2, serían aceptables para cualquier sistema o cultura. No obstante, dichos objetivos no se 
han alcanzado en todos los lugares y aún queda mucho por hacer en este sentido. 
La asistencia médica y sicológica, en particular, es extremadamente importante para los toxi-
cómanos	confinados	en	establecimientos,	y	para	los	jóvenes	violentos	y	enfermos	mentales.	
Evitar	las	influencias	negativas	ejercidas	por	delincuentes	adultos	y	proteger	el	bienestar	
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los principios rectores básicos de las Reglas establecidos por el Sexto Congreso en su resolu-
ción	4.	Esta	regla	no	impedirá	a	los	Estados	tomar	otras	medidas	contra	la	influencia	negativa	
de	los	delincuentes	adultos	que	sean	al	menos	tan	eficaces	como	las	mencionadas	en	la	regla.	
(véase también la regla 13.4).
La regla 26.4 obedece a que las delincuentes suelen recibir menos atención que los de-
lincuentes, como indicó el Sexto Congreso. En particular, la resolución 9 del Sexto Congreso 
pide que se dé un tratamiento equitativo a la delincuente en todas las etapas del proceso de 
justicia penal y que se preste especial atención a sus problemas y necesidades particulares 
mientras	esté	confinada.	Además,	esta	regla	debería	también	considerarse	teniendo	en	cuenta	
la Declaración de Caracas del Sexto Congreso que, entre otras cosas, pide un tratamiento igual 
en la administración de justicia penal, y la Declaración sobre la eliminación de la discrimina-
ción contra la mujer y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimina-
ción contra la mujer. 
El derecho de acceso (regla 26.5) dimana de las disposiciones de las reglas 7.1, 10.1, 15.2 
y 18.2. La cooperación entre ministerios y entre departamentos (regla 26.6) es de particular 
importancia para mejorar en términos generales la calidad del tratamiento y la capacitación 
en los establecimientos penitenciarios.
27. Aplicación de las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las 
Naciones Unidas
27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las recomendacio-
nes conexas serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento de los menores delin-
cuentes en establecimientos penitenciarios, inclusive los que estén en prisión preventiva. 
27.2	Con	objeto	de	satisfacer	las	diversas	necesidades	del	menor	específicas	a	su	edad,	sexo	y	
personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de las mencionadas Reglas 
mínimas para el tratamiento de los reclusos en toda la medida de lo posible.
Comentario
Las	Reglas	mínimas	para	el	tratamiento	de	los	reclusos	figuran	entre	los	primeros	instrumentos	
de ese tipo promulgados por las Naciones Unidas. En general se reconoce que dichas Reglas 
han tenido consecuencias a escala mundial. Pese a que hay países en los que su aplicación es 
más	una	aspiración	que	una	realidad,	esas	Reglas	siguen	ejerciendo	una	importante	influencia	
en la administración humanitaria y equitativa de los establecimientos correccionales. 
Algunos principios fundamentales relativos a los menores delincuentes en establecimien-
tos penitenciarios están recogidos ya en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos 
(cuartos destinados al alojamiento, características arquitectónicas de los locales, camas, ropas, 
quejas y peticiones, contactos con el mundo exterior, alimentación, atención médica, servicios 
religiosos, separación por edades, personal, trabajo, etc.), así como los relativos a las medidas 
punitivas, disciplinarias y de coerción aplicables a los delincuentes peligrosos. Sería inopor-
tuno	modificar	dichas	Reglas	mínimas	en	 función	de	 las	 características	 especiales	que	han	
de tener los establecimientos penitenciarios de menores dentro del ámbito de las presentes 
Reglas mínimas para la administración de la justicia de menores. 
La	regla	27	se	centra	en	los	requisitos	necesarios	aplicables	a	un	menor	confinado	en	un	
establecimiento	penitenciario	(regla	27.1),	así	como	en	las	diversas	necesidades	específicas	a	
su edad, sexo y personalidad (regla 27.2). Por consiguiente, los objetivos y el contenido de la 
regla están relacionados con las disposiciones pertinentes de las Reglas mínimas para el trata-
miento de los reclusos.
28.  Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional
28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad condicional y 
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28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspondiente funcionario 
a cuya supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la comunidad.
Comentario
La facultad para conceder la libertad condicional puede conferirse a la autoridad que se men-
ciona en la regla 14.1 o a una autoridad distinta. De ahí que en el presente caso proceda hablar 
de «correspondiente» y no de autoridad «competente». 
Cuando las circunstancias lo permitan, se deberá optar por conceder la libertad condi-
cional en lugar de dejar que el menor cumpla toda la pena. Cuando se tengan pruebas de un 
progreso satisfactorio hacia la rehabilitación, siempre que sea posible podrá concederse la 
libertad condicional, incluso a delincuentes que se consideraron peligrosos en el momento 
de	su	confinamiento	en	un	establecimiento	penitenciario.	Al	igual	que	la	libertad	vigilada,	la	
libertad condicional podrá supeditarse al cumplimiento satisfactorio de los requisitos especi-
ficados	por	las	autoridades	pertinentes	durante	un	período	de	tiempo	estipulado	en	la	orden,	
por ejemplo, el relativo al «buen comportamiento» del delincuente, la participación en progra-
mas comunitarios, su residencia en establecimientos de transición, etc. 
Cuando se conceda la libertad condicional a un delincuente se deberá designar a un agen-
te de libertad vigilada o a otro funcionario para que supervise su comportamiento y le preste 
asistencia (en particular si aún no se ha implantado el régimen de libertad vigilada), y estimu-
lar el apoyo de la comunidad.
29. Sistemas intermedios
29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de transición, hoga-
res educativos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan 
facilitar la adecuada reintegración de los menores a la sociedad.
Comentario
No hace falta subrayar la importancia de la asistencia post carcelaria. La presente regla hace 
hincapié en la necesidad de establecer una red de mecanismos intermedios. 
Esta regla recalca también la necesidad de una gama de instalaciones y servicios destina-
dos a satisfacer las necesidades del joven delincuente que vuelve a la comunidad y a facilitar 
asesoramiento y apoyo estructural como un paso importante hacia la buena reintegración en 
la sociedad.
SEXTA PARTE
INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y EVALUACIÓN DE 
POLÍTICAS
30. La investigación como base de la planificación y de la formulación y la evaluación de 
políticas
30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesarias como base para una 
planificación	y	una	formulación	de	políticas	que	sean	efectivas.	
30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, los problemas y las causas 
de la delincuencia y criminalidad de menores, así como las diversas necesidades particu-
lares del menor en custodia. 
30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo de evaluación e investigación 
en el sistema de administración de justicia de menores y recopilar y analizar los datos y 
la información pertinentes con miras a la debida evaluación y perfeccionamiento ulterior 
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30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de menores se preparará y 
ejecutará de modo sistemático como parte integrante de los esfuerzos de desarrollo na-
cional.
Comentario
La utilización de la investigación como base de una política racional de justicia de menores 
se ha reconocido ampliamente que constituye un importante mecanismo para lograr que las 
medidas prácticas tengan en cuenta la evolución y el mejoramiento continuos del sistema de 
justicia de menores. En la esfera de la delincuencia de menores es especialmente importante 
la	influencia	recíproca	entre	la	investigación	y	las	políticas.	Debido	a	los	cambios	rápidos	y	
a menudo espectaculares del estilo de vida de la juventud y de las formas y dimensiones de 
la criminalidad de menores, la respuesta de la sociedad y la justicia a la criminalidad y a la 
delincuencia de menores pronto quedan anticuadas e inadecuadas. 
Por consiguiente, la regla 30 establece criterios para integrar la investigación en el proceso 
de formulación y aplicación de políticas en la administración de justicia de menores. La regla 
subraya en particular la necesidad de una revisión y evaluación regulares de los actuales pro-
gramas	y	medidas	y	de	una	planificación	en	el	contexto	más	amplio	de	los	objetivos	globales	
de desarrollo. 
La evaluación constante de las necesidades del menor, así como de las tendencias y pro-
blemas de la delincuencia, es un requisito previo para perfeccionar los métodos de formula-
ción de políticas adecuadas y establecer intervenciones apropiadas estructuradas y no estruc-
turadas. En este contexto, la investigación por personas y órganos independientes debería 
recibir el respaldo de agencias competentes, y para ello podrá ser útil recabar y tener en cuenta 
las opiniones del propio menor, no sólo de aquellos que están en contacto con el sistema. 
El	proceso	de	planificación	debe	subrayar	en	particular	un	sistema	más	eficaz	y	equita-
tivo de suministro de los servicios necesarios. Para ello debería efectuarse una evaluación 
detallada y regular de la amplia gama de necesidades y problemas particulares del menor y 
una determinación precisa de las prioridades. A este respecto, debería también coordinarse 
el empleo de los recursos existentes, en particular las medidas sustitutorias y el apoyo de la 
comunidad que servirían para elaborar determinados procedimientos encaminados a aplicar 
y supervisar los programas establecidos.

